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Introducción:
Movimientos sociales, democracia
y cambio socio-político en el área andina

Julie Massal *
Marcelo Bonilla**

Al parecer, analizar el papel de los movimientos sociales en la rransición y con­
solidación democrática del área andina, implica incurrir en un debafe antiguo,
pero poco desarrollado. El tema ha sido relegado, y hasta cierto punto olvida­
do, según los mismos analistas del fenómeno, mientras que objetos más actua­

les han logrado ocupar el campo de la reflexión en ciencias sociales (en especial
en la ciencia política): la gobernabilidad, la cultura política, el mulriculruralis­
rno, las auronornias, la descentralización, la democracia participativa. ere. ¿Aca­

so no será posible enriquecer el análisis de aquellos remas desde el estudio de
los movimientos sociales contemporáneos?

Los procesos de cambio social, político o cultural tienen orígenes diver­
sos y se impulsan desde varios ámbitos a la vez. Desde lo local, lo nacional y

lo internacional nacen discursos aparentemente idénticos: los de descentrali­

zación y de democracia participariva. por ejemplo, proceden tanto de la lla­
mada 'sociedad civil' como de los gobiernos nacionales o de las instituciones
multilaterales internacionales, y suceden a otros conceptos olvidados (el desa­
rrollo comunitario o el desarrollo rural, por ejemplo). Pero también existen

muchos discursos que se conciben como antagónicos: globalización versus pe­
culiaridad, identidad global versus identidad local, etnicidad versusfrarernidad

humana. En fin, las tendencias más opuestas permiten describir la o las reali­
dades actuales: los procesos de integración económica como la desarticulación
de industrias nacionales, la cooperación multilateral en materia de desarrollo

UIlIVCf:üdaJ Aix-Marseille III
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8 Julie Massal. Martelo Bonilla

como el aislamiento de ciertos grupos humanos (refugiados, migtanres... ), el

progreso de la lucha contra la pobreza como el crecimiento de las desigualda­
des y de la miseria en la mayoría de los países 'en desarrollo'.

En ese contexto, la percepción que se tenía de los movimientos sociales ha

cambiado. Al mismo tiempo, las formas de movilización social se han modifi­

cado. En la actualidad. los movimientos de masa, movimientos de clase, gue­
rrilleros o sindicales, parecen desplazados o reemplazados por organizaciones de

toda índole, de tamaño muy diverso, estructuradas bajo modalidades muy dis­

rimas, y con propósitos no menos heterogéneos. En el nivel local. nacional o

internacional aparecen organizaciones sociales (ecologistas, feministas. étnicas.

o 'de ciudadanos') que buscan llamar la atención tanto sobre reivindicaciones

muy paniculares, como sobre asuntos cuyas implicaciones conciernen al con­

junto de la población de un continente o del mundo. Más allá de las exprcsio­

ne .. más mediatizadas de aquellos fenómenos (como el conflicto de Chiapas, y
en menor grado el movimicnro de los 'Sin Tierra' en Brasil) existen amplios

movimienros que v: caracterizan por su pacifismo y su acción cívica, y que SI­

guen siendo desconocidos o ignorados. Los actores locales pocas veces logran

ser identificados, y menos aún sus modo.. de articulación con Jos actores nacio­

nales e internacionales y la.~ ONG.

Es común la constatación de que hoy en día ya no existen ideologías, o

de que no se encuentran respuestas frenre a la complejidad del mundo. Una

complejidad, apal'entemenre, producto de la dinámica, de la fluidez de las in­

teracciones que caracterizan las actividades y las relaciones humanas y que no

permiten identificar el origen de los actores, de sus discursos, de sus motivos de

acción, ere. Las imágenes del mundo actual, muy banalizadas, que enfatizan la

velocidad, lo virtual, lo instantáneo, llevan a estudio.'> enfocados en las nocio­

nes de tiempo y espacio, y cada vez me nos en los actores presentes tras los fe­
nómenos sociales.

0, si bien los fenómenos colecrivos resultan objeto de atención, se los

analiza según algunos presupuesros o principios miginados en campos ajenos.

algunos principios filosóficos y matemáticos, tales como la relación causa efec­

[o, la lógica o la racionalidad son aplicadas al estudio de aquellas acciones co­

lectivas. Así, la llamada 'reo ría de los juegos', conceptualizada PO[ los econorni­

vistas (Morgenstern, KrugOlan) a partir de los años cincuenta, con base en mo­

delos maremáricos de ese entonces. hoy es urilizada para analizar la.'> morivacio­

nes de los individuos para participar en una movilización social. De manera

ni.is general, la influencia de Mancur Olson propició el uso de recrias econo-
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micistas o rcorfas enfocadas hacia grupos de interés. para analizar todo ripo de

acción colectiva, conrribuyendo así a que la dimensión colectiva de las movili­
zaciones sociales no esté atendida'.

Anres de exponer los argumentos propuestos durante los debates y de ex­
plicar sus antecedentes y sus consecuencias, queremos esbozar el hilo que segui­
rá esta presentación. No es nuestro propósito resumir en detalle cada ponencia
presentada. pllC'.~ los autores han hecho el notorio esfuerzo de dar una dimen­

sión basr.uirc didáctica a su.'> arnculos. Ésros son muy diversos y expresan los

debates específicos de distintos campos de las Ciencias Sociales: Sociología, An­

tropología, Filosofía, Ciencias Políricas. Es nuestro deseo que la variedad de en­

foques escogidos permita al lector valorar, desde ámbitos complementarios. el
papel de los movimientos sociales en la democratización y en la promoción de

cambios sociales. Presentaremos los aportes de las ponencias a lo largo de la dis­
cusión, antes de exponer en forma sintética [as problemáticas que hemos esco­

gido enfatizar en el presente libro.
Dos grandes planteamientos surgieron durante el seminario: en primer lu­

gar, ¿cuál fue el papel de los movimientos sociales en los procesos de democra­
tización? En segundo lugar, ¿qué cambios promueven los movimienros socia­
les? Trataremos de presenrar los interrogantes y los intentos de respuesta refi­
riéndonos a los temas evocados durante los debates, así como a algunos de los
aurares que han contribuido a la reflexión sobre los mismos tópicos. En una
primera parte, relativamente breve, analizaremos el papel de los movimientos

sociales en la rransición democrática y en los procesos de democratización a lar­

go plazo (consolidación democrática). En una segunda parte, más amplia, rra­
taremos la relación entre movimiento social y cambio social y pohrico, que es
la que [Íamó más derenidamenre la atención de la mayoría de los ponentes y la

del público. A lo largo de esta presentación. a través de los temas referidos, tra­

taremos de dar algunos elementos de reflexión sobre orra problemática central

del seminario: ¿qué es un movimienro social? Sin duda, los cambios sociales,

P,H,1 UI1 .m.ihsr-, rr¡ [1(". \ [:,1>,': F.I\'LT~,ll1 01 ivrcr. "1' ~L< .nom le de l ' ,IUl<\11 collccr ivc". CI1 Ch<l7<,1 Frall~-,-,i.,.

Aa/(/I/ (u/lean't' el nwu/Jnnflw -'''0411.\", Pans, PUF I')~)}. \,.267, pp. 2') 1-2')6. El autor mucsrr.i '-"\1110

llllJ \ 1.S1,'1ll <:COIlOnlICl't1.1 de la alCHJl1 colectiva, Jlnpubad,l plll Ub<11l (quien recogió LllllCcpt<l~ <:COllO­

ll1íLOI .rphcabh-, ,l 1''-"t[IIU10S grupo- dl' pl'Uduuor,-"_'¡ parJ JIlJlior l.r movtlizacióu socral v dá;1l11L'] "pa­

udigma dclfiu I'tflcr", cvncú.r 1.1 dimensión cnlrcnva del individuo. o]Yilb sumvercidn en un lllr:,diu '0­

[u\, que no c:'> solamente !",llbcrn<ldo por rrnc rcve... , raoonaltdad }' cálculos c:n rcrrninos de cosro-henefi­

ClO, COIl)'.l lo ;:, MIPUC,[,llllCll[l" '¡-\ mercado' Destacan I re, tcudcncra... '-"11 vvrc npo de ,lflj[i,¡s: la corru-n­

re S¡;ll1d.lT[ (Amm 1')':;1: Olsou ] Cj(-¡c,\ 1,1 corricruc St,lllJ.Hr F"lcl1dida, en 1.1 qUl' 'c fundnnenr.i [a "Feo­

rb de lo- Juegos', v una reoru 'no St:HHbrr'.
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políticos y culturales han modificado la definición de lo que es un 'movimien­
to social'. Ese es justamente uno de los puntos más difíciles de resolver. Se tra­
ta de una problemática de índole teórica, que a la vez provocó más polémicas,
y que fue la que menos respuestas encontró. Por supuesto, no se ha terminado
de 'filosofar' respecto a este problema, pero nuesrro modesto propósito es el de
plantear los términos de la reflexión para permitir a cada cual forjarse una pers­

pectiva suya al respecto.

Los movimientos sociales en los procesos de democratización

El debate relativo al papel de los movimientos sociales en los procesos de de­
mocrarización desembocó en dos constataciones: el desempeño de Jos actores
sociales en la transición democrática ha sido marginal, y en la actualidad su par­
ticipación en el sistema democrático es limitada, así como su capacidad 'derno­
cratizadora'. Estas constataciones plantean profundos desafíos tanto al analista
de las 'transiciones' como al estudioso de la movilización social, pues ambos se
enfrentan con la dificultad planteada por Orlando Fals Borda (1994): "¿ pue­
den los movimientos sociales democratizar la democracia?".

Desde una perspectiva un poco pesimista, compartida por estudiosos de
movimientos 'antiguos' (Mayorga, Fernández) o de los procesos de democrati­
zación (Dabene), los movimientos actuales no tienen la capacidad de promo­
ver cambios trascendentales; tampoco han tenido un papel clave en los proce­
sos de democratización controlados por las elites (Collins). Mayorga tiende a
explicar su punto de vista desde una posición 'normativa', considerando que en
la actualidad ya no hay 'movimientos sociales' de masa contestatarios, como lo
fueron los movimientos sindicales en Bolivia. Mientras, según Fernandez, en el
caso peruano esta incapacidad 'dernocrarizadora' de Jos movimientos se puede
atribuir a una estructura política cerrada, que no permite la reconstitución de
una oposición política de tipo alguno, en un contexto caracterizado desde ha­
ce unos quince años por una violencia política constantemente reprimida.

Los movimientos 'de masa' campesinos o los movimientos sindicales, en
general, se movilizaron contra la dictadura (Lavaud 1991 a; Escobar y Á1varez
1992; Adrianzen et al. 1993). Pero estos actores de masa han tenido una actua­
ción limitada dentro de los procesos de transición. Tanto en Bolivia como en el
Ecuador y en el Perú, movimientos que gozaban de una fuerte legitimidad po­
lítica y social, y que tenían fuertes bases (campesinas, indígenas, urbanas y es-
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rudiantiles), han sido marginados durante o inmediatamente después de Jos
ptocesos de transición. En Bolivia, la Central Obrera Boliviana (COB) se man­
tuvo activa hasta los despidos masivos en el sector minero durante el gobierno
de paz Esrenssoro (en los años 1985-1986), peto en los otros dos países, el con­
rro] de los partidos poliricos y del Ejército sobre el proceso de transición y de
consolidación fue muy fuerte en los anos ochenta.

Por su parte, los movimientos feministas y las organizaciones de defensa
de los derechos humanos, que luchaban directamente contra la dictadura (co­

mo régimen) y contra los detentares del poder (como personas), no siempre go­
zaron de un poder de convocatoria suficiente para deslegitimar a los regímenes

dictatoriales (si es que perseguían este objetivo). Además, la deslegitimaeión de
un orden político, o de su di rigeme, no necesariamente implica la caída de di­
cho orden político o laderrota de su representante (como lo demuestran los ca­
sos de Chile y quizás del Perú en la actualidad). Si el control ejercido por los
dirigentes es muy fuerte, ni la movilización social ni la oposición política (par­

tidos políticos, cuadros nuevos) logran organizarse o desestabilizar el poder po­
lítico; además, el efecto simbólico de un poder autoritario impide o amenaza
los ánimos de movilización: en un país donde se sabe que 'nunca cambia nada',
es mucho más difícil fomentar una movilización social. Una deslegitimación
internacional puede influir en la deslegirimación nacional (como en el caso del
gobierno Bucaram, en Ecuador, en febrero de 1997), pero los factores que in­
tervienen en la derrota de un orden político son complejos, por tanto, analizar
el vínculo entre una movilización social y la caída de un dirigente o de un ré­

gimen político implica conocer el orden político en su conjunto (Hirshman

1986; Dabene 1997).
Al parecer, ni la naturaleza. ni la forma de organización, ni la capacidad

de convocatoria de un movimiento influyen directamente en su capacidad de
participación en la transición democrática. Cómo explicar esta 'incapacidad' de

los movimientos para participar en este proceso dernocrarizador: ¿acaso esta fal­
ta de protagonismo puede explicarse por el tipo de transición que se produce?

Un estudio comparativo demuestra que los procesos de transición de los

tres países andinos han sido distintos, pese a que la breve reseña que ofrecemos
aquí más bien expresa los pumos en común. En el Ecuador, luego de la adop­
ción de una nueva Constitución por referéndum en 1978, el traspaso del po­
der desde una Junta Militar al Presidente Jaime Roldés (agosto de 1979), que
venía preparándose desde 1976, no presentó mayor dificultad, además el con­

junto del proceso de transición fue llevado a cabo por los partidos políticos y
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rambién por el Ejército. En Bolivia, la transición empezó en 1977-1978, pero

fue interrumpida por el golpe de Estado del General Garda Meza después de
que las elecciones dieran la victoria a Hernán 5iles Zuazo, ex miembro del Mo­
vimiento Nacional Revolucionario (MNR), el partido político que llevó a cano

la Revolución de 1952. En el Perú, el General Velasco, en el poder desde 1968,
fue reemplazado por el Ceneral Morales Bermúdez en 1975, quien se enfrentó

con un proceso de transición impulsado en gran parte desde afuera, hasta que
las elecciones dieran la victoria al líder de ArRA, Haya de la Torre (rarnbién se

dio una nueva Constitución en 1979).
También, las evoluciones de estos tres países (que solo alcanzamos a resu­

mir brevemente en el marco de esrc trabajo]. han sido diferentes a lo largo de
las dos últimas décadas. Bolivia aparece hoy en día como un país cuya consoli­
dación democrática es relativamente exitosa (sobre rodo respecto a sus 'veci­
nos'), y esto no deja de sorprender dada la 'tradición histórica' de alta inesrabi­

lidad política en Bolivia (Lavaud 1991b), y dado el proceso doloroso de tran­

sición que conoció (Whitehead 1993). Sin embargo, cabe recordar que en

1997, un ex dictador, el General Hugo Banzcr, logró ser electo Presidente de la
República, lo cual expresa cierra tendencia a regresar a un régimen autoritario.

En el Perú, una transición corta, promovida desde arriba, no logró ate­

nuar el control del Ejérciro sobre el poder político. ni el desmantelamiento del
sistema parridisra (Cotler 1993). El hecho de que Alberto Fujimori se manten­
ga en el poder desde el 'aurogolpe' de 1992 gracias al Ejército, expresa la fuer­
za del control que este último ejerce sobre la vida política peruana. El Perú tie­
ne también un alto grado de violencia política y social, lo que dentro del área
andina le hace más parecido a Colombia.

En este último país, el biparridisrno sobre el cual se fundamenta la derno­
cracia. empieza a ser cuestionado, como Jo demuestra el irnpot tante resultado
conseguido por Noemí Sáez en la primera vuelta de la elección presidencial de

1998. La victoria de Andrés Pastrana, que prometió lograr la paz, representa
una alternancia política respecto al gobierno del conservador Ernesto Sarnper.

Sin embargo el fracaso de las negociaciones de paz, la intensificación de la vio­

lencia y las amenazas de extensión del conflicto, demuestran la fragilidad del
nuevo Gobierno colombiano frente al conflicto civil. Las manifesraciones inter-

2 Ver: D;íviJa LAdrón LIt' Guev'Ara, Andrés y Ruci.¡>, c.Holinc, "Colomhia 1998: dt"LÓOllCS y p.v <:11 IT1cdJO

de b rurhulenci.,". A>I!Mrio Socif/lJ' Polifuf! de Amir/ca LtIIJ!I.I]' ('/ Caribe (2). S:m José, H Ar:SO-NLlC­
va Sociedad, 1998,pp.ll-18.
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nacionales a favor de la paz, en especial las del pasado 24 de octubre de 1999,
que fueron un éxito en Colombia, demuesrran cuanto afecta la violencia polf­
rica a la vida cotidiana de la población.

El Ecuador conoció una transición pacífica al cabo de la cual los partidos
recuperaron la totalidad del poder político, después de que el desacreditado sis­
rema partidista se recompuso duranre los siete años de dictadura (1972-1979),
ya que ésta fue reiarivamente débil. Sin embargo, el gobierno de Febres Corde­
ra (] 984-1988) estuvo marcado por un tucrre autoritarismo, un incremento de
las violaciones de los derechos humanos, y una represión de los movimientos
sociales. El gobierno de Rodrigo Borja permitió restablecer las libertades civiles
(Menéndez-Carrión 1992). A parrir de 1997, con la desrirución de Abdalá Bu­
caram, el país experimenra cierra inestabilidad política y un descrédito cada vez
más fuerte de los partidos y de las instituciones poliricas, mienrras el Ejército
goza de bastante respero. Desde 1996, el rerorno a un régimen autoritario es
considerado como Una 'posible salida de la crisis', deseada por la mirad de la po­
blación '. El reciente golpe de Estado que condujo a la salida del Dr. Jamil Ma­
huad (21 de enero de 2000), llevado a cabo por la CONAJE y unos jóvenes ofi­
erales del Ejército. consnruve otra manifestación de que el régimen político de­
mocrático ya no goza de la misma legirimidad en el país. En este sentido. Bo­
livia, Ecuador y Perú se parecen cada vez más.

Como ya lo resaltamos, en el área andina los movimientos sociales han te­
nido una actuación limitada. La causa que permita explicar esro no puede en­
contrarse exclusivamente en el movimiento mismo, ni tampoco en el cipo de
transición o en la estructura política de estos países. Influyen muchos orros fac­
tores, que no pueden ser detallados aquí: la consrrucción del Estado, las orlen­
raciones del desarrollo económico, los símbolos y códigos culturales, y un con­
junco de elerncncos que constituyen un orden político determinado (Badie y

Herrncr 1990; Badic 1994), Al inrenrar un..tlizar el papel de los movimientos
sociales en los procesos demcr rarizadores, cabe estudiar muy detenidamente la
situación específica de cada país, y lo que significa en cada uno 'oponerse' a di­
cho orden polírico: ésta es la única forma de entender los límites que enfrenta
la actuación de los movimientos sociales. Pero también cabe ampliar el análisis
de los 'cambios' que estos movimientos se proponen conseguir, denrro de su lu-

,) El" J vo de la población, según la eucuesra del Comercio y Washingron Post, El L01n(J'{lO (Espc¡o de las
Anl<TI{.;J.~) J6 de ahrt] de 1');)1:\. Oms encuestas demuestran qu~ en octubre de 19')ú. el 52'\) considera­

t-.\ preferible la democracia, el 25(1(1 n.l iudifi-rcnrc v tan solo el 18% de la ptlbk'icin 'L' mostraba favo­
rabie ,11 regrem a un régimen aumrirano (latino-barómetros].
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cha para la 'democratización'. La pregunea es: ¿en qué consiste 'democratizar'
en cada país?

Resolverla implica establecer un vínculo entre los análisis históricos, so­
ciológicos. antropológicos, politológicos. etc. Como sugiere aquí Pablo Andra­
de. la teoría política también debe cuestionarse a sí misma en cuanto a su ca­
pacidad analítica respecto a los procesos democráticos que se dieron en el área
andina. Si bien es cieno que las transiciones democráticas resultan de pactos
entre elites, como lo ha demostrado ampliamente esta corriente teórica, cabe
subrayar la dificultad de los 'transirólogos' para enfocar el papel concreto de 'la
sociedad civil', y en particular de los actores sociales 'de base' en aquellos pro­
cesos; el estudio propuesto aquí por Jennifer Collins constituye un paso en es­
ta dirección. Por tanto, cumplir con la mera que proponemos (el análisis empí­
rico del significado de la 'democratización') implicaría que las teorías de la de­
mocratización demuestren mayor preocupación por las movilizaciones sociales.

Tal vez, semejante articulación teórica permitiría entender por qué ciertos
países que se caracterizan por f rrnes trayectorias democráticas (Colombia, Chi­
le, Uruguay) han estado y siguen estando afectados, en el primer caso, por mo­
vimientos de guerrilla armada, y en los demás casos, por las dictaduras más re­
presivas del continente latinoamericano; por qué el Ecuador, que ha experi­
mentado una transición aparentemente exitosa. conoce ahora una fuerte ines­
tabilidad política, y por qué un país como Bolivia, cuya historia delata una ines­
tabilidad muy importante de los dirigentes en su puesto y que conoció una
transición a la democracia muy conflictiva, que vivió en 1952 una de las revo­
luciones sociales y políticas más radicales de América Latina (con la de Cuba y

la de México), acompañada de una reforma agraria bastante amplia y profun­
da; en los momentos actuales demuestra ser 'un país modelo' en materia de des­
centralización y de participación popular.

¿Qué cambios promueven los movimientos sociales?

Las teorías más recientes de la movilización definen el movimiento social como

un actor que tiene como "razón de ser la promoción de cambios" (Melucci

1988-1989; Moreis y Mac Clurg 1992: Tareow 1994). Pero ¿por qué un movi­
miento tiene que promover cambios? ¿Y qué cambios debe promover un moví­
miento para seguir siendo un movimiento social? Finalmente, ¿cuál es la espe­
cificidad o la esencia de un movimiento social? Intentaremos contestar a estos
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interrogantes de dos maneras: en primer lugar, proponemos un intento de cla­
sificación de los diferentes tipos de movimientos sociales, revisando su actua­
ción en los países andinos; en segundo lugar. describimos algunos cambios 'po­
sibles' y los límites a los cuales se enfrentan los actores sociales. lo que permite
definir los cambios que parecen 'utópicos' en la actualidad. En tercer lugar, a
manera de conclusión (parcial), enfauzamos la definición de lo que se entien­
de por cambio (social y político).

Panorama de los movimientos sociales en rI área andina

Un intento de clasificación puede ayudar a definir algunas características de los
movimientos actuales, aunque muchos pertenecen a varios 'grupos' a la vez; no
se trata de esrablecer aquí una tipología inmutable.

Un primer tipo de movimientos son los movimientos de masa aludidos
anteriormente: movimientos sindicales, campesinos. etc. Después de haber si­
do tan influyentes desde los años cincuenta, han desaparecido de la esfera po­
lítica durante la década del ochenta (Fernandez). Pero, en algunos casos, siguen
ejerciendo una influencia al nivel social. Han generado movilizaciones (a través
de sus discursos, valores. símbolos, percepciones") que se inscriben en la memo­
ria colectiva y en las tradiciones de movilización de ciertos grupos. Estas tradi­
ciones pueden ser muy diversas y hasta opuestas dentro de un mismo país. Así,
en el Perú, unos grupos rechazan la influencia de Sendero Luminoso y prefie­
ren otras formas de organización, como las 'rondas campesinas'. También exis­
te esta diversidad entre los países andinos; en el Perú, como en Colombia. am­
bos marcados por una violencia política. existen varias formas de movilización.
pues en la década del ochenta resurge, por ejemplo, un movimiento colombia­
no con un lema revolucionario: el Movimiento Quintín Lame; así, las diversas
movilizaciones sociales contribuyen de distintos modos a la promoción de cam­
bios y lo de prácticas democráticas (Lair}.

Desde la década del sesenta apareció un segundo tipo de movimientos so­
ciales, que han sido definidos por la 'corriente de la movilización de los recur­
sos', como 'organizaciones de movimiento social' (Monis y Mac Clurg 1992).
No tienen el mismo poder de convocatoria que los primeros. no movilizan de

4 Sobre Id definición de lo que C'S la movilización social, ver en especial: Klaoderrnans 1988-1995; Tarrow
1992-1994
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forma ran visible como los movimienros de masa al organizar las marchas sin­

dicales o campesinas de la década del setenta en el Ecuador o en Bolivia. Sus
discursos ya no enfatizan la roma del poder o la 'revolución' del conjunto de las
sociedades, sino más bien el respero a la diferencia, al pluralismo y a lo 'parti­

cular', Tanto su forma de organización como su estructura se orientan hacia la

movilización de poblaciones determinadas. pero no excluyen la 'articulación'
con otros actores (las ONG, actores sociales, políticos, religiosos), aunque rei­

vindican una autonomía respecto de Jos mismos (Calla). Por ejemplo, podría­

mos ubicar allí las asociaciones profesionales urbanas que emergen en el Cen­

tro Histórico de Quito, en el transcurso de la negociación con las autoridades
municipales, cuyo estudio ptopone Annc Collin-Delavaud en esre volumen.

Un rercer tipo de movimientos tiende, en cambio, a cruzar las fronteras,
y busca movilizar no solo a un grupo en particular, sino a poblaciones unidas

por los mismos intereses. Esros actores tienen la especificidad de rechazar la
oposición entre 'lo tradicional' y 'lo moderno', reivindican varias herencias. va­
loran el respero al pasado, a los orígenes o a la autenticidad, pero también. la
adaptación cultural, los conocimientos técnicos, lingüísricos. y el ejercer nue­
vas actividades anteriormente 'prohibidas' al grupo. En esta 'caregoría' caben

movimientos de defensa de los derechos civiles y humanos. o movilizaciones

más recientes orientadas hacia los 'ciudadanos' del mundo entero, como por
ejemplo el 'movimienrc chiapaneco. "[amhién obedecen a esta definición cier­

ros movimienros comunitaristas (Le Bot 1994a). Son movimientos cada vez
más 'nansnacionales'.

La dinámica de las organizaciones indígenas, tan diversa y tan compleja,

y muchas veces contradictoria, es difícil de clasificar. Esras organizaciones se pa­
recen a las organizaciones de movimiento social, en ciertos aspectos discursivos
y organizativos. En lo organizativo. ponen el éntasis en la fisura étnica y recha­
zan alianzas con otros actores que puedan interferir en la definición de su etni­
cidad: también definen a la 'comunidad étnica' como el actor central de la 'di­

ndmica de revitalización' indígena. En lo discursivo. enfatizan 'lo propio' de los
indígenas, lo étnico, lo cultural. Al mismo tiempo, rechazan la aculruración pe­

ro valoran la interculturalidad, el pluralismo cultural y promuevcn unas rela­

ciones in rcrct nicas (entre blanco-mestizos e indígenas, sobre todo) más toleran­
tes y respetuosas con la diferencia 'del orro' (esto no caracteriza necesariamen­
te las prácricas \'ibenró entre los grupo.'> indígena.'». Pero también valoran Jn,.;

derechos humanos, buscan integrarse y disfrutar de los beneficios de la 'moder­
nización', del desarrollo, de la democracia (Le BOl 1994b). En ese sentido 1m
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movimientos indígenas son parecidos al tercer tipo de movimientos, los movi­

mientos 'transnacionaies. Algunos logran m·~dificar su organización y su dis­

curso, o sus relaciones con el poder político, y en ciertos casos consiguen un re­

conocimiento estatal ° internacional. Lo que hace precisa una estrategia par ti­

t.ipativa en lo político, que implique fomentar alianzas, reorientar sus propues­

tas para hacerlas mas adecuadas con el discurso dominante en un momento da­

do, y por tanto modificar su forma de orgaruzacton interna y su autodeñnícíon.

Por ejemplo, las organizaciones indígenas han logrado participar en el debate

público en el Ecuador desde el levantamiento de 1990 y afirmarse como un

nuevo sujeto político (Ospina), por lo que su identidad colectiva ha cambiado

y, en cierto modo, se ha debilitado (Massal). En Bolivia, también han logrado

representantes (el más simbólico fue el vicepresidente ayrnara Víctor Hugo

Cárdenas en 1993-1997) que favorecen ciertos cambios en la estructura ....octal.

tales COlIJO el reconocimiento de la educación btttngue .y también la participa­

ción en el debate político nacional. Así, a finales de la década del ochenta, el

'movimiento de cocaleros del Chapare influyó en una discusión con matices

internacionales sobre Ia distinción entre coca y cocaína, que desembocó en una

demanda de respeto de la identidad boliviana y andina.

Algunos cambios posiblesy utópicos en el eres andina

Actualmente. la variedad de aclares movilizados implica un abanico aparente­

mente amplio de cambios posibles. Los carnblos jvndtcos. constitucionales, po­

líticos. son complementados o pueden dar lugar a otros cambios más 'en pro­

fundidad. es decir cambios en lo'> hábitos, en lo-, comportamientos humanos

(Calla)

LO) cambios. a largo plazo. de dtsrursos polutcos son innegables; por

L:jl'mpl(). respecto a los tnotgcnas. El romper con la pcrct-pctón índtgenlsta que'

CUt' dominante en la vida polntca y cultural de lo) paises andinos (y de Méxt­

col desde finales del siglo pasado. implica renunciar a una visión evolucionista

del desarrollo poluíco. social y cultural y abandonar la idea de un retraso en re­

lacion con la.') sociedades europeas (en el discurso Indtgemsta. este retreso se de­

bía a la incapacidad de los indlgena.') para evolucionar; Trujillo 1993). Se em­

pezó a reconocer formalmente la igualdad de individuos y de culturas, bajo la

presión de las organizaciones de defensa de los derechos humanos y de las 01­

gantzactoncs internacionales que buscan incorporar en l<i.') jurisprudencias na-
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cionales los principios de la Declaración de los Derechos Humanos de 1948 y
del Convenio 169 de la OIT (1989). Para que estos nuevos discursos desem­
boquen en nuevas prácticas se requieren cambios estructurales, por ejemplo en
las relaciones entre indígenas y mestizos; y quizá estos últimos son los más di­
ficiles de lograr. Pero el levantamiento indigena de 1990 en el Ecuador provo­
có un fuerte sacudón en las mentes, al denunciar abiertamente el discurso ra­
cista del Estado y de la sociedad ecuatorianos. y al afirmar el fracaso de la inte­
gración socíoeconormca de los indígenas anhelada por los gobiernos indigenis­
tas. El efecto 'simbólico' de este levantamiento es importante; del mismo mo­
do. los cambios obtenidos a partir de 1988. y sobre todo las últimas innovacio­
nes legislativas y constitucionales de 1996 y 1998. constituyen un incentivo pa­
ra la elaboración de nuevas reivindicaciones. tanto en el Ecuador como en el
área andina. Cambios semejantes han ocurrido también en Colombia (Consti­
tución de 1991) yen Bolivia (en particular. cabe destacar el reconocimiento de
las comunidades indígenas como Organización Territorial de Base. en la Ley de
Participación Popular de 1995). En el Pero el movimiento indígena es incipien­
te. y la Constitución peruana no reconoce la existencia de indígenas; a pesar de
esto. movimientos amazónicos transnacionales (CONFENlAE. COICA) tie­
nen un principio de organización en este país, en el que también se conformó
la Confederación de Nacionalidades Amazónicas del Pero (CONAP 1987).

Paradójicamente se puede destacar que desde el retomo a la democracia.
la movilización social aparece menos provocativa, menos contestataria respecto
del discurso dominante. Destacamos tres tipos de respuestas a esta 'paradojo': la
primera se refiere a los actores. la segunda a la dinámica de los movimientos so­
ciales. y la tercera a la cultura y la estructura politica de los países andinos.

Una primera explicación es la ausencia de movimientos fomentadores de dls­
cursos 'contestatarios'. En efecto. a mediados de la década del ochenta. casi to­
dos los movimientos sociales influyentes de la década anterior eran marginados.
por tanto tuvieron que autocuestionarse. reorganizarse y reconstituIrse. Algu­
nos lo lograron: varios lideres de los antiguos movimientos de ízqulerda, de las
federaciones campesinas o de ciertos ámbitos religiosos. e inclusive ex dirigen­
tes de partidos políticos marginados después de la transición democrática. se
orientaron hacia las organizaciones indígenas. como ocunió en el Ecuador por
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ejemplo. Así. entre los 'nuevos actores' de las décadas de los ochenta y noven­
ta, muchas veces aparecen 'viejos lideres'. Quizás el número de movimientos,
organizaciones O actores ha vuelto a crecer, sobre todo desde la década del no­
venta, pero su carácter 'novedoso' debe ser relativizado (Slater 1991).

Esto implica que los actores sociales, al enfrentarse con estructuras que
permanecen no democráticas y al encontrarse con los mismos actores 'guberna­
mentales" (o los descendientes de los líderes de las décadas de los cincuenta, se­
senta y setenta). reproducen modos idénticos de hacer política. Logran acuer­
dos y consensos que permiten defender sus intereses respectivos, pero no con­
siguen modificar sus propios comportamientos, sus esquemas, y sus modos de
pensar 'lo político'.

Como lo demuestra muy bien Anke Van Dam en un artículo centrado en
el encuentro entre diversas ONG y organizaciones de mujeres en el medio ur­
bano, en Chile, durante las décadas del setenta y del ochenta, existen (también)
en los 'actores sociales profesionales' ciertos estereotipos sobre lo que es un lí­
der y como éste debe portarse. Esto constituye un límite para las jóvenes diri­
gentes, que tienden a adoptar estos esquemas y a reproducir los comportamien­
tos tradicionales inspirados en valores 'masculinos' para conseguir legitimidad.
Por tanto, los cambios anhelados por los movimientos 'profesionales' de muje­
res, como la promoción de una forma femenina de hacer política o una con­
cepción femenina del 'poder'. no logran consolidarse. Además, las 'feministas'
profesionales tampoco pueden compartir con las mujeres de las organizaciones
de base (con otro status social y otra cultura), sus conceptos respecto a 'la po­
lítica' y el poder, aunque las mujeres de las organizaciones de base adopten for­
mahnente los 'discursos profesionales feministas'. Así, "los cambios no pueden
situarse al nivel del discurso político o de los comportamientos públicos" (Van
Dam 1999).

De la autonomía a la participación

Una segunda explicación a esta falta de discursos contestatarios, es que pocos
son los actores que no han elegido ser parte del juego democrático, en el Ecua-

5 Un ejemplo muy notorio 10 er-contramos en Bolivia. con el retorne del GenHal Hugo Benzer, dictador
de 1971 a 1977, ('11;'[10 prr-sldenn- en 1997 y dirigente del partido Acción Democrática Nactonai
(ADNl. derecha conservadora.
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dor yen Bolivia sobre todo. Por supuesto en Colombia y en el Perú, esta afir­

mación no es tan válida: los movimientos armados .Y guerrilleros o revolucio­

narios (FARC .Y ELN en Colombia, Sendero Luminoso .Y el MRTA en el Pe­
rú), o 'movimientos terroristas' según la denominación del gobierno de Fuji­

morí. siguen cuestionando la autoridad del Estado y rechazan su integración

al sistema partidista y legal. Si bien han logrado imponerse como interlocuto­

[(-S del Gobierno en las negociaciones de paz en Colombia, en el Peru. en cam­

bio, los movimientos 'revolucionarios' han sido y siguen siendo totalmente re­

primidos. Por tanto, los movimientos que logran integrarse en el juego demo­

crático son, en principio. los que podrían conseguir los mayores cambios. Pe­

ro, en la práctica, han sido erosionados el poder de convocatoria, la resisten­

da al discurso dominante, y la capacidad de estos movimientos para promo­

ver cambios.

Esta evolución deriva del constante dilema interno que afecta a los movi­

mientas sociales en su conjunto (Fals Borda 1994): 'la autonomía o la partiri­

pacton. Cabe subrayar aquí, que el tema de la tnstttuctonaltzuctón de los mo­

vimientos como factor de desmovlltzacíon y de una menor capacidad de pro­

moción de c-ambios sociales, es central en los análisis enfocados en la creación

de una identidad colectiva por medio de la movilización social (Morris v Mac

Clurg 1992). La creación de una identidad colectiva constituye un cambio so­

cial en sí, por tanto una estrategia que tienda a desestimar la creación de iden­

tidad colectiva, como un recurso de movilización del movimiento. no permite

lograr un cambio social [lvlelucci 1988: Massal 1996).
La autonomía implica fortalecer la identidad colectiva del grupo movili­

zado' y enriquecer su propia cultura política con elementos espertficos. por

ejemplo un discurso que articule los problemas en forma novedosa, de tal ma­

nera que ponga en relieve ciertos conflictos socíetales. culturales o polrtícos.

que anteriormente parecían ocultos (Gamson 1988; "[arrow 1992)" Por tanto,

la capacidad de cambio es potencialmente más amplia y más fuerte. En [o or­

ganizativo, la deñntrton del potencial 'moviltzable", de acuerdo al objetivo de

autonomía, obedece a la voluntad de crear unas bases fieles, ideológicamente

movilizadas. que compartan la identidad colectiva y la cultura política del gru­

po, que integren y difundan sus discursos y sus símbolos, y que no se aparten

del movimiento por discrepancias personales. También, la consolidación del

discurso y de la estructura del movimiento implica conquistar el apoyo de al­

gunos medios di' comunicación para tener un acceso mínimo al debate y expre­

sar públicamente su oposición a[ discurso dominante (Klanderrnans 1988:
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Gamson 1988). Poco a poco, el movimiento conquista nuevos espacios y llega

a ~S((JgN una estrategia or-ientada hacía la participación política.

Esta estrategia favorece un mayor acceso al debate público y ofrece mayor

oportunidad de modificarlo desde adentro, al esbozar un diálogo directo con el

Gobierno. Simultáneamente, permite incrementar la capacidad de convocato­

ria socia! del movimiento, conquistando el apoyo de nuevos actores. Las estra­

tegias de extensión o de ampliación de las bases (Snow y Benford 1988; Tarrow

1994) favorecen una apertura hacia sectores que compartan algunos intereses

con el movimiento, y que busquen un representante político ya organizado. Pe­

ro al mismo tiempo la estrategia partkipativa del movimtento implica el riesgo

de perder 'lo nropto'. En efecto, la participación afecta a sus objetivos (la auto­

nomía ya no es un principio fundamental), su identidad colectiva, y por ende,

a su capacidad de convocatoria. al menos, el movimiento puede perder el apo­
)0 de su.'> bases ideológicamente más cercanas y de sus militantes y dirigentes

originarios.

Por todas estas razones, los discursos promovidos por los movimientos so­

cíales que participan en la arena política, ya no se oponen al discurso o a la cul­

tura poln íca dominante (Gamson 1988). En ese sentido, la participación con­

lleva para el movimiento el riesgo de perder crédito, y sobre todo de perder su

razón de ser, que es la promoción de un cambio social (Piven y Cloward 1977;

Schwartz v Shuva 1992).

Cernbto y cultura pobtice

La tercera y última explicación de la falta de discursos contestatarios, se remite

a la estructura y cultura política de una sociedad. Cada sociedad facilita cierto
tipo de cambios e impide otros (Ktrschelt 1986; KJandermans 1988; Tarrow

1992. 1994: Kriesi 1995). esto incide en la conformación del discurso y de la
organización de un movimiento. Por ejemplo. aunque casi todos los movimien­

tos pasen de la autonomía a la participación, no lo hacen según las mismas mo­

dalidades, ni en el mismo momento. Esto es particularmente obvio al analizar

'el movimiento indígena' en el área andina: las condiciones estructurales gene­

rales (como la influencia de la Teología de la Liberación) o propias de cada país

(las reformas agrarias, por ejemplo) han interferido en la organización de los

"grupos indígenas', independientemente de su peso demográfico en la pobla­

ción de cada país (que va desde un 2(Jó en Colombia, hasta un 609'ó en Bolivia)
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[jírnénez y Triana 1985; Le Bot 1991. 1994b; Santana 1992, 1994; Lavaud
1992) .

Según algunos autores, existe una oposición entre estrategia e identidad

(Cohen y Arato 1992; Lean 1997) y eL contexto político lleva a privilegiar la
una o la otra. Consideran por ejemplo que, en América Latina. la estrategia de

participación y de ínstítucíonahzacíón es quizás la única alternativa para lograr

cambios en el ámbito político. Esto se debe a que la sociedad civil es débil, po­
co organizada. y no ofrece un espacio de movilización social o de debate, lo que
impide la promoción de cambios desde abajo. Por tanto, los movimientos tien­

den a dirigirse, de forma prematura, hacia el ámbito de la política formal para

lograr cambios legislativos, ejercer una presión sobre el Estado, y conquistar la
opinión pública (o cambiar el discurso dominante) con acciones 'provocativas'.

Esto implica que dan prioridad a la estrategia y a la eficiencia política antes que

a la consolidación de su identidad y de sus bases.

Pero, como lo sugiere Ospina en su artículo al referirse al caso ecuatoria­

no, si bien es cierto que todos los actores tienden a recurrir al Estado, también

puede ocurrir que tras esta apariencia, el poder y la negociación se ubiquen en

otros niveles políticos o sociales, dentro de la misma 'sociedad civil' que no ne­

cesariamente está organizada según los criterios racionales, modernos y tecnó­

cratas propuestos por el Estado desde el retorno a la democracia (aunque no sea

impermeable a la 'modernización'). La sociedad civil tiene su propia lógica y sus

propios códigos.

AL contrario, otros autores (Klandermans 1988; Tarrow 1992), enfatizan
los vínculos que existen entre la estrategia y la construcción de identidades co­

lectivas: la estructura organizativa depende de la identidad del movimiento, pe­

ro también influye en ella. Sin embargo, la elección de la estructura y la iden­

tidad del movimiento dependen también de la estructura y de la cultura polí­

tica del país en que nace el movimiento. En ciertos momentos, las percepcio­

nes dominantes consideran como legítimas ciertas formas de organización, de

movilización o de protesta social. Pero luego, los valores cambian (en parte por

la influencia de actores sociales movilizados) y nuevas formas de movilización

se imponen, mientras otras (anteriores) desaparecen o se modifican. Esto per­

mite entender por qué un mismo movimiento o una organización logra perma­

necer movilizada mucho tiempo aunque sus reivindicaciones cambien. Cabe

destacar que el orden de las reivindicaciones no es casual sino que se adapta a

la coyuntura y a la 'estructura de oportunidad política' de un país (Kitschelt

1986; Kriesi 1995; Tarrow 1994).
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El caso de las organizaciones de base de mujeres en Chile, ya aludido, per­
mite entender este punto. Por un lado, demuestra que no es la composición ex­

clusivamente femenina lo que determina la identidad de aquellas organizacio­
nes, sino más bien sus características sociológicas (las participantes son pobla­
doras de barrios urbanos populares); sus objetivos de cambio (estas mujeres
buscan mejorar sus condiciones de vida), y su encuentro con las ONG com­

puestas por 'profesionales feministas', que son mujeres de clase media o alta. És­
tas, al intentar transmitir a las primeras sus concepciones del poder, de lo polí­
tico y de lo femenino, difunden discursos que si bien son fonnalmente adop­

tados por las pobladoras, no tienen el mismo sentido para estas últimas. No es
su condición de género lo que les une de por sí y les lleva a juntarse y organi­
zarse, sino que dentro de la movilización y del encuentro, nacen intereses co­
munes y cierta solidaridad entre las pobladoras, fomentados en parte por las
'profesionales feministas'. Por otro lado, el estudio de este lipo de movilización
muestra cómo las percepciones y los valores vigentes en la sociedad también in­
fluyen en la identificación de las organizaciones de base como femeninas y/o fe­
ministas: los hombres consideran que éstas son formas de movilización adecua­
das para las mujeres. más no para sí mismos, y prefieren estar en los partidos y
sindicatos, lo que les otorga mayor poder y visibilidad, aunque en el Chile de

Plnocher estas estructuras clásicas eran más controladas, por ser sospechosas, y
por tanto menos eficientes (Van Oam 1999).

El cambio socialy político

A través de las ponencias, aparecen diferentes definiciones del cambio que los
movimientos sociales 'pueden' conseguir: cambios políticos, legislativos, jurí­
dicos, sociales, culturales ... Algunos autores enfatizan la búsqueda de cam­
bios trascendentales (Mayorga), otros los límites culturales y estructurales que
no siempre permiten fomentar o lograr semejantes transformaciones (Da be­
ne, Massal), mientras otros son más optimistas al respecto y enfatizan los cam­

bios de discursos y la integración de nuevas demandas que acompañan los
cambios jurídicos y políticos (Cana, Osptna]. A un nivel más bien 'micro', un
estudio sociológico (optimista) con un enfoque comparativo, describe el pro­

ceso de movilización y de creación de identidades colectivas, a partir de un

movimiento campesino y un movimiento revolucionario, en el Perú y Colom­
bia (Lair).
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Además, algunos interrogantes stgucn PO pie: ¿pueden y deben los rnovi­

míentos sociales ser los untcos actores del cambio social"? ¿Tienen que asumir

algunas transformaciones que no están a su alcance, y que deberían ser una res­

ponsabütdad del Estado? Por ejemplo, puede considerarse que- es el Estado
quien debe promover una cultura cívica y tolerante, mediante una filosofía

educativa y la organízacton de un sistema educativo que transmita ciertos valo­

res fundamentales como el respeto de los derechos humanos, lo que perrnitiria

mejorar las relaciones entre géneros o entre grupos culturales.

También, una de las ponencias presentadas durante el seminario, con un

enfoque antropológico, enfatizaba el proceso de creación y de incorporación de­

los discursos rituales fomentados en el seno de las sectas pentecostales, 10 que

constituye un ejemplo de creación de identidad colectiva, mediante una orga­

nización social que 'no' se propone un cambio social a político con un afán de­

mocratizador, pero que si logra modificar las condiciones de vida de la ge-nte­

involucrada (Bonilla). Lo que nos recuerda que cambio y democratización no

son sinónimos.

El cembio en las teories de la moviltrecton

Má~ alla do las perspectivas 'vubjetivas". antes e-vocadas, que demuestran la difi­

cultad para definir el cambiu social. debidu a los diferentes tipo\ o nive-les de

analísts (micro o macro, antropológico. sociológico () político. tndíviduallsta u

holístico). cabe examinar algunas vertientes del pensamiento. pero antes, que­

remos esbozar. 11111V brevemente, apunte-s adicionales sobre- la producción ele- e-s­
tos pensamientos teóricos.

En las ciencias sociales, hay 'ciclos' en el pe-nsamiento que corresponden a

cambios soctetales. Por tanto, el análisls teorice no pue-de ser independiente de­

los discursos dominante.'! en el conjunto de la sociedad en un momento dado,

En los momentos actuales, como en la dorada del setenta, la rcflcxíon se centra

en el 'er-ror social' y 'las ide-ntidades'. pero la dive-rsidad de estudios al respecto

demuestra que existen criterios utsuntcs sobre- la conformacíou de estas identi­

dades, su naturaleza, y su relacion con Jos procesos de movilizacton: mientras

(i Vr l Fmrc-, 1~1i1 ,,j <111I[(opqI080 Juan J()~C PllFlIj<l~ fi ((I/llrru() ,) de chcrombrc lit' 1999 Par;! (,1 111\ ('11

::;ildl1f I-~Iill;m hoy en día e! cambio dplw \ ('ni! (ié- la' cutc-, Fvro illlPITOg,lTllp f'~l11\O prcvcnto rl1 [;1 rn
n"1" 1.1 dc' SI1\lil Vegél (CI:YI .\I.SI
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en la década del sesenta, debido al dominio de la perspectiva marxista, las con­

diciones estructurales y los límites puestos al cambio por la sociedad eran el ob­

jeto privilegiado de estudio. De cada enfoque se deriva una percepción de la na­

turaleza del cambio y de los cambios que se pueden conseguir. El pensamiento

científico nace de la cultura política y de las estructuras de la sociedad, es par­

te de ellas, y también influye en ellas, por ejemplo cuando 'incentiva' a los ac­

tores sociales a elegir un cambio de talo cual tipo, y contribuye a deslegitimar

ciertos discursos, formas de acción y percepciones respecto a la movilización so­

cial. Hoy por hoy, el énfasis en los actores y las identidades lleva a analizar los

cambios rmcrosoctales y a considerar a éstos como los úrncos cambios 'posibles

de lograr'. e incluso, 'legítimos'.

Las teorías de la movilización se dividen en tres vertientes principales (so­

bre todo son el producto del estudio de movimientos occidentales), siendo ca­

da una amplia y diversa. La 'corriente' de la movilización de los recursos'. de ori­

gen anglosajón, pone en relieve los modos de organización a partir de los recur­

sos disponibles o de los que se pueden conseguir, es decir en el 'cómo se movi­

liza'; por tanto, los cambios son descritos desde una perspectiva 'micro', sin ser

relacionados con los cambios socletales, históricos, culturales, etc.. mientras la

'corriente de los nuevos movimientos sociales', esencialmente de origen euro­

peo, tiende a analizar el 'por que de la movilización social. al nivel 'macro',

tiende a vincular la emergencia de 'nuevos discursos' con los cambios socleta­

les, pero el concepto de 'nuevo movimiento social' ha sido institucionalizado y

no siempre es operativo para analizar los comportamientos y los modos de ac­

ción de los actores. Finalmente, la 'corriente construcnvtva'. que nace a media­

dos de la década del setenta, tiende a vincular lo macro y lo micro; es decir. los

comportamientos, valores, y discursos, con los recursos, modos de organización

.Y estrategias de movilización, por tanto, incluye un enfoque sic asocial muy im­

portante, desarrollado especialmente por autores como Gamson (1992), Este

intento de articulación permite, por un lado, ampliar las perspectivas sobre los

movimientos estudiados y percibir nuevas dimensiones de la movilización (mo­

tivos y modalidades de la movilización individual', creación y adopción, por las

7 Los teóricos tienen dirf'rrl\l"i¡.¡~ ~ubre los rnonvov del individuo para participar t>!l una accron COlf'Ol\,1 u

un movmuento surial Tres grandes pf'r~lJ<:'nivd~ (que no alcanzan iJ resumir la dtvorvrdad de cruenos al

respecto] pueden ser esbozadas la pnrnera es 1,1 corríencc econorntrtsta. encabezada pOI' Orson Sr CJ­

ractertza por f'l paradigma stgurcntc [paramgma dI:" (Hson tarnbtén llamado del 'free rider'}' f'1 tncltvnluo

'I\u')l:' muvihza porcJllf' prensa que, de todas formas, SI" beneflclará de' lo,; rogros alcanzados pnr los acto­

rvs movüizudos ; o bien ';010 W' moviliza ~i puede conseguir elgun provecho mrnedíaio y concreto de \11
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bases, de la identidad colectiva del movimiento); y por otro lado, aplicar los co­

nocimientos adquiridos a otros ámbitos, en especial. utilizar las teorías occiden­

tales para analizar movimientos en otras áreas culturales (Escobar y Álvarez
1992; Foweraker 1995).

El cambio visto por los actores socieles

Otro elemento de reflexión, que queremos proponer aquí para definir el cam­

bio, es la confusión que tiende a producirse en algunos casos, entre ciertos tér­

minos: 'el cambio', 'la modernización', 'el desarrollo', y otros varios conceptos

que permiten describir las mutaciones sociales, económicas, políticas y cultura­

les. Cabe subrayar que la adopción de talo cual término, y la constatación del

fracaso o del éxito de los movimientos en la búsqueda de ciertos cambios, pue­

den ser, al igual que los intentos por establecer modelos teóricos, originados en

presupuestos ideológicos. Evitar tal problema metodológico implica relativizar

el alcance de estos conceptos para describir la realidad': prímero, preguntándo­

se 'a quién' le resulta importante evaluar los logros alcanzados por los actores

mm ilización. E~ta percepción del mdtviduo romo ar-tor racmnal procede OE' la teoría económica, que

percibe al individuo como actor racional que ralcu!a el (ü~tü b\:'r1t:'ririo de vu movilizat-irm E.~la vívíon

es matizada por algunos autores [Líndenh..rgh) que demuestran que si bien la racionalidad interviene en

la decístón. se trata de una 'racionalidad limitada': esto permite entender que algunos individuos se mo­

vilicen para defender el status sor¡al tl.. otros. al darse r-uenta dt' qlJf' su plOplO status podría ver- amena­

zado SI no lo hacen En torio caso. como lo muestra Lmcenbcrgh. la percepción que el índrviduo ttcnc

de la utilidad marginal ele su participacion influye en su der-rsroo e~ dertr, su dectston depende del re
sultado esperado. y este depende del tipo de movützacton a la que el individuo se suma. Vease Wippler

Remhan. lndrvtdualtsme ruethodologfque er actioo coller-uve" io Chazt'1 Franrors, [drr.). ArriolJ rottrc­

liH' et mousemcms .wriaux. Porís. PUF. Sociologies. 1993. 267 p .. pp 207 -222. De esta primera con-ten­
1.. ~t' deriva otra. la llamada Corrtenre de la Movrlízarrón de los Rrcursos (CMRj. muy diversa ':' exten­

rlitla. F~l,l ultima propone diferentes Interpretaciones del paso del mdfvíduo hacia la movrltzacron: por

ejemplo en las dec adas de 105 cincuenta V sesenta, un grupo de autores deñn.. la movuizacro» como el

produrm dE' una fruvrrarton sor-tal [teorías de la frusnacíon relativa]. Pero cienos autores de la misma

r-ornente (CMR), corno Charles Tlüy o Anthony Übcrshall. dan un salto al analizar los modos de crga­

ni7afion que. al nivel 'mkrosocíologíco. fundamentan Id rnovilizaclon, enfartzan pi her ho d .. qur rl in­

drvrduo 1\(1 se une a una moviiivar-iorr rle forma ',n~lad,l' sino que pertenece a r..d ..s social ..s profesrona

l('~ y polnícas que influyen en su dectstón de parüctpar Ftnalmente, rl paradigll1il construcuvtsta ,1l1,r[i­

za la crear-Ion de lnreresev comunes. de la sohdartdad, de la ronsr-tenr-ta y de la ideruidad colee-uva E~­

1O~ procesos no son ,H\{eri()rl:'~ sino. mes bien. sunultaneos a la movilización También hay que rescatar

la valiosa corunbucrón del economrctsta Albert O. [-Ítrshman a la rompn-nsíon de ndm de moviliza­

ción en su abril Bon}¡curprivp, ectton publique. París. Fayard 1983 (trad. fse]. 257 p., y al estudio de las

diferentes formas de movützaoon (o de deserctonl de los crudaoanos en De/ection et prtsc de perotc. Fa­

ns. Filyarrl1995 {trad fse), 213 p.
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sociales (Salman 1999), y segundo, comparando los parámetros 'científicos' con

los criterios de los actores (Hrrshman 1986).
Lo que no se ha estudiado todavía (o se ha estudiado muy poco) son las

percepciones de los mismos actores sobre el cambio que 'su' movilización im­

plica. Así como lo subraya Tom Salman después de mostrar cómo las corrien­

tes de análisis de los movimientos sociales (presentes en Chile) desembocan en

una constatación de 'desencantamiento' en las ciencias sociales, queda por in­

vestigar desde dónde se evalúa el éxito o el fracaso de la movilización social:

"(Estas tendencias teóricas ...)¿Ofrecen respuestas a la necesidad de entender

a fondo el por qué los resultados del desempeño de las organizaciones no fueron

satisfactorios? Otras preguntas pertinentes son: ¿ Estas corrientes dejan en claro

para quiénes no fueron satisfactorias las actuaciones de las organizaciones y de los

movimientos? ¿ Ayudan estas proposiciones de interpretación a entender las ex­

pectativas de la gente común)' corriente que participó en estas orgamzacíones"?",

Albert Htshman comparte esta preocupación, pero además él menciona

(de una forma humorística), la dificultad metodológica de evaluar el éxito o el

fracaso de los 'experimentos populares' para mejorar el bienestar de la gente:

"¿Por qué no satisfacerse con 'salvar almas', es decir, regocijarse con cual­

quier avance que se esté logrando en materia de bienestar humano, solidaridad

y esperanza, sin intentar siquiera la tarea imposible de resumir todos estos es­

fuerzos, victoriosos o decepcionantes, y de comparar el resultante 'total con al­

gún concepto igualmente nebuloso, como el 'bienestar económico general' o

las 'perspectivas para la democracia'?".

Hirshman se propone mostrar que la dificultad consiste en determinar los

parámetros de evaluación: los éxitos y los fracasos en cuanto al nivel de 'mejo­

ramiento del bienestar' de las poblaciones no pueden ser evaluados en términos

cuantitativos. También, señala que esta preocupación es ajena a los mismos ac­

tores. Por un lado, los autores de las transformaciones sociales se preocupan po­

co de las consecuencias macroeconórnícas de sus acciones: por otro lado, recha­

zan "al culto del PNB o de la tasa de desarrollo corno Jos únicos árbitros del

progreso económico}' humano. El desarrollo popular se niega a ser Juzgado por

estas normas" (1986: 110). Lo que sí valoran es su acción, la solidaridad que

8 S<llman, TO!l_.'\~lau50s devpuev del cfestnc ("\ esrurfio de or~anjzanones)' movrnuen«... sociales dr-spuév

de 1;1 euforia". ('11 Salman. Ton y Kingman. Eduardo (ed~) Anrigua modcrrnded _~ memorie drl preeme.

cuttures urbanal r idmodsa, QUIlO' FJ.ACSO, 1999,372 p. pp 55-67. ene p. 61.

9 l-invlunan Albert O., El 011'.111((' en <o/e["tlI·¡dad f':l.Pf'rilllt'lIlOJ fJlJpu/arl'l NI la AmerJca Lafina Mcxko. Fon­
do de CulrUl"il l-rononuca J9Rfi, 120 p . p JJO
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resulta y nace del proyecto de movilización; es decir, estos pequeños y grandes

cambios en su vida personal. al nivel de su propia idiosincrasia.

Finalmente. los intentos de mejoramiento de las condiciones de vida no

siempre van de la mano con una movilización de masa, con un cambio trascen­

dental de las estructuras sociales (Calla): en ciertas ocasiones, una 'acción colec­
tiva' puntual. que al parecer solo logra mejorar el nivel de vida de unas cuantas

familias, puede constituir el germen de futuros cambios sociales (Hirshman

1983; 1986; 114). Por ejemplo, al no ser advertidas por los gobernantes dicta­

toriales, estas acciones colectivas puntuales dieron paso a actores sociales capa­

ces de oponerse al régimen político (pero como lo indicamos al principio de es­

ta presentación, el vínculo entre la movilización social y la derrota de un régi­

men tiene que ser analizado en relación al orden político).

Por el contrario. se puede 'sobrevaluar los efectos de una movilización:

como lo señala Dabene dentro de este libro, cabe preguntarse si, como lo pre­

suponen los discursos tantos militantes como oficiales, la 'democracia parttct
pariva' siempre permite mejorar el bienestar de la gente. De no ser así las frus­

traciones de los actores aumentan, y sus percepciones sobre la democracia pue­

den volverse más escépticas.

El cambio y el golpe de Estado en Ecuador

El cambio en si, pues, sigue siendo un fenómeno difícil de aharcar y entender

en toda su complejidad. Lograr una mayor comprensión del mismo supone

descartar cualquier predefinición o prehrpotests en cuanto a su carácter de rea­

lizable o no. El cambio es un proceso continuo, pero que a veces tiende a ace­

lerarse. El estudio del uso político del tiempo por parte de los actores sociales y

políticos es todavía incipiente '". por lo que no es posible hoy! en día predecir el

futuro; si bien nos propusimos evocar en esta presentación algunos cambios po­

sibles o 'utópicos' en el área andina, cabe subrayar que los mismos actores so­

ciales se encargan de cambiar el transcurso de la historia, la su.ya .Y la nuestra. y

de 'desplazar' (a frontera de lo utópico.

10 VE'ásC' Sdwdlel. Ándrt-as j Sanuso. Javier {ccmp.}. Ti<'fllpu)" democmcis. Caracas. :'-Jueva SOf'Íf'dad. Nu­

bes y Tu-rra. 1999. 136 p en E'~r){'clalla Introducción (PI-l 7-26) por los comptfadores. y la contríbu­

ríon de Juan Ltnz. "Las restrtccjoncs temporales de la dernocrarra" pp 27·56 Estr últirno ruevnona el

juir-io. muy difundido según d cual una dernorrar¡a se r-ortsnfera eficiente cuando es estable. denun­

ciando una fenchuaoon dE' 1... ~~laliilidad.
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En Ecuador, el cambio de poder anhelado por los movimientos indígenas

y oficialmente reivindicado en el mismo momento en el que se realizaba este

encuentro (noviembre de 1999), fue definido como utópico y 'fuera del pilcha'

por el Gobierno, la prensa y buena parte de la población, El golpe de Estado

fomentado el 21 de enero de 2000 en Ecuador por los indígenas junto con al­

gunos jóvenes oficiales. como el Coronel Lucio Gutiérrez, nos recuerda que lo

utópico puede convertirse en realidad. También, constituye una nueva eviden­

cia de que toda movilización social se teje a partir de 'tradiciones y elementos

codificados' (la referencia hecha por uno de los oficiales. Fausto Coba. a la Re­

volución Juliana de 1925 11
, es un elemento identificador del Ejército ecuatoria­

no). pero también a partir de 'innovaciones' (como la asociación del Ejército

con organizaciones indígenas contra el Gobierno constitucional), Pero las mo­

tivaciones de los actores que propiciaron tal movilización no dejan de consti­

tuir un enigma. dada la salida que encontró la constitución del triunvirato

compuesto por Lucio Gutiérrez. Antonio Vargas y Carlos Sotorzano, en la ma­

drugada del 22 de enero. y tomando en cuenta la afirmación del nuevo Presi­

dente Gustavo Noboa (propuesto por el Gent>ral Carlos Mendoza que se en­

contraba encabezando el triunvirato desde unas pocas horas, después de reem­

plazar al Coronel (jutiérrez}, de seguir con la política de 'dolarización' de su

predecesor. el Dr. jarn!l Mahuad Wítt.
En todo caso, tal evento no puede entenderse. en nuestro concepto, sin

un análisis integral del proceso de democratización y de cambio social, en el

que los movimientos sociales (en especial las organizaciones indígenas) del

Ecuador buscan desempeñar un papel mayor. Más específicamente. no se pUC'­

de desestimar el contexto en el que se produjo este acontecimiento. que se ca­

racteriza por el proceso de refundacion política iniciado después de la caída de

Abdala Bucaram (5 de febrero de 1997) Se propone esta refundación por los
movimientos sociales que lograron la conformación de la Asamblea Nacional

Constituyente de 1997-1998 (pero esta última seguía controlada por los mis­
mos partidos políticos que dominan el Congreso Nacional), consagrada por la

nueva Constitución Política del Ecuador [junlo 1998), pero también por las re­

formas electorales de 1998. Tal proceso de reforma politica, electoral y jurídica

tiende a fortalecer la representación de los partidos politicos mayoritarios (en

términos de escaños) al mismo tiempo que reduce la 'capacidad de convocato­

ria' de los nuevos actores sociales. También se incrementa el control social, al

11 F! COIl/t'n'Jo (QUilO), n de enero de 2000.
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prohibirse en la misma Constitución Política el derecho de huelga en los secto­

res públicos. El golpe de Estado del 2¡ de enero del 2000 bien puede ser una
respuesta al fortalecimiento de un sistema político de tipo presídencialísta".

que restringe cada vez más la participación popular y la representación propor­

cional de las minorías en un plano electoral. En términos generales, la reforma
del sistema político llevada a cabo por los partidos busca controlar la expresión

por parte de los actores sociales de su ansiedad por tener un mayor margen de

participación en el debate político, a la hora en que el Estado parece a punto

de derrumbarse, mientras se implementan políticas económicas y monetarias

fundamentalmente neoliberales, como la política de dolartzarion. la misma que

constituye la chispa que permitió prender el fuego. En ese contexto, el cambio

social y político, que las elites quisieran controlar al reducirlo a un cambio

constitucional o legislativo, nuevamente debe ser ohjeto de reflexión.

Incentivo

Como lo subrayó uno de los ponentes, a quien este encuentro permitió abor­

dar el tema nuevamente, cabe recordar que no ha habido seminarios o encuen­

tros respecto al tema de los movimientos sociales en los últimos años. Por tan­

to, nos parece fundamental convocar a nuevos eventos alrededor del tema, con

el fin de contestar los interrogantes sin resolver, de fomentar mayores intercam­

bios y criterios basados en investigaciones y estudios de campo, y de afinar las

herramientas del estudio de la acción colectiva y de la movilización social".

Pues, así como lo subraya Ricardo Calla, creemos que todavía queda mucho

por investigar, específicamente los lazos que tejen ciertos movimientos sociales

con las ONG (también muy diversas) o con actores religiosos, e inclusive los

vínculos entre poblaciones u organizaciones indígenas y el Ejército que existen,

tanto en el Ecuador, como también en otros países, Pero se deben dejar de la­

do los prejuicios normativos sobre lo que es o no un movimiento social, y lo

12 Srlwdlpl. ;\ndrpa~) Sanliso. javn-r (rOJllp l. Tiempo _1 df'mocracid. O[J. ClI. DI:'~p\l(,~ 11(' recordar IJ\ ca­

ractcrtsncas pnrir-rpales de un sistema prestdcncrabsta. los autores resaltan en su Inrrodur-r-íon lo vtguteu.

[e. --( .. ) esta combtnacron prccarta de protección mutua contra el despido, pOI' un lado. e uu.crdc peri­

dcnc¡a POlIUC<I, por otro lado. puede llevar a la confroruaríon, mcluvcndo pll'if'<,g[) rJp voluctoue-, no in'>

!1(1J(I(JIlalp~" (p. 12)

13 CM -cuatar '1''' en mavo de 2000." rcauzo en Colombia el CI"""uolvhim"'IHO> socratcs Lstedo
\ [Jpnlo<r;¡(liI
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que son una movilización o un cambio exitosos. Así, cabe cuestionar los presu­

puestos que siguen anclados en algunos discursos profesionales. militantes pe­
ra también 'científicos' relativos a la movilización social, y que no han permi­

tido resolver algunas dificultades teóricas y metodológicas que plantean las mo­
vilizaciones sociales. Estos presupuestos y estas dificultades desembocan en
cierto desencanto respecto de los 'beneficios' de la movilización social y por en­
de, inciden en el abandono de1estudio de este fenómeno poco conocido toda­

vía: la participación de individuos en acciones colectivas para mejorar su bie­
nestar y el de la sociedad en su conjunto.

****

En este libro, enfatizamos las mismas problemáticas que en el seminario del

cual se origina, aunque en forma un poco distinta':'. Cuatro partes permitirán
abarcar los siguientes temas: 1) Contextos y figuras de la movilización social. 2)
Identidades colectivas y movilización social. 3) Movimientos indígenas y trans­

formación política, 4) Perspectivas de la movilización social.
La primera parte reúne dos exposiciones relativas a los regímenes políticos

y los procesos de transición y consolidación democrática. lo que llamamos 'los
contextos', en los que los movimientos sociales tienen que determinar sus for­

mas de movilización. El artículo de Pablo Andrade busca determinar, en una
perspectiva teórica. la forma de analizar la democratización en el área andina.
El artículo de [ennifer Collins sobre el caso ecuatoriano, muestra cuáles son las

figuras de la movilización social, enfatiza los límites a la participación de los
movimientos sociales en los procesos de transición y la necesidad de buscar

nuevas formas de representación y de actuación al nivel político.
La segunda parte presenta enfoques sociológicos que permiten entender la

creación de identidades colectivas en Id movilización social. El estudio compara­
tivo propuesto por Er¡c Lair. en torno a un movimiento (las rondas campesinas)

del Perú y al movimiento revolucionario Quintín Lame en Colombia, muestra
de qué manera se constituyen diversos discursos y formas de movilización a par­
tir de tradiciones y de innovaciones sociales, y cómo éstos fomentan nuevas prác­
ticas que pueden fundamentar la democracia. El artículo de Anne ColIin Dela-

14 (jioconda Herrera. Jorge Le[JIl. Rene Meyorga v SilVIa Vega no pudieron ccnmbo¡r al Hbro queremos

agradecerlos su valiosa parnciparro» en el semtnano.
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vaud enfoca los nuevos procesos de negociación entre actores urbanos populares

qe~((~~rtJO Histó.ric<?,de Quito y las autoridades municipales de esta ciudad .

. , La tercera parte, relativa a los movimientos indígenas en el Ecuador, en­

fatiza las transformaciones políticas y sociales impulsadas por este actor, mos­

trando cómo el cambio de las formas de representación y de participación po­

lítica se ha constituido como el mayor planteamiento dentro del discurso indí­

gena. Pablo Ospína enfoca el conflicto indígena entre 1990 y 1998 Y su 'reso­
lución' dentro del sistema politico ecuatoriano mediante la integración de las

nuevas demandas indígenas. Después, Fernando Carcía presenta una evalua­
ción de la integración de estas demandas a través de un reportaje sobre los pro­

cesos de aplicación y concreción de las nuevas normas constitucionales. Noso­

tros proponemos un estudio del discurso enfocado en una representación polí­

tica directa y autónoma de los grupos indígenas, buscando su origen a través de

una presentación de algunos fundamentos de la construcción del orden políti­

co y del Estado-nación en el Ecuador. Finalmente, nos pareció interesante pre­

sentar aquí, para fomentar una reflexión comparativa, el estudio propuesto por

Carlos Fernández, que busca explicar por qUE' no hay movimientos indígenas

en el Perú,

Por último, la cuarta parte enfatiza las pcrspccttvas de la movilización so­

cial. Ricardo Calla propone un balance de los 'cambios' políticos y sociocultu­

rales generales, y de los que han ocurrido dentro de los mismos movimientos

sociales, en relación con los primeros, a partir del estudio de los movimientos

sindicales bolivianos contemporáneos. Luego, la reflexión propuesta por Ütt­
vier Dabene sobre el concepto de 'democracia parr tc-ipatíva'. permite advertir

tanto la dificultad en vincular esta última con el mejoramiento del bienestar de

[a gente, corno las frustraciones posibles que se pueden derivar del fracaso de

las experiencias de participación: en caso de que la parñctpacton y la represen­

tación no estén acompañadas por una "redtstrtbución' efectiva de las riquezas.

la democracia resultará debilitada.
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Teoría democrática. democracia política

y movimientos sociales: elementos para

una revisión crítica del cambio político

en las sociedades andinas

Pablo Andrade"

Introducción

Las sociedades andinas, al igual que la mayoría de las sociedades latinoamerica­

nas, atraviesan por intensos procesos de reconfiguración y reordenamíento

en/de las formas que las instituyen como sociedades políticas. Cuatro mutacio­

nes definen los límites en los que el cambio político, en la región andina, ha te­
nido -y continuará teniendo- lugar, a saber: la desarticulación y rearticulación

en las relaciones entre Estado, economía y desarrollo social; el intento de re­

crear la sociedad política bajo la forma de la democracia política; la conforma­

ción de un espacio institucional financiero transnacional que limita fuertemen­

te la soberanía nacional sobre los capitales locales; y el incremento de la desi­
gualdad económica a niveles sin precedentes históricos. Este ensayo examina el

intento de recrear las sociedades políticas en los Andes como un movimiento

social que implica una política y una teoría de la democracia particulares.
El enfoque, aquí adoptado, emplea selectivamente elementos de la teoría

sobre los 'Nuevos Movimientos Sociales'. De ésta retengo su concepción de que

los cambios sociales, culturales .Y políticos contemporáneos son resultado de la
acción de agentes sociales y poli ticos que ejemplifican y avanzan nuevas iden­
tidades colectivas, en la medida en que instituyen "prácticas culturales y políti­
cas mediante las cuales. . nuevas formas de vida se ponen a prueba, y se pre­
figuran nuevas formas de comunidad" (Carroll 1997: 16-17). Dejo de lado, sin
embargo, la noción de que los movimientos sociales contemporáneos expresa-

Ph.D.c. Social ano Pcllnc



42 Pablo Andrade

rían necesariamente un cambio de orientación desde una política, que tiene co­

mo centro al Estado, y la extensión de la seguridad social hacia una nueva po­

lítica de participación, autorcalización individual, calidad de vida y derechos
humanos (ídem). De igual manera, tampoco comparto el supuesto de la teoría

de los nuevos movimientos sociales de que éstos necesariamente buscan exten­

der la esfera pública, transformar relaciones sociales jerárquicas e instrumenta­

lizadas, y que por tanto llevan a democratizar la sociedad civil (Habermas 1987:

392 y ss).
Esas proposiciones acerca del carácter no estado-céntrico yeminentemen­

te democratízador de los movimientos sociales contemporáneos han sido criti­

cadas como derivadas de las cegueras etnocéntrica y culturalista de la teoría de
los nuevos movimientos sociales (Carroll 1997: 18). El etnocentrismo de la teo­

ría de los nuevos movimientos sociales emerge de la sobregeneralización de la

historia europea de la segunda postguerra: su reduccionismo culturalista se ori­

gina al desechar el análisis de economía política. Sobregeneralización y reduc­

cionismo que llevan a la teoría a suponer como no problemáticas a las relacio­
nes entre una forma social históricamente específica, la democracia, y las con­

diciones sociales, políticas y culturales necesarias para la emergencia de los nue­

vos movimientos sociales.
Una breve mirada histórica muestra que incluso en las democracias an­

glosajonas 'maduras' (Gran Bretaña, Canadá, Australia, Nueva Zelanda y los

Estados Unidos) y en las democracias continentales europeas desde la segun­
da postguerra, la existencia de actores colectivos que impulsan políticas de re­
sistencia cultural, identidad y 'empoderamtenro' de los ciudadanos depende de
trayectorias históricas específicas (Rueschmeyer, Stephens y Stephens 1992:. .

82-83). De igual manera, se puede argumentar que las trayectorias históricas

de las sociedades políticas andinas han creado una ausencia sistemática del ti­

po de transformaciones requeridas para que pueda establecerse una comple­
mentariedad mínima entre las instituciones políticas de la democracia repre­

sentativa, la vigencia de la igualdad ante la ley (derechos y libertades) y una

justicia social básica.

En las condiciones de desigualdad social, económica y política que preva­

lecen en las sociedades políticas andinas, y a la luz de su pasado reciente, es po­
sible imaginar movimientos sociales que al mismo tiempo que desarrollan nue­

vas identidades colectivas y nuevas formas de vida, impulsan una política cen­
trada en torno al Estado que tiende, incluso, a la reducción de la sociedad civil

a lógicas de jerarquización, instrumentalización y regimentación de las liberta-
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des individuales y colectivas. La democrarta política sería una de tales nuevas

identidades colectivas y formas de vida, y la forma en que se la desarrolla como

propuesta de transformación social. el movimiento central para el tipo de cam­

bios políticos que han ocurrido en la región en los últimos quince años.

La perspectiva que propongo supone discriminaciones conceptuales que

no son necesariamente evidentes. En primer lugar, no es posible asumir fácil­

mente que las organizaciones de los movimientos sociales (OMS) corresponden

nítidamente' él la anatomía, por así decirlo, de los movimientos sociales en sí.

Estos últimos se establecen en una pluralidad de organizaciones que se mueven

entre sí y con respecto a aquellas otras organizaciones que, más o menos arbi­

trariamente, se representan como fuera de los límites del movimiento social; sin

embargo, los movimientos sociales constituyen algo más que un conjunto de

organizaciones, incluyen otros elementos tales como: teorías políticas, ideolo­

gías, prácticas simbólicas y modos de socialización (Magnusson 1997). La se­

gunda distinción pertinente es entre la concepción de la democracia como un

sistema político. esto es como un conjunto de instituciones mediante las cua­

les se ejerce la representación política y son procesadas las decisiones políticas:

y por otro lado. la democracia en cuanto modo de organizar, concentrar y dis­

tribuir el poder en una sociedad, esto es la democracia como forma social.

Teniendo en cuenta esas distinciones conceptuales, cabe sostener enton­

ces que el movimiento por la democracia política en la región es impulsado por

un conjunto de organizaciones tales como: partidos políticos, organizaciones

que representan a otros tipos de movimientos sociales. grupos de interés, orga­

ntzacíones no gubernamentales. organismos académicos y medios de comuni­

cación social. De igual forma. es posible argumentar que la teoría de la demo­

cracia pohttca es parte de ese movimiento en la medida en que informa las ac­

ciones de sus actores colectivos u organizaciones l. El ensayo describe esos acto­

res en términos generales y profundiza en la crítica a la teoría de la democracia

como democracia política.

:'\Jo ,010 en E'I senudo de que la recria empfrrr-a de la dernocr ar-ia E'jE'IH' un • ortscnso ideológico. SHl() ade

más cn tauto que esta teor¡a e~ parte df' un proceso hegernóruro. Rosberrv (rilado en Clark 1994.68)

define la 110l10n de j.ITOCr'iO II!·W'llllJIlICO r-r.ruo " el mat ..nal (símbóur-o) comúnv ..1 man-e de S"rHI­
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La política de los demócratas

Pablo Andrade

El movimiento por la democracia política en la región andina puede caracteri­

zarse como un intento de las elites políticas (nuevas y 'viejas') por construir/re­

construir/fijar relaciones de poder que reduzcan el campo de lo político a dos
ejes: primero, la igualdad ante la ley, y segundo, la competencia electoral. Este
movimiento ha efectuado extensas transformaciones en la constitución de lo

político en los países de la región.

En el transcurso de la década del noventa los paises andinos han experi­

mentado mayores transformaciones políticas a lo largo de líneas comunes. En

primer lugar, los países andinos han adoptado nuevas constituciones, habiendo

sido éstas redactadas y aprobadas por asambleas constitucionales, constituidas

mediante elecciones y con representación, tanto de partidos políticos, como de

organizaciones de movimientos sociales. En segundo lugar, esas nuevas consti­

tuciones y asambleas constituyentes se han representado como momentos fun­

dacionales de la sociedad política. Finalmente, todas las nuevas constituciones

han consagrado la integración de demandas no-liberales en tanto que derechos

constitucionales", entre otras: ampliación en la definición de derechos huma­

nos, inclusión de derechos colectivos, extensión de la noción de libertades in­

dividuales hacia los llamados derechos sociales y económicos. representación en

el Estado en el nivel local, regional y nacional de organizaciones políticas espe­

cíficas distintas a los partidos políticos, etc.

La variedad de métodos empleados para efectuar esos cambios {p.e].: au­

toconvocatoria de la sociedad civil en Colombia, golpe de Estado por el ejecu­

tivo en Venezuela y Perú, golpe de Estado parlamentario en Ecuador) no debe­

ría confundirnos acerca de la presencia de otras dos constantes esenciales. En

primer lugar, las credenciales democráticas de esos procesos han sido amplia­

mente establecidas, cualquiera que sea el mecanismo adoptado en un determi­

nado país, éste fue invariablemente calificado como "democrático"; los actores

de esos cambios se han autodenominado 'demócratas': y la legitimidad del or­

den establecido se ha fundamentado en el ejercicio del derecho del pueblo (el
demos) a autogobernarse. En segundo lugar, los cambios políticos así efectua­

dos han dejado relativamente intactas las relaciones cíe poder en la sociedad. Las

elites no sólo que han retenido firmemente el control de la toma de decisiones

2 Para una discuston sobre la retacton entre derechos consurur-ronalrnentc protegidos (derechos consrilU­

cíonales. p;ua abreviar) 'j demandas no-hberalev VPil_'P [acobs 1997: 64-66.
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sino que incluso lo han ampliado -salvo por notables excepciones en el nivel

local-: la incorporación de nuevos actores políticos a la competencia electoral

y la toma de decisiones han sido limitadas; al mismo tiempo se ha incrementa­

do la presión de los sectores populares por hacer valer sus demandas como le­

gítimas. La contradicción entre esos dos hechos, cambio político democrático

y fortalecimiento de controles no democráticos, ha confrontado a políticos, in­

telectuales y académicos de la región con la necesidad de explicar la paradoja.

Dos tipos ideales de explicaciones parecerían haber ganado el mayor número de

adeptos.

Por un lado, están las interpretaciones que ponen énfasis en la novedad de

los cambios políticos, y por tanto en la necesidad de efectuar adaptaciones téc­

nicas, es decir de ingeniería constitucional y poJitica, que permitirían a las nue­

vas democracias andinas evolucionar dentro de los marcos constitucionales re­
cientemente establecidos. Estas interpretaciones, podrían denominarse 'liberal­

optimistas' en la medida que confían en que una vez establecidas las reglas del

juego, y constituido el orden político como un campo neutral, con el tiempo,

y supuesto un cierto mínimo de estahtlídad política, la intensidad de las de­

mandas populares dlsrrnnutra. sea porque son procesadas o porque simplemen­

te serán reemplazadas por demandas y presiones diferentes.

Un segundo conjunto de proposiciones resalta los desafíos que las nuevas

democracias enfrentan en la construcción de sociedades civiles autónomas y de­

mocráticas, el papel que en \a resolución de esos retos juegan organizaciones e

ideologías locales, nacionales, internacionales y globales, así como la necesidad

de ampliar la participación política, fortalecer la legitimidad del orden estable­

cido, y disminuir la distancia entre las formas establecidas de representación

política y las fuerzas sociales con capacidad transformadora. Este segundo con­
junto de perspectivas, que podrían llamarse 'críticas', a pesar de su heterogenei­

dad conceptual y de orientación política, coinciden sin embargo en la necesi­

dad de establecer acuerdos que permitan construir un orden político basado en

la negociación entre elites y sectores populares políticamente organizados.

A pe....ar de las diferencias de todo tipo (ideológicas, conceptuales. pres­

criptivas, etc.) entre los dos conjuntos de interpretaciones, éstas son compati­

bles e incluso complementarias en tanto que evaden el problema de pensar a las

democracias andinas como algo más que democracias realmente existentes. es

decir como democracias políticas. Las diferencias entre las posiciones liberal­

optimistas y las que he llamado 'críticas' se construyen a partir de un acuerdo

generalizado, no necesariamente explícito, en cuanto a cuales son, o deberían
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ser, "los elementos esenciales de la democracia" en tanto que práctica institu­

cional dominante (Whitehead 1997: 124). En la medida que tal consenso asu­
me una definición minimalista o procedural de la democracia es imperativo

analizar críticamente la teoría política que lo informa.

La teoría empírica de la democracia

El sentido establecido de la democracia como democracia política tiene sus raí­

ces en los trabajos de Schumpeter, Dahl, y Sartori, que en conjunto establecen

las bases conceptuales para una teoría empírica de la democracia. En su formu­

lación más estricta, la teoría empírica de la democracia distingue entre concep­

tos, procedimientos y principios operativos. En el nivel conceptual "el rasgo

esencial, constitutivo, de la democracia sería la existencia de una categoría am­

plia de ciudadanos, quienes pueden pedir el rendimiento de cuentas a los gober­

nantes por sus acciones públicas mediante la competencia y cooperación de los

representantes electos" (Whitehead 1997: 124). Toda vez que se acepta esta defi­

nición conceptual, la ortodoxia ha establecido un conjunto de procedimientos

que se consideran necesarios, aunque no suficientes, para la persistencia de una

democracia. Esos procedimientos democráticos mínimos son (Dahl 1997):

1. El control de las decisiones políticas gubernamentales está constitucio­

nalmente investido en oficiales públicos.

2. Los oficiales electos son escogidos en elecciones frecuentes, justas y au­

sentes de coerción.

3. Prácticamente todos los adulto,') tienen derecho a votar en la elección

de oficiales.

4. Prácticamente todos los adultos tienen derecho a competir por las ofi­

cinas electivas del gobierno.

5. Los ciudadanos tienen derecho a expresarse sobre asuntos políticos sin

correr el riesgo de castigos severos.

6. Los ciudadanos tienen derecho a buscar fuentes alternativa,') (ncguber

narnentales] de información. Aún más, tales fuentes alternativas de in­

formación existen y se encuentran protegidas por la ley.

7. Los ciudadanos tienen derecho a formar asociaciones u organizaciones

relativamente Independientes. incluyendo partidos políticos o grupos

de interés.
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Si tales procedimientos mínimos se cumplen, sostiene la teoría, los principios

operativos de un régimen democrático reflejarán el "consenso ccrutngcnrc de

políticos que actúan bajo condiciones de incertidumbre limitada" (Schmitter y

Karl 1993. citados en Whitehead 1997: 125).
El realismo político extremo de la última de las afirmaciones citadas, ha

sido justificado en términos filosóficos por Ctovanru Sartort (1995: 101-103).
Los procedimientos democráticos, según Sartari, permiten realizar el compo­

nente esencial de la democracia liberal, cual es la protección del pueblo (el de­

mos) de la tiranía, y en el largo plazo la implantación del poder del pueblo li­
bre. De esta justificación ñlosoñca se deduce, entonces, que siendo la protec­

ción del pueblo el componente esencial, necesario y universal de la democracia,

ésta puede entenderse en tanto que forma constitucional que provee de "los

medios legales y estructurales para limitar y controlar el ejercicio del poder", y
por lo tanto errar potencialmente un espacio vacío ("la casa del poder') donde
el pueblo libre puede entrar para dotar "a la política de contenidos, esto es de

inputs concretos y oútputs procesados por, y dentro, de la forma política"

(ídem).
esta concepción de la democracia en tanto que constitutiva de un terre­

no neutral donde son procesadas las presiones por extender el margen de líber­

tao y (luto-gobierno a otras esferas de la vida, como la economía y lu social, es

específicamente occidental, y como e) propio Sartori (1995: 109) reconoce.
"con frecuencia ha evolucionado norrnattvarnente para reflejar niveles avanza­

dos de democratización". Cuando la teoría empírica de la democracia se asen­

tó en tierras andinas, se ignoraron tanto los fundamentos históricos que hicie­

ron posible el tipo de dernorr'ar-la realmente existente del Occidente, cuanto los

problemas que infestan a dicha teoría. En su lugar, se fortalecieron los elemen­

tos prcscrtpttvos y el atractivo pragmático que la teoría contemporánea de la de­
mocracia tiene para interpretar los procesos políticos que ocurren en la región.

Esto es. las prescripciones acerca de lo que debe ser una demacrada, en relación

con sus procedimientos, se convirtieron en la política de los políticos, quienes

han apostado a que una vez establecidas esas condiciones mínimas para la per­

manencia de la forma política constitucional (es decir. 'consolidada la democra­
cia') , el régimen constituidu mediante elecciones podrá operar en condiciones

de 'incertidumbre lirnítada{léase estabilidad). produciendo entre los represen­

tantes electos consensos contingentes que permitan gobernar.
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Complicidades y contestaciones

Pablo Andrade

Decir que la política de la democracia política en los Andes es responsabilidad
exclusiva de los políticos de la región sería, al mismo tiempo, sobrestimar su ni­

vel de conocimiento de la teoría política contemporánea y evadir el problema

que plantea la comprobación empírica de que la concepción de la democracia,
en los términos que he descrito, no se limita tan sólo a los representantes elec­

tos, sino que se encuentra ampliamente difundida entre y usada por periodis­

tas, académicos y otros intelectuales de la región. Aún más, esa concepción de

la democracia está presente a todo lo largo del espectro político, desde la dere­

cha neo-liberal hasta los movimientos sociales consensualmente considerados

como antt-neo-líberales y de izquierda, Como he sugerido en páginas anterio­

res nos encontramos ante un proceso mediante el cual se han establecido, tan­

to un consenso ideológico, como un conjunto de prácticas y símbolos que otor­

gan sentido a la lucha política: nos encontramos ante un proceso hegemónico,

Explicar el origen de tal hegemonía en las supuestas tendencias homogeneíza­
doras de la globalización es teóricamente insatisfactorio; primero, porque el tér­

mino 'globahzacíón' aSL empleado, ha perdido fuerza explicativa para convertir­

se en una palabra comodín a la que se recurre cada vez que se quiere desviar el

análisis de factores y procesos in ternos a una sociedad política hacia fuerzas y

transformaciones externas; y segundo, porque puede sostenerse, con igual vali­

dez empírica y argumental, que la globalización (cualquier cosa que esto signi­

fique) produce simultáneamente homogeneidad y heterogeneidad sociales, de­

pendiendo éstas de relaciones de poder locales (Rueschmeyer, Stephens y Step­

hens 1992: 68-70).
El origen de la hegemonía de la teoría empírica de la democracia en el pen­

samiento político andino puede rastrearse hasta las llamadas 'transiciones a la

democracia' de la década del ochenta, La literatura sobre transiciones ha releva­

do el aparente vacío intelectual en el pensamiento político latinoamericano so­

bre la democracia con anterioridad a las dictaduras militares de los setenta

(O'Donnell y Schmitter 1986, Levine 1987). Aunque esta afirmación resulta

problemática en más de un sentido, sin embargo ofrece pistas para entender por

qué el lenguaje de la teoría empírica de la democracia se ha vuelto consensual.

A mediados de la década del ochenta, las incipientes y dispersas comunidades
académicas del Cono Sur y andinas se vieron forzadas a dar sentido a los cam­

bios políticos y sociales experimentados en la década del setenta y principios de

la del ochenta, tras el fracaso de dos proyectos distintos de revolución desde arri-
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ba (el autoritarismo militar y el leninismo). En el proceso, esas comunidades

académicas abandonaron sus referentes teóricos estructural-dependenttstas y es­

tructural-marxistas, y simultáneamente trabaron un conocimiento más cercano

con la ciencia política americana y la sociología política francesa, ambas fuentes

informadas por versiones distintas de la teoría empírica de la democracia.
No cabe desestimar el atractivo de las posibilidades analíticas que hace

más de diez años parecía ofrecer la teoría empírica de la democracia. En primer

lugar, este razonamiento hacía posible precisar nociones tales como 'ciudada­
no', 'proceso político', 'gobierno responsable', 'demandas', 'decisiones políticas',

etc. A su vez, el realismo de la teoría. junto con su aparente precisión concep­

tual ofrecía una puerta para evadir el tema de la 'democracia substantiva' y

reemplazarlo por el del rendimiento de la democracia liberal 'tal como es'. Fi­
nalmente, la elegancia de este modelo teórico, invitaba a evaluar esos rendi­

mientos y Formularlos como problemas que eventualmente serían soluciona­

dos. En suma. la teoría parecía ser un instrumento útil para transformar aque­

llo que de otra manera sería desechado como pretensiones puramente retóricas

en condiciones empíricamente Identificables y hasta mensurables, con la ven­

taja adicional de dotar al análisis de una orientación pragmática que legitima­

ba las aspiraciones de cientificidad de un discurso académico sobre la política.

De esta manera, los científicos sociales de la región se enfrentaron a un

nuevo campo, lo político, al mismo tiempo separado de lo económico y de lo

social. que podía ser trabajado en un lenguaje propio. Sería largo e infructuoso
hacer un listado completo de los temas que han sido tratados desde la nueva

opttca. baste con mencionar solamente aquellos que se han convertido en los
torrntnos-códígo que aparentemente autorizan a explicar en términos abstrac­

tos la 'realidad' política de la región; así tenemos del lado del orden deseable:

gobernabilidad, estabilidad institucional, institucionalización de demandas so­

ciales, sociedad civil, ciudadanía, sistema de partidos, representatívídad. parti­

cipación política, rendimiento de cuentas, consenso; y del lado de las patolo­

gías o disfuncionalidades del orden realmente existente: autoritarismo, patrt­

monialismo. clientelismo, inestabilidad, corrupción, bloqueo político. frag­

mentación social, conflicto.

La característica de esa terminología es que cada una de esas palabras es

esencialmente contestable, esto es. cada una de ellas da origen a "más de una

proposición alternativa y superpuesta de igual validez conceptual, que pueden

ser sustentadas por comunidades políticas rivales, o escuelas alternativas de in­

terpretación" (Whitehead 1997: 126). Dada esa contestabiJidad esencial. la
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fluidez del discurso sobre la política y el discurso político en sí pueden volver­

se sensibles al contexto. esto es, los significados pueden permanecer abiertos y

crear posibilidades de identificación política (propia y del 'otro') que acrediten

la distinción entre proponentes rivales de diversas formas de reducir la demo­

cracia a un conjunto de prácticas institucionales mínimas, o procedimientos

democráticos.

En este punto es necesario hacer explicitas mis objeciones al consenso pre­

valeciente. En primer lugar, ya he indicado que la perspectiva procedural de la

democracia al insistir en que el resultado estándar de la democracia política es

la neutralidad y autonomía de la arena política, sin importar el contexto o los

recursos mediante los cuales se producen las demandas políticas, se revela in­

sensible a la cultura e historia de las sociedades políticas andinas. Éstas, cultu­

ra e historia, aparecen bien como patologías susceptibles de intervenciones de

ingeniería política, o por el contrario como idealizadas utopías. Ninguna de es­

tas dos versiones cumple los requisitos de una crítica transformadora.

En segundo lugar, es posible sostener que, dadas las características de las

sociedades políticas andinas, el aceptar la concepción procedural de la demo­

cracia es posible únicamente si se de¡a de lado el nivel conceptual de la demo­

cracia; esto es, si se acepta que el aspecto más distintivo de la democracia, la

existencia de una amplia ciudadanía capaz de exigir el rendimiento de cuentas

de los gobernantes, se da por supuesto, o bien se considera irrelevante. Tanto si

se asume, como si se desecha esta exigencia conceptual, las pretensiones de rea­

lismo de la teoría empírica de la democracia se ven fuertemente erosionadas.

Si se asume el requisito de ciudadanía. el realismo de la teoría quena cues­

tionado en tanto que en la tradición filosofica occidental de lo político la ciu­

dadanía, como elemento característico de la democracia, requiere de competen­

cias cognitivas esenciales para su ejercicio, no la menor de las competencias. el

requisito de la existencia de agentes autónomos que formulen, cada uno de

ellos, juicios sobre lo público a la luz de la discusión y el debate colectivo. La

democracia. como ha argumentado ]ohn Rawls (citado en [acobs 1997: 46).
para existir requiere de algún tipo de comunidad de ciudadanos reflexivos y res­

ponsables, que compartan un entendimiento mínimo sobre la justicia de las

instituciones políticas existentes, y que este grupo no sea demasiado exclusivo.

Tales requisitos cognitivos y de inclusión son a tal punto exigentes. que no es

posible encontrar referentes empíricos en el comportamiento real de los ciuda­

danos en ninguna de las sociedades políticas existentes; la única posibilidad de

justificarlos es mediante razonamientos filosóficos no realistas.
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Por otro lado, desechar la exigencia conceptual de la ciudadanía como

meramente formal, y proseguir al análisis empírico de los procedimientos de la

democracia, viola las condiciones mismas que hacen posible este tipo de análi­

sis dentro de la teoría empírica de la democracia. Este tipo de práctica, común

por cierto en las ciencias sociales y las prácticas políticas andinas, convierte lo

secundario, los procedímtentos. en primario, sustituye el requisito conceptual

por las conclusiones a las que éste da origen. Una maniobra de este estilo mina

la validez interpretativa del ejercicio intelectual, porque el analista se ve forza­

do a una serie de maniobras conceptuales que ponen en entredicho cualquier

pretensión ele realismo.

Mi objeción más importante no se juega, sin embargo, en el plano filosó­

fico o teórico, sino en el de los costos que acarrea el adoptar una concepción

mtntmalista de la democracia. Mucha de la teorización, sobre la demacrada en

las sociedades andinas, se ha apresurado a abandonar la inquisición sobre las di­

námicas de las relaciones de poder en las sociedades andinas a la luz de las con­

tradicciones entre capitalismo y democracia, dejando de lado aspectos de eco­

nomía política que aluden a la tensión entre la desigualdad creciente creada por

el capitalismo y las igualdades formales garantizadas por la democracia políti­

ca. Este abandono resulta arriesgado, porque se convierte en un obstáculo para

la posthtlídad de pensar una teoría de la democracia que tenga en su centro a la

idea de justicia social.

Implicaciones

He señalado. a lo largo de esta discusión. las dificultades que se plantean al in­

tentar pensar el cambio político en las sociedades andinas empleando la teoría

empírica de la democracia, quisiera mostrar ahora algunas de las implicaciones

de mi crítica. En primer lugar, en la medida en que, aun en sus versiones críti­

cas, esta teoría enfatiza la estabilidad. la produccíon de legitimidad del orden

político, y la inclusión compulsiva en el sistema político de los actores colecti­

vos disidentes. no esrá en capacidad de concebir el cambio polit.ico en la región

andina. Éste. como he mostrado, requiere interrogarse sobre la constitución de

la sociedad política en términos que ponen en duda. constantemente, In lógica

de la agregación sistémica -y controlada- de las voluntades políticas, es de­

cir se encuentra por fuera de la democracia política.
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Además, he señalado que tales imposibilidades conceptuales forman par­

te de un movimiento social que busca instituir un tipo restrictivo de sociedad

política, y que los dilemas de la consolidación democrática tienen sentido. úni­

camente, cuando nos interrogamos acerca del tipo de sociedad poHtica que bus­

ca consolidarse. Se siguen. entonces, una implicación práctica y una analftico­
conceptual. Del lado de lo práctico. es posible plantear que aquellos movimien­

tos sociales cuyas demandas exigen la alteración de las condiciones de desigual­

dad económica y política presentes en las sociedades andinas, potencialmente
pueden convertirse en -o ser estigmatizados comD- obstáculos para la con­

solidación política, dado que esta última sólo puede imaginarse en el marco de

una democracia que supone el mantenimiento del statu qua, es decir la conso­

lidación de la democracia política.

En cuanto a la implicación conceptual, ésta tiene que ver con la necesidad

de introducir, en nuestras aproximaciones a los movimientos sociales en la re­

gión andina, la problemática de si éstos buscan o contribuyen, y en qué grado,

a la consolidación del proyecto de democracia política. Esto es, si las acciones

de esos movimientos tienden a repetir y legitimar el proyecto de reducir la lu­

cha política a la competencia electoral y al procesamiento de agendas declsto­

nales. o si por el contrario desarrollan modelos diferentes de democracia.

Este segundo aspecto, no sólo nos lleva a mirar como problemáticas las

demandas por integración en el aparato estatal o en instancias de toma de de­

risión, que algunos movimientos sociales en la región han desarrollado bajo el

lema de la concertación, sino además a considerar el carácter complejo de los

movimientos sociales de la región y su posición ambigua frente al cambio po­

lítico. De igual manera, esta consideración nos previene contra la posibilidad

de abstraer situaciones disímiles, tales como intentos por hacer de la política

una actividad menos arriesgada para la vida humana (como ocurrió en Chile

durante la segunda mitad de la década del ochenta, o como condición pendien­

te en situaciones como la de Colombia o la de los organizadores de trabajado­

res rurales en el campo ecuatoriano), como similares a situaciones en las que ac­

tores políticos nuevos intentan legitimar sus acciones dentro del marco políti­

co ya existente.

Finalmente, es necesario integrar, en nuestras aproxirnaciones a los movi­

mientos sociales de la región, la idea de que aun cuando los límites entre orga­

nizaciones de movimientos sociales pueden ser claros, llegando incluso a ser

discriminaciones extremas, estas mismas demarcaciones tienden a borrarse en

cuanto a la política de establecer y mantener una democracia política.
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Una transición desde las elites
hacia una democracia partícípatíva:

apuntes sobre el papel emergente de los
movimientos sociales en el Ecuador

]ennifer Collíns"

La consolidación de la democracia es más dificil bajo circunstancias de subde­

sarrollo. pobreza y altos niveles de desigualdad. Aunque es posible que una de­

mocracia subsista bajo estas circunstancias adversas, India es el principal ejem­
plo de esto, el desempeño institucional y la calidad de la representación serán

siempre comprometidos y deteriorados.

Sin embargo. la institución de la democracia formal (es decir elecciones

libres, instituciones representativas, y un Estado de derecho, por lo menos en

principio) abre posibilidades para cambiar estas condiciones. El logro de estos

cambios depende de la activación de los actores sociales, su habilidad para arti­

cular y coordinar acciones en los niveles regionales y nacionales, no sólo en el

ámbito local, y finalmente de su disposición para actuar en la esfera de la polí­

tica, o sea a través del desarrollo de relaciones con partidos exrstenres o con la

creación de nuevos partidos. Hoy en día, en los países del tercer mundo los mo­

vimientos sociales tienen un papel fundamental que jugar en este proceso.

Comenzaré con una reflexión teórica sobre la relación entre transiciones

y consolidación de la democracia y, en la segunda parte del artículo, analizaré

el caso de Ecuador dentro de este marco teórico.

Umversídad de Cillifornia, San Diego
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Teorizando a las transiciones y a la consolidación

fenntter Collins

En los estudios sobre las transiciones dernocrátícas de la llamada 'tercera ola'

(Huntington 1991) hubo un marcado cambio de enfoques teóricos: el anterior

énfasis en factores estructurales perdió relevancia y se dio paso a un énfasis cen­

trado en los procesos de negociación. los cálculos de las elites y circunstancias

coyunturales. Parecía, en la década del SO, que las variables estructurales habían
perdido su lugar predominante, por lo menos en las ciencias políticas.

En este ensayo sostendré que esta preferencia analítica fue demasiado re­

pentina y se debió al énfasis coyuntural que privilegió al estudio de las transi­

ciones. Este énfasis sobre las transiciones distorsionó al debate, prácticamente

eliminando toda discusión sobre las condiciones estructurales. El problema es

que los procesos y requisitos para la transición democrática son o pueden ser

muy diferentes a los factores que Son de mayor importancia para la consolida­

ción de la democracia.

Las transiciones democráticas de la llamada 'tercera ola', que comenza­

ron con Portugal en 1974, seguidas por Ecuador en 1978, representaron un

verdadero enigma para las teorías existentes sobre la democracia y el desarro­

llo político. Las teorías de [a modernización habían postulado la necesidad de

ciertas condiciones previas -básicamente un determinado nivel de desarrollo

económico y la presencia de una clase media- para alcanzar la democracia

(Lípser 1959). Pero los países que iniciaron esta 'tercera ola', entre ellos los

países andinos, no fueron los más desarrollados de América Latina. De hecho,

los países más desarrollados de la región, como eran Chile y Brasil, estuvieron

entre los últimos en lograr la instalación de un régimen democrático. Sarney

fue elegido en Brasil en 1985 y Pincchet no cedió el poder a Ávlwin hasta

1990

Por otro lado, había otras teorías que enfatizaban las drferenctas entre las

condiciones históricas enfrentadas por los países que se industrializaron prime­

ro y las circunstancias enfrentadas por los países todavía en vías de desarrollo,

como eran las teorias de la dependencia (Frank 1967, Cardoso y Faletro 1970,
Evans 1979), el trabajo de O'Donnell (1973) e incluso de Huntington (1968),
Aunque muy diferentes, [Odas estas teorías eran sumamente pesimistas en sus

predicciones sobre el futuro político de los países subdesarrollados. Cada una

de ellas, aunque por diferentes razones, ratificaron que las características y ne­

cesidades del modelo económico que se implementaba en [os países subdesa­

rrollados imposibilitaban la implantación de sistemas democráticos en estos
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países. En resumen, ambos grupos de teorías, las de la modernización al igual

que las de la dependencia y el autoritarismo burocrático, aunque eran muy di­

ferentes. y hasta opuestas en muchos sentidos, tenían una cosa en común: to­

das consideraban que la estructura y las condiciones económicas eran el eje cen­

traJ que determinaba la política.

Los sucesos de la 'tercera ola' invalidaron esta perspectiva determinista que

postulaba una relación unidireccional entre estructuras económicas y formas

políticas. A pesar de que los países de América Latina e incluso los de Europa

del Este, no habían superado, la mayoría de ellos, las condiciones de subdesa­

rrollo económico, uno por uno fueron transitando hacia la democracia formal.

La limitación de estas teorías para divisar la posibilidad de estos importantes

cambios políticos, en ausencia de profundos cambios en las estructuras econó­

micas, dio origen a una producción voluminosa de trabajos para explicar este

fenómeno insólito. El trabajo teórico de las décadas de los 80 y 90 sobre las

transiciones (O'Donnell y Schmitter 1986, Przeworski 1991, Htgley y Burton
1989) descartaba las variables estructurales y las perspectivas macrohísrortcas de

la anterior escuela. para enfocar su explicación casi exclusivamente en los cál­

culos de las. elites y en los procesos de negociación. Los actores sociales práct i­

camente no figuraban en estas teorías, al igual que las clases, y peor los movi­

mientos sociales.

A partir de esta nueva perspectiva analítica hubo intentos no sólo de ex­

plicar los momentos de transición. sino también de teorizar sobre las posibili­

dades para la estabilidad y consolidación de estas nuevas democracias. Higley y

Burton (1989) fueron los que más insistían en la aplicabilidad de esta nueva

óptica para cuestiones más allá de la transición. Ellos mantuvieron que el úni­

co factor que importaba para explicar, no solamente el momento de la transi­

ción, sino la estabilidad democrática en general, era si existia o no un acuerdo

consensual entre las elites. Bajo esta visión ]0 único que importaba y que había

que analizar eran las elites. Esta teoria es débil porque no especifica cómo se de­

termina cuáles son las elites importantes, o qué es lo que puede causar una rup­

tura en estos acuerdos, pero está claro el sesgo en contra de cualquier atención

a actores populares, análisis de clase o sobre variables estructurales.

En un análisis más matizado, Karl (1990) postulaba que los pactos de eli­

tes, que en casos como el de Chile fueron los mecanismos que permitieron el

retorno a la democracia formal, imponían restricciones que podían trabar al

juego democrático. En particular. las garantías que las Fuerzas Armadas exigjan,

significaban que el proceso democrático estaba todavía supeditado a la dorni-
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nación militar y que esto no era saludable para la consolidación. La implicación
de este análisis era. por un lado, que la democracia en estos paises era Iimítada

y restringida, y por otro, que estas restrtccíones podrían tener a futuro implica­

ciones negativas para la estabilidad del proceso democrático.

Sin embargo, ahora. votru e años después del comienzo de la 'tercera ola'

en América Latina. e.... interesante observar que no existe ninguna corrclarton

entre la existencia de un pacto al momento de la transición y el desempeño y

la estabilidad de los sistemas democráticos. De hecho, dos de los tres países en

donde no hubo pactos formales a la hora de la transición, Perú y Ecuador ', se

encuentran entre los paises mas 'inestables' poHticamente y donde no es posi­

ble decir de ninguna forma que la democracia se ha consolidado. Por otro la­

do, Chile, el país en donde la instttucíonalidad democrática fue más condicio­

nada por las Fuerzas Armadas, parece ser hoy en día uno de los países rnas es­

tables políticamente en la región.

El hecho de que diferencias en el desempeño y la aparente estahílídad de

los sistemas democráticos no corresponden necesariamente al lipa o a la forma

de la transición, apunta a la importante diferencia entre los procesos de transi­

ción y los de consolidación. Hoy en día está claro que estos son procesos mu.\"

distintos que requieren de enfoques teóricos diferentes.

El trabajo teórico de la década del 90 ha intentado identificar los facto­

res que contribuyen a la consolidación de la democracia y explicar las diferen­

cias en el desempeño político y económico de las nuevas democracias. En es­

te trabajo se pueden identificar tres vertientes que ahora compiten por el pre­

dominio. Por primera vez vemos intentos en la década del 90 de utilizar teo­

rías neoinstitucionales para explicar los procesos en América Latina. Por otro

lado, especialmente en los trabajos que toman en serio a los movimientos so­

ciales, hay nuevos intentos por tomar en serio la cuestión de la cultura polí­

tica, y percibir cómo estos movimientos están sirviendo para cambiar esta cul­

tura (Stokes 1995; Álvarez, Oagnino y Escobar 1998). Finalmente, ha habi­

do importantes intentos por reincorporar variables estructurales que habían

sido descartadas anteriormente. Algunos autores han notado de nuevo la co­

rrelación empírica entre niveles de desarrollo económico y la estabilidad de la

democracia.

En un importante estudio, Przeworski et al. (1996) comparan la tasa de

supervivencia de democracias en 135 países y encuentran que mientras que la

Árgenrma es el tercero.
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emergencia o la transición hacia la democracia formal no está relacionada [i­

ncalmcnre con niveles de desarrollo económico, sin embargo, una vez instala­

da la democracia formal. los dos factores que son más deterrntnantes sobre la

posibilidad de la supervivencia de la democracia son: el nivel de desarrollo eco­

nómico o riqueza y el nivel de crecimiento económico. Mientras suben estos

dos factores más probabilidad existe de que la democracia sobreviva en un país.

Por otro lado, en los paises que no poseen un alto nivel de desarrollo existen

más probabilidades de qUf' la democracia perdure si es que consiguen crecer

er-onórnicamcnte y si pueden controlar presiones dtsrrtbunvas dejando un ni­

vel racional de in nación y reduciendo los niveles eh- desigualdad económica.

Al igual que estos autores, yo mantengo que para poder entender y eva­

luar el proceso de consolidación es importante importar de nuevo ciertas varia­

bles estructurales. no corno se hacia antes, de manera detcrrrrinista. pero sí co­

mo tactor«s importantes. Propongo que condiciones, tales como: los altos ni­

veles de desigualdad económica, los bajos niveles de desarrollo económico. una

pequeña clase media. y sectores marginales sin mucho poder y con un bajo ni­

vel de organización. pueden tener efectos nocivos sobre ('1 desempeño de las

instituciones democráticas. Y esto, en cambio. se puede revertir en la legntmí­

dad de estas instituciones y por ende en la estabilidad democrática. La dema­

crada formal se instaló en los países andinos (Perú. Ecuador y Bolivia) bajo es­

tas ctrcunstanctas estructurales no muy favorables. Yo diría que para determi­

nar los reto." que un país va a enfrentar para la consolidación, influyen más es­

tas condiciones previas, que el tipo de transición per se. es decir si ocurrió bajo

condiciones de crisis, o cuan fuerte estaba el sector militar al momento de la

transición (Haggard y Kaufman 1995). Pero las condiciones estructurales tam­

poro son determinantes, La democracia implica incertidumbre y abre espacios

para el surgimiento de nuevos grupos y/o actores que pueden abogar por cam­

bios en las mismas estructuras. Además. romo afirma Huber (1995), la demo­

cracia en sí ayuda a fortalecer a la sociedad civil, que puede emerger como un

agente de cambio.

Así que, mientras las acciones y actitudes de las elites eran determinantes

para las transiciones hacia la democracia de la 'tercera ola', en cambio, los pro­

cesos de consolidación y la calidad de la democracia dependen mucho mas de

cómo la sociedad civil se organiza y de qué papel decide jugar en la nueva co­

yuntura democrática.
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Posibilidades para la consolidación bajo condiciones

estructurales desfavorables: el caso de Ecuador

jennifer Col/ins

Tomando ahora como ejemplo el caso de Ecuador, me gustaría iniciar una re­

flexión sobre la naturaleza de esta relación entre las condiciones estructurales
que existen al momento de una transición y sus implicaciones para las posibi­

lidades de la consoltdaclón de la democracia. En particular, sugeriré algunas

ideas sobre lo que se requeriría para avanzar hacia la consolidación de la demo­

cracia aun bajo condiciones estructurales desfavorables al momento de la tran­

sición. Sabemos que las probabilidades para la consolidación son menores pa­

ra los paises subdesarrollados y con altos índices de desigualdad económica. pe­

ro pienso que lo importante es considerar cuáles son los factores que pueden

mitigar y cambiar estas circunstancias, y lo que vaya plantear es que uno de es­

ros factores es el de los movimientos sociales y el nivel de organización en la so­

ciedad civil. Comenzaré revisando el modo de transición por el cual pasó el

Ecuador, y después pasaré a reflexionar sobre los retos que enfrenta la democra­

cia en el país y el papel que juegan los movimientos sociales en este panorama.

La transición a la democracia en el Ecuador se inició y se desenvolvió co­

mo un proceso netamente impulsado desde arriba, desde las elites. Aunque en

los últimos años de la dictadura militar hubo importantes manifestaciones de}

sector laboral, éstas no fueron organizadas explícitamente para demandar la ins­

talación de un régimen democrático. sino que eran expresiones de frustración

con el Gobierno. sin un proyecto democrático propositivo. A diferencia de lo

ocurrido en países como Brasil. Argentina y Chile, no se vio en Ecuador la con­

formación de un fuerte movimiento social que aglutinara varios sectores de la

sociedad civil para demandar la destitución del régimen militar y la instalación

de un proceso democrático.

El fin de la dictadura militar en el Ecuador se inició en 1976 con un frus­

trado intento por derrocar al gobierno militar de Rodríguez Lara, liderado por

un sector de la elite económica del país. Aunque se frustró este intento, fue el

comienzo de un proceso que eventualmente terminó con el derrocamiento de

Rodríguez Lara y su reemplazo por el Triunvirato Militar, hecho que represen­

tó la ascensión de un sector de las Fuerzas Armadas más entregado a las elites

económicas del país. Al instalarse el Triunvirato. se acordó un plan con las elt­

tes para el eventual regreso a la constitucionalidad. Así que el retorno a la Ins

rttucionahdad democrática fue, primeramente, en respuesta a presiones de las

elites que se habían frustrado con las tendencias mas progresistas del gobierno
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reformista de Rodríguez Lara, en particular con la limitada reforma agraria que

se llevó a cabo bajo este Gobierno. Las divisiones que existían dentro del apa­

rato militar lo hizo vulnerable a las presiones de estos sectores". Otro factor que

sin duda jugó un papel en este proceso era el avízoramíento del fin de la ganga

petrolera, lo cual hizo más tolerable para las Fuerzas Armadas un retorno al

cuartel. Según Conaghan y Espinal (1990):

La transición democrática en el Ecuador, al igual que la que se dio en la Re­

pública Donunrcana. no fue el resultado de un acuerdo que involucró la re­

presentación de todos Jos sectores significativos de la sociedad. sino que fue

el resultado de un acuerdo para reestructurar la dominacíón de las elites

económicas y pohricas dentro de un contexto en el cual las clases bajas no

estaban altamente movilizadas o amenazadoras,

Así que es un poco irónico que Ecuador fuera el primer país en América Lati­

na en transitar hacia la democracia formal. Transición que estuvo marcada por

la poca participación popular y fue orquestada desde ciertos sectores de las cla­

ses dominantes. En Ecuador, entonces, los movimientos sociales realmente no

jugaron un papel significativo en la transición. En efecto, para ese entonces, el

movimiento que hoy en día se puede calificar como el más importante -el in­

dígena- ni siquiera existía en la forma como lo conocemos hoy.

Más aún, la instauración del sufragio universal en Ecuador no fue conce­

dida como tina respuesta a demandas de 'los sin voto', No hubo un rnovirnien­

lo para demandar el derecho a la ciudadanía para los analfabetos. La decisión

de extender el voto a Jos analfabetos fue propuesta como parte de la nueva

Constitución que fue aprobada en un referéndum en 1978. Pero el referéndum

fue sometido a votación solamente al sector de la población que había tenido

derecho al sufragio anterior al golpe militar, es decir los alfabetos. Por esta ra­

zon. aunque es cierto que nuevos partidos como la Democracia Cristiana y la

Izquierda Democrática lo apoyaban, pienso que podriamos proponer, con cier­

ta confianza, que la aprobación del sufragio universal se debió más a la coyun­

tura internacional que a una demanda autóctona enraizada en la sociedad civil.

En ese momento histórico el sufragio universal ya era considerado como una

norma inviolable y hubiera sido muy difícil instalar un régimen 'democrático'

con los derechos de sufragar severamente restringidos. Así que ese cambio radi-

Para un anators de este penndn véase Qwntero y Suva (I 99 I)
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cal ele la universalidad del sufragio no fue, como hahta sido en muchos casos en

el primer mundo. el resultado de demandas de los sectores y clases sociales ex­

cluidos que lucha han por la ciudadanía. Por eso pienso qUE' si esta transición

hubiera ocurrido a principios del siglo XX. en vez de al final, es más que pro­
bable que el sufragio hubiera seguido restrlngtdo.

Pero no fue aSI. 'f aunque no fue un derecho ganado a través de una lu­

cha. la instalación de la democracia formal .'1 el sufragio universal abren espa­

cios en los cuales otros actores. que tal vez no tuvieron un papel protagonice

f'J1 la transición, puedan surgir y jugar papeles importantes en el desenvolví­

miento del proceso democrático. Y esto es prcctsarnente lo que ha estado ocu­

rriendo en el Ecuador durante estos ulumos veinte años con el surgimiento de

los movimientos sorrelcs como nuevos actores políticos.

P(TO. ¿cuále'i son las implicaciones de este tipo de transición impulsada

desde art iha? Sigllifica, en pruuur lugar, qUf' Ia obtención de la democracia no

fue acompañada por acuerdos qUE' garantizaban políticas redístrthutivas. como

por ejemplo. plantea Yashar (I997) que fue el caso en Costa Rka en la década

del 40. Esto significa quP las luchas redistributivas. tendrán que librarse dentro

de un contexto democrático, lo cual crea una contradicción o tensión. Por un

lado. como ya mencíoné. la institución de la democracia formal sirve para abrir

mayores espacios para la organización popular. lo cual E'S necesario para poder

transformar las situaciones estructurales de pobreza y desigualdad. Pero por

otro lado. estas mismas circunstancias estructurales desfavorecen a un buen de­

sempeño de las Instttuctones democráticas, lo cual puede atentar contra la legi­

timidad democrática y. por ende. contra la estabilidad política, especialrnente

en tiempos de crisis económica.

Con esto me refiero principalmente a cómo distribuciones muy desigua­

les de riqueza y altos niveles de pobreza, pueden distorsionar a la representa­

ción. Pienso que hay, porlo menos, dos formas en qUE' esto afecta al proceso de

representación. En primer lugar. implica que el financiamiento de las campa­

ñas políticas va ser concentrado en pocas manos. Aquí, en Ecuador. no existe

un sector medio suficientemente grande o gremios con financiamiento propio

y la práctica de apoyar a campañas políticas como para representar un apor-te

stgnrñcat ivo en el proceso electoral. La concentración misma de las fuentes de

recursos privados para campañas significa que este financiamiento tiene un cov­

to. que es la protección de Intereses muy particulares, a costa de la preocupa­

ción por Interese, de carácter más colectivo. Los acontecimientos recientes del

escándalo de la donación de tres millones de dólares de Aspiazu para la campa-
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na de janul Mahuad es un ejemplo claro de cómo la representación electoral es

susceptible de sertas distorsiones en estos contextos.

Pero la cosa no es tan sencilla, porque según la lógica de la competencia

electoral, uno pensana que si los partidos existentes se limitaran a responder so­

lamente y muy abiertamente a los intereses particulares de quienes les finan­

cian, eventualmente surgirían otros partidos que buscarían retar a los primeros

ofreciendo programas y propuestas que intentaran responder a los intereses de

la gran masa de electores. Pero lo que impide, en países con altos niveles de po­

breza como Ecuador, qUE' la competición electoral ponga frenos a la influencia

política de las elites económicas son las prácticas clientelares.

Los altos niveles de pobreza c-rean una situación en la que muchos de los

electores están dispuestos a vender su voto, y estas pracncas clíentelares distor­

sionan a la representación, y hacen aún más influyente y determinante el poder

del dinero en el proceso electoral y la toma de decisiones. No solamente en el

sentido de que los partidos c1ientelares no abogan por cambios estructurales, si­

no porque también las necesidades de proveer servicios y bienes particulares.

aunque Sean pocos, crean incentivos para los políticos que les impiden cohesio­

narse alrededor de propuestas que sirvan para producir bienes colectivos, corno

por ejemplo un eficaz modelo económico o un régimen tributario progresivo.

La inhabilidad de las elites políticas para cohesíonarse alrededor de pro­

yectos que son necesarios para el bien común del país, está evidente en las ne­

gocíacíones que se han dado durante 1999 para la aprobación de la pro forma

presupuestarla. A cambio de apoyar la preforma. cada partido exigía algún be­

neficio particular. Esto imposibilitó y prolongó este proceso que era tan nece­

sario para el país cuando estaba en un momento de crisis económica y también

cuando estaba negociando con sus acreedores internacionales y el FMI.

Así que por estas dos vías se tergiversa la representación en el país. Los dos

fenómenos empujan hacia políticas particularistas que en su conjunto atentan

contra la provisión de bienes colectivos para la sociedad, tal como es un nivel

básico de estabilidad económica. Así que en vez de 'un circulo virtuoso' de la

democracia, se ha creado 'un círculo vicioso' en donde la situación de desigual­

dad y pobreza impide que el sistema democrático sea el portador de cambios

que puedan transformar esta misma situación.

Con relación a este círculo 'poco virtuoso' veo un papel clave para los mo­

vimientos sociales. Para salir de este círculo es necesaria la organización colee­

riva. 'acompañada' por la articulación de propuestas programáticas que puedan

aglutinar a importantes sectores de la sociedad alrededor de proyectos que va-
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yan más allá de la entrega o distribución de pequeños bienes a particulares, que

propongan, más bien, reestructuraciones en la sociedad y la economía que

apunten hacia el crecimiento económico y a la vez hacia una redistribución más

justa de la riqueza en la sociedad. Es evidente que la forma de inserción de los
países subdesarrollados y pobres en la economía mundial imposibilita el surgi­

miento de fuertes y poderosos sindicatos y de movimientos de trabajadores co­

mo se dio en Europa. Esto, en cambio, significa que no pueden ser organiza­

ciones de este mismo tipo las que lideren esfuerzos por implementar políticas

redistributivas como en el caso de Europa. Dentro de esta coyuntura surge, en­

tonces, la posibilidad de que otros movimientos sociales y populares de diferen­

tes índoles jueguen este papel.

En resumen, se necesita que la organización colectiva promueva progra­

mas que busquen cambios estructurales en la sociedad y en la economía, y no

solamente distribuciones de excedentes de la riqueza entre sectores particulares.

Esto es necesario para superar la tendencia de sectores del electorado a respon­

der a estímulos clientelares.

En este punto, quisiera aclarar que, a diferencia de muchos análisis sobre

movimientos sociales y su papel en la sociedad, yo no asocio autonomía con ais­

lamiento de la esfera política, y pienso que mantener la autonomía de la esfera

política no es, en todos los casos, la estrategia más índicada. Yo sostengo que

los movimientos sociales, en la medida de sus capacidades, no deberían aislar­

se de la esfe-ra política. Tienen un papel importante que jugar en las siguientes

áreas: a) la proposición de demandas y programas a ser asumidos por los polí­

ticos' b) la educación cívica y democrática para la ciudadanía. y finalmente, e]

el monitoreo de las autoridades elegidas, qur es tan importante para que las ins­

tituciones representativas funcionen como deberían.

Pero, ¿qué nos puede decir una lectura de la actuación de los movlrnien­

tos sociales e-o el Ecuador durante estos últimos veinte años, sobre su potencia­

lidad para jugar este papel tan clave en la democratización y en la construcción

de la ciudadanía, e- incluso para las transformaciones económicas? ¿Hasta qué

punto han podido estos movimientos organizar el apoyo para un programa na­

cional que busque transformaciones justas, junto con la necesaria estabilidad

económica'?

En primer lugar, es notorio el destacado papel que juegan los movimien­

tos sociales en el Ecuador en comparación con otros países. En particular. el

movimiento indígena ha desarrollado una fuerza y una presencia nacional sin

igual. Su potencial de acción colectiva es realmente impresionante. En otros
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países, especialmente en el Cono Sur y Brasil, muchos analistas han notado que

la transición a la democracia quitó fuerza a los movimientos sociales. Mientras

que bajo los regímenes autoritarios estos movimientos emergieron y desarrolla­

ron una importante actividad, una vez reinstalada la democracia, el nivel de ac­

tividad disminuyó notablemente. Se han propuesto dos explicaciones para es­

to: la primera, plantea que el fin de los gobiernos autoritarios quitó a los mo­

vimientos sociales un referente unificador, es decir, oposición al estado autori­

tario; la segunda, argumenta que los partidos políticos restan fuerzas a los mo­

vimientos sociales, atrayendo a líderes y cuadros, que sin la atracción de los par­

tidos políncos se hubieran dedicado a los movimientos sociales (Álvarez 1990.

Mainwaring 1987).
Siguiendo esta lógica de una relación entre el nivel de actividad en los mo­

vimientos y las oportunidades que existen en la esfera política. me parece que

existe una relación inversa entre la fuerza de los movimientos sociales y la cali­

dad de la representación en el ámbito institucional. Es esto, precisamente, 10

que estamos observando ahora en el Ecuador, la crisis del sistema Formal de re­

presentación política, que no ha manifestado capacidad de representar a los di­

ferentes intereses de la sociedad y de encontrar soluciones negociadas que be­

neficien a la sociedad en su conjunto, da cabida a un papel de representación

directa por parle de los movimientos sociales, en forma de manifestaciones.

huelgas y levantamientos, Pero esto, como forma de representación y negocia­

ción permanente, viene a ser muy costoso para la economía en general, y por

eso no muy viable como una estrategia a largo plazo, o como un modelo alter­

nativo de representación.

Entonces, en respuesta a la pregunta: ¿cómo influye Ja construcción de­

mocrática en la conformación de los movimientos sociales? Se puede decir que

la debilidad de las instituciones representativas en el Ecuador ~Iéase los parti­

dos politicos- ha significado que los movimientos sociales y otras agrupacio­

nes de intereses en la sociedad, tengan que asumir un estilo de presión directa

sobre el Estado, y en particular sobre el Ejecutivo. Este estilo de presión direc­

ta, mientras que por un lado es signo de la vitalidad y organización de sectores

de la sociedad civil, es a la vez un síntoma de la ineficacia de Ias instituciones

formales de representación política. Obviamente esta relación no es perfecta,

existen muchos otros factores que inciden en el poder y en la actuación de 105

movimientos sociales, y no siempre donde la representación política es débil o

distorsionada se darán presiones directas de un movimiento social fuerte. Sin

embargo. dicho esto. diría que, cuando y donde ya existen movimientos socia-



les fuertes, la calidad de la representación política incide fuertemente sobre el

modelo de acción y sobre las estrategias que deciden seguir estos movimientos.

Otra cosa que llama la atención, desde una perspectiva comparativa, so­

bre la experiencia de Ecuador, es la ausencia actual dentro de los movimientos

sociales en el país de un fuerte discurso o preocupación de la autonomía fren­

te a la política. Ciertamente que ésta fue la línea del movimiento indígena du­

rante la década del 80, pero con la conformación de Pachakutik, en 1996, este

discurso ha perdido relevancia.
Creo que esta diferencia se debe, en el Ecuador. a la ausencia en el pasa­

do de un fuerte y omnipresente proyecto estatal corporarfvtsta de larga dura­

ción corno hubo en México o Argentina. La pohlacton indígena nunca fue in­

tegrada por el Estado, ni siquiera a través de la cooptación, y por ende su agen­

da no está enfocada a evitar la cooptación y mantener la autonomía, sino a lo­

grar cierto nivel de inclusión en el proceso de toma de decisiones y conseguir

ciertos beneficios para su población. Ahora. claro, sin esta experiencia por de­

trás existe siempre la posibilidad de la cooptación de los líderes, pero por otro

lado la actual situación económica y las condiciones internacionales no permi­

ten la posibilidad de implementación de un proyecto masivo de tinte corpora­

tivista. Esto significa que para un movimiento social hay mayores posibilidades

de sobrevivir como una entidad independiente y autónoma del Estado. Es de­

cir, la actual coyuntura neoliberal tal vez ofrece. por lo menos, una ventaja, y

ésta es un mayor espacio para la actuación de movimientos sociales indepen­

dientes, en vista de que el Estado ya no tiene la capacidad económica de armar

grandes estructuras corporativistas que anulen a los movimientos independien­

tes. La cuestión es ahora si los movimientos lograrán aprovechar este espacio

para crear instituciones y espacios de efectiva y programática representación.

A la vez que el proceso está, sin duda, atestado de riesgos. considero que

la decisión por parte del movimiento indígena de lanzarse a la esfera de la po­

lítica formal con la formación de Pachakutik en 1996, es un paso importante y

valioso. porque representa la posibilidad de la construcción de nuevos tipos de

partidos que puedan promover nuevos esttlos de representación política. lo

cual, según mi puma de vista, es imprescindible para la consolidación de la de­

mocracia. Hasta que cambie la base de la representación, va a ser difícil cam­

biar la dinámica de la política formal en el país.

Ahora queda por verse si los partidos que surgen propiamente de los mo­

vimientos sociales, como es Pachakutik. pueden construir tal base. y por ende
representar un tipo de partido verdaderamente nuevo. Hasta ahora han logra-
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do mucho, pero también existen señales de que pueden exhibir los mismos ma­

les del clientelismo, que aquejan a otros partidos. En términos de avances po­

líticos podemos mencionar el liderazgo esencial del movimiento indígena y de

Pachakutik en la realización de la Asamblea Nacional para reformar la Consti­

tución. Como resultado de este proceso Jos pueblos indígenas recibieron una

serie de garantías muy importantes, que van desde derechos culturales, hasta ju­

ridicos, y garantías sobre la tenencia de la tierra". La implementación de la edu­

cación bilingüe fue otra logro significativo. Y en términos de cambios econó­

micos podemos señalar las entregas de títulos de tierra en la Amazonía después

de la marcha de la OPIP en 1992, al igual que los cambios que el movimiento

indígena logró que se incluyeran en la nueva ley de Reforma Agraria, que fue

disertada con la participación de la CONALE después de un gran levantamien­

to en 1994, Igualmente en términos del proceso electoral es claro que algunos

de los municipios donde ganó Pachakutik están emprendiendo procesos nove­

dosos y muy partíctpatívos'. Finalmente, es fundamental reconocer la impor­

tante actitud de moderación que manifestó el liderazgo del movimiento indí­

gena en las protestas y levantamientos sociales de junio de 1999. El movimien­

to Indígena jugó un papel sumamente importante y positivo en las negociacio­

nes que, eventualmente, dieron como resultado un acuerdo entre el Gobierno

y la sociedad civil. En este proceso articularon no solarnente sus posiciones y
demandas, sino también las de otros sectores, manifestando de esta manera una

potencialidad aglutinante.

Por otro lado, es evidente que los líderes del centro izquierda y de Pacha­

kutik sienten también presiones de tipo clienteJar dentro de la esfera política.

Situación que se evidencia en la actuación de estos partidos en los debates re­

cientes sobre la preforma presupuestaria, en su insistencia, al igual que la de

otros partidos, para aprobar ciertos programas y partidas presupuestarias a cam­

bio de apoyo político. Por ejemplo, la decisión de entregar a la CONAlE las

distribuciones del gas a ciertas comunidades tiene un tinte cliente lar. La crisis

económica y política que ha agobiado a Ecuador durante todo 1999 ha sido un

momento de peligro, pero también de posibilidades, y a mi parecer la Ízquier­

da Democrática, Pachakutik y los otros partidos del centro izquierda no han

3 P.m' '''"' "",,]b ",b,,']" nuevaCo,,"i'''' <O") le" ]",,,,, "","goid", pcu Inv ¡"d,g''''" 'C'''''' R"",j,o
Ilrlla)all';' (1998)

.f Pella r".lu(lio<; di' [;1\<.1, <;(1)1(' proverro-, partiripatn ov PI¡ Ir),> Il1Uniripl<h IP(lW Cil1d~d-aIlI<l\ pT)ll'rgr"l<'\

L"jWIIl'11( ¡d~ (kI1l0(ld[lCiI~ ,11' tll:'~<1n'JI¡') lorul (ID991
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aprovechado, de la mejor manera. esta crisis para lograr cambios instituciona­

les de mayor envergadura. Por ejemplo, después del quebrantamiento del pac­
to político entre el Gohierno y el Partido Social Cristiano, el gobierno de Ma­

huad buscaba hacer una alianza para gobernar con el hloque de los partidos de

centro izquierda. Con un déficit en el presupuesto del 70(16, el Gobierno esta­

ba en apuros, necesitado de aliados políticos y de una solución para el presu­
puesto. Posiblemente, en esa coyuntura la centro izquierda hubiera podido ne­

gociar una solución a la crisis que tncluyera cambios de fondo en la polit ica del

estado. Por ejemplo, las nt-goclactones sobre el régimen tributario, tal vez repre­

sentaban una oportunidad para reestructurar ese régimen de manera más pro­

gresista. Sin embargo, Pachakutfk. al igual que los otros partidos de ese hloque,

mantenía el mismo discurso, que los partidos de derecha, de no más impues­

tos. En la coyuntura de crisis de 1999, los partidos de centro izquierda, inclui­

do Pachakutik que surgió de conexiones orgánicas con un fuerte movimiento

social. no han logrado moverse de una posición de oposición a una posición de

propuestas globales y coherentes para cambios estructurales en las Instttuctones

económicas del país. Hasta ahora. estos partidos no han logrado servir como

portavoces de un proyecto que responda a las necesidades de la gran mayoría

de la población, y por ende estas demandas SI:' siguen llevando a la esfera polí­

tica a través de presiones directas organizadas fuera de las instituciones forma­

les de la democracia. ¿Será que estos partidos están también atados, al igual que

los partidos tradicionales, por las necesidades de responder a demandas cliente­

lares de sus electores?

Este es un proceso complejo, no ausente de contradicciones ni de la posi­

bilidad de fracaso, pero a la vez lleno de posibilidades. Mucho dependerá de los

líderes y de su habilidad para mantener la unidad del movimiento, alrededor de

planteamientos para reformas que apunten hacia cambios estructurales que be­

neficiarían a la gran mayoría de los pobres del país. El movimiento Pachakutik

puede jugar un importante papel en la promoción de una conciencia de ciuda­

danos, lo cual es necesario para combatir los modelos cbentelares. Los partidos

tradicionales no van a asumir este papel, porque el modelo clíentelar les ha ga­

rantizado su poder hasta ahora, así que depende de los movimientos sociales y

de los partidos que pretenden representar a estos movimientos, fomentar la

'ctudadanización y articular propuestas amplias de reformas que busquen cam­

bios estructurales que puedan ayudar a obtener una mejor distribución de los

ingresos, lo que sería un aporte muy importante en la consolidación de la de­

mocracia en el Ecuador.



Una trsnsicion desde las eliteshada una democracia purticipetive 69

A manera de conclusión, podemos afirmar que aunque los movimientos

sociales no jugaron un papel de mayor importancia en el momento de la tran­

sición en el Ecuador, su papel sí es fundamental para la consolidación de la de­

mocracia en este país. Su importancia radica precisamente en el hecho de que

existen falencias y tergiversaciones de las instituciones de representación for­

maL Estas distorsiones que se dan en el modo de representación política se de­

ben, en gran medida, a las condiciones económicas y estructurales del país. Es

necesario transformar el modo de representación para lograr reformas dentro

del sistema democrattco. que impulsen un desarrollo económico más equitati­

vo y justo. Pero esta tarea no es fácil ni lineal, debemos esperar tropiezos y equi­

vocaciones, pero son los movimientos sociales con visión global, versus los cor

porattvístas, los que mejor encarnan las posibilidades de cambio social dentro

del contexto de una democracia imperfecta.
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Acción colectiva e identidad entre los

campesinos en un contexto de violencia:

las rondas campesinas del norte del Perú y el

movimiento armado Quintín Lame en Colombia

Eeic Laír"1**

"Hacen muchas cosas que el

Errado no ha podido realizar':

Comentario de un diputado sobre

las rondas csmpesines /993.

'Luchamos por Jos derechos
fundamentales de las comunidades

indígenas, como son la tierra,

la cultura, la organización

Igualmeme por la dignidad
de todos Jos indígenas".

Comando QUintín Lame 1984.

La mayor parte de los estudios que dieron lugar a esta publicación colectiva. tie­

nen como temas comunes: las transiciones democráticas rectentes en los paises

andinos, la participación ciudadana en esta evolución estructural y la forma­

ción de movimientos sociales.

En este artículo. nos concentraremos únicamente en el análisis de la no­

ción de movimiento social, a partir de dos experiencias de acción colectiva: las

Prorl'~UI del Departarueuto de Cll:'TlClil PO\IlKil de la UI1JH'I'~¡d"HJ de los Andes, Salll<! Fe de Bogotá lu­
\(,<;{LgcHjorcid luvuu¡ro FlillKl'S dr- Lstudros Árntuios que Facilno la reahzncion 01<:'1 prt-vente esrud«: Cnll­

dllJ,ll',l a do( «n en '>rl( 1010[;lil en la E"fLlf'li.¡ de Álroc ~\ILld10, PII CICIK¡a, Sor-ralcv. i\\[I~. El r-orucmdo rle
(',1(' artnulo e'> dl'],'¡ uruc a 1"\[1(lllsablll(J.i,1 de su dlJl"r \ no courpronn-u-v. nínglllld lI(' cvra-, 11l,(llU(,]()IW'

Agradl-'fco d Mal 1,' Ferna!HJ,1 Campo" pohrolog.. ele 1<1 Uruvers.dad <1(' los AJld\:'~, la rradurcron rh-l ,11'11­

(1110 dd j"I'dlH'P' al (''>11<111<11
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rondas campesinas del norte del Perú y el movimiento armado Quintín Lame

en Colombia. Se pretende ver en qué medida ellas han participado PTl la defí­

nición de cambios y prácticas democráticas en los dos países en cuestión.

No se trata ele proponer un cuadro teórico estructurado para estudiar las

numerosas correlaciones entre la idea de acción coh-ctlva y la construcción de

la ciudadanía y de la democracia. El objetivo de este artículo es dar unos pun­

tos de reflexión para [rejpensar. por un lacio, la diversidad de movlrnh-ntos so­

ciales y por el otro, la formación de la democracia desde ahajo.

En efecto, sugerir de partida. que las rondas campesinas y la guerrilla

Quintín Lame pueden entrar en pi campo de análisis de los movimientos socia­

les. como experiencias de acción colectiva campesina e indígena, no ('S posíhle

sin acarrear problemas teóricos. Surgen inmediatamente pn-guntn, simples al

espírltu: ¿cómo definir un movimiento social", ¿a qué clase de acción colectiva

nos referimo:-.?, ¿de qué manera toma forma ésta? etc. Veremos que las respues­

tas a estas inquietudes conducen a interesarse en lo cotidiano y en la 'rnírroh¡s­

torta (norte del departamento del Cauca en el caso del Quintín Lame y las tie­

rras de la Sierra de Ptura y de Cajamarca en el norte peruano para las rondas}

ele esas dos organizaciones que parecen situarse en universos políticos. sociales.

económicos, culturales, y geográficos, suficientemente distintos.

Los elementos de comparación. que inn-nt arernos dar, entre un movi­

miento armado ilegal, el Quintín Lame. hoy devmovilizado, y la, rondas cam­

pesinas, reconocidas legalmente como organízactoncs campesinas, mostrarán

que estos dos grupos seguramente no cstan. en ciertos aspectos, tan distancia­

dos romo uno puede pensar ':/ que la noción de movimiento social es particu­

larmente cambiante.

Consideraciones sobre la violencia' en el Perú y en Colombia

Dos conflictos srmedos atípicos de la Guerra Frie

Las dimensiones qUE' colocan en primer lugar a las rondas y al Quintin Lame

en un mismo plano de análisis son: el contexto general de violencia y su carác­

ter armado.

Por r(l7lHW~ de -vrlo, utützaremos vtu {11~(iTl(]óTl la palabra 'violencia' en ~ing\llar o E'Tl plural aunque sea

Jt'lda bajo el ~lgno de la multíplk rdad
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En la época de la Guerra Fría, surgieron en Colombia y en el Perú dos

conflictos armados internos que dominaron progresivamente el panorama ge­

neral de la violencia en ambos países. Si bien es cierto que algunos de los pro­

tagonistas armados han estado influenciados ideológicamente por la confronta­

ción 'este oeste' (la creación de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colom­

bia fue inicialmente asociada al Partido Comunista Colombiano; el Ejército de

Liberación Nacional se ha inspirado en el modelo de desarrollo 'foquísta' cuba­

no; el Ejército Popular de Liberación, hoy casi totalmente desmovilizado, fue

de obediencia maoista: mientras que Sendero Luminoso, desarrolló un discur­

so y una doctrina marxísta-Ienlnlsta sincrética en torno a la personalidad de su

líder histórico Abimacl Guzmán"), no se puede afirmar que fueron conflictos

típicos de la Guerra Fría.

A diferencia de otros conflictos en el mundo (Nicaragua, El Salvador o

Angola hasta fines de la década del 80), los grupos armados colombianos y pe­

ruanos no dependieron en esa época de la ayuda externa de las 'grandes poten­

cias' para su aprovisionamiento o financiación. Por supuesto, como lo vemos

hoy en el caso de Colombia, los grupos en conflicto traen del exterior sus ar­

mas, que provienen ante todo de Centroamérica. de Europa del Este o de la ex

URSS. Sin embargo, los protagonistas armados han encontrado localmente los

recursos económicos para autof'lnanciarsc. autoperpetuarse y extenderse geo­

gráficamente. Esto explica la intensidad de los combates en un gran número de

municipios tanto en el Perú como en Colombia, Se puede hablar en este senti­

do de 'autonomtzacíon de los actores en conflicto y de una 'internafizacion de

las principales dinámicas de la guerra'.

Este contexto de presión coercitiva creciente contra la pohlación civil, es

clave para caracterizar el desarrollo de ambos conflictos en los últimos veinte

años y el surgimiento de la guerrüla Quitin Lame.

2 c.ucrrl!la, conoc idav ("orllO lav FARC. r·l ELN \ d EPL La" FARC y el EL"\] ~c formaron d medtados ele
la década del GO Son hoy la, gUl'rrill;¡, l!l;\~ ,lrl1igll;¡~ todavía en actividad en Amonca Latina. En cuan­

1(1 (l Spnr!pro Lununovo. cuva aparlrron OfiCÍcll remonta ill (JII'J 1970. cabe resah.n la r-omplejtdad de \IJ

dlsrurvo. Era una mezcla de lll¿lr.>;blTlo-It'llirlhnHl, d!:' l¡-,Iigimidad-cn\molngía. de crcr-nrras populares \

del pensanueruo de J()~P C(lrl(J~ Manaregut rpilltprpre(<Id()s por Áblmacl Guzman, ruva ambtrron era

proponer un nuevo modeto de "revolucrrm mundral

3 N" son IPmknria<, cxctustvas de Colombia v del Pcru En el umbral del ~iglo XXI la {(JllniclÍ\ tclad en

1"1 mundo \c rarectcrtzc por una fuerte 'Inu-rnajtzactón' de la~ logir,l~ de guerra El grado de "uuer-nal¡

zaríon varia mucho de un conñrcto a otro por ejemplo. parece mas ,ignifir(lti\'n r-n rl caso dr Sudan

qu,' l']) .~rlgul(J u Mvaruuar. en donde la guprra interna nene Imponantr« rtuncnsroncs unnsnacloualcs

[n'afir-o ele ,I!Il1J\ dc- drogas o diamantes. incursión de grupos armados I'Sl,Hall's [> privados IIITlredente',

drl cxtc-nor. ctc.)
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En el Perú, la guerra fue iniciada en mayo de 1980 en una localidad de Aya­
cucho {Chuschí]. con acciones militares llevadas a cabo por Sendero Luminoso

para impedir la celebración de elecciones locales (Poole y Rénique 1992:57). En­

tre los comienzos de esta década (80) y la captura de Abimael Guzmán en 1992.
la guerra entre Sendero, el Movimiento Revolucionario Tupac Arnaru'. las Fuer­

zas Armadas, los grupos paramilitares y los movimientos de autodefensa campe­

sinos dejó más de 20.000 muertos (Balencie y de la Grange 1999:143).
En Colombia. resulta más difícil situar con precisión los inicios de la gue­

rra e intentar cuantificar su costo, en términos de pérdidas de vida. ya que todas

las formas de violencia interactúan entre sí. Los 'víoíentólogos' suelen distinguir,

por \0 menos, siete grandes categorías de violencia que se entrecruzan en los he­
chos: el conflicto armado entre guerrillas, paramilitares y fuerzas estatales; la lu­

cha contra los narcotraficantes: los conflictos sociales ligados a la distribución de

la tierra: la violencia miliciana: la delincuencia común; los ajustes de cuenta co­

tidianos y la violencia intrafamíliar. El conjunto de estas interferencias ha gene­

rado una situación de 'violencia generalizada' {Péraut 1994), que ha provocado,

desde mediados de la década del 80 hasta hoy. unos 350.000 muertos y ha co­
locado regularmente a Colombia entre los países más violentos del rnundo-.

Aunque algunos de los principales protagonistas como el EPL, las FARC

y el ELN, ya mencionados anteriormente, aparecieron en la década del 60, con­

sideramos que las dinámicas de la guerra cambiaron de escala a partir de los

años 1978-79. Esta época coincidió con el salto a la lucha armada del M-19.
fundado en 1973, y con la reactivación de las demás guerrillas después de aT10S

de crisis internas. Se abrió, entonces, un ciclo de violencias en el cual poco a

poco entró a interactuar una multitud de agentes, Entre ellos, cabe mencionar

a los paramilitares, que compiten hoy violentamente con la guerrilla por el con­

trol de los municipios, Surgen, en su forma actual, a mediados de la década del

Aunque h\¡, guerrilla ((J!I~[¡tllYO un !,r"ldgüni51ll0 ¡JI:' mayor ullpurlanela rile] confhrto aunado pcrua

no ha,,>!,,, Inediado'\ de Id rlr-rada del 90, so¡o uns re: fcrtremo-, <l ~E'lldero Lununoso P\1('\ 1'> ot movmuen­

W rrourgcnre que 11<.:';' IIHPfe,>a du'cctarueute para el presente cst uriio

5 La lectura de la, ,·¡fra.s de muertes vrolenras no ('5 [,1 antro paramerro a rOl1lal cr r t-ue-nt a para afu-rnar qll~

1111 p,lI'; c-, 11'1') do ID, mas \IPk'1\I1, en el munrío. Üuos e remeruov menos cual,tlf'i("abl\"~V mas subjr-u

\0'> entran vu jucgo. Cll(lIl]US, pOI f'Jt'llllJlo, la.' cusumas I'JlJ01(l'> que torua 1" \]Olrllll,' '>t'gUll la, epoca;

" los l'SIJ<lClOl<, omsrclcrados su grado dt' uccptarron entre la'i poblarrour« o elllllaglllal Il¡ l'olé'nl\f] di' la

vtolcnria I-u el caso dt' Colombia. 1Jl11 su rnnueru de \1((1111<1'> (muf-rt.",> hendov. wClI(,'ilrad",>. l'1( ) \

pO! l,j uuportanc ia deln-ma dI:' 1;.1 \1"lenna en genrral que atravíeva 1(1 sor-red ..,\. 110 parece mturrrvro .h-­

ell ql,r' l'IIJ;IlS l', \In" de los mav \\(delltO'i hOj e-u dra l-'a[;\ uu; 1'Ci1p'lIOII mas allll'lOd sobre ~~(()\ (('IHa'>

\\"1 h\,~ ~,1lCh'lIi(III(J8(j) -
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80 como respuesta a las acciones guerrilleras. Con la irrupción dE'1 'paramílíta­

rtsmo', las dimensiones políticas, militares y económicas de la guerra se han
vuelto más complejas que nunca.

Más profundamente. SE' produjo a principios de la década del 80 lo que
podríamos llamar una 'ruptura estratégica' qUE' dio lugar. posteriormente. a una
sucesión de cambios en el transcurso de la guerra. Las FARC y el ELN adopta­
ron en estos años una línea estratégica político-militar muy ofensiva, que con­

trastaba con la década anterior de 'apatía' de la lucha armada. Entre otras cosas,

decidieron desdoblar sus frentes existentes para expandirse territorialmente y

amenazar potencialmente a la mayoría de los espacios nacionales; diversificaron

sus métodos de lucha; y empezaron a atacar más sistemáticamente al Estado.
Paralelamente a esta expansión socio-espacial y en términos de cornbartentes".

se incrementaron las lógicas de depredación económica (droga. esmeraldas. ex­
torsión, secuestros, etc.) que han posibilitado, en gran parte. el largo esfuerzo
de guerra sostenido hasta hoy por los actores en conflicto.

El norte del Cauca y del Perú, dos zonas

distintamente afectadas por el conflicto armado

Los conflictos armados colombiano y peruano no se han difundido en todos
los espacios sociales. Tampoco se han creado las condiciones para una 'insurrec­

ción generalizada'. En Colombia, si bien se habla de 'violencia generalizada'. se­
ria erróneo afirmar que el país vive una 'guerra generalizada'. puesto que ésta

no afecta directamente al conjunto del país.
El Cauca es una de las regiones colombianas que más ha sufrido la pre­

sencia de los actores en conflicto. Varios estudios coinciden en afirmar qUE' la
parte norte. en donde operaba principalmente el movimiento armado Quintín

Lame, es una zona muy conflictiva (Guzmán el. al. 1994, Peñaranda y Guerre­
ro 1999).

Dichos estudios revelan que la violencia en el norte del Cauca está fuer­

temente asociada con la presencia y el actuar de las Fuerzas Armadas, los pa­
ramilitares, los narcotraficantes y las guerrillas. Se trata, más que todo, de
una violencia de tipo organizada en cuanto a sus actores. En sus formas. la

6 Las FARC pasaron oc 32 frentes y 3500 soldaoos en 1986 a mas dr- 60 Irenres v 7500 combatientes en

lq~l~, nucntras que el ELI'\ ras') de 11 a 32 frentes \ de 800 a mas de 3000 hombres
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violencia refleja, en cierta medida, el nivel de estructuración de estos prota­

gonistas. Responde a planes y estrategias de acción que, en muchos casos, tie­

nen la particularidad de girar en torno a la tenencia. la defensa y la 'conquis­

ta' de la tierra? Sin embargo, las organizaciones armadas generan también

otras formas de violencia más prosaicas y espontáneas (venganzas. ajusticia­

mientos personales, violencias relacionadas con el consumo de alcohol, etc)
que presentan un menor grado de elaboración y se alejan de una visión en

términos estratégicos.
En un artículo reciente, Daniel Pécaut insistía en la diversidad e interaccio­

nes de la violencia en Colombia diciendo que en este país, ésta "[...] se sitúa en

tres temporalidades al mismo tiempo diferentes y combinadas" (1999: 195). Para
simplificar, la primera remite a lo que el autor llama la 'violencia tradicional', que

tiene una geografía y dimensiones eminentemente rurales; la segunda, la 'violen­

cia moderna', es el resultado de la exclusión y la segregación sociales en una épo­
ca de consumo y mediatización; la tercera, la 'violencia posmoderna", hace referen­
cia a las transformaciones societales ligadas a la intensificación de la globalización,

ya la pérdida de referentes comunes para numerosas poblaciones que han venido

acompañándose por una doble lógica: una apertura de estas mismas poblaciones

hacia el exterior y su repliegue sobre fenómenos comunitarios e identitarios, ante

todo locales. Podemos retomar estas tres ternporahdades para subrayar la comple­

jidad de las formas de violencia del conflicto armado en el norte del Cauca.

Por su ubicación estratégica en términos de comunicación entre el norte,

el centro y el sur del país, y de su geografía, casi lodos los actores del conflicto

armado han intentado asentarse en los territorios del Cauca. Además, la parte

norteña que nos interesa, ha sido el escenario de una 'paramilitarización' desde

la década del 80, como consecuencia de la expansión de los narcocultivos. El

auge del narcotráfico explica, en parte, la intensificación de las operaciones gue­

rrilleras y sobre todo de las FARC en la zona, Tanto los movimientos de insu­

rrección como los paramilitares han desarrollado economías de guerra. en las

cuales el comercio de la droga juega un papel fundamental, que articulan lo lo­

cal y lo global en redes muy flexibles, En este sentido, el control violento de las

tierras de droga caucanas, que se observa en muchos municipios del país, entra

en lo que podríamos denominar las dimensiones 'posmodernas' de una violen­

cia económica criminal.

7 Veremos a continuación que en el caso específico del Quintín Lame. sus remvíudtcaciones e intereses

van más alta de estas estrategias territoriales.
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Este tipo de violencia caractertstíca del conflicto armado se entrecruza con

violencias más 'tradicionales' y 'modernas' asociadas a conflictos socio-econó­

micos locales. como es el reparto de la tierra. Las zonas planas del norte del

Cauca fueron tradicionalmente dominadas por los hacendados azucareros que

constituyen una de las principales elites regionales. A partir de mediados de la

década del 80, no sólo SE' incrementó el conflicto entre estos hacendados y las

comunidades indígenas que empezaron a recuperar las tierras correspondientes

a sus dominios ancestrales. sino también entre éstos, las guerrillas y los paramt­

litares". Mediante la retrocesión de sus tierras, los indígenas aspiraban también

a mejores condiciones de vida, a salir de su situación de exclusión socio-econó­

mica y a participar más en un sistema económico local bastante dinámico y

moderno en comparación con el del resto del Cauca.

Las protestas indígenas contra los hacendados crearon. a partir de la se­

gunda mitad de la década del 80, una 'desinstttucíonalízactón' acentuada del

conflicto, ya que las tierras en disputa estaban casi exclusivamente en poder de

particulares y no del Estado como en otras partes de Colombia (Peñaranda y

Guerrero 1999:95). Los hacendados organizaron o recurrieron a grupos de se­

guridad privada cuya violencia retroalímentó las acciones paramilitares en un

contexto de impunidad, donde finalmente se volvieron muy permeables las

fronteras entre violencias políticas, económicas y sociales.

En el norte del Perú, el conflicto armado -hoy casi totalmente termina­

do- entre las guerríllas y las FFAA apoyadas por grupos paramilitares, no do­

minó tanto el panorama gener<il de la violencia como en el norte del Caura.
Para Sendero Luminoso, las partes norteñas del país -c-fronterízas con Ecua­

dor- representaban un corredor de comunicación, desplazamiento y salida.

de gran importancia, desde la zona cocalera del Alto Huallaga. en donde ha­

bía desarrollado uua economía de guerra parecida a la de la guerrilla colom­

biana en las tierras de narcoculnvo del sureste clel país. Pero Sendero nunca se

bcncñc¡ó de una fuerte implantación en la región. Dos grandes factores pue­

den explicar esta tendencia: por una parte, Sendero cuyas fuerzas y capacida­

des de acción fueron sobrestimadas (tanto por las FFAA como por la sociedad

civil o los mismos Senderistas) durante varios años, no tenía los medios para

controlar al mismo tiempo las principales partes del territorio y sobre todo las

8 Como lo veremos d continuación. ct Quintín Lame participó en ('SI e proceso de recvperacton de ticrfiJS

defendiendo a l()~ campesinos contra la I'qJre~JOn.
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zonas periféricas del país corno ésta; por otra parte, la guerrilla se enfrento COl¡

la resistencia organizada de los campesinos reacios a su discurso y a su visión

'semifeudal' del mundo rural. mientras éste estaba en una etapa de transición

hacia la pequeña propiedad privada.

Conviene precisar, con respecto a este aspecto, que ruando Sendero deci­

dió incursionar en el departamento de Cajamarca, a principios de la década del

80 y sobre todo a partir de los años 1985-86, encontró la mayor oposición en­

tre los campesinos que se habían organizado colectivamente, en 'rondas cam­
pesinas' o en cualquier 'comunidad indígena'. En las partes del extremo sur del

departamento en Cajabamba, donde prevalecían la escasa estructuración del

campesinado, la fragmentación del tejido social y las tensiones sociales relacio­

nadas con el reparto de la tierra después de la reforma agraria, los scnderistas

tuvieron cierto eco y se 'apropiaron' de los descontentos.

Las protestas y las violencias campesinas, bien sean 'rondaras' o no, al es­

tar ligadas a los intereses sobre la posesión de la tierra, no tuvieron dimensio­

nes tan ahíertamente violentas como en el norte del Cauca. Varios elementos

políticos, sociales y económicos, como la presencia de una multitud de acto­

res en conñtcto organizados y fuertemente armados, explican este contraste.

Otra diferencia esencial radica en que en el Perú se llevó a ca ha una reforma

agraria iniciada a finales de la década del 70, que en muchas partes del país

acabó con el sistema de haciendas y transformó o acentuó, según los casos, el

carácter minifundista y parrettzacío del paisaje rural. Además, la actitud de los

campesinos de la zona ante los hacendados en los años anteriores a la reforma.

no fue tan amenazadora como en E'I Cauce para los grandes propietarios v las

elites locales.

{Ine vio/enria delincuenctet muy dítuss

Lo que caracteriza a la zona norte del Perú es, Indudablemente. la magnitud

qUf' tornó la violencia delincuencial a lo largo de la década del 70, cuando na­

cieron las primeras rondas campesinas. En el norte del Cauca, la delincuencia

común parece de menor importancia por sus propias proporciones y la tnten

stdao dE'1 conñtcto armado. En muchos casos, las interacciones entre la delin­

cucncta común y el conflicto armado rolornbiano son directas: los grupos ar­

mados contratan a los delincuentes para actuar en su lugar (delegación de la

fuerza entre agentes privados) en los asaltos, los secuestros, las extorsiones. etc.:
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y estos delincuentes aprovechan la reputación o la presencia de dichos actores

armados para aumentar sus actividades en su nombre.

En la zona norte peruana, el fenómeno de la dclincuencta no es nuevo en

sí rntsrno. Basta recordar la violencia dellncuenclal en la segunda mitad del si­

glo XIX o en las décadas de los 20 y 30 del siglo siguiente (Pérez 1993). Es
más. la deltncuenc¡a rural parece una tunde ricia endémica de lo,', espacios so­

ciales norteños del Perú. Pero es un tipo de violencia que fluctúa mucho en sus

actores, sus métodos y sus motivos de una localidad a otra y según las épocas

consideradas.

Lo que sorprende en la formación de la violencia de delincuencia común,

a partir de la década del 70, es su nivel de 'desmstitucionaltzación, ya que los

grupos delinr-uencíales están muy pocas veces fuertemente asociados a [m par­

tidos pouucos o a lo') caciques locales. Ofrecen un panorama bastante atomiza­

do y difícil de leer porquC' actúan generalmente por su propia cuenta.

Han perdido su 'fachada' bipartidista y política que los caracterizó, por

ejemplo desde los años 1850 hasta finales de la década del 20. Corno lo seña­

la JOSl' Perez Munduru (1993: 1O). existían entonces muchas relaciones ent re la

violencia pounca .\1 deltncucncral. aru e todo abigea. La mayoría de los delin­

cuentes eran de uno u otro bando político. En sus estrategias para copar el po­

der local. las elites políticas instrumental izaban a los delincuentes para debili­

tar II sus enemigos mientras que éstos buscaban su .,[... j participación en las

facciones como medio de afianzar su invulnerabilidad ante la ley" {Pércz 1993:
51). Esto<; lazos directos de 'reclproc tdad' entre Jo pohrícu y la delincuencia

común. en un contexto general de enfremamíento político. dieron paso -a

partir del siglo XX-- a la apartctdn o la agudizactón de otras formas de delin­

cuencia. Esta delincuencia estuvo ligada a ciclos de venganza de carnpcstnos

expulsados de su,', pequeñas parcelas de tierra (Pérez 1993: 125) por los gran­

des hacendados (violencia dellncueririal anttterratcntcntc particularmente

crue! ya que [os delincuentes no sólo robaban al hacendado sino mataban a ve­

ces a sus familias). Adicionalmente. se han manifestado desde entonces otras

formas (k violencia dclincuenciah-s más at ornizadas, que permanecen hoy f'1l

día (venganzas personales entre campesinos. estrategia de supervivencia o en­

riquecfmir-uto. etc.).

Ell efecto, [a delincuencia -que se ha incrementado desde la década del

70- responde a nUI1lCW,',os Intereses particulares, pocas veces asociados a pla­

1H:'S de luchas pohttcas locales. Sin embargo, esto IlO significa que no existan

alianzas de 'oportuntuad' entre algunos grupos deltncucnciales y las autorida-
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des políticas y/o judiciales. Dichas alianzas se formaron en la segunda mitad de

[a década del 70 en un paisaje rural en profunda transformación, tras la refor­

ma agraria que introdujo masivamente el sistema de parcelas libres .Y facilitó

una mayor mercantilización de los productos agrícolas sobre todo en la mtcro

región central de Cajamarca. El desarrollo de las redes de economía de merca­

do estimuló entonces la conformación de un abigeato mercantilista. Con la

complicidad de los comerciantes y de los representantes del poder judicial y/o

político local, los abigeos robaban el ganado (Pérez 1993:207) que pasaba lue­

go a los circuitos de venta legales
Cualquiera qUE' sea su forma, todas las tnvesttgacíones llevadas a cabo en

el norte del Pe-rú a partir de la década del 70 muestran que el fenómeno de de­

lincuencia rural tornó proporciones que amenazaban la estabilidad socio-eco­

nómica de muchas localidades [Ápel 1996, Casullo 1993. Huber 1995). Para

combaur la expansión dellncucnclal. los campesinos se organizaron colecnva­

mente en rondas, cuyas acciones han ido más allá de la simple defensa de sus

bienes materiales.

El surgimiento de las rondas y del Quintín Lame:

dos formas de resistencia armada

Las raudas rnmpesines del norte
y los Comttes de Dctcnso Civil

A diferencia de Jo qUE' acabamos de observar a propósito del panorama compa­

rativo de la violencia en el Pt-.TÚ y en Colombia, la situación de las rondas cam­

pesinas parece mucho más cornple¡a que la propuesta por el Quintín Lame. En

efecto, las rondas campesinas del norte SE' enmarcan en un contexto general de

creación de grupos de autodefensa civil en el ámbito nacional mientras que lo­

cal y regionalmente se sitúa, con nuevas particularidades, en una tradición de

organizaciones campesinas (Sierra de Piura] y de movimientos de autodefensa

(Caja marca) desde e] siglo XIX.

Es importante resaltar a manera de introducción. qUE' el surgimientu de

las rondas campesinas del norte del país no fue asociado Inír-Ialmcntr- con la ac­

ción de la guenllla. Allí radica una dtferenrta fundamental con utros grupus de

autodefensa populares que aparecieron básicamente en respuesta a la 'subver-
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síon', a principios de la década del 80 en ciertos sectores de Áyacucho. en las
zonas centrales del país y en el Alto Huallaga",

Existe cierta confusión en la terminología y en las funciones de los grupos

de autodefensa peruanos. Las rondas campesinas remiten originalmente a los

grupos de autodefensa del norte del país. Pero en la década del 80. los milita­

res en su intento de reproducir e 'importar', hacia las regiones centrales, la ex­

periencia colectiva de las rondas del norte para combatir a la guerrilla, copiaron

el nombre de 'rondas campesinas' o En el ámbito de la ley, en la segunda mitad

de la década del 80, el poder ejecutivo intentó varias veces controlar a las ron­

das campesinas. Las obligó a conformarse en el régimen de los 'Comités de De­

fensa Civil', legalmente subordinados a los militares en la lucha 'antisubverstva

(Revilla y Price 1992), Esto generó otra fuente de confusión alrededor del rol
de las rondas. La confusión se agudizó cuando las funciones de los grupos de

autodelensa antisuuverslvos. los 'ComitÉ's de Defensa Civil', se ampliaron ha­

cia tareas de orden más social y económico, Uno de los aspectos más Interesan­

tes de dichos 'Comités'. es que muchos de sus miembros supieron aprovechar

5\1 participación en una organización de tipo militar para transformarse progre­

sivamente en movimiento popular y comunitario, Carlos [van Degregori

(1996: 241-246) habla incluso de 'constitución de movimientos sociales para

referirse a las acciones llevadas a cabo por algunos de ellos.

Las rondas. una forma de lucha contra la detincuencte

El despliegue de las rondas en el norte se realizó a Finales de la década del 70.

principalmente para luchar contra la delincuencia común y más precisamente

contra el abigeato. En Cajamarca, algunos autores sitúan la creación de las pri­

meras rondas a finales de 1976 en las cercanías de Chota, mientras qUE' en Bam­

bamarca aparecieron en 1978 (Oscar Castillo 1993). En cuanto a la Sierra de
Ptura. otras investigaciones hacen aparecer una creación más tardía, en el año

1980 (Huber 1995: 37), que se realizó a partir del 'éxito' y del modelo de las
rondas de Cajamarca.

q Es¡udj()~ IOCllE'~ y 'dilE'IH1Ci<ldos' ruuest ran dE' oxcclenre manera como ,urgieron oilgllllü~ grupos de au­

urdefetisa rou n 5111 el ~[JO\T' dE' lit~ r~¡prn\~ AnllJdit~ que. J¡<I~td uiedtactos rte lit década del t.{(J. ~e mos­

unron re.acias a li! rreactori de dirhos grupos F~t0. aru-s de call1hi,u dr- p~(l<ltegia pohtrro-ruilnar \ lit'

harerlas pan k ipar acr rc.oucnre PII la lurua 'anttsubversrva. Sobre' el poi)>ol de P'>¡O~ grupll~ \ de Ia-, FFAA

PI¡ la caída rtc Srndpro. veave C"rlos Ivan DE'grf'gon [ccmpnador]. Carlos Tapra v Espinosa df' RiYi'rn
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Desde su creación, las rondas norteñas han constituido un modelo de pri­

vatlzaclón de la fuerza para combatir otras formas de violencia privada particu­

larmente difundidas en el tejido social: la delincuencia rural. A diferencia de

otras experiencias anteriores de autodefensa colectiva. las rondas norteñas de

hoy parecen más estables, autónomas y 'desmstitucionalizadas ya que han in­

tentado no depender de los juegos políticos regionales y tener sus propios re­

cursos, sobre todo para comprar armas.

El contexto socio-económico de parcelación de las haciendas, es también

importante para interpretar el surgimiento de las rondas a finales ele la década del

70. Las rondas no sólo fueron una respuesta a la inseguridad, sino que procedie­

ron de una voluntad del campesinado para organizarse colecrtvamente en un pai­

saje rural cada vez más fragmentado. En contraste con la Sierra de Piura qUE:' pre­

senta una fuerte tredlríon de comunidades campesinas (Apel 1996) en el centro

y noru- de Caíarnarca. esta fragmentación fue tanto más pronunciada en cuanto

exísuan pocas comunidades campestnas en la época. Entonces, la creación de las

rondas fue percibida como una forma de organización colectiva de defensa de los

intereses del campesinado y como un estructurador del tejido social más efectivo.

El QUillfill L¡¡IJ/('. una guerrilla regional de tipo societal

Por su parte. la creación del Quintín Lame, que emergió realmente a la luz pú­

blica en enero de 1985 con la toma de una localidad del norte del Cauca (San­

tander de Quilichao). se remonta a prtnctptos de la década del 80 (Peñaranda

y Guerrero 1999: 75).
Su aparición debe interpretarse en un contexto de recuperación de tierras,

de fortalecimiento del movimiento campesino y más precisamente indígena, en

varias partes de Colombia. Presenta una respuesta organizada .Y de reststencía a

las crecientes exacciones de los prctagontstas del conflicto armado contra las

poblaciones rurales.

La recuperación de tierras que fomentó a \U vez el Quintín Lame en la dé­

cada del 80. fue iniciada anteriorruente por pj Consejo Regional Indígena del

Caut-a (CRIC). u prtncípto-, de la década anterior. Lu('go fue acentuada por la

Asociacion lvactona! de Usuarios Campesinos (ANUC). a Finales de la década

del 70 (Amparo 1998 113).
Las arríonr-, ríe estos mov tmn-mos no se substítuveron en el tiempo. sino

que se entrecruzaron v se complementaron D. por el contrario. entraron en una
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especie de competencia en la cual cada organización intentaba ampliar su in­

fluencia y su representatívídad ante la población. La particularidad del Quintín

radicaba, esencialmente, en su carácter armado y muy localizado en la parte nor­

te del Cauca bajo el fuerte dominio socio-cultural de los indígenas paeces.

Además no era una guerrilla revolucionaria, podemos más bien hablar en

su caso de 'insurgencia sin revolución' (1996). para retomar el título de un li­

bro del colombianista Eduardo Plzarro. o de una guerrilla de 'tipo socíetal' se­

gún los términos del mismo autor, es decir, básicamente con una fuerte base so­

cial con ambiciones limitadas en el espacio y el tiempo.

Cabe añadir que por sus rnedios limitados (contaba unos 200 hombres en

sus filas, repartidos en una brigada móvil y grupos de autodefensa] y por su

postura militar defensiva, constituyó un grupo armado de menor imponancia

en comparación con el resto de los actores del conflicto armado colombiano co­

mo la guerrilla, los paramilitares y las FFAA.

Ahora, cabe preguntarse qué tipo de acción colectiva han desarrollado el

Quintín y las rondas. Más específicamente, se tratará de ver en qué medida en­

tran en la visión de los movimientos sociales.

Varias miradas a una noción 'nómada', los movimientos sociales

Movimientos socialesy acción colectiva

Como lo señalan Arturo Escobar y Sonia Álvarez (1992: 2) en una publicación
colectiva sobre los movimientos sociales en América Latina. desde hace casi

veinte años ha habido una 'explosión' de estudios sobre este tema. Dicha 'ex­

plosión' ha tenido como consecuencia una inevitable expansión del campo se­

mántico de la noción de 'movimiento social' que remite hoya una pluralidad

de situaciones políticas, socio-económicas, culturales e idenritarias.

Sin embargo, corno señala Orin Starn (1991: 18). las movilizaciones cam­

pesinas han recibido poca atención en la literatura sobre los movimientos so­

ciales. En cuanto al caso específico de las rondas campesinas y del Quintín La­

me, el interés académico por estas dos organizaciones ha sido muy escaso, a ex­

cepción de estudios valiosos en Colombia, en el Perú y en Estados Unidos.

La introducción de esta noción en diversos aspectos y esferas de la vida so­

cial ha generado también cierta confusión en torno a la definición de 'movi­

miento social'. Por ejemplo. ¿qué hay de común entre la oleada de huelgas de
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1995 en Francia, las marchas de homosexuales en varios países occidentales, las

repetidas protestas campesinas en Bolivia en respuesta a la política estatal de

erradicación de la hoja de coca o las de [as poblaciones rurales sin tierra en el

Brasil? Se podría decir sobre lo anterior, que estas acciones colectivas parecen

pertenecer a la categoría de movimientos sociales. Contestar esta pregunta. apa­

rentemente simple, necesitaría de estudios específicos y comparativos. Es cier­

to que para ser comprendido en toda su complejidad, cada movimiento social

requiere de un análisis de su contexto socio-histórico, de sus protagonistas con

sus lógicas de acción, sus métodos y recursos, así como de sus resultados con­

cretos; nos parece útil intentar destacar algunas características que permiten ha­

blar de 'movimiento social'.

No se trata de dar una definición precisa sino más bien flexible, que per­

mita tener en cuenta la diversidad de los movimientos sociales actuales. Este es­

fuerzo de definición teórica permitirá además 'alejarse' un poco de las anécdo­

tas y de los casos particulares que surgen espontáneamente a la mente cuando

uno se pregunta: ¿qué es un movimiento social?

Ante todo. cabe señalar que una parte de la literatura sobre el tema mues­

tra qUf' los movrmtcmos sociales sólo representan uno de los repertorios de la

acción colectiva (Ttíly 1976, Neveu 1996. Tarrow 1997). Todas las acciones ('0­

lectivas no son movimientos sociales (Dubet 1994: 216).

Las fronteras que diferencian el movimiento social ele otras formas de mo­

vilizacinn y acción colectivas no son siempre fáciles de deftntr. Así, s¡ es cierto

que la guerrilla colombiana involucra hoy en su lucha armada a la población ci­

vil, en la mayoría de los casos bajo la coerción sin dar la impresión de represen­

tar ni preocuparse por intereses populares (Pécaut 1999: 195), ¿cómo denomi­

nar a las distintos acontecimientos campesinos organizados y aprovechados por

la guerrilla y ante todo por las FARC en 1996 en las zonas del sur del país, en

protesta por la política estatal de erradicación de la coca?

Ciertos estudios (romo el de Marta Clemencia Ramírez 1998) se refieren

a las marchas campesinas de entonces como un movimiento social más amplio.

Pero, cabe preguntarse de qué tipo de movimiento social se habla y si se puede

considerar a las FARC como los detentares legítimos de este movimiento so­

cial. La respuesta no es simple. Claro que en estas zonas las FARC gozan de una

implantación y de un control social tradicional que les puede brindar simpatía

entre los campesinos. No obstante, es dificil pensar que detrás de esta movili­

zación campesina, las FARC no perseguían otros intereses ajenos a las reívíndí­

caciones de la población, como la adopción de estrategias de demostración de
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fuerza para exhibir sus capacidades de control socio-espacial y de acción colec­

tiva ante sus enemigos y toda la sociedad civil. Entonces, ¿qué primaba para la

guerrilla? ¿Fueron estos acontecimientos un 'pretexto' para validar otros intere­

ses? ¿Era más importante participar en la definición de un movimiento social

muy localizado e incrementar su legitimidad ante las poblaciones de estas par­

tes de Colombia o privilegiar más bien sus estrategias de demostración de fuer­

za? ¿O ambas cosas? Además, ¿hasta qué punto estas marchas fueron el fruto de

la iniciativa y de las demandas de los campesinos y no impuestas por la guerri­

lla? Anos después, estos interrogantes siguen abiertos...

La noción generica de movimiento social

Con este ejr-rnplo. presentimos que los movimientos sociales suponen una par­
ticipación franca y voluntaria de una colectividad humana. Entonces, hablar de

'movimiento social' es introducir la intencionalidad en los comportamientos.

En los movimientos sociales, los protagonistas se reúnen alrededor de un míni­

mo de' perspectivas de acción y de melas en común, que les van a llevar a orga­

nizarse y cooperar (Neveu 1996: 7). Lo que implica una voluntad de estructu­

ración, más o menos rígida, de concertación, de solidaridad entre sus miembros

y la creación de un actuar colectivo intencional.

Esta tntcnclcnalídad se manifiesta en una dinámica no necesariamente

violenta en la cual se expresan reivindicaciones, protestas o se defienden bienes

materiales, modos de vida o una causa determinada.

Podemos completar esta visión retomando algunos de los aportes teóricos

de Sidney Tarrow, uno de los autores más prohtlcos sobre la cuestión, para afir­

mar que los rno-... tmícntos sociales constituyen "desafíos colectivos planteados

por personas que comparten objetivos comunes y solidaridad en una interac­

ción mantenida con las elites, los oponentes y las autoridades" (Tarrow 1997:

21). El interés de esta acepción es múltiple: primero, asimila al movimiento so­

cial a un proceso dinámico de interacciones entre distintos protagonistas socio­

políticos; pretende que el movimiento social constituye una actitud de desafío

colectivo. además. al decir que es un "proceso dinámico de interacciones" rero­

nocc que el movimiento social no es un mero acto colectivo aislado y estático

en el tiempo sino una compleja sucesión de acciones articuladas entre sí; por

fin, reafirma los principios de objetivos compartidos por distintos actores y de

solidaridad mencionados anteriormente.
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Entonces, adoptando el enfoque de Sidnr.y Tarrow nos podemos pregun­
tar en qué medida el surgimiento y el andar del Quintín Lame y de las rondas

campesinas es un proceso evolutivo de interferencias entre estos dos actores:
grupos armados violentos y un Estado bastante precario. Más precisamente. se

trata de identificar los móviles y las formas de acciones colectivas y de analizar­
las en una perspectiva de desafío al Estado y a las elites locales de las regiones

del Cauea y del norte del Perú.

Corno lo veremos a continuacion, el desafío se materializa a menudo en

actitudes cotidianas como el uso de la fuerza, su organización socio-espacial y

funcional, su participación en la vida política y económica local y la naturale­

za de !-IUS rctvtndtcac.. tones. En otras palabras. tanto las rondas como el Quintín

Lame invitan a tener una vtston local o regional de los eventos "a ras ele la tie­

rra' o 'rrucrotust orica {jacques Revel 1996) para luego sttuartos e interpretarlos

en una dimensión más amplia.

ldentidsd r movimiento JOCÚ¡J

Por último. ('S ímportantc añadir una dimensión que no se encuentra en la de­

finición de Sidney.' Tarrow: la construcción de ielentidad. Esta temática ha sido

fuertemente asociada a la noción de movimiento social a lo largo del siglo XX.

¿Son los movimientos sociales creadores de identidad?

Podemos dar elementos de respuesta en dos tiempos. Los trabajos Ilama­

du.... 'clásicos' sobre los movimientos sociales analtvados cn términos de lucha de

cla se, de redisr rihucf ón ele las riquezas. de mejoramiento de las condiciones de

trabajo en la epoca índustrtal. etc. han vinculado la imagen, a veces un poco ca­

ricaturesca. do Iorrnacíon de clases tdenrttanas obreras o rurulcs como si fueran

hnmng(·T1(·a.... 'Los nuevos movimientos sociales' (NMS). aparecidos en la déca­

da dt-l 70. introdujeron nuevas problemáticas como: la lucha por los derechos

de la ruujr-r. la ccolog¡a. etr. (Neve u 1996) .v crearon nuevos modos ídenütartos

que parecf'n rnav fluidos y multtples (se trata de identidades políticas. sociales:

ele mujeres. homosexuales. erc.: o aun culturales: érnlrus. lingüísticas, rcligíosa ....

ctc.) .

Sin embargo, el establecimiento de una dicotomía en la crearton de teten­

tidad entre los movimienros sociales supuestamente 'tradiciunalvs v 'nuevos'.

no so puede implantar sin que traiga problemas notables para el e.... rurüo de mo­

vtnüenco ........octalc ... ele carar-rer rural. Por f'jf'lnplo, ¿cómo operar tal disrinción.
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cuando los referentes culturales y sociales dc los movimientos sociales campevt

nos, que tienen que ver con las costumbres tradicionales y los elementos de la

historia comunitaria, se confunden con deseos de participación directa o indi­

recta en la vida política o económica moderna?

Los trabajos efe> Georg!" Coll\er (1994) realizados en otros espacios socio­

c-ulturales. en las comunidades campcstnas de Chiapas en México. superan ü

incluso borran estas fronteras al demostrar que las rvtvtndicacíone-, indígenas

pueden ')(T a la \'1"7 el reflejo liLJ aürmactones ctnrcns. de necesidades surtalc... y

demandas polfticas que se ubican entre lo rradíctonal y la mcderntdad'".

Es en esta per....pccuva de fluidez de la accíón colectiva, que se mueve en

distintas tcmporalidades j esfera.... de análisis, en la que queremos caracterizar el

desarrollo Y el andar de las rondas y drl Quinl(n Lame.

Reivindicaciones, propuestas y acción colectiva dentro

de las rondas y del Quintín Lame:

¿hacia la conformación de rnovirnlentos sociales armados?

I.a instssu ecton de cierto orden armado

La fuerte estructuración de los campe.... inos en rondas armadas en las zonas nor­

tenas de Cajamarca, explica en gran parte la disminución de la criminalidad de­

linccre-nrial (de I<J Torre 1997). Adn-tonalrncntc. también explica !Jor qué Sen­

dero ne111C<I logro tmplaruarse de manera duradera en estas ncrras.

Las rondas carnpcstnas empezaron a imporir-r un orden local. a finales de

la dl'Ulc\(l do! 70. en muchas partes de Cajamarra y en la Sicrra de Piura. Una

de las primeras} prmrtpale-, tart-as de las rondas fue' entonces vigilar la':> ricrruv.

pl'f...egllir.\ C(},>tig;:lI;-1 1m. actot'cs rif' 1<1 definc-ucncta rural. La toma de las afilia"

sl1rgi<"J de la dcscvpcracíon del campesinado ame el abigeato y el hurro menor,

v ante la mctk-ar¡a. tanto de la polkIa local coruo de ta jllstki<l oficial. para 11I­

c-har coutra t''''lél~ formas de violencia social. 1 os campcvlnos onrrcvístados por

Ana df' la Torre (1997: 622-623) 1'11 la provincia de Cdjilmarca dicen ,l! l"e"Twc­

lo qur-:

JI) jl,WI '1:[.1 ]V11"\11)]) ')\<1\ ,11I1pll:i ,,,1,,, 1\'11.,<, ",',"\ "'1I1<1, \ '[ lo' 1("h,iIC' ,le RII'!il \¡"I.'r \ ]1rl'-1 c."( 111'"

Il' ,',jn ) () (1IdJI" di U;l\ld j ,"" [11.1\ 1'111", Ido. 1I (,1 d<"i'di(' "11111' m.uj--nud.n¡ " IhJ\i1l'"kllllrl.,<i
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"LaS justicias no hacían caso. juicios quieren mucha plata [... ]".

"Nosotros lo entregamos al ladrón a las guardias [... ] en la noche lo dejaron

libre" [...1.
"Ahtgeos volvían y nos grrtahan. nos decían [carajol. ya se fregaron conmi­

go, a ver qué me han hecho las justicias [... j".
"Así nos juraban 10<; ahigcos. nos amenazaban [... ]"
"Por eso de una vez dljlmos: "[aquí no más hay que hacerlo pagar!' [...] o

devuelve lo que ha robado. o paga, o se V<:I a rondear de ronda en ronda

tr

Concretamente, las rondas empezaron a organizar entonces turnos de vigilan­

cia diurnos y nocturnos, en los cuales participaban tocios los campesinos desde

los 18 hasta los 60 años de edad. Instauraron un sistema de vigilancia armada

permanente, hacicnrlo de la seguridad y de la defensa temas que han ido pene­

trando desde entonces PIl la cotidianidad de los campestnos. En muchos casos,

las rondas presentan un armamento bastante rudimentario adquirido por Jos

propios medios de un campesinado que nunca ha querido depender de las

FFAA en su aprovisionamiento.

De un modo similar a las rondas, el Quintín Lame logró poner freno él la

delincuencia común que disminuye) en la década del SO, en la medida en que

se amplió su radio ele acción (Peñaranda y Guerrero 1999: 82). Pero a diferen­

cia de las rondas, no tenía los medios para garantizar una vigilancia permanen­

te sobre grandes parcelas de tierras. No contaba con una fuerte territorialidad
como sí tenían las rondas en el norte del Perú. Entonces cuando se retiraba de

una zona, a veces se reactivaban las acciones delincuenciales.

Una movilizecion 'tous nztmuts'

El grueso de sus operaciones se articuló en torno a la recuperación y a la defen­

sa de tierras. La multiplicación de las acciones del Quintín en la segunda mi­

tad de la década del SO, coincidió con el mayor proceso de apropiación de ttc

rras por parte de los campesinos en el norte del Cauca. A pesar de esta fuerte

correlación, por ahora no hay bastantes estudios empíricos como para afirmar

con certeza que el Quintín Lame participó directa y rnastvamcntc en estos mo­

vimientos de rcdivtrtbucíon de la tierra. En efecto, "no hay que' olvidar que el

peso de la movilización recayó fundamentalmente en las comunidades, las cua­

les contaron potencialmente con el apoyo [... 1del Quintin [.. .]". "Probable-
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mente lo que se dio entonces fue una relación de complementariedad entre los

dos actores: el Quintín, que logró expandirse porque encontró apoyo en las co­

munidades que enfrentaban la violencia desatada para detener su lucha por el

acceso a la tierra; las comunidades, que afrontaban una aguda persecución por

cuenta de los propietarios de los territorios invadidos y que contaron con el

grupo armado como un mecanismo de defensa. que podía activarse, en un mo­

mento dado, contra los propietarios o sus aliados, pero que no participaba di­

rectamente en las acciones de recuperación" (Peñaranda y Guerrero 1999: 97).

El surgimiento y la estrategia general, tanto del Quintín Lame como de

las rondas, se inscriben en una lógica defensiva. Ambas organizaciones consti­

tuyen una respuesta a la inseguridad y a la violencia en contextos bastantes di­

ferenciados. Sus acciones se han limitado a territorios circunscritos, aunque en

el caso del Quintín siempre existieron tensiones e incertidumbres en cuanto a

la postura político-militar que la organización tenía que adoptar. Esto se refle­

jü a mediados de la década del 80, cuando algunos de sus miembros decidieron

integrar el Batallón de las Américas que representó un intento de guerrilla in­

ternacional conformado por el M19, el Movimiento Revolucionario Tupac

Amaru y el grupo ecuatoriano Alfaro Vive Caraja.

En el nivel operativo, sin embargo. las estrategias han tenido connotacio­

nes más ofensivas. Si no fuese así, ¿cómo explicar el éxito de las rondas en la

disminución de la criminalidad dellncuencial. y del Quintín en la defensa de

los campesinos en su lucha por la tierra? La iniciativa tomada por ambas orga­

nizaciones ha tenido a la vez un valor de disuasión, castigo y represión.

Más que por la calidad del armamento y por sus medios de ofensiva, des­

de el punto de vista militar, el éxito de las rondas y del Quintín se explica por

su capacidad de organización colectiva 'autónoma' y de enfrentamiento con

otros actores de la violencia a menudo más poderosos. Sus acciones cotidianas,

bien sean violentas o no, aparecen rctrospccnvamcnte como otra fuente que

pone en duda si existe un monopolio de la fuerza estatal y si presenta un desa­

fío para las elites locales y para el conjunto de los actores de la violencia en las

regiones mencionadas.

Es probablemente en la administración de la justicia, donde las rondas

campesinas se han mostrado hasta hoy Ias más audaces. En algunos casos y des­

pués de largos debates, en los cuales podían expresarse de manera democrática

todos sus miembros, las rondas han administrado justicia por su propia cuenta

frente a la ineptitud y/o corrupción de la Justicia oficial para juzgar a las delin­

cuentes. Estas prácticas de justicia informal se dan también fuera de los círcu-
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los de las rondas en todo el país. Aunque parecen ser cada vez más rechazadas

por una parte de la sociedad civil (urbana ante todo) y por la justicia legal. es­

tas practicas de justicia privada colectiva han sido toleradas en las zonas de es­

casa prese-ncia estatal. Esta n-lariva tolerancia se explica porque no se han repor­

taelo demasiadas ejecuciones extrajudiciales de personas. como ocurrió en 1980

cuando fue ajusticiada, con valor de disuasión, media docena de abigeos ante

unos 5000 carnpeainos (Cit!itz 1998: 26).
Las acciones e iniciativas tornadas de la resistencia armada y del desafío,

/lO permiten en 51 mismas hablar ele movimiento social. Además, la accton co­

leer iva de lo'> ruovirnieritos sociales no corresponde visterrtáticameutc a actos

violentos yen todo GlSO no se Iirnita a una mera dimensión violenta.

Acriol1 colective. relfr~lIff'j identitsrtos y prectics« demncnüices

Precisamente, la acción colectiva de las rondasv del Quintín Lame ha ielo rnu­

rho mas <lila de estos aspectos violentos. La violencia \e ha insertado en un COIl­

junto de' demandas pohrtco-soc tales y de afirmaciones rdentttanas profusas V

complejas. Para estos protagonistas 1,1 dificultad ha sido intentar conservar un

equilibrio y una coherenc¡a en su movilización entre estos rompour-nr es iden­

titados. estas reivindicaciones y el empleo de la violencia para evitar que ésta

tomara un rol predominante en sus acciones.

Con los ejemplos de la guerrilla colornb.aua y peruana. vimos que este

riesgo era particularmente vivaz cuando la violencia se hacía banal hasta inva­

dir casi todos los espacio.... de Id acción colec'riva eh' los grupos arruados. que ter­

minaban poco a poco por alejarse ele las proorupactoncsv demandas de la po­

blación civil. (Ilobalrue-nte. podernos afirmar que ],lS ronda- v el Quimin no

han cardo en una espiral ele violencia: el Quintín supo J"l'gresar a la vi da civil a

pnnctptov de la del ada del 90. hajo la presión dt- 011"(15 organizaciones indíge­

na.'> que tr-nuan una ·degenel"dcié)])· de la guerrilla en maquina de guerra· y' quP

se \·()i\ inil 1111 importante foco dt 111ilildri/(I( iou adn-íonal en la I"egion: pur su

parte las rondas. u as haber contribuido a luchar l'fka/llH'lHI' contra la c1l'lin

t ucuc¡u. hall perdido una de '>u'> razones de ser y tuerva en In'> ulürnos anos.

Una de la'> p-cultarutadcs de las rondas. como protélgO]}i'>LiJ'> sociales \ co­

nuurit.uias. radie;l r-n que han propuesto y dcsart ollado un modelo de autogcs­

¡ Ion camrw"i¡ lO COI 1 Ull alto nivel de illlegracil'm. re]Jn~~('rHiKi()ll V part k-tpartou

l"i1'Il"dlllpf''linaclo en ía v.da local. l.as rondas han Ik-narlo lov vacíos de un Esta-
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do incapaz de estructurar y regular las relaciones sociales en estas partes rurales

retiradas del país.

Las rondas han respondido a un paquete de demandas individuales y co­

lectivas de orden económico. social y de participación democrática. Han sabi­

do lomar en cuenta las inquietudes del campcstnado ante la expansión de la de­

lincuencia que amenazaba sus btencs y más profundamente ante el principio de

la parcelar-ion de las tierras y la propiedad privada. que es UIlO de los objetivos

de la reforma agraria. También han Intentado defender los intereses campesi­

nos de los mecanismos de la economía de mercado y frente a la falta de regula­

cion de los precios agrícolas bajo la forma de marchas. protestas y negociacio­

nes. que son modos de acción consutuuvos de cualquier movimiento social.

Por sus estructuras intr-r-nac hastanrc complejas que abren espacios para la dis­

cusión de problemas comunitarios o individuales, la administración de la jus­

ticia (abigeato, resolución de tcnstoncs tntrafamtltares. casos de 'mala conduc­

ta dvturu de la comunidad campesina. etc.] y la toma de decisión en colectivi­

dad de manera domocrattra". las rondas han contribuido a imponer cierto or­

den dentro de la vida del campesinado.

Esta nueva forma de regulación ha encontrado a veces la resistencia de

otras organizaciones campesinas mas truduionak-s. C(lI!lO on la Sierra de Ptura.

con la') cuales han eru rado en una especie de competencia para la regulación del

tejido social.

También los mecanismos de parttrípactou en la vida comunitaria han per­

mitido la aparición o el fortalecimiento ele sentimientos ele ciudadanía. No ne­

cesariamente' rtcncn sentido para 105 revidcnrcs LJ observadores de los grandes

centros urbanos lejanos df'1 pais , pl...'1O sí tíertcn valor local para campesinos qUf'

a veces no cuentan con Jos documentos legales que acrediten su ídenüdad y su

reconoctmlemo jurídico como ciudadanos peruanos (Huamani l't al. 1988: 67).

A partir d",l terna central de la lucha por la tierra, el Quintín Lame supo

rumbn'n en la década del 80 asumir funciones de representación }' defensa de

1m. intereses de! campesinado. Sin embargo. ~e trato ante todo de una defensa

físiCJ. El Quintín era una guerrilla y no un órgano de debatí' V loma de decl­

<íón. romo 10 son todavía las rondas. No consttruyo un movimiento soc¡a! en

SI mismo en la medida en que estaba en Interarrióu con otras organtzactones

de defensa del campesinado más reprcsenratlvas. poderosas e influyentes que PI.

11 f'M.i IJll<lllt"('fq)(i()1l ¡n.'!' drl¡dI.H.la [It' 1,1,> 1',II\1CILll:i\ l(ill(]I'lcI' \ rlc 'IJ\ Illr'f,IILI~I1l()' (\t 1""\\\\\j-.l< \\11\ \

d~( ¡'IUlI. ve-r JI]~ (~·ab¡¡i<b di' tInn S(dl'I1. [ohn (;IIII1J". Lud\\Ii' HIJIll'r
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El hecho es que se insertó, en un contexto regional y nacional más amplio de

afirmación de los derechos del campesinado y sobre todo de los indígenas (50­

tomayor 1998), es decir un verdadero movimiento social que ligó intereses lo­

cales y regionales a dimensiones y aspiraciones de representatividad de carácter

más nacional.

El elemento cultural es probablemente más agudo en la conformación del

movimiento social que defendió el Quintín Lame, ya que la parte norteña del

Cauea en donde Sl2' concentró la mayoría de sus actividades es una zona de do­

minio e influencia histórica de los indígenas paeees. El Quintín facilitó la crea­

ción o la reafirmacíón de fenómenos culturales identitarios. Participó en un

proceso de 'reindigenízar-íón' (Sotomayor 1998: 114) entre los campesinos pae­
ces que importaron referentes del pasado (voluntad de territorialidad en los es­

pacios socio-culturales de sus ancestros, respeto de sus resguardos, etc.), para

mezclarlos con valores y demandas más modernas, como el acceso a condicio­

nes de vida más decentes y a los circuitos del mercado.

Entrarnos allí en la construcción de solidaridades e identidades que re­

presentan un aspecto esencial de la acción colectiva del Quintín y de las ron­

das. Dicha creación de solidaridades e identidades desborda el único marco

cultural.

Retomando la tipología destacada por Álex Mucchiellí (1994: 8-9), quien

ha reflexionado sobre los fenómenos de identidad y ha incluido el factor cultu­

ral en sus análisis, podemos distinguir otras tres grandes categorías de referen­

tes Idcnttrartos en constante interacción estructurando el actuar del Quintín

Lame y de las rondas campesinas.

Primero, el acceso a la tierra (invasión, atribución de parcelas después de

la reforma agraria, erc.}, así como la existencia del Quintín o de las rondas co­

mo estructuras organizadas dedicadas a la defensa de los intereses del campe­

sinado han servido de base {referentes materiales y físicos') a la conformar-on
de lazos de solidaridad, reciprocidad y confianza en un contexto de violencia

caracter-izado por la fragmentación de los espacios sociales. La ronda, por su

capacidad de acción y movilización colecr tvas. permitió superar el temor ini­

cial de los campesinos que no se rebelaban contra los ladrones por evitar ser

objeto de represalias (Gitlitz 1998: 25). De la misma manera, el Quintín creó

una dinámica de confianza para ocupar y recuperar tierras al defender a los

campesinos.

Lo que ha abierto paso a la creación de mecanismos de identidad más

marcados y enraizados en una historia colectiva pasada ('referentes históricos').
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Así, en el caso del Quintín el hecho de que sus miembros hayan escogido este

nombre en referencia a Quintín Lame, un líder indígena que luchó por la de­
fensa de los indígenas en la década de 1910 en Colombia (Castrillón 1973), no

es fortuito, es una manera de enmarcar las acciones actuales en un pasado y una

memoria colectiva a veces glorificada como un elemento de cohesión comuni­

taria para darles más fuerza y sentido. Para las rondas, los referentes históricos

son más inmediatos. Se trata de una historia que se elabora y se desarrolla en

un tiempo presente. gracias a estas organizaciones que no tienen una larga his­

toria pasada. Celebrar la creación de las rondas como lo hacen regularmente los

campesinos (Gitlitz 1998: 29), representa entonces una manera de construir la

historia inmediata y anclar social e históricamente a estas organizaciones en el

presente. Las rondas. como experiencia colectiva, definen su propio horizonte

de experiencia e interpretación. que tiene un sentido para el campesinado cons­

ciente de sus mulüplcs funciones en la cotidianidad.

Adicionalmente, los campesinos han asimilado a las rondas como un ele­

mento de cohesión y reconocimiento entre ellos. Les ha dado un status social y

un real motivo de lealtad ante el resto de la sociedad {referentes sícosociales}.

Indudablemente las rondas han fortalecido la autoestima de los campesinos (de

la Torre 1997: 621). Entonces, no hay que extrañarse de la respuesta de algu­

nos de ellos a la pregunta: ¿quiénes somos.': 'ronderos' (Starn 1991).

Para no concluir. ..

Las experiencia .... colectivas llevadas a cabo por las rondas y el Quintín Lame son

ricas en enseñanzas y no terminan de sorprender. En pocos anos estas dos or­

ganizaciones han logrado representar, defender y federar múltiples intereses

particulares y colectivos en un contexto de violencia y miedo que antes parali­

zaba en gran parte la acción colectiva.

Más allá de los logros materiales, como la recuperación de tierra o el des­

censo en la violencia dcllncuencial, el éxito de ambas organtzacirines se sitúa en

un plano de análisis simbólico. Han contribuido a la afirmación y al reconoci­

miento de identidades colectivas e individuales que se mueven el) espacios flui­

dos entre lo local y lo global y entre el presente y tiempos pasados.

Este reconocimiento se ha traducido de distintas maneras: en términos le­

gales y de prestigio. Así, el Quintin fue en su época el brazo armado y el mo­

tor de UIl movimiento social indígena más amplio, que desembocó en un ma-
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yor reconocimiento de su condición sociocultural y de sus derechos en la nue­

va Constitución de 1991 (Gros 1993) yen una participación más significativa
en la vida política legal. Mientras que en el caso de las rondas, el reconocimien­

to legal recayó directamente sobre sus estructuras. Fueron definidas y recono­

cidas como organizaciones campesinas con atribuciones específicas.

Por supuesto en su desarrollo y funcionamiento, han encontrado díftcul­

tades Y han conocido tensiones internas. Las incertidumbres sobre la línea es­

tratégica política del Quintín fueron uno de los factores de división interna y
una de las razones de su regreso a la vida civil a principios de la década del 90.

Las rondas están sufriendo actualmente su peor crisis después de tantos años de

expansión. Tras la fuerte movilización de la década del 80 contra la delincuen­

cia, el ánimo para la vigilancia se vuelve cada vez más débil. Y otras quejas han

comenzado ha hacerse más fuertes como: la corrupción de los dirigentes. la fal­

ta de imparcialidad en la resolución de conflictos. etc.

Esto demuestra la fluidez de los criterios de movilización, oscilando entre

estrategias identitarias y uttlítanstas, de las pertenencias y de la conformación

de la acción colectiva. Ésta, no necesariamente obedece a planes bíen estableci­

dos y fijos, evoluciona con el tiempo según los actores considerados, sus inte­

reses, sus percepciones y sus aspiraciones futuras.

En otras palabras, vernos que la acción colectiva tanto de las rondas como

del Quintín Lame se define Y se descubre esencialmente 'en el camino' y deja

abierto el horizonte de expectativas". y de análisis.
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Una negociación social en el corazón
del Centro Histórico de Quito:

comerciantes de la calle y Municipalidad

Anne Co\lin -Delavaud*

Los acuerdos recientes en beneficio de la rehabilitación patrimonial y de la reac­

tivación económica del Centro Histórico de Quito, han permitido reagrupar

una parte de sus antiguos barrios con el Centro moderno, juntos forman ac­

tualmente el eje urbano de la capital del Ecuador. Compuesto de espacios dife­

renciados, heredados no solamente del período colonial, sino de los dinámicos

asentamientos producidos desde los inicios del siglo veinte, el actual Centro

Histórico está todavía parcialmente marcado por una fase de abandono que

abarca unos cuarenta años y que lo había marginado del resto de la ciudad en

lo relativo a sus actividades y a su población.

Desde hace unos doce años, aparece una política urbana voluntartsta que

intenta, a través de una legislación nueva y con la utilización de instrumentos

de integración de los actores tanto públicos como privados, reconciliar los es­

pacios con sus habitantes. ya sean éstos residentes o usuarios. Los primeros años

se han caracterizado por una etapa de rescate y de restauración de los elemen­

tos patrimoniales más importantes del área colonial, que es un conjunto único

y que fue reconocido como Patrimonio de la Humanidad por la UNESCO en

1978. En los últimos años, después de haber observado lo inútil que era restau­

rar la riqueza de las iglesias sin disminuir paralelamente los tugurios o la ocu­

pación de las calles centrales por parte de los vendedores ambulantes, las auto­

ridades han iniciado una segunda etapa de rehabilitación urbana, apoyándose

al mismo tiempo en la temática económica )' social.

Lnhrr~irE' P"rh I1l - La Sorbonnr- NO\lvl:'lIe
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¿Cómo reaccionan los habitantes y los usuarios del Centro frente a las di­

námicas geográficas, sociales y políticas que intentan su reapropiar ión. si esas di­

námicas son planteadas por unos actores externos? ¿Qué relaciones mantienen

aquellos con estos últimos, es decir el Estado y la Municipalidad, o éstos en ca­

lidad de entes patrocinados por las instituciones internacionales y los Estados ex­

tranjeros, que' financian las restauraciones, tanto del patrimonio mundial, como

de Jos espacios de vida cotidiana?¿ Los grupos sociales, tan heterogéneos, que vi­

ven o que participan de las actividades del Centro Histórico y que miran cada

ella cómo su medio ambiente urbano se transforma, logran reintegrarse a este

nuevo Centro a pesar de la exterioridad social de la 'patrimonizar-ión'?

Además, ¿de qué manera las modificaciones espaciales y los ordenamien­

tos en curso contribuyen a [a transformación social? ¿Ellos han dado nacimien­

to a auténticos movimientos sociales a partir de los conflictos y de las variacio­

nes en la obra de la planificación urbana? Por ejemplo. ¿las autoridades (tales

como el Estado y la Municipalidad) toman en cuenta, en 10 sucesivo, las de­

mandas de [os 'pequeños actores' agrupados en comités de barrios o en asocia­

ciones?

Por 10 tanto, el caso de los 'cornerrtantes de la calle' se convierte en un fe­

nómeno universal en tiempo de crisis económica, fenómeno que posee una sig­

nificación particular, pues establece una nueva forma de rclación entre autorida­

des y ciudadanos, éstos últimos calificados como 'informales' en este contexto.

El comercio informal. en (:'1 Centro Histórico de Quito, tiene una larga

historia hecha de vacilaciones y audacias tanto por parte de los vendedores, co­

mo por parte de las autoridades preocupadas de reglamentar esta actividad po
uular. Por su número creciente, los vendedores de la calle, ambulantes o seden­

tarios, ocupan el espacio público e incomodan a los otros usuarios. Esta Inva­

víón de las veredas y de las calzadas parece limitada a algunas vias mayores, pe­

ro cada año el número de calles ocupadas aumenta, intensificando las dificul­

tades para el comercio local, interfiriendo el tráfico de autos y la ctrculacíon de

peatones. Las medidas propuestas en las últ írnas décadas son transgredidas, ya

que no son el resultado de una concertación entre los actores.

Los contlictos se exacerban en el curso del arlo 1999, a raíz de la situación

de crivis aguda que experimenta el Ecuador en el plano político y económico.

Reacomodar esta relación socío-espacíal. en un contexto como el enunciado,

permitirá comprender la emergencia de este nuevo grupo social v la apuesta por

la rehabilitación del Centro Histórico. ¿Cómo los esfuerzos de negociación, en­

tre la autoridad municipal y los grupos de informales, han podido conducir a



Una negociación social en el corazón del Centro Histórico de Quito 105

un compromiso? Compromiso que reside en la decisión de mantener «n el

Centro Histórico unos informales transformados en vendedores formales, do­

tados de un puesto fijo; este objetivo debe concluirse a mediados del año 2000.

El refuerzo de una práctica popular en tiempo de crisis

El desarrollo económico de la ciudad de Quito se ha dado en función del in­

tercamb¡o entre productos de regiones ecológicas distintas, desarrollo afianza­

do por los diversos mercados de la urbe. Hoy existen permanentemente 41

mercados ubicados en C'I corazón de la ciudad, aunque su extensión es convide­

rabie (40 km. de largo). La atracción del Centro es preponderante, a pesar de

esfuerzos como: la construcción de edificios para mejorar la higiene y la segu­

ridad, y la creación de nuevos locales y de sitios adecuados para este tipo de ac­

tividades en el resto de la urbe. Así, los vendedores de locales oficiales encuen­

tran más rentable vender en la calle, 10 que les permite estar más cerca de sus

clientes, clientes que dudan en visitar los centros comerciales, por 10 tanto los

propietarios de los mismo." se instalan sobre las veredas vecinas.

Cuando la Municipalidad de Quito decide en 1999 afrontar con determi­

nación el problema del comercio de la calle, se enfrenta a un sistema de vida

complejo y diffcil v ante el cual las autoridades municipales de Quito, y de otras

ciudades de Ámértca Latina, han fracasado.

El comercio informal establecido en el Centro Histórico es una actividad

comercial cuyas operaciones se realizan esencialmente sobre la vía pública, ac­

tividad alejada de las dtsposícíones legales y dtrectemenre opuesta a las mismas.

El vendedor trabaja sin permiso. sin factura, no paga impuestos y utiliza el do­

minio público (calles, plazas, veredas) Y' el espacio privado (corredores y patios)

para efectuar transacciones de carácter personal. El vendedor puede clasificarse

corno ambulante o como poseedor de un emplazamiento fijo. El primero ca­

mina permanentemente, tiene una desventaja: es propietario de escasa merca­

deria para ofrecer, .va qUf' él lleva lo que vende. Todo su arte comercial reposa

en ]<J aptitud para captar al consumidor de un producto o un artículo interro­

gando o interpelando al cliente de cualquier modo.

El comerciante que posee un lugar de venta fijo sobre la vía pública tiene

más ventajas, ya que puede extender su operación comercial ofreciendo más

mercaderías Y' creando una clientela regular. Ganará, con mayor facilidad, la

confianza de sus proveedores para obtener oportunidades de crédito. La elcc-
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cton del lugar para instalar su comercio es determinante, al igual que su accesi­

bilidad. Esta elección, no es del todo arbitraria nace de un cálculo económico

complejo y de las relaciones con los comerciantes vecinos: depende de la natu­

raleza del producto vendido, del tipo de clientela deseada y de las presiones más

o menos fuertes, que ejercerán los ambulantes. los vecínos v las autoridades. La

concentración de vendedores y de compradores en un mismo lugar es la única

estretegta posible. Eso explica qUE' la venta ambulante o estacionaria se dcsarro­

lle alrededor de los mercados existentes, que en el Centro Histórico son casi to­

das las edificaciones, y que buena parte de las actividades se den, por 10 tanto,

en las calles aledañas. No existen, proptamente hablando, sitios creados para el

agrupamiento de vendedores ambulantes. Si las calles peatonales ejercen una

atracción sobre los ambulantes, ésta es menor que la que ejercen las calles que

rodean al mercado'.

La apropiación del espacio llega a ser un desafío ante el crecimiento de la

competencia en las zonas comerciales del Centro. La ocupación de las calzadas

y de las veredas es más organizada de lo que parece. Todo se determina en fun­

ción de normas establecidas por los comerciantes formales e informales. Anti­

güedad, ocupación efectiva y afiliación a una de las asociaciones de vendedores

del barrio se traducen en una suerte de autorización moral para utilizar talo

cual lugar, o de consenso comunitario sobre unos sitios de vecindad. en el que

participan también los comerciantes propietarios de un almacén en la planta

baja de alguna edificación que da a la calle. En efecto, a pesar de su carácter pú­

blico, estos emplazamientos en la calle (veredas y calzadas) son objeto de ven­

tas, de arrendamientos y de acuerdos previos con los comerciantes que tienen

la calidad de estables y formales. Para conservar su lugar, un miembro de la fa­

milia asegura el relevo. Los vínculos existentes entre los vendedores ambulantes

y los comerciantes determinan a una forma de reconocimiento mutuo.

Transformarse en vendedor ambulante, es el resultado de una exclusión

del mercado formal de trabajo. Es una forma de sobrevivir a partir de iniciati­

vas propias, con un resultado relativamente positivo, de acuerdo a las oportu­

nidades y capacidades de adaptación. El resultado también se basa, en gran par­

te, en las relaciones de ayuda mutua y de confianza.

Los vendedores se caracterizan por su extrema diversidad, tanto social co­

mo étnica, ya que entre los comerciantes de la calle encontramos: mestizos (' in-

En el Peru. 1(1 roncentraocn d .. v..ndedors-, ('[1 las ccrcanías de los m-rradov ~e lIM!I(l 'rtruurón'. pi agr\]o

pamierun ríe lo~ vendedores aislados de los comercíarues tradicionales pararhra
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drgcnas que comparten el espacio urbano desde hace varias generaciones, indí­

genas migrantes de los campos andinos. afroecuatorianos provenientes de la

costa o de determinadas áreas de la región andina. asiáticos que se han estable­

cido hace poco en Ecuador... Los consumidores o compradores, de origen po­

pular, son también muy diversos ya que vienen de toda la ciudad y forman par­

te de sectores periféricos alejados. Se trata, entonces, de un movimiento popu­

lar muy original basado en un grupo social heterogéneo cuya unidad nace de la

elección de una estrategia de supervivencia a través del comercio informal. La

oposición al desplazamiento fuera del Centro y a las reglamentaciones munici­

pales ha forjado una unidad entre unos grupos habituados hasta ahora a luchar

en función de sus condiciones étnicas.

Cuadro 1:

Los comerciantes del Centro Histórico. una gran variedad de circunstancias

vendedores informales

vendedor itinerante sobre la calzada sin detenerse

~
-------~--~--

vendedor estacionado sobre la calzada

vendedor estacionado sobre la acera en la primera línea ~

vendedor instalado sobre la acera con un escaparate apoyado sobre el muro I

de un edificio, que en la mayoría de los casos es histórico --=J
-- -~- --- --- --- --- --- --- -- --- --

vendedor instalado en un corredor de edificio
vendedor en un p~~ ---- ---- --- --- --- -- -- ~

--------------- ------------- ------

vendedores formales
------- ---- ---- -------- ---------------

vendedor con almacén
----._-- o • • •

vendedor con un escaparate en un mercado oficial cubierto-- --- ---------._------_..__ . --------

vendedor en una vivienda

Los productos en venta son muy variados. Las cantidades dependen de lo que

el vendedor itinerante pueda llevar sobre él, o de lo que el vendedor fijo o es­

tacionario pueda presentar en su escaparate. Es necesario señalar que se trata

frecuentemente de artículos de última moda manufacturados, ya sean importa­

dos (generalmente de Asia) o fabricados en el país. productos que son imitacio­

nes mediocres de marcas internacionalmente conocidas. El comercio de ali-
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mentos preparados en la calle fue prohibido hace ya varios años y evoca la épo­

ca en que se produjo la epidemia de cólera de 1991'.

Esta estrategia de subsistencia basada en el trabajo, en una débil rentabi­

lidad, en una mano de obra familiar, supone un verdadero pragmatismo y un

desenvolvimiento qUE' no aportará riqueza al vendedor ambulante. Comercio

de miseria, comercio popular de centro urbano, al que recurren todas las cate­

gorías pobres y medias de la ciudad. Un viaje en bus de más de una hora per­

mite unir los 20 ó 30 km. que separan las periferias del Centro, como si fue­

ran complementarios. El trolebús reduce el tiempo para todos aquellos que se

encuentran cerca de la línea que atraviesa longitudinalmente la ciudad. ASÍ,

una sociedad comercial ha tomado forma en un lugar donde cada uno se apro­

vecha del otro. Sin embargo, los compradores parecen menos numerosos que

los vendedores

Unos hombres, un espacio urbano particular y una

autoridad municipal: una relación socio-espacial conflictiva

Todas estas estrategias son susceptibles de reparo, en el momento en que las au­

toridades buscan retomar ('1 espacio público en provecho de otros usuarios. La

multiplicación del número de vendedores informales no es un hecho nuE'VO y

no es exclusivo de la capital ecuatoriana: todas las ciudades de América Latina

conocen el mismo fenómeno más o menos acentuado en función del contex­

to económico, 'obligando' a las autoridades a tomar medidas extremas: proce­

dtrntentos coercitivos para dispersar a los vendedores, salvaguarda de períme­

tros calificados como prohibidos, apertura de nuevos espacios periféricos ... En

Quito, la presencia de los informales sobre casi el 30% de las aceras (15.000

rn'}, en algunas calles bajo la supervisión de las autoridades, es tan fuerte que

detiene scrtamerue los esfuerzos de rehabilitación del Centro Histórico. dirigi­

dos en varios sectores con una dinámica particularmente eficaz desde hace más

de 10 años.
El Centro Histórico cuenta con más de 8000 comerciantes informales,

concentrados en 22 manzanas, las cuales poseen una población de cerca de

2 Era necesarrc prohibir la preparar ion \)01 venta de comida elaborada e-n la r-alle pDr Id eprderrua ¡JI' CO'

lera de 1991. Esta dethldad se ptl~ig\ll' alir\
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80000 habitantes:'. Por ejemplo, sólo en 'la calle lpíajes'. que constituye el gran

mercado informal del Centro Histórico, y que se extiende entre la Plaza de la

Independencia y el Convento de la Merced, se agrupan más de 6400 vendedo­

res. Los 1600 restantes, se dispersan en el conjunto del Centro Histórico. Se­

gún unas estimaciones más elevadas, habría cerca de 10 000 vendedores infor­

males en el Centro. es decir el 80% de los vendedores informales de toda la ciu­

dad, de los cuales el 66% trabaja todos los días y el 25% dos días por semana.

El 80% de éstos vende productos manufacturados: indumentaria, calzado y ar­

tículos domésticos, que en su mayoría provienen de Colombia o del continen­

te asiático. Un tercio de ellos tendría domicilio propio. Una de cada seis perso­

nas vive en extrema pobreza. Los informales existen oficialmente, no sólo por­

que son objeto de una encuesta dirigida por la Municipalidad, también porque

pagan cada semestre un derecho de ocupación de la calle al Munic ipio.
Esta actividad comercial es más que seductora, atrae más de 320.000

compradores cada día, que proceden de los otros sectores de la ciudad, el

42.59{) del sur y el 30% del norte. Este comercio eminentemente popular es en­

tonces no sólo una fuente de trabajo para los comerciantes formales e informa­

les, sino también una alternativa de adquisición de productos a bajo custo, que

no se pueden encontrar en otro lugar de la urbe.

En estos lugares esta atracción cotidiana de miles de personas tiene un im­

pacto considerable: calles llenas de una multitud, donde se confunden vende­

dores y compradores, residentes y transeúntes. Eso explica que determinadas

calles sean inaccesibles para los vehículos y para les transportes colectivos. ex­

plica además un uso del espacio público que conlleva unos daños para el com­

plejo hístór lco'. un deterioro de los scrvícíos de infraestructura. unas condícío­

nes inaceptables de venta y de vida para la gente de la calle, unos esfuerzos de

saneamiento de las calles superiores a los del resto de la ciudad (2096 del pre­

supuesto de EMASEO para un número de manzanas limitadas). Se pueden

destacar otras consecuencias: la contaminación medioambiental. hay que aña­

dir también la difícil coexistencia con los turistas, que tienen algunos proble­

mas para acceder a las iglesias y conventos del patrimonio qutteno. el comercio

~ MUlIIClplO del Drsmro Meuopoiitano. QuitD noviembre de 1999.

4 De trecho cxtsten. por ejemplo. muros piJlladfl~. per ugav y armazones donde descansan los I'lJl)l:'r117o~

qur SI]WII p<.lra 1:, protección de la lluvia. o tnstalactones 'r\)\II(Il:'~t[lld~' con el objeto rle obtener ck-c­

t ricidurl. o atentados a la deroracron oxtcrtor tales I'IlH10 Jos rtavos incrustados en las esculturas de las

fachadas.
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callejero provoca cierto recelo, sobre todo cuando es necesario atravesar una

multitud a lo largo de varios cientos de metros.

Las autoridades tienen una preocupación adicional. de naturaleza políti­
ca, que es la de perder la 'gobernabtlídad' de la urbe. Enjulio de 1996, estas au­

toridades emprendieron una consulta a diversos actores, formando para este

objetivo el Directorio de la Asamblea de Quito, un espacio de concertación so­

bre los temas prioritarios a juicio de los hahitantes. En 1998, esta concertación

desembocó en la elaboración del Plan Estratégico Económico y Social del Dis­
trito Metropolitano de Quito. La aplicación de nuevos instrumentos jurídicos,

que han sido efectivos en otros sectores, se reutiliza aquí. Es necesario admitir

que las autoridades municipales siguen gozando de una buena imagen junto a

los organismos internacionales, a pesar de que en el plano interno la crisis eco­

nómica y política se ha agravado en el curso de los tres últimos años. En nin­

gún caso PS necesario renunciar a la lucha contra el comercio ilegal, en este pe­

ríodo de recesión económica (marcado por una inflación del orden del 509'0 y

una fuerte falta de inversión), que implica una pauperización creciente.

Así, la gestión municipal. para conservar el apoyo que le resulta benefício­

so, debe mantener la meta: la recuperación del Centro Histórico en provecho de

todos. De ahí nace la gestión empresarial en consideración de los vendedores am­

bulantes, cuyo peso creciente rompe pi equilibrio deseado. El objetivo de descen­

tralización democrática y de participación comunitaria en la gestión del gobierno

local, no es ya una promesa piadosa, porque se concretiza a través de discusiones

regulares, por ejemplo con los comerciantes formales, los transportistas, [os habi­

tantes. No obstante, ¿por qué fracasó esa idea con los vendedores ambulantes?

Un desafío en un contexto de crisis

Varias veces se ha tratado de restringir los efectos negativos del comercio de la

calle: la construcción de mercados cubiertos localizados en la periferia misma

de los barrios históricos, la destrucción de viejos mercados no acordes con las

cxigcncías modernas, [a obligación de disminuir el número ele comerciantes en

ciertas calles próximas a los sitios más frecuentados por la administración y por

los turtstus. constituyen alguno.'. ejemplos. La idea es desplazar a los comercian­

tes informales acercándolos a sus clientes en otros lugares de la urbe, ya sea en

el norte o en el sur, así se han creado tres 'ferias navideñas' en 1998, dos en el

sur y una en el norte, para 1200 personas. Su relativo éxito no ha contribuido
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a la solución esperada, Se pensó desalojar una estación situada en una quebra­

da en las afueras del Centro, para instalar en su lugar a los 'ambulantes'. En

1998. la controversia primaba en conocer si 3000 vendedores se quedarían en

el Centro y un número similar lo abandonaría, tornando en cuenta el hecho de

que en determinadas fesi ívídadcs. en especial las de Navidad, esta cifra se du­

plica, La otra solución era la reinstalación del comercio al por mayor en luga­

res cubiertos, para dejar en la calle sólo el minorista'. La Administración de la

Zona Centro había comenzado negociaciones, desde su creación en 1996, con­

sultando uno por uno a los vendedores ambulantes del Centro. Estas negocia­

ciones fueron un fracaso ya que en aquella época se trataba de retirar el proble­

ma hacia los extremos de la urbe.

La oposición a estos proyectos de traslado empuja a un cambio de actitud,

que debería favorecer una mejora general de las personas y de sus actividades. El

'Plan de Ordenamiento del Comercio Mtnortsta anuncia: "en el año 2000, nin­

gún comercio Informal en la calle", Los objetivos son más vastos que en el pasa­

do: 1) recuperar el espacio físico para preservar el Centro Histórico de obstácu­

los. 2) mejorar las condiciones de vida en el plano socio-económico de los co­

merciantes. 3) favorecer una nueva organización del comercio popular moderno.

Pero en esta ocasión, la Munic-ipalidad? está determinada e interesada en

presentarse como el único interlocutor de los diferentes servicios relativos al co­

mercio informal: Dirección de Mercados, Dirección de Higiene, Dirección de

Planificación, Policía Mctropoltrana. Catastro, Dirección de Tránsito. FON­

SAL y la Administración de la Zona Centro. Esta última dirige la negor-íacton'.

En adelante, el objetivo reservado es ubicar el comercio de la calle en áreas

comerciales populares que existen ya en el Centro. Esta dinámica es nueva, pues

reposa en la conservación de los 'ambulantes' en el Centro Histórico. Esta deci­

sión sin precedentes tiene lugar después de doce años de confusiones, Para que la

sedentarización del comercio sea aceptada por los ambulantes que ocupan las ca­

lles hace lOó 15 años, es propuesta la adquisición en calidad de propietario de un

puesto fljo colocado en venta por la Munícípalídad. Se trata de un pequeño em­

plazamiento (4.3m), sobre el cual el nuevo propietario podrá construir un local.

5 En 1998 11,., SOO o.nuerctamcs mavortvras qUE' ubvuuian )5 manzanas alrededor del Metc arlo de San

Roque. fueron drsplal.ldos llana nuevas plataformas en el Mrrcadr, Mayori~la del Sur.

6 Baja la autortrta.! dpl j\¡""lde Sevura.

7 C()Tl\'('r~aCI()1l con Mórur a MOIE'lra, míemln-o de la Admuustracton Zona (PilTro. uuviernbre de 1999.
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En 1999 se inicia una nueva politica, afirmada por la intensificación del

diálogo con las Asociaciones de Vendedores. Se presentaron diferentes estrate­

gias, una de ellas fue relegar la negociación con los grupos para favorecer la ne­

gociación con los individuos. Después de algunos fracasos, ha sido preconiza­

do el diálogo con los líderes de las asociaciones. Una primera etapa lanzada en
febrer-o. consiste en la celebración de numerosas reuniones permitiendo identi­

ficar a todos los actores. En abril, la negociación propiamente dicha comenzó

con una reunión que integró a más de 500 dirigentes de asociaciones. La reu­

bicación en nuevos locales prevista para el 31 de diciembre de 1999. debería

terminarse a mediados del 2000 ( el calendario se ha modificado por los suce­

so.'> políticos y volcánicos" del año 1999).

Una verdadera organización interinstitucional, cuya secretaría es asegura­

da por la Administración de la Zona Centro, agrupa al asesor del Alcalde, uno

o varios concejales, los delegados de las instituciones involucradas y los delega­

dos de los comerciantes informales. Entre estos últimos, SP encuentran las aso­

ciaciones formales reconocidas como cooperativas, y las asociaciones ilegales.

Este Comité trabaja con un espíritu de concertación y con la voluntad de en­

contrar soluciones, perrntttendo resolver los numerosos obstáculos que se pre­

sentan. Una primera reunión agrupó al Frente de Defensa de los Comerciantes

Minoristas, la Federación de los Autónomos y la Asociación El Salvador').

Esta primera fase está seguida de una segunda etapa entre los meses de

mayo y agosto que consiste en la presentación de los locales qUE' acogerán a lo.'>

futuros comerciantes. Sin embargo. la crisis económica nacional no facilita el

diálogo: ¿Cómo endeudarse en un período de huelgas generales. de quiebras

bancarias y de desestahrlídad política? La oposición al proyecto se mantiene en

el curso de los debates. No obstante SE' estableció un contacto progresivo. a tra­

Vl'S de las reuniones entabladas entre la Municipalidad y la.'> asociaciones, cuyos

dirigentes debían apoyar el plan del Cabildo. Existieron 260 reuniones en ocho

meses. El mensaje que las autoridades intentaron sugerir. después de algunas in­

decisiones, es el siguiente: "Nadie está obligado a adquirir un puesto fijo. pero

el proyecto de recuperación del espacio público continúa".

R FIl ctccro el año e~ rararterrzado por las explosmrre-, de octubre v noviembre de 1999 del vokan Pí( lun­

r-ha vhuarlo junto a la urbe

\) Estas d05 Icdr-rac IOTle~ y el Irerne representan al 70'S) de los comerctanrcs informales.
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Mas de 96 asociaciones sirvieron de relevo a los 6000 vendedores!" en es­

ta negociación reagrupando cada una de 30 a 300 asociados, Varias asociacio­

nes se reunieron para conformar o constituir el Frente de Defensa de los Co­

merciantes Minoristas. En el curso del año de 1999, la unión de [0'5 comercian­

tE'S tradicionales en E'I seno de una Federacíon les ha permitido adquirir una rá­

pida ventaja de presiono Un acuerdo COn la r-vlunicipalidad llega finalmente, se

firmó el 17 de agosto de 1999 por el presidente del Frente de Defensa de los

Comerciantes Minoristas (3500 vendedores) y el presidente de la Asociación El

Salvador (450 comerciantes).

La etapa de inscripción sólo arranca, realmente, en los tres últimos meses

del año: en noviembre de 1999 se encuentran en el padrón 4000 inscritos.

Cuando una asociación acepta, todos sus miembros se inscriben. Un indepen­

diente también puede inscribirse por su propia cuenta. Está prohibido reven­

del' el puesto durante 5 años. Sin embargo. éste puede ser arrendado.

No obstante, sólo 200 personas habían respondido al llamado lanzado en

julio y agosto. de forma conjunta con los miembros de las Asociaciones. ¿Pero

hasta qué punto podían rechazarlo los comerciantes? La determinación de las

autoridades fue amenazar con la expulsión de los comerciantes no reinstalados

a partir del 1 de 0111'1'0 del 2000.

Los nuevos locales comerciales

Los nuevos locales están, en parte. situados en los centros comerciales existen­

tes y también en las plazas de estacionamiento recién construidas. La búsqueda

de estas áreas ha dejado en evidencia las disfunciones antiguas y las más próxi­

mas: baja y mala utilización de las zonas comerciales tradicionales, la subunlt­

zacton de las nuevas plazas de estacionamiento. terrenos vacíos y rehabilitación

de domicilios con locales no usados. Los lugares elegidos son el fruto de la nf­

gociación empresarial con las asociaciones de comerciantes informales.

lO La-, l"~t<Jdl~,IC<JS son mríertas. L, rrfra de GUUD ~'E'II(Ú·(j(lrI"S fue obtenida en la opcracron de registro (11' lo­

cales cOI\wn'i,llp\ chrigfrla en 1999 La cifras rb-u-rrrunan que' E'I 530/" de los vendedores \OTl nuembrov IJI'

1l1l.-l.Nld"(IOII



Cuadro 2:

Los emplazamientos previstos para los nuevos comerciantes populares

Barrios Emplazamientos

Estación El Tejar
- 1185--

Centro Cüm~~cial Plaza Hermano Miguel 869
Centro Comercial Iptaíes 239

--

La Merced 288
~-- ~ -~-----

Centro Comercial Granada 467
-

Montúfar 452

Fut'TllP' i\uminhtr<idon ue lil Zon,l eentro 1999.

NB. Esran previstas, IglJahn..nu-. l:'ll 1:'1 SIlI dI:' I,l cuujad 1484 plazas en el antiguo carnal Y 444 en la plata­

forma de la Rodrigo di' Ckhr7. En o! Norte. en el sector de la Boaota \ Amenca

El costo de los trabajos para crear estos locales se eleva a 11 millones de dóla­

res, comprendiendo de una parte el préstamo del Banco Interamericano de De­

sarrollo (BID), con un monto de 4,1 millones de dólares, y de otra parte las

cuotas pagadas por los vendedores después de su inscripción, La infraestructu­

ra de base (agua. electricidad y alcantarillado) es asumida por la Municipalidad,

mientras que el vendedor construye los muros y el techo del local (casera)",

donde trabajará protegido de los cambios atmosféricos y la contaminación, y

donde podrá utilizar los servicios sannartos Y' los servicios de una guardería.

La Administración Zona Centro (Municipalidad) asegura todas las nego­

ciaciones y la contraparte obligada en el marco de los acuerdos del préstamo del
BIDI?, la Empresa del Centro Histórico es quien asume la calidad de operador

principal en lo relativo a las construcciones de los locales, aportando una signi­
ficativa contribución financiera (el 60{}-ó de los trabajos de arreglo interno fue­

ron terminados en noviembre de 1999). Al mismo tiempo tienen lugar obras

importantes en las pertfcrtas norte y sur para favorecer a las instalaciones co­

mercíales que van a recibir a los vendedores y de esta manera evitar su refugio

sls.ernatíco en el Centro de la urbe.

1 J Eluuc-, o COnW!(IJIII" eeononuzara los [mIO.> pO! el alqur!er de un local de alrinn-enannento (lloci"ga) )
pcu Id avucla \oilclta(ü ,1un cargador

12 Un préstamo dt' ~ 1 mrüones de dolares fue entregado por el BID Pll 1995 v a(hnilli~lr<ldr) por la pnme­

fa Sociedad dlo' Eqcnpanucnro Mixto del Ecuador. la Emprp~¡¡ del Centro HISloril'l' Su accton se ha-a
eu h!" II;;I);;.!,!,> de mejora d,'1 Cr-ntro (Plazas do Estacronanueoto, Muscos. r-te. J.



Una negociación social en el {mazan del CentlV Histórico de Quíto 115

Una auténtica negociación donde cada uno desee sacar fruto del otro sin

perder, pero sobre todo sin dejar de lado el honor. El contexto político :y eco­

nómico es decisivo, la Municipalidad desea alejarse de la imagen de gestión co­

rrupta ejercida por ciertos servidores del Estado .y ciertos banqueros, gestión

que ha provocado en el seno de la población una grave crisis de confianza en
las instituciones estatales y en las autoridades.

La administración municipal ha cosechado sus frutos. Las mejoras en las
cortdu-iones de vida en el Centro Histórico son reconocidas por Jos habitan­

tes' J. Varios talleres de rehabilitación de edíñcactones están en curso. Los gran­

des trabajos de restauración ordenados por las instituciones internacionales v
por los países extranjeros, están casi terminados. Es necesario entonces rescatar

esta reapropíacíon espacial.

Durante el aT10 1999, los proyectos comtmitarios en todo el Distrito de
Quito lograron un apoyo por parte de la Municipalidad. Así, grupos organiza­

dos en comités dp barrio. o en comunidades de interés, solicitaron el apoyo de

la Administración de la Zona Centro lJal d realizar trabajos (pavlmentacíon de

calles, patios para escuelas. etc.) que se han convertido en muy onerosos para la

institución municipal en el presente período de crisis. Se firmó un acuerdo de
cogestión entre los comités, la Municipalidad y el Mtnísteno de Obras Publi­

cas por el que se ofrece asistencia técnica y materiales; los trabajos se efectúan

bajo la modalidad de minga ( reunión que tiene por ohjnivo la realización de
una tarea colectiva) de acuerdo a la tradición andina. Sin esperar el final de la

crisis, se han realizado 400 obras de carácter primario durante 1999, con una
reducc-ión de costos del 30 al '10910. Estos logros suponen, evidct nemente , una

apropiación colectiva del proyecto de crear una organización, que debe enfren­

tarse a un interlocutor único, que es una persona responsable de la Administra­

ción de la Zona Centro, la misma que se encarga de efectuar los controles jun­

to con las Instttuctones especializadas del Centro Histórico, así como de asegu­

rar el seguimiento de los trabajos. Por la crisis económica, los vendedores de­

mandaron de la T\1unicipalidad su indulgencia respecto de los precios de los lo­

cales, y que garantice la obtención de un local en el Centro en un lugar comer­

cialrnenre activo. Se han realizado varias visitas a dcterrnhradas instalaciones, y

se acordó una subvención del 50%, .Y la posibilidad de comprar a crédito en 24

13 L,~ LIT, ( narras p;lf[('\ dt" 10\ rjudadanos (1 :>6,1 "\lIH', i'1i'~) ('\llJll,lll P¡l~IU\a_\ la 531\ aguarda ~' r~hJbílila­

rron (]pl C('nlro HI,lorJ(o. Cr La Ciudad en trn parruuomo de la hutuaunlacl. mutacroru-s \ rt'~-Lll1lp()~I­

ClOlk\ urbanas 0908-19Q6) Tt'\IS de K Pcvron¡o. Univrr~idJ.d rlr Parí, VO i350:J.)
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cuotas de 240.000 sucres cada una. Un puesto tiene un valor de entre 10 y 12

millones de sucres" (el precio inicial era de 14 millones de surres}.

Entonces. el año de 1999 está marcado por los avances y las pausas den­

tro de la negociación; numerosos problemas retrasados y no resueltos. De ahí

nacen varias inquietudes PO los comerciantes: ¿Cómo lograr la adecuación de un
local situado en una plaza de estacionamiento? ¿Cómo obtener nuevos plazos o

moratorias de pago? ¿Podremos mantener el derecho de vender en la calle, al

menos hasta que los locales estén listos, después de la fecha fatídica del 31 de

diciembre de 1999 (el limite para las inscripciones se aplazó hasta marzo-abril)?

El 31 de diciembre simboliza el advenimiento del 'Tercer Milenio', éste debería

marcar la puesta en marcha del objetivo central del proyecto de rehabilitación

del Centro Histórico: "Un nuevo mílenio sin comerciantes en la calle".

FUCSQ . Bihliettltll

La transformación social, 10 más importante

El 'vendedor informal' conlleva en cualquier parte del mundo, un conjunto de

características negativas: incomodidad, inseguridad. ilegalidad ... Una de las

múltiples caras de la pobreza, con grado de tolerancia mayor si se trata de una

mujer y de sus hijos ... Las medidas actuales tienen por objeto romper este sta­

tus negativo por otro oñc¡al, el de 'comerciante minorista popular'. Este reco­

nocimiento de las autoridades con respecto a su profesión, al momento de la

inscripción en la lista de futuros propietarios de un local, representa desde aho­

ra una significativa conquista sicológica. Estas gentes, que sólo eran vendedo­

res de la calle, llegan a convertirse en verdaderos comerciantes. Transformándo­

se en comerciantes, obtienen a su vez la calidad de propietarios de un bien en

el Centro Histórico, qUE' podrá eventualmente ser arrendado o vendido. Y ejer­

ciendo una actividad legal en lo sucesivo, estos comerciantes deberán someter­

se a impuestos. y por lo tanto la facturación se convertirá en obligatoria I '.

Para lograr con éxito esta 'mutación', es necesaria una formación en ges­

tión y en contabilidad, que será dada a los nuevos comerciantes populares pa­

ra facilitar su integración en el mundo formal. Por otra parte. desde hace un

1.J Un dólar americano a finalev de 1999 cquivalra aproxtmadarncntc a 18000 ~1I(Tt'\ L mflar-rori en 1999
esta en el orden del 60'){L

15 Sr dcctdio establecer una tanta liJd de subsutucíon del Impuesto al Vaior Agregado (IVA), cada seuu-sm-
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año los comerciantes están habituados a la vida asociativa y su acción sindical

debería reforzarse. Es índíspensable que mejore la movilidad social, así como la

adquísicion de las destreza!'. antes enunciadas que favorecen el desarrollo de la

capacidad mícroempresar¡al de los nuevos comerciantes. Esta política puede

contribuir as: al fortalecimiento de la organización popular en términos de par­

ticipación democrática.

Este programa concreto forma parte de un proyecto más extenso, en el

mismo Centro Histórico, abarcando específicamente a los grupos sociales y a

las personas en situación de fragilidad (niños, mujeres, personas de la tercera

edad). No es la pobreza el verdadero objetivo, pero sí el cmcr¡o de vulnerabili­

dad de las personas". Las actividades sociales reciben el apoyo ínstttuctonal de

la UNESCO, en el marco del Programa de Desarrollo Social Sostenido. que re­

cibe créditos de la Unión Europea y del Banco Interamericano de Desarrollo

(BID). Una ayuda particular se entrega a los infantes-;"·á'tt>~'Jove~ies..· CQh pro­

blemas, aplicando un nuevo sistema de protección jurídica. La puesta en mar­

cha de una política de prevención, juntando proximidad y atención (Patrona­

to San José) con una mención, por primera vez, a favor de las personas de la

tercera edad, tan numerosas en el Centro Histórico, constituye igualmente una

tentativa de aplicar una política de salud pública.

Está en curso un enorme trabajo de identificación de las comunidades y

de su dinamica". Todo un programa de comunicación, reuniendo a los diver­

sos actores, se efectúa con el fin de crear una movilización ciudadana conscien­

te y orgullosa de vivir y de trabajar en el Centro Hístórtco". El desarrollo sos­

tenido del Centro pasa por el mantenimiento de las actividades que han susci­

tado una dinámica local durante las décadas pasadas. Se impone con fuerza la

evolución del comercio informal, ya que el proyecto prevé la asignación del

22()¡) de los recursos en programas de formación de microempresarios y provee­

dores de servicios de pequeñas unidades. capaces de asegurar la permanencia de

los 'ambulantes' en el Centro. El programa de 'Micro Empresas' busca unir por

más tiempo las actividades de los otros componentes del proyecto social, pro-

16 r.n el conjunto de la zona centro que ~{' oxncndc dr-vdc e-l Pauerillo havta (mapulo. la pobreza afecta al

58°/" dr' lo-, 200 000 habitantes (1998).

17 (HablamO'i de 300.000 'nOldn{l=~' en el Cefllro: Con el fin 'Ir dcrr-r-rrunar qUlPlWS son ellos. se esta crean­
do un h<lIKO rlp d<l(q~. ba]o la iniriatrva dt' la "dlllirlÍ~l!acirjrl ZOIl'¡ Centro.

lB Ce Provecto de Sostemtnhdad Socio-Cultural del Centro Hi.~l{)ri,{) de Quito. Harta un desarrollo col­

uuahneme apropiado. ElIIIJre)<1 del Centro Htstortco de QuitoiBIDiUr\ESCO 1999



moviendo el sentimiento de pertenencia al Centro Histórico y la armonía de

los negocios con el medio amhiente patrimonial y cultural.

¿Cuáles son los límites de esta reapropiación del espacio

público y de esta transformación social?

Los criterios de sek-c-ton del vendedor informal, parece que se han basado en

la antigüedad de su actividad en el Centro)' en su inscripción en 1999, más

que en su participación en una Asociación. De esta manera, han sido acepta­

dos los candidatos individuales.

¿QUé pasará en el ano 2000 cuando nuevos vendedores ambulantes se

presenten como candidatos a la adquisición? No serán aceptados en las calles

del Centro Histórico. :..' podrán ser objeto de persecuciones policiales. Se corre

el riesgo de una importante confusión, porque está previsto que ciertos vende­

dores puedan quedarse y continuar ocupando la calle: vendedores de cigarrillos.

de periódicos, de helados. etc, La gran aventura descansa en el éxito comercial

del proyecto. Una vez rehabilitados los locales comerciales, ¿podrán estos atraer

a los clientes" Los que se encuentran en los centros comerciales, ¿srrán más ren­

tables que aquellos que se encuentran en las plazas de estacionamiento?

Por otra parte, los comerciantes tradicionales (formales) hacen cierta pre­

sión para obtener ellos también un reconocimiento de sus dificultades, acen­

tuadas en el período de crisis, corno son por ejemplo: la rehabilitación de los

comercios, la adquisición de un local a costo de mercado sin suhsid¡o. .v la can­

celación de los impuestos. ¿Cómo administrar la competencia quP va a tnsrau

rarse entre estos comerciantes y los 'minoristas populares' reinstalados, entre pi
almacén .Y la caseta?

Los comerciantes de los mercados situados en el sur y en C'I norte ele- la ciu­

dad, por su lado, no están de acuerdo con la creación de ferias lthres, que na­

cieron hace poco para fijar a los ambulantes, y que para ellos son fuente de con­

taminación y de r.rerimiento de la pequeña delincuencia.

Conclusión

En el curso de las últimas décadas, el contexto económico y social ha suscitado

el nacimiento y la consolidación de movimientos populares urbanos que intcn-
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tan, fundamentalmente. encontrar unas alternativas susceptibles de mejorar el

nivel de vida de los nuevos ciudadanos. La organización de las sectores de ren­

tas débiles nació de su movilización esporádica, a más o menos regular, de la

necesidad de afirmar su existencia para conquistar un lugar en la ciudad y pa­

ra conservar los triunfas estratégicos de su subsistencia.

Frente a ellos, en un nuevo contexto democrático, cobran impulso ideas

ajenas al respeto de Jos derechos del hombre. Pero también las autoridades es­

tán obligadas a trabajar de otra forma con la realidad. Desde abara, la estrate­

gia de ocupación de la tierra ha cambiado en las periferias urbanas. con la im­

plemenracíón de nuevas regulaciones que han modificado la propiedad ilegal

en legal, permitiendo la transformación de los arrabales en barrios populares

consolidados.

¿Puede convertirse en un callejón sin salida la regulación del comercio de

la calle? En el año 2000, Quito recuperará algunos cientos de metros cuadra­

dos de espacio público compuesto de aceras y de calzadas del Centro Histórico

para facilitar el tráfico normal de vehículos y de peatones. Unos cientos de pe­

queños comerciantes populares estarán ubicados en el Centro Histórico e in­

tentarán atraer a los clientes a sus nuevos locales. El orden es perfecto. ¿pero

tendrá lugar el éxito comercial esperado? Y aquellos que han llegado reciente­

mente. ¿no obtendrán una legislación similar? En caso de fracaso, ¿los ambu­

lantes continuarán o regresarán a vender directamente en la calle?

Era necesario intentar, a cualquier precio. el éxito de este programa". Es­

te hecho puede darse gracias a las numerosas reuniones de las pobtacíones mar­

ginales que están asociadas a la gestión urbana. La democracia partictpativa

puede mejorar las condiciones de vida y el éxito comercial. Si no es E:'1 caso de

la sederuarízacíon en los puestos fijos será una 'enmienda negativa' agravando

la pobreza. Una democracia parttctpauva y redístríbutíva es absolutamente ne­

cesaria, ya que la reclaman los movimientos sociales de alcance nacional en el

curso de los últimos meses.

Es el precio que los quíteños deben pagar para reintegrar su centro urba­

no. Visitar su patrimonio restaurado y descubrir por primera vez los tesoros

ocultos en los conventos puestos a disposición del público gracias a un trabajo

19 AI\I(¡~TU. Cllldill\ de lit Sll~rra.-l 200 Kili al SU! de Qu¡ro e~ un ejemplo interesante 60tH) vendedores de

1;1 calle fueron rf'Jrl~t¡¡lad(),\ en un periodo de 4 aii<h. de 10< rua'cs 1700 en j 999.
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museográfico de gran calídad'", La calle vuelve a encontrar otras actividades

temporales y culturales en esta ocasión. La rehabilitación del centro urbano se

revela mucho más compleja que la restauración del arte producido en el siglo

XVI
El sujeto pamrnon¡al permanece como un tema fundamenral. ¿A quién

pertenece el Centro Histórico? ¿Quién decide acerca del Centro Htstortco?". El

desarrollo social permanente. incluyendo una dimensión patrimonial. es una

empresa de largo aliento que comienza a tomar vida ",
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Reflexiones sobre el transformismo:

movilización indígena y régimen
político en el Ecuador (1990-1998)

Pablo Ospína"

La modernización y pl sistema político!

Si la democracia es 'el gobierno del pueblo', o quiere serlo, tiene delante un de­

safío: expresar en su seno las demandas y las aspiraciones de todos aquellos sec­
lores sociales que forman la sociedad ecuatoriana. Toda democracia tiene el

mandato de recoger y canalizar institucionalmente esas demandas. ¿Puede la

democracia ecuatoriana dar una forma institucional a las aspiraciones de todos

esos sectores? Una democracia necesita actores que puedan definir sus quejas y

expresarlas. en una palabra: que sepan lo que quieren. Pero la democracia ecua­

toriana se instaló en una sociedad desgarrada por viejas exclusiones estructura­

les de varios siglos. Están excluidos los más pobres entre los pobres. Se nota la

ausencia secular de grupos étnicos enteros, de pueblos con costumbres y orga­

nízacíoncs sociales propias. Se advierten rupturas regionales, que han acompa­

ñado la historia nacional de dos siglos. Exclusiones sociales, étnicas y regiona­

les seculares. Sobre esa sociedad se afincó, hace veinte anos, un proyecto de in­

tegración democrática. Esta democracia se encuentra de pronto obligada a res­

ponder a una pregunta dramática: ¿es posible incluir a todos en un diseño ins­

titucional capaz de manejar el conflicto social y político dentro de los límites

fijados?

Invesngador del lnsntoro de ES[lJdjo~ Ecuatonanos

1::1 sígcnenre trabajo recoge.'l completa un trabajo previo (nunca publicado) con monvo de los vctnre
anos del regreso al orden ccnsncurtonal (Uspua 1!J98)
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El conflicto es un invitado inevitable de toda sociedad y de todo proceso

social. No se trata de buscar evitar lo inevitable sino de confinarlo dentro de lí­
mites que permitan manejarlo con los menores costos y los mayores beneficios

generales. A veces es mejor que los conflictos latentes (y por tanto ocultos) apa­

rezcan y se desarrollen. De esa manera la sociedad podrá identificar y atacar los
problemas de los que es expresión. La democracia ofrece una serie de mecanis­

mos para manejar esos conflictos. En el Ecuador predomina para muchos la

creencia de que esos mecanismos no son aceptados, ni siquiera por los dirigen­

tes políticos que los usan, diseñan y viven de ellos. Se los utilizaría exclusiva­

mente, en realidad, como una buena excusa para argumentar y legitimar posi­

ciones previas. La institucionalidad democrática no sería, entonces, para los ac­

tores plenamente legítima y universalmente aceptada. Conviven, junto a los

mecanismos institucionales de la democracia, los viejos instrumentos de con­

trol político propios de una sociedad de antiguo régimen.

Se- podría argumentar que estos temas no estuvieron en la agenda del pe­

ríodo bistórico que se abrió en 1978. El sistema político no habría sido diseña­

do para tratar, reformar o siquiera considerar cambios estructurales. Su diseño

respondería más bien a un ensayo de administración de los conflictos, no a una

búsqueda de respuestas a sus causas profundas. Esta última lectura es posible:

pero ¿ha sido eficaz en esa administración? El Ecuador es un país con una vie­

ja tradición de conflictos mitigados y caminos indirectos. ¿Cómo explicar de

otra manera tan pocas respuestas violentas a fracturas tan profundas? La violen­

cia abierta no ha sido un componente relevante del conflicto político ecuato­

riano a pesar de las desgarradoras injusticias que lo aquejan. Esto no quiere de­

cir que no aparezcan esporádicamente en la política y que la vida cotidiana no
esté tamizada de violencia. Pero las grandes rebeliones, los conflictos armados,

las secesiones regionales o étnicas no son parte de la tradición nacional. La vio­

lencia ha huscado los subterfugios de la vida cotidiana. Se ha escondido y, en

cierta forma, 'diluido' en los hogares, en las comunidades, en la delincuencia,

en la administración de la justicia por mano propia. Aunque el Estado ha ad­

ministrado la violencia y la ha usado, legal o ilegalmente, cuando la juzgó ne­

cesaria, su empleo ha estado has tan te confinado. Basta comparar el caso ecua­

toriano con el de los vecinos andinos o lar inoarnertcanos, donde la violencia

política tiene proporciones épicas y matices delirantes. Alguna virtud habría,

pues, en un sistema político y en un régimen jurídico y judicial que ha confi­

nado la violencia y ha logrado administrar el conf'ltr to sin explosiones desgarra­

doras (esta idea fue expresada ya por Fernando Bustamante 1998a).
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La pregunta es ¿ha sido el régimen político formal, ha sido la democracia,

la que ha permitido esta hazaña de la 'gobernabllidad? Muchos autores han en­

contrado explicaciones alternativas: el manejo del poder y del gobierno se hace
en realidad por fuera del régimen político e institucional vigente. En las rela­

ciones c1ientelares, en la corrupción cotidiana y en el tratamiento disperso y
segmentado de los actores sociales, se pueden hallar los mecanismos más efi­
cientes que explican ese conflicto de bajo perfil y esas permanentes soluciones
a medias.

Creemos legítimo argumentar que la democracia de los últimos veinte
años ha sido un in temo explicito de darle al conflicto ecuatoriano nuevas vías
de administración. Una administración 'racíonal'. casi tecnocratica, 'moderna'.
La democracia ecuatoriana, su constitución y su régimen representativo son hi­
jos de los cambios profundos operados en la sociedad, en el Estado y en las as­
piraciones sociales del Ecuador desde mediados de la década del 60. Ese es, pre­
cisamente, el contenido del proyecto 'modernizador' de la política nacional. Esa
propuesta respira por los poros de la Constitución de 1978.

Toda democracia debe resolver un dilema: cómo asegurar oportunidad y

eficiencia en la toma de decisiones y lograr, al mismo tiempo, una efectiva par­

ttctpactón y representación social en su seno. ¿Córno tomar decisiones a la vez
ejecutivas y democráticas? Todo gobierno debe resolver al instante una multi­
tud de asuntos maniobrando entre presiones e intereses desiguales y, en ellos,

situar el perfil de sus propias opciones sociales y filosóficas. La labor de gobier­
no es un ejercicio de construcción de una propuesta global para la sociedad des­
de una multitud de 'coyunturas' variadas, cambiantes y repletas de ramificacio­

nes inesperadas.
En ese marco, a lo largo de los últimos veinte anos de régimen constitu­

cional fue tomando forma un debate: el llamado 'problema de la gobernabili­
dad". Frecuentemente, en el debate político de los últimos anos, este tema ha

sido entendido como la solución a una pregunta: ¿cómo evitar las permanentes
obstrucciones que se interponen a la labor de gobierno? ¿Cómo aplicar una po­

lítica de gobierno con mayor libertad de maniobra sin verse obligado a ceder
con enfermiza obediencia a una multitud de compromisos particulares? La ma­

yor parte de los líderes políticos, pero sobre todo aquellos que ejercieron fun-

2. La bibl1owafn:l nacional e uuernarlona! al resfll'rto es muy amplía Remirilllos al lector a r-ustro refer en­

ddS nacronalcs iniciales. CaRDES 1996. los numeres monog-añcos de "Ecuador [Jebare" de dictern­

ere dE' 1993 (No. 30) \ de orctembrc de 1997 (No 42). J S<inchE'1 Porga (998).
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dones ejecutivas. coincidían, a mediados de la década del 90, en la necesidad

de reforzar las atribuciones del ejecutivo y en liberar a ciertas funciones del es­

tado (particularmente las que tienen relación con la administración judicial y
con la definición de las políticas económicas) de su dependencia frente a las co­

yunturales correlaciones de fuerzas políticas. Se añade a ello una permanente
presión para reformar el sistema electoral de manera que refuerce a los partidos

mayoritarios y que evite el fraccionamiento de fuerzas políticas en el Congre­
50-". En 1995, el todavía vicepresidente Alberto Dahik. cuando enfrentaba el

juicio político, resumió en una frase el pensamiento de toda una generación de

políticos: había que poner término al 'canibalismo político' imperante en las

instituciones del Estado~. Ese consenso creciente entre las principales corrien­

tes políticas de! Ecuador alimentará las reformas constitucionales de 1998 y

animará el discurso y la conducción de la Asamblea Nacional que Ilf'VÓ a cabo

dichas reformas bajo la dirección de Oswaldo Hurtado, uno de los principales

rnentaltzadores de esta postura.

La reforma del sistema electoral, a pesar de las vicisitudes, no ha tenido el

resultado esperado. Viabtltzada, después de varios intentos fallidos. por el Plf'­

bis cito de mediados de 1997, se aprobó un sistema de votación por candidatos

irtdfviduales dando fin al sistema de representación proporcional de listas de

candidatos en las elecciones de diputados provinciales (el sistema proporcional

se mantuvo para los 12 diputados nacionales). En las dos elecciones en las que

se ha usado el nuevo slsterna se ha podido ver que se logró eliminar, en efecto,

la representación proporcional de las provincias grandes, pero a la larga no se

ha reducido stgníflcatívamente la fragmentación de las fuerzas políticas en el

Congreso, porque en las provincias pequeñas stgur- expresándose la fragmenta­

ción real de la sociedad. En realidad, este sistema debía ser completado con la

introducción de un nuevo mapa de 'distritos electorales', para cuyo diseño fal­

tó consenso en el interior de la Asamblea Nacional Constttuvenre (1997­

1998), Esto ha contrihuido a mantener una cierta 'proporcionalidad' de facto

(hasta ahora) en el voto y en la representación parlamentaria.

3 S,m'"'' P"g" (1!1!1R n.\) "1m" bien esta P"'"'ó,, elproblema dernar-¡a d" onfundu 1."'1""""
tativldad del sivrerna pnliti(ll UHI la 'rcprcscnrarton pronorr-ronaf del sistema electoral. Ello habria 1It:'­
vado, Junto ;l otros f,i("I'.'lt) il !"lllpIHI!"1 la demor-rarta '""'1110 UTl excesivo parIlcipauOIlISlllr)' El' 1("11­

mcu "el srstcme t-lcctcual 1l1(t'IIII\¡1 la rnnltipln-jrlat ] dt' partidov. una drspcrsíon parlarncmana rnccou­

r-ílíable y una oposición rnayorttaría al Gobierno en el Congreso"

Encontramos un buen resumen rlel Juicio ¡¡ Dahtk y de \llS uupficariom-v PO Equipe de Covumura de-l
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Como bien lo senaló Fernando Busramanre (J 997), este debate ha sido

extremadamente formal. Al concentrarse exclusivamente en la viabilidad de los
'mecanismos' de gobierno, se ha olvidado problematizar los 'proyectos' políri­

cos que se pretenden impulsar. Tal vez el problema no es exactamente la falta
de mecanismos suficientes para gobernar, sino que la sociedad se resiste al pro­

yecro modernizador que se le impone. El fondo del problema de la gobernabi­
lidad radicaría en las estructuras de la sociedad ecuarotiana. en sus sistemas tra­

dicionales de ejercicio del poder y en una incompatibilidad de fondo con la
propuesta de una administración 'racional', 'técnica' y 'moderna' de su desarro­

llo', Por otro lado, los sistemas tradicionales de administración política habrían
mostrado logros importantes pocas veces resaltados, el Ecuador carece de con­

tlagraciones ardientes, desgarramientos fratricidas y soluciones dramáticas. El
país evitó de esta forma las soluciones 'heroicas' y los extremos de un conflicto
abierto, a pesar de tener las mismas injusticias que lo justifican y explican en
muchos otros países de América Latina (ibid.).

Pero además, la deficiencia de la gobernabilidad no puede ser reducida a
una solución de los conflictos institucionales, sino a encontrar los mecanismos

por los cuales se puede cubrir la brecha entre el mundo de 'la política' y el mun­
Jo de la vida social. La pregunta es: ¿cómo superar la desconfianza, la falta de
credibilidad y la falta de represenrarividad en el sistema político nacional? ¿Có­

rno asegurar que los actores y sus conflictos se expresen directa y transparenre­
mente en la escena política, en la vida institucional y en el mismo terreno elec­
(Oral? Visto así el problema, el reforzamienro de la autoridad del ejecutivo no

apuma a resolverlo porque de 10 que se trata no es de solucionar los conflictos
dentro del sistema polírico, sino su relación con la sociedad que debe represen­

rar y expresar. La pregunta es: mediante qué mecanismos se actúa en las insti­
rucioncs para hacerlas más accesibles a los ciudadanos y a las organizaciones so­
ciales, y median re qué mecanismos se fortalecen los actores que no son capaces
de actuar y de buscar represenración o participación. La gobernabilidad ha si­
do entendida como una respuesta al primer dilema: la eficiencia del sistema pa­
ra cumplir sus fine S. Falta entenderla corno una respuesta al segundo: cómo
construir una sociedad democrática en la que rodas participen en el proceso de
construcción de los mismos fines. Los objerivos que la sociedad se impone no
son un supuesto sino un problema,

"El Ecuador ,e resiste J. esta forma de LI racionalidad y prefiere ,u lenta, pantanosa y placrda VIda de me­
(icirncia" (Buctarnantc 19'17: (2),



130 Pablo Ospina

Quiero mostrar en este texto, a partir del caso del conflicto indígena en
Ecuador, cómo el sistema político ha procesado el conflicto, integrado las de­
mandas que expresa y asegurado, al mismo tiempo, la continuidad de sus es­
tructuras de base. Es como si la política 'moderna' hubiera heredado el 'cama­
leonisrno' y la flexibilidad de los modos 'tradicionales' de dominación. Quiero
mostrar cómo, y hacer unas pocas hipótesis sobre por qué el proyecto de mo­
dernización de la política ecuatoriana ha incluido mecanismos de adaptación e
inclusión de demandas concretas, a veces revolucionarias. En efecto, el caso de
las demandas indígenas, ancladas en siglos de dominación y administración ét­
nica, es emblemático y simbólico. Tal vez pocos procesos tienen raíces más an­
tiguas y responden a más hondas condiciones estrucrurales. Y sin embargo, los
cambios institucionales logrados por la movilización indígena de una década
son alucinantes. ¿Cómo y por qué razones estos cambios revolucionarios se
aceptan con relativa facilidad, sin anestesia y casi sin dolor? Esta pregunta
orienra el recorrido de las siguientes líneas.

El conflicto indígena (1990-1998)'

Como todo proceso social impcrtanre, el 'levantamiento indígena' de junio de
1990 no se puede explicar por razones simples. Aunque fue convocado por or­
ganizaciones indígenas plenamente identificadas, no fue precisamente previsto:
tomó al país por sorpresa. Sin embargo, fue el resultado de una acumulación de
historias fallidas y de varios siglos de distancia entre el país real yel país previsto
por las instituciones modernas. Varios autores han insistido en algunas causas
económicas inmediatas que explican parcialmente la dimensión del levantarnien­
(O. Un acontecimiento corno ésre. encaramado en siglos de desencuenrros e in­
justicias, también debe explicarse en una coyuntura, en un momento histórico
determinado provisto de condiciones especiales que le dan su forma definitiva y
que explican por qué razón ocurrió precisamente en ese momento y no en otro.

Una de las tesis más conocidas es la que postula el problema de la diferen­
cia entre los precios de los producros agrícolas y los precios de los insumas que
los campesinos debían adquirir para producir (Rasero 1990). Fue una de las de-

6 La movihzacrón indígtn:l.. así (OIlH) sus pro¡JUcs[as insorucronales en la década del (jÜ. ha favorecido la
aparición de una mil}' abundante bibliografía. Remitimos al lector 5010 J algunos de 1(J~ textos más rm­
ponames: VVAA, 11 ')'Ul. Alhan el. al. (I (92), Torre, (1')')6). León (1994),
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mandas más comunes expresadas por los campesinos que participaron en las
movilizaciones. En realidad a lo largo de tres décadas, desde el inicio de la refor­
ma agraria en 1964, la vinculación de los campesinos serranos con los activos
mercados urbanos fue acenruándose progresivamente. Aunque muchas comuni­
dades están vinculadas secularmente a los mercados de bienes y los mercados la­
borales, desde la década del 60, la vinculación mercantil se hizo masiva y direc­
ra, y penetró en los más hondos cimientos de las comunidades andinas.

De hecho, no solamente cambiaron los hábitos de consumo y de produc­
ción. sino que muchos campesinos se vincularon activamente a Jos mercados la­
borales urbanos. La migración temporal, destinada a buscar empleo en el sector
de la construcción en las principales ciudades del callejón interandino, fue una
estrategia laboral que se exrendió ampliamente en roda la Sierra. Inicialmente,
esta migración permitía complementar la producción de las parcelas, abastecer a
las familias de una serie de productos de origen urbano indispensables para su
reproducción familiar y adquirir los fertilizantes o agroquímicos que la produc­
ción agrícola requería. Sin embargo. la dependencia frenre a los mercados labo­
rales urbanos y frente al dinero que esos mercados permitía obtener, se acentuó
notablemente durante la década del 80. Muchas familias, en especial 1a5 más po­
bres, fueron convirtiéndose, virtualmente, en asalariadas. Sin perder del [Oda sus
matrices campesinas, muchas familias solo sobrevivían gracias al empleo ocasio­
nal u rbano de los varones jóvenes. En muchos casos se ha documentado el em­
pleo temporal de mujeres y niños. Evidentemente, muchas de estas familias rer­
minaban por completar un ciclo de migración definitiva hacia las ciudades. La
crisis del empleo urbano de fines de la década del 80, y específicamente del sec­
ror de la construcción, dejó a muchos de estos campesinos sin opciones frente al
crecimiento de los precios y [a inflación galopante de esos años difíciles.

Esta estraregia de empleo y migración temporal debe entenderse también
en el marco de las características de la distribución de la tierra por el proceso de
reforma agraria. Adicionalmente. como cornplemenro o como sustituto, se pro­
movió la colonización de tierras bajas en los declives orientales y occidentales
de la cordillera andina. Las cifras disponibles sobre adjudicaciones de reforma
agraria y colonización muestran que solo el 15% de rodas las tierras afectadas
por el proceso lo fueron por reforma agraria, mientras el resro provino de ad­
judicaciones de tierras en colonización. La reforma agraria operó sobre rodo en
la Sierra, donde (os beneficiarios ascendieron a casi 90.000 personas y 900.000
hectáreas según las estadísticas oficiales (Ruiz 1994). En la Sierra dicho proce­
so implicó generalmente la repartición de tierras altas, de maja calidad, de pá-
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ramos comunes y de haciendas esrarales. Las tierras planas, de mejor calidad,
provistas de riego y de servicios en los fértiles valles inrerandinos, quedaron en
manos de las haciendas modernizadas y fueron inexpugnables a las demandas

de distribución. Dichas haciendas vivieron un acelerado proceso de reconver­

sión productiva y de modernización alrededor de la actividad lechera durante
las décadas de los setenta y ochenta. En muchos casos, dicha modernización fue

anterior a la reforma agraria (Barsky 1986) y en otrOS casos, fue una consecuen­
cia de la presión campesina sobre la tierra (Guerrero 1983).

Como resultado, la distribución de rierras rápidamenre se reveló insufi­
ciente trente a las necesidades productivas y las dinámicas demográficas de los
campesinos andinos. A ello dehen sumarse las características del proceso de mo­
dernización de la sociedad ecuatoriana que privilegió los servicios y el desarro­

llo urbano y dcsesrimuló. con su política de precios, las actividades agropecua­
rias. Desde fines de la década del 80 Ydurante roda la década del 90. las polí­
ticas de modernización variaron y empezaron a modificar su tradicional sesgo
'anriagrario'; pero en la práctica, estimularon ame todo la producción agrícola

destinada al mercado de exportación, manteniendo un sesgo marcadamente

'anricampesino' en las políticas públicas. De eS{J manera, la producción para el
mercado interno, destino mayoritario de la producción del campesinado serra­

no, siguió siendo desestimada.
Resumamos ese contexto de deterioro de la situación económica general

de las economías campesinas serranas a fines de la década del 80: aumento de
la dependencia mercantil; restricción de los mercados laborales urbanos; dete­

rioro de las tierras a las que tuvieron acceso por reforma agraria y esrancarnien­
ro de los procesos de distribución; aumento de los precios de los productos de
consumo familiar y los insumas productivos a tasas más altas que el aumento
de los precios de los productos agrarios, producto del contexto de crisis econó­

mica y de la inflación de fines de la década del RO. Muchos observadores detec­
taron que en dicho contexto era 'normal' que arreciaran los conflicros por tie­

rras, tanto frente a los grandes propietarios (de las haciendas de altura que res­
taban) como al interior de 13... comunidades (sobre roda para la subdivisión de

tierras comunales). Es sintomática la existencia de un proceso doble, aparente­

mente contradictorio: por un lado. la exacerbación de los conflicros inrerccmu­
nales y, por otro, un notable crecimiento, desarrollo y fortalecimiento de las or­

ganizaciones campesinas comunales y de segundo y tercer grado.
Entra entonces. un segundo orden de fenómenos de cardinal importan­

cía pata entender la movilización étnica. Aunque la crisis económica y las con-
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diciones específicas de las economías campesinas serranas, de fines de la déca­
da del 80, explican en gran parte el estallido social. estas explicaciones son in­
completas si no se añaden las caractcrísricas especiales del 'renacimiento', tan­
to de las organizaciones indígenas como de la 'conciencia étnica' en el país.
Un interesante estudio de Hernán Carrasco, para las zonas rurales de Chim­
borazo (Carrasco 1993), muestra el importante cambio en las relaciones de
poder locales en las parroquias de la provincia a lo largo de la década del 80.
Una comparación con las estructuras de poder en funcionamiento en la zona
en la década del 60, muestra la profundidad de la desintegración de las estruc­
ruras tradicionales de poder local (Guerrero \995: 94-7). Los principales
puestos de la administración érnica fueron copados por representan res de las
organizaciones indígenas desplazando a los representan res de las elites mesti­
zas de los pueblos.

Paralelamente se observó el crecimienro de la 'reivindicación' étnica en el
discurso de las organizaciones indígenas durante la década del 80. Esta reivin­
dicación explica el cucsrionarnienro que las organizaciones érnicas han podido
articular contra la organización del Estado desde el levantamiento de 1990.
Parriendo del cambio en las relaciones de poder locales, la década del 80 cono­
ció una honda reestructuración de las organizaciones indígenas del país. Dichos
cambios ricncn dos momentos decisivos: la creación de la Confederación de
Nacionalidades Indígenas de la Amazonía Ecuatoriana CONFENIAE en 1982,
y la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador CONAIE (pri­
mero CONACNIE) en 1986. El nacimiento de estas organizaciones simboliza
y potencia un cambio cualitativo en las organizaciones indígenas.

En efecto, durante las décadas de los 40, 50 Y60, techa de surgimiento de
organizaciones campesinas e indígenas de corte 'gremial', las organizaciones in­
dígenas serranas tuvieron bases locales dispersas. Por lo general, la influencia de
organizaciones políticas de la izquierda marxista, y sobre todo de la Iglesia Ca­
tólica, fue determinante y resultó muy difícil una unificación duradera. Sucesi­
vamente, diversas organizaciones indígenas o campesinas de segundo y tercer
grado, lograron movilizar y agrupar en su seno a las distintas comunidades
campesinas. En la década del 70 una agrupación terminó por imponerse:
ECUARRUNARl. Dicha organización consolidó una cierta auronornla de las
organizaciones indígenas frente a la izquierda y la Iglesia. Sin embargo, hasta
mediados de la década del 80, su discurso y SlIS políticas estuvieron fundamen­
talmente orientadas a la reivindicación de la tierra, desde una perspectiva que
podríamos calificar de 'campcsinisra'.
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La apaflClOn de la CONFENIAE, la Confederación de Nacionalidades
Indígenas de la Amazonia Ecuatoriana, culmina un proceso doble de 'naciona­
lización' de las organizaciones de los indígenas. En primer lugar, porque permi­
te la inregración de una organización indígena de cobertura verdaderamente
'nacional', y en segundo lugar, porque introduce en las organizaciones indíge­
nas la preocupación por la reivindicación 'nacional'. No se ha terminado de es­
cribir y reflexionar sobre este problema, pero la irrupción de organizaciones de
indígenas de reciente integración al espacio nacional, como es el caso de los in­
dígenas amazónicos, y con reivindicaciones rerriroriales más claras y decididas,
permitió la articulación de una reivindicación de corre étnico, que ha permiti­
do otorgar una cierra identidad nueva a las demandas indígenas y a sus organi­
zaciones . No se trata simplemente de una 'suma' de nuevas reivindicaciones ér­

nicas y culturales a las antiguas reivindicaciones 'campesinas', sino de un cam­
bio cualitativo en todas las reivindicaciones debido al tamiz 'nacional' que ad­
qUlfleron.

Tamo la reivindicación étnica, como la reivindicación por la tierra, han
coexistido históricamente y siguen coexistiendo en el discurso y la práctica de
las organizaciones indígenas del país. Sin embargo, a parrir de la década del 80,
con la integración de una organización autónoma de carácter nacional (por pri­
mera vez en la historia ecuatoriana, es importan re recalcarlo pata enfatizar su
trascendencia), las organizaciones indígenas modificaron radicalmente el senti­
do de sus reivindicaciones: comenzaron a proponer un cambio en la organiza­
ción del Estado Nacional, a reivindicar la rerrirorialidad, la autonomía y la ad­
ministración étnica. Ese elemento matiza, desde entonces, rodas sus reivindica­
ciones por (a ricrra. Aunque se puede argumentar que muchos de los campesi­
nos de las comunidades son ajenos a la reivindicación 'nacional' y que, por lo
tanro, se trata de una reivindicación de las 'cúpulas' de las organizaciones indí­
genas, parece cierro que la 'reivindicación étnica' y la revalorización de sus de­
rechos como 'pueblos' han calado hondamente en las organizaciones de base y
en los dirigen res comunales".

Para los fines que no ... interesan en este trabajo, el de la historia del régi­
men democrático y cómo su insrirucionalidad procesa los conflictos e integra a

Ver por ejemplo. en la misma linea Je razcnarmeuros, Tcvlor (I')')J J.

B Hemos mstsrido en elsurguuieuto de las organizaciones únlCb y en el cnrucrudo de sus demandas. Un
,lsprC!o nn resaltado aqui. pno que reviSlt gran ImportanCIa y que merece un estudio especifico, c~ el de
la formación de \ll~ lidcrngm políticos é¡ni[[)~ y muy particularrncnrc la emergencia de un.t "inrclcctua­
lidad' mdrgena quc Ilc~',1 ,1 la practica e~e liderazgo.
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sus ciudadanos, este cuestionarnienro étnico tiene especial importancia. En
efecto, esta reivindicación hace referencia a una secular exclusión de las diferen­
cias étnicas en el país. Una sociedad que desde 1857 dio las espaldas a la pobla­
ción indígena y la cubrió de un ropaje falso o de una promesa rápidamenre trai­
cionada: el ropaje de ciudadanos 'libres' e 'iguales'. Desde 1857, fecha en que
desapareció el tributo indígena, la población indígena, como población distin­
ta, con características propias y modos de administración política paniculares
desapareció de los documentos oficiales y de la adminisrración pública legal. Se
desplazó al territorio de lo 'irnplfcito' y se libró al arbitrio de las 'costumbres'
locales, de la vida cotidiana y de los administradores de los pueblos (Guerrero
19891. Pero la población indígena no desapareció de la faz del Ecuador. Sim­
plemente se ocultó su diferencia y se asumió una 'igualdad' jurídica formal. Los
mecanismos para administrar la realidad se distanciaron progresivamente de los
mecanismos jurídicos que conremplaba el régimen liberal de ciudadanos libres
e iguales, y las exclusiones sociales y políticas se acentuaron.

En la década del 60 Ysobre roda desde inicios de la década del 70, este
secular modelo de administración étnica se quebró. Con la modernización de
la sociedad y el crecimiento del Estado, la presencia de las instituciones públi­
cas se extendió por las áreas rurales. El Estado y sus instituciones reemplazaron
a las estructuras de poder 'privado' que se habían formado en las parroquias (cu­
yos ejes eran el hacendado, el cura, el tenienre político y los habitantes del pue­
blo) y cuyo objetivo era la administración étnica desde la abolición del tributo
indígena en 1857 (Guerrero 1995: 100-5). La reivindicación que las organiza­
ciones indígenas han resumido en la demanda de la declaratoria de un 'estado
plurinacional' tiene tras de sí esta larga historia, varias veces centenaria (Gue­
rrero 1993). Esta dimensión de la reivindicación érnica tendrta su punto cul­
minante en la nueva Constitución que entró en vigor en agosro de 1998.

Pero falta un elemento adicional para entender cómo la movilización so­
cial pudo resolverse bajo la forma de cambios sustanciales, en la instirucionali­
dad democrática formal del país. En efecto, los cambios jurídicos en la Consti­
tución del Estado de 1998 estuvieron precedidas por un progresivo involucra­
miento de las organizaciones indígenas en la política electoral del país. En
1992, el país y todo el continente vivió un largo y difícil debate originado en
la conmemoración del V Centenario del arribo de los europeos al continente
americano. El debate, de dimensiones mundiales, permitió pulir el discurso ét­

nico, alimentar la reivindicación cultural e histórica y afirmar la identidad de
un movimiento social en plena actividad. Previo a ello, en mayo de 1992, or-



ganizacioncs indígenas de Pasraza organizaron una marcha de 500 kilómetros
hasta la capital de la República, mas que en reclamo de la legalización de rie­
rras, en demanda de la 'devolución de sus rerrirorios" (Ruiz 1994). Ambas rei­
vindicaciones, de honda significación en la historia de las organizaciones étni­
cas, se fundieron simbólicamente en una sola, y su fusión adquirió una forma

gramatical: 'tert irorios' en vez de 'tierras'. El apoyo ciudadano y la simpatía de

los principales dirigentes políticos y de la opinión pública fueron notables. Los

indígenas regresaron con un acuerdo limitado, pero que les reconocía derechos
sobre más de un millón de heccireas en la Amazonia. Junco a ello, las principa­

les organizaciones indígenas del país llamaron a anular el voto y boicotear el
proceso elecroral de 1992.

Encre el 15 Yel 26 de junio de 1994, una nueva movilización indígena de
proporciones parecidas a la de 1990 logró archivar un proyecto de Ley Agraria,
promulgado el 14 de junio, que pretendía concluir el proceso de reforma agra­
ria (Equipo de Coyuntura del CAAP 1994). La movilización indigena sentó en
la mesa de negociaciones a los funcionarios gubernamencales y a los gremios
campesinos y empresariales. La Ley originalmente aprobada incluía limiracio­
nes drásticas a las causales de afectación por reforma agraria, se creaban meca­
nismos para la división de cierras comunales, se liberalizaba el mercado de tie­

rras, se suprimía el IERAC y se lo sustituía por un Instituto de Desarrollo Agra­
rio, al que se le retiraba su condición de juzgado de tierras. Los conflictos de

tierras se transferían, en efecto, al fuero civil (Equipo de Coyuntura del CAAP

1')94: 49-50). Una Ley negociada, en un proceso seguido paso a paso por una
amplia cobertura periodística, fue finalmente aprobada (López 1994, Vcrda­

gua 1994, y sobre rodo Guerrero 1995). Caminando de una a otra de sus rei­

vindicaciones estructurales. de la tierra a [a identidad nacional y cultural y vi­
ceversa, el movimiento indígena se desplazaba entre ambas al calor de cada co­
yuntura.

Pero en 1996, las organizaciones indígenas agrupadas en la CONAIE le
darán a su movimiento una forma institucional nueva e inesperada. La reivin­
dicación nacional y única y su persisrenrc cucscionamicnto a la constitución
del Estado Nacional vigente, los llevó a una resolución política de gran impor­

tancia: participar en la polírica electoral. El acontecimiento tendrá especiales re­
percusiones simbólicas para el régimen democrático, atravesado por tan impor-

q La (;'xrrt'~íón se había uvado ya en el proceso de enrreaa de ríen:l.' a la etnia huaorani. en I:i Amazonia
ecuatoriana en abril de 1<)\JO.
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tan res exclusiones sociales y herido por su escasa legirimidad ame los ciudada­

nos. Las organizaciones indígenas establecieron una alianza decroral con varios
glllpOS de la izquierda ecuatoriana y del 'centro izquierda' alrededor de la can­

didatura presidencial de Freddy Elhers, un popular animador de televisión. L1a­
m..tron a la alianza 'Movimiento de Unidad Plurinacional Pachakutik-Nuevo
País'. Pachakurik es el nombre de un mfrico gobernante inca, fundador del im­

perio. Su nombre evoca los cambios profundos y las revoluciones cíclicas quc
convertirán a los infortunados de la tierra en sus amos verdaderos. Las urgani­

zacioncs indígenas buscaron con ese nombre de reminiscencias incásicas. y me­

dio cristianaS , represencar un cambio de ciclo en la historia del tiempo. des pué.
de ')00 año.'> de dominación e injusticia.

Con una votación superior al 20~ó de los votos válidos, la alianza política
obtuvo 8 escaños en el Congreso Nacional sobre un toral de 82. En 198B, un
estudio efectuado por el CA.AP mostró que en ] 2 parroquias rurales de [a Sie­
rra, el VOto indígena se orientó en un 44% hacia el centro yen un 26% a la iz­
quierda. El popul ismo ruvo el 11,40/0 Y laderecha el 9%. Una investigación rea­
lizada en la primera vuelta de 1996 en 42 parroquias predo mina nremenre in­

dígenas, Freddv Elhers obtuvo entre el 30 Yel 60% de la votación en 28 pano­
quias. En esas parroquias, en rotal obruvo el 40% de los votos ¡:el doble de su
promedio nacional) y Luis Macas, dirigente de la CONAlE y candidato a di­

purado nacional, bordeó el 30 rro (tres veces más que su promedio nacional)
(Chiriboga y Rivera \989, citados por Ibarra 1')96: 26-7).

Aunque la presencia indígena en las elecciones movilizó a importantes
sectores v fue leída como una inclusión de sectores rradicionalmen re excluidos
de la vía electoral, su impacto en la reducción de voros nulos (rechazo) o de abs­

tenciones (marginalidad) fue casi imperceptible (ver grátlcos siguientes)". Des­
de el puma de vista electcrai, e! voro por los candidatos indígenas y por el 010­

vimicnro gestado a su alrededor no debe, pues, entenderse como la inserción de

electores tradicionalmente excluidos del juego electoral, sino como un reaco­
modo de la votación tradicional del cenero izquierda y de la izquierda.

lO .-1. llu<;:,rfú entender, la ahSt<;:IJChill <J pULJr: Srr iJ<:IJ:I~iL,ll1.l cvc.n...ivamcntc con pr"blclll.b técnico, en (.1

tormul.n ion J(; jos padrones elcctoralrv (rcgi,ull de votanrcsl. () con L1 exrsrcruia de ¡;rup();, lJue '<o mau­

llenen pc-sisrcaremcnre .Il mJrgen del ~IS(cllI,l poh-ico (ver lbarra 1lJ94).
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Votación nula y blanca en elecciones presidenciales

IH

I6f----

14 f----

12 f----

10

O

Pablo Ospina

Noca: Se trata de porcentaje de voros escrutados.

Fuente: Tribunal Supremo Electoral, Dirección de Partidos Poltncos, lbarra (1 ')')4) Y Lcon (1 '}<)4)

Abstención en las elecciones generales (1978-1998)
\O~----

4\ ~!------------

'" j--------

y, t--------

ro

Nora; Siempre que fue posible se usó el porcenra]e de abstención de [as elecciones presidenciales o de dipu­
tados provinciales. Las variaciones emre la abstención de todos los tipos de votación son muy ligeras. Se in­
cluyen todas las votaciones, incluidas [as de Asamblea Nacional (1997) y para consultas populares (]')86,
1994,199'5 Y 1')97).

Puente: Tribunal Supremo Electoral, Dirección de Partidos Políticos, lbarra (994) y Marlic (J99R)

La presencia polírica de las organizaciones agrupadas alrededor de la CONAlE
se vio confirmada en 1997, cuando obtuvieron 7 represenrantes sobre 70 en la
'Asamblea Nacional' convocada para elaborar una nueva Constitución Polírica
del Estado. Su represenración polírica autónoma les permirió convenir en tex­
ros legales muchas de sus reivindicaciones nacionales más importantes. aunque
no rodo lo que reclamaron. Al mismo tiempo, su propuesra de inregración en
el sistema polírico vigen re permitió dotar de cierra legitimidad a un régimen
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que carece de ella y que aún no puede resolver la falta de confianza y de espe­
ranza de sus ciudadanos.

Esra considerable fuerza política debe tenerse en cuenca, especialrnenre,
si se la compara con la experiencia de las organizaciones sindicales. cuya re­
presentación elecroral nunca fue imporranre. En efecto, la importante movi­
lización social convocada por centrales sindicales en el período 1978 - 1983
estuvo liderada por organizaciones y partidos de la izquierda marxista, aun­
que curiosamente su liderazgo nunca se extendió hacia el terreno electoral.
Existió una rupmr<t notable entre la expresión del descontento, entre los lide­
razgos sociales y la percepción ciudadana respecm a su 'aptitud' para represen­
tados en la arena polínca. La del ochenta es la década del fracaso de estable­
cer un vínculo entre el vigor de las movilizaciones urbanas y la representación
política.

El movimiento indígena, por el contrario, desperró simpatías también en
las clases medias urbanas de (as ciudades grandes de la Sierra, casi con la m¡s­
ma intensidad con que despertó temor en las capitales cantonales de las peque­
nas ciudades andinas y amazónicas. Además. el movimiento político liderado
por los indígenas pudo captar el electorado que tradicionalmente se había diri­
gido al centroizquicrda (Izquierda Democrática) y a la izquierda (Partido Socia­
lisra y Movimiento Popular Democrático, fundamentalmente). Aparecido en el
momento oportuno, con un discurso que interpelaba a las principales limita­
ciones del modelo de Estado construido en 1;\ vida republicana, con una estra­
tegla de alianzas afortunada, el movimiento indígena replicó en las urnas la irn­
portancia social de sus reivindicaciones y de su movilización". Debe recordar­
se, además, que la reivindicación étnica, aunque de dimensiones nacionales, tie­
ne un asiento regional marcado en la Sierra y en la Amazonia. La Costa ecua­
toriana roda vía naufraga en sus propios desafíos irresuclros.

Con menor éxito en las elecciones de mayo de 1998 y con un notable nú­
mero de administraciones municipales que no pueden resolver los problemas
administrativos, técnicos y financieros de cantones pobres. rurales y pequeños;
el futuro electoral de l'achakurik es incierto en los próximos años. Pero más allá
de su imprevisible porvenir, la movilización ha marcado el régimcn político
ecuatoriano y lo ha modificado mostrando su extraordinaria flexibilidad y ca-

11 Orro elemento .idicronal J tener prcs¡;nr¡; en el corurasre cn rrc Jos resultados electorales en ambos casos,
e., 1;'1 dicrribucion regional de ICl~ lJJcjd"gu~ C[Jl¡~OS, quc movilizan base, socrale, en prul'ilh..j.¡., pequeña,

C(OlI r\l"ne~ '-'Hll!,onl'nrc~ rura.cs, 1" que povituhr.i una 11l.1~·m rcprc<en(Jción electoral con un menor mi­

mero de I'O(OS.
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pacidad de adaptación a una compleja y profunda demanda social. Una de­

manda que cuestionaba las bases mismas de la Constitución Nacional pudo ser
procesada con relativa calma en un período relativamente breve. Evidentemen­

te, el Estado no ha cambiado de carácter, pero se adapta progresivamenre. So­

bre todo, las estructuras sociales afincadas en la costumbre, la vida cotidiana,
así como el racismo y la exclusión socioeconómica y cultural, son menos ma­
leables que el régimen político y no se pueden evaluar todavía los efectos que

sobre ellas ha tenido esta movilización inédita.

Conclusiones

Si cstnuiera presalte en elfolldo de uno
mismo, la Ley no seriaya la Lt'Ji sino La suaue

interioridad de la consciencia.
Michel Foucault

Como hemos repetido en varios pasajes, el Estado ecuatoriano es el resultado
de una larga historia de exclusiones y eficaces sistemas de dominación. Su man­

dato es organizar y cohesionar a una sociedad fragmentada, herida por injusti­
cias seculares)' cuya historia esta plagada de crisis y recambios. El sisrema po­
lítico inaugurado en 1978 estuvo precedido por un proceso acelerado de mo­
dernización social y económica del país. Fue una esperanza y una promesa: la
de superar el a[f3S0 y la de convertir a sus habitantes en sujetos portadores de
derechos que pueden ejercerse de verdad.

Pero, desde entonces, hemos vivido una época marcada por el fin de la
prosperidad, la repetición de la crisis económica y la ejecución intermitente de

políricas de ajuste esrrucrural. Años marcados también por una reestructura­

ción del rol del Estado en el proceso de desarrollo y en la conducción de la mo­

dernización. Estos recambios económicos, poliricos e institucionales vienen de
fuera y de dentro de las fronteras del Ecuador. Han sido forzados y tienen su

influencia en la crisis del sistema político, en la apatía que genera y en las visi­

bles limitaciones al ejercicio de una ciudadanía que desea algo más que deposi­
rar un voro regularmenre. A lo largo de esros veinre años, el régimen se ha en­
frenrado al crecimiento de la marginalidad y del rechazo. A veces, esos factores
se expresaron en el incremento de la votación nula y en la abstención. En oca­
siones, el populismo bucaramista recogió esa necesidad de oponerse. Otras ve-
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ces, se lo distingue en la desilusión y el desencanro de quienes dieron su voro
por alguno de los candidatos pero no creyeron en ninguno.

Pero al mismo tiempo, el sistema político ha mostrado enormes dosis de
flexibilidad. Se transforma y en cada acto de transformación es capaz de brin­
dar a cada cual su 'pequeña satisfacción":'. En veinte años logró remover una in­
surgencia armada y disipar a sus integran res sin que el Ejército se viera obliga­
do a participar. Ha logrado, al menos hasta ahora, negociar su transformación
con las movilizaciones y reivindicaciones indígenas. No solo se trataba de en­
tregar tierras a campesinos rebeldes, sino de aceptar autonomías y modos dife­
rentes de administración étnica. Reconocer derechos colectivos a 'pueblos' dis­
cintos que conviven en su territorio. la reivindicación indígena se presentaba
como un cucsrionamienro profundo al 'modo de ser' del Estado Nacional. La
permeabilidad frente a la demanda étnica no deja de sorprendcr ll

. Y dichos
cambios se aceptan y se organizan, precisamente, cuando se fortalece la conccn­
n-ación económica (producto del ajusrel y la centralización de las decisiones po­
líricas e-n el Presiden re de la República (producto de la solución encontrada al
problema de la 'goberuabilidad'), Ambos procesos, flexibilidad y concentración
de poderes, pueden coexistir como si no fueran opuestos. ¿Cómo entender es­
tas contradicciones, esta doble tendencia?

Termino estas reflexiones con una hipótesis final al respecto. El Estado
ecuatoriano no tiene a su alcance, en realidad, los medios para controlar los ac­
ros de la sociedad. El Ecuador es un país de mercados fraccionados, de identi­
dades fragmentadas y locales, de espacios débilmenre integrados, El Esrado ha­
ce esfuerzos, todavía inacabados, por unirlos con sus redes de caminos y sus sis­
temas de comunicación, con la extensión del sistema educativo y de sus fuerzas
armadas, con el acto periódico de concurrir a las urnas y con una rnulrirud de
actos administrativos por los que cada ciudadano recuerda y rarifica su perte­
nencia nacional.

Pero el Estado ha sido incapaz de penenar hondamente en la vida coridia­
na de los ecuatorianos. Allí, en esa vida relativamente inmune a las políticas ex­
plícitas del Estado moderno, se refugian las exclusiones sociales, étnicas y regio­
nales. Allí están los prejuicios y las grandezas de cada uno. Allí están escondí­

dos Jos verdaderos y mas profundos resortes del poder y la legitimidad, El Es-

12 La expresión proviene de Fernando Busmmanrc (1997).

U J\fudH}~ otros ejemplos de adaptabilidad podrían ser mencionados: IJ~ demandas de 'genero' en el sistc­

ma legal. la Íegislacróri civil sobre derecho, humanos, sociales v ambientales. entre otros.
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rado no los regula sino muy parcialmente. A veces, algún político lúcido de una
localidad, o a escala nacional, sabe cómo movilizarlos en su provecho. Pero el
Estado es incapaz de dirigir con sus acros administrativos y políticos, el rumbo
de los ciudadanos. Las leyes se acatan pero no se cumplen, los impuestos se pa­
gan desigual y esporádicamente, las leyes de rránsiro se violan frente a los ojos
de quienes son responsables de su aplicación. Incluso uno de los actos más mo­
dernos de la vida nacional, el voto ciudadano, está contaminado de arcaísmos
arraigados en los pliegues más profundos de la voluntad de los electores.

Esa extraordinaria fortaleza del Estado y del sistema político para 'mutar'
y adaptarse ante nuesrros ojos, ese 'camaleonismo' que hemos analizado a lo lar­
go de estas páginas, parece haber nacido sorpresivamenrc, de una debilidad más
ami gua y más honda. En etecro, la sorprendeme liberalidad y modernidad del
sistema políuco para aceptar rápidamente ciertas demandas sociales, que en
otros países han desgarrado a sociedades enteras por décadas de enfrenramien­
ros, le permite al Estado mutar y con ello hacer un acto de legitimación. Pero
muta sin cambiar, porque sus actos no son capaces de transformar a fondo el
mundo de la vida. Los resortes del poder y del orden social se le escapan en mu­
chos sentidos. El Estado ha buscado insisrenrernenre extender su auroridad so­
bre todo el territorio y sobre todos sus habitantes. Lo ha hecho con toda la fuer­
za de un gigantesco presupuesto. mayor que el de cualquier actor aislado o aso­
ciado dentro de sus fronteras; lo ha hecho con la cobertura de un aparato ad­
minisrrarivo que extendió sus redes hasta los sitios más apartados del país; con
una extensión inédira de la prestación de servicios sociales a la población ecua­
toriana. Pero las lógicas de funcionamiento social todavía le son ajenas. Toda­
vía existe, al menos parcialmente, un país 'real' distante de los formalismos le­
gales; la Ley (es decir. el Estado converrido en texto) no ha hecho carne en sus
sujetos, no ha ingresado en sus hábitos, no se ha vuelto un factor incorporado
en sus reacciones más esponraneas.

La fortaleza del Estado ecuatoriano deriva, pues, de su debilidad. De que
es incapaz de controlar y dirigir los resortes de la vida social. Pero deriva tam­
bién de la creencia que tienen Jos actores en su poder. Más precisamente. de la
aspiración social, del deseo que tienen de que alguien controle de verdad el
rumbo de la vida. Sostengo que esta idea de un agente racional que conduce Jos
hilos de la hisrona podría ser una infiltración profunda de la modernidad en la
vida de los actores sociales, pero creo que tiene segurameme raíces más antiguas
y más variadas. Puede rastrearse ya, de algún modo, en el viejo legalismo de las
comunidades indígenas que resistían la sumisión al régimen colonial. Pero está
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claro, que todos los acrores reclaman hoy en día transformaciones legales al Es­
tado cuando quieren darle a sus aspiraciones una forma colectiva y racional. Ese
es el referente de todos los que se vieron convocados y transformados por el
proyecto de ] 978; es el espacio omnipresente de una aspiración moderna: la de
contar con un agente raciona! capaz de ordenar y ejecutar. Pero referirse al Es­

tado es referirse también al proyecto modernizador en un sentido más profun­
do y secular: el de una voluntad social concentrada. El de la idea de que alguien
dirige y de que hacer una leyes dicrar la voluntad soberana de la voluntad so­
cial. Los hombres tienen en la voluntad, los resanes que mueven al mundo.

Pero los actores son conscientes de la ilusión. Viven en ella y la tienen in­
crustada, lo suficientemente profundo como para que aparezca cada vez que
convienen sus necesidades y sus difusas aspiraciones en un reclamo. Pero en el
fondo de quienes actúan y negocian la escena pública, así como de quienes ma­
nejan los hilos del régimen político y viven en sus intersticios; la debilidad es­
tructural del Estado ecuatoriano salta a la vista. De esta manera se explica su
extraordinaria flexibilidad y su simultánea capacidad para seguir siendo el mis­
mo. Ningún actor está dispuesto a jugarse por entero en la demanda al Estado,
porque ésre no siempre (o casi nunca) es capaz de resolver el problema plantea­
do. Toda demanda puede negociarse en el sistema político sin desgarraduras,
porque de todas formas deberá negociarse de nuevo, luego, en los espacios cur­
vilíneos de la vida diaria. Todo se negocia en realidad en el sistema político,
porque nada se negocia allí en verdad.

Pero sería injusto creer que vivimos en una farsa universalmente aceptada.
Un teatro de imposturas y de apariencias, un juego de espejos sin figuras. El Es­
tado, finalmente, no está colgado en el aire. Responde a seculares movimientos
de larga duración y a los cambios rápidos de las coyunturas. En la práctica, el
contar con una Ley, el disponer de un decreto, el ver una demanda plasmada
en un documento oficial; en suma, el contar de su lado con la legitimidad del
Estado, es tan solo un arma más en la imaginación y las manos de quienes lu­
chan y crean, con sus actos cotidianos, el curso de la historia.
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Presente y perspectiva del
movimiento indígena ecuatoriano

Fernando Carcía S.*

Introducción

Uno de los diarios de mayor circulación en el país, el pasado 26 de sepriembre
de 1999, publicaba la siguiente noricia: el l°. de septiembre se reunieron 18 de
los 32 magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a fin de conformar grupos
de trabajo con elobjetivo de hacer el seguimiento de las reformas aprobadas por
la Constitución de 1998. Uno de estos grupos estará dedicado a resolver la si­
guienre pregunta: ¿cómo aplicar las normas constitucionales en lo referente al
rema de los pueblos y nacionalidades indígenas? (El Comercio, domingo 26 de
septiembre de 1999, sección e, página 2).

He elegido esra nota de prensa para empezar mi ponencia porque con­
sidero que después de la ponencia del colega Pablo Ospina, sobre el desarro­
llo del conflicto indígena ecuaroriano entre 1990 y 1998, es necesario com­
pletar el análisis iniciado por él. Para lo cual trataré de hacer una revisión de
los principales sucesos proragonizados por el movimiento indígena desde la
fecha de vigencia de la nueva Constitución (10 de agosro de 1998) hasta la
acrualidad y su incidencia, ran to en el tema de los movimientos sociales y su
relación con el Estado, como en el de la participación ciudadana y la conso­
lidación de la democracia, ambos rópicos de interés en el presente seminario.

Por lo tanto, dedicaré mi atención primero a los hechos más significativos
de los últimos quince meses respecto al rema indígena, para luego dejar plan­
reacios las principales perspectivas y retos en el futuro inmediato de este movi­
miento social en el país y en el marco de la región andina.

} LA(xo. Sede Ecuador
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Cambios recientes relacionados con el Estado

y el movimiento indígena

Fernando Carda

Un elemento irnporranre, que inauguró la relación del movrrruento indígena

con el gobjerno de Mahuad, fue la negociación que se dio alrededor de la con­
formación del Consejo de Desarrollo de las Nacionalidades y Pueblos del Ecua­

dor (CODENPE). Este organismo, correspondiente a las oficinas de asuntos
indígenas en otros países. tiene un especial cariz en el caso ecuatoriano. Según

el decreto cjccurivo de creación. expedido en diciembre de 1998, tiene el carác­

ter de secretaría de Estado. depende directamente de la Presidencia de la Repú­

blica; su secretario ejecutivo tiene el rango de ministro y ]0 nombra el Presiden­

te, su candidatura la proponen las organizaciones indígenas, de las cuales reci­

be también el mandato para su desempeño.

Este hecho muestra también un nuevo elememo que se desprende de las

reformas ccnsrirucionales. su organismo directivo. denominado 'consejo nacio­

nal', está formado por un represemame de cada uno de los 26 pueblos y nacio­

nalidades indígenas que conforman el país. Esra decisión, al interior de las or­

ganizaciones indígenas, implicó dos consecuencias nuevas y polémicas: la pri­

mera, el inicio de un nuevo proceso de reconstitución organizativo de las co­

munidades de hase alrededor de la carcgor ia 'pueblos y nacionalidades' mencio­

nada en la Constitución. que se encuenrra en formación, y la segunda, la desa­

parición de la anterior forma de represenración organizativa a través de las ins­

rancias nacionales de tercer grado, reconocidas en el organismo anterior al CO­

DENPE: el Consejo de Planificación de los Pueblos Indios y Negros (CON­
PLADEIN), la cual dejó -de alguna manera- con represen ración oficial a la
mayor organización nacional indígena la Confederación de Nacionalidades In­

dígenas del Ecuador (CONAIE), y sin representación a las dos organizaciones

nacionales restantes: la Federación Nacional de Organizaciones Campesinas,

Indígenas y Negras (FENOCIN) y la Federación Ecuatoriana de Indígenas
Evangélicos (FEINE).

Orro acuerdo, logrado en esta negociación, fue que el Director de la Di­

rección Nacional de Educación Inrerculrural Bilingüe (DINEIB), dependiente
del Ministerio de Educación, sea nombrado por decisión de las organizaciones

indígenas, con mandato expreso y con poder de revocatoria y rendimiento de

cuencas, similar a lo que sucede con el secrerario ejecutivo del CODENPE. Va­

le la pena mencionar que el nombramiento de este tipo de funcionarios públ i­
ces, poco ciene que ver con la forma en que generalmenre son nombrados pa-
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ra otras nominaciones, es decir, no son resultado de un proceso de elección co­

munitaria, no tienen mandato colectivo, no rinden cuentas de su desempeño

ni están sometidos a la revocatoria en caso de incumplimiento. Un acuerdo fl­
nal consistió en la creación de mesas de concertación enrre el Gobierno y los

indígenas. destinadas al seguimiento y aplicación de las normas constituciona­

les. Hago referencia a este último punto porque no tuvo resultados visibles, el
gobierno se 'durmió' en este compromiso y la espera del movimiento indígena

fue sobrepasada por la gravedad de los acontecimientos posteriores, sobre todo
los de carácter económico.

En la misma línea, se ha logrado el nombramiento de dos funcionarios
públicos más: una médica indígena, como directora de la Dirección de Salud

Indígena del Ministerio de Salud, recientemente creada, y uno de los vocales
del Tribunal Supremo Electoral, nombrado pOt el Congreso Nacional según
el acuerdo de CUOtas de partidos políticos, y que es miembro del movimiento
Pachacutik.

A este grupo actual de funcionarios públicos indígenas, hay que añadir los
53 que fueron nombrados en 33 instancias de gestión local, municipios y con­

sejos provinciales, en las elecciones de 1996 y los cuarto legisladores del movi­

miento Pachacutik elegidos en 1998 para un período de cuatro años, una de las

cuales ocupa la segunda vicepresidencia del Congreso.

La participación indígena en cargos de representación y gestión pública ha
traído consigo nuevas demandas y requerimientos, para muchos de los cuales

los indígenas no contaban con la debida preparación técnica y profesional', lo
cual plantea nuevos retos, ya que la presencia indígena en estos cargos es un
proceso que se está iniciando y tiende a ser cada vez más significativo.

Un segundo aconrecimienro referencial es el sucedido apenas iniciado el
gobierno anual, se rrara de la negociación alrededor de la presencia de la com­

pañía petrolera Arco en la provincia de Pasraza. en una zona de asentamiento
de comunidades indígenas amazónicas. Este suceso, agravado por el secuesrro

de rrah.ijadorcs de la petrolera, obligó a que el Gobierno nombrara una comi­

sión negociadora formada por tres ministros de Estado: el de Gobierno, el de

Enctgla y el de Medio Ambiente, para lograr un acuerdo entre la compañía y
la organización indígena.

Especia! iurcrés sobre ti rern a timt ti reciente artículo de Fernando Larrea (19')\)) pubhcado en elnu­
mero 8 de la revista lconov. en ti CUJI analiza el caso de un alcalde indígena de un municipio de la

Sicrra



Esra situación, que no es nueva para el movimiento indígena, muestra un
frente de lucha abierro y pendiente, por un lado, se debe tener en cuenra lo que
determinan los derechos colectivos de los pueblos indígenas y negros aproba­
dos en la Constitución al respecco, y por otro, el Gobierno tiene previsto reali­
zar para el próximo año. la décima ronda de negociaciones y concesiones pe­
troleras en terrirorios de tres provincias amazónicas que cuentan con población
indígena.

El tercer acontecimiento fue el levantamiento indígena de marzo de 1999,
después del feriado bancario y la congelación de cuentas bancarias e inversio­
nes decretados por el ejecutivo en esas techas. El levanramienro se extendió du­
rante cuatro días y contó con la participación de al menos un millón de indí­
genas que bloquearon las carreteras de diez provincias de la Sierra y Amazonia.
Este hecho confirió a este levantamiento un carácter especial, llevó al movi­
miento indígena a negociar con el Gobierno, en alianza con otros sectores y

movimientos sociales igualmente afectados por las medidas económicas. Me re­
fiero a los afiliados al Seguro Social Campesino, al sindicato de los trabajado­
res petroleros y al denominado Frente Popular.

Este hecho marcó una diferencia importante en las negociaciones con el
Gobierno, fue necesario incorporar en los acuerdos del denominado' Mandato
Nacional de los Pueblos y Nacionalidades Indígenas' once puntos que incluían
aspectos relacionados con el bienestar de los pueblos indígenas (cinco pumas)
y OtrOS (los seis resranres} que involucraban también a los grupos menciona­
dos'. Otra diferencia importante fue la participación directa del Presidente de
la República con sus ministros en las negociaciones. durante una prolongada
reunión con los representantes indígenas que duró cerca de diez horas ininte­
rrumpidas.

El cuarto evento que mencionaré fue un nuevo levanram iento indígena y

marcha hacia Quito en julio del presente año. El evento deronanre fue la de­
cisión del Gobierno de un alza mensual del precio de la gasolina, atada a la co-

2 lo.. puntos vmculariuv con lo, indígena.. eran' la creación del fondo indígena [Jara pr<l\'cetos de prcin­

versión, mversión 50(1.,1 ;.-. desarrollo Jntegral, 1.1 rccsrruc ruracidn del proyectl> PRODEl'lNE qu(.. bene­

tlLla.1 indígcn,l'> \. ne¡;rn v, 1.1 .hign;¡tión de recursos t' infracvrrucrur. para 1.1 cduc;Ki,)n brfinguc, la COIl­

cesión de hn:UCIlCI,l.1 [Jau r.rdio .. cornunnan.e, IIHlIgc'n,l~ r la realización lit ml"'~<; de concerr.rcion con

.:.IdJ rnuustro de Lt,ldo. LOI otros punID' cl\miqiJIl en la flexibilizncion de ClJl'IHd" lllllgl'"!adJ..I de 1.1'
()f~,\llizacione'i '()li;de~;, e] rraramicmo cspeci.rla pequeños ,lllUrri~ta~, la rcvisrón de l.Hib~ elécrncus ru­

ralcs v el cstahlecinucnrc de subsidios dtrccu», d (Ulllflll de preCios de los .artrculos de primera neu,.,i·

dad, la libcnad de ~Hc'~OS detenidos durante el p'lro, ti mantenimiento dd precio del gas de U'iO dllnll;\­

rico ~ la in ...¡.lh~·.(in J~' una 'rnesa de acuerdo nacional' para buvc.u ",[uci<>llc'S rcalc .., J l.i Cfl.Ú,
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rización del dólar, a parrir del mes de junio; esre suceso provocó una alianza
social para la proresra, semejante a la de marzo, a la cual se incorporaron ram­
bién los rransporristas de roda el país. Además, a diferencia de lo ocurrido en
marzo, las organizaciones indígenas de las provincias de Cotopaxi. Tungura­
hua. Pichincha e Imbabura culminaron la proresra con una marcha sobre la ca­
piral para obligar a una negociación con el Presidente en el mismo centro del
poder. Alrededor de 12.000 indígenas marcharon sobre la ciudad de Quiro

desde el 15 de julio, se quedaron dos días)' rerornaron a sus lugares de origen
el 17 de julio, luego de la firma del acuerdo enrre el gobierno y las organiza­
ciones sociales.

El acuerdo que incluía nueve puntos, principalmenre de carácter econó­
mico, ninguno de los cuales estaba relacionado directamente con reivindicacio­
nes especfficamenre indígenas, incorporaba no solo a los sectores sociales levan­
tados sino al conjunto de la sociedad ecuatoriana. Por primera vez en la hisro­
ria del país, un levantamiento)' marcha indígena lideraba una protesta y nego­
ciación con el gobierno cuyos efectos renían aplicación y vigencia nacional'.

El último suceso importante es el proceso de diálogo sostenido por el Go­
bierno y las organizaciones indígenas, a partir del acuerdo del mes de julio, y
que se extendió hasta el mes de octubre del presente año. Según la información
disponible, durante tres meses se realizaron alrededor de 50 reuniones de rra­
bajo con una duración de 150 horas, espacios en los cuales los dirigentes indí­
genas conversaron y negociaron con funcionarios de Gobierno con rango de
ministros, o sus equivalentes, alrededor de dos temas: asuntos de corro plazo y

de solución in mediara, como los relacionados con el mejoramiento de las con­
diciones de la educación bilingüe inrerculrural, y asunros estructurales y de me­
diano y de largo plazo, que requieren soluciones complejas, rales como: el pa­
go de la deuda, la reforma tributaria, el modelo de autonomías indígenas, la ley
orgánica de pueblos y nacionalidades indígenas, entre otros.

Una de las resoluciones adoptadas por el sexto congreso de la CONAIE,
que se realizó la semana pasada, fue la interrupción del diálogo iniciado en julio

3 Los nueve rumos incluían: el congelamiento Je los prcoos de la gasolina y del gas de uso doméstico por
un ario, la facturación (011 fines niburarios A partir de JUU.UUO sucrcs, ti subsidio de- III tarifa) de ener­
gía eléctrica p¡ua 1m má~ pobres, el descongelaouenro paulatino de los depósitos en cuentas corrirmev v

de abortos (congelados por decreto en el mes de mar-zo}, la indemnización de los heridos y muertos pro­
vocados por el paro, una política mis estricta para el saneamiento bancario, la condonación de deudas

.Íc pequeños y medianos productores con el Banco de Fomento, el [cvanrarnicnto del estado de erner­

gencia v 1<1 dlTlnisría de los apresados en el P;¡ro)" la creación de comisiones de di.ilogo mue el Gobier­

no y las orgallizaciones sociales.
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con el Gobierno. Este mecanismo marca una de las estrategias utilizadas por el
movimiento indígena en los últimos años, el utilizar la interrupción y continui­

dad del diálogo con el Gobierno como mecanismo de presión y negociación.

Los cambios recientes al interior del movimiento indígena

La revisión anterior quedaría incompleta sino se hace mención a algunas accio­
nes realizadas y vividas al interior del movimiento indígena en los últimos quin­
ce meses. Me quiero centrar en dos aspectos que considero importantes: el pri­

mero relacionado con las acciones referidas al proceso de seguimiento de la
aplicación de las normas constitucionales, y el segundo referido a las diferentes

posiciones que el movimiento muesrra en su interior.
Una vez aprobadas las normas constitucionales el movimiento indígena, a

través de la CONAIE, tomó a su cargo el proyecto denominado Programa de
Seguimiento y Desarrollo de las Normas Constitucionales, PROSEDENC, el
cual encargó a un grupo de juristas la elaboración de un primer proyecro de la
Ley de Pueblos, Nacionalidades y Circunscripciones Terrironales Indígenas,
con el fin de presentarlo a la asamblea anual de la CONAIE realizada en febre­

ro de 1999, para posteriormente iniciar su aprobación ante el Congreso Nacio­

nal. Analizado este documento en la asamblea se decidió que la pwpuesra te­

nía serias limiraciones: faIra de claridad en los conceptos, ausencia de concerta­

ción con el conjunto de organizaciones indígenas nacionales, no se la había dis­
cutido y socializado en las comunidades de base, en definitiva estaba lejos de

ser un proyecto de Ley Orgánica.
Por lo tanto se decidió encargar la tarea al recién aprobado CODENPE,

el cual inició, entre las diferentes nacionalidades y pueblos, un proceso de con­
sulta centrado en cuatro temas: qué grado de conocimiento exisría sobre los de­
rechos colectivos, las circunscripciones territoriales indígenas y la autonomía;

de dónde provenía la información; qué temas eran motivo de discrepancia en­
rre ladirigcucia y las bases, y qué noción de identidad indígena se manejaba en­

tre las diversas organizaciones.

Los resultados advirtieron que había mis conocimiento sobre derechos

colectivos y autonomía que sobre circunscripciones territoriales indígenas, que
la información provenía principalmente de tres fuentes: la CONAIE, las ONG

y los asesores, que la principal discrepancia estaba en el tema del diálogo Go­
bierno-movimiento indígena y que la noción de identidad que se manejaba era
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muy difusa y variable, se reconocía a dos elementos como importantes: la len­
gua y el vestido.

Actualmente, el movimiento considera que el tema del seguimiento de las
normas constitucionales debe alcanzar una mayor coordinación y eficacia. Se
trata de que las diferentes iniciativas de proyectos de ley desarrolladas en Jos úl­
timos meses confluyan en una propuesta más orgánica, que sea negociada }'
conducida por la segunda vicepresidencia del Congreso".

En los últimos quince meses se han desarrollado varios eventos de impor­
tancia para el movimiento indígena, me refiero a la asamblea anual de la CO­
NAIE en febrero, la décimo cuarta asamblea nacional ordinaria de ECUA­
RRUNARI en junio, el primer congreso del movimiento Pachacurik en agosto
yel sexto congreso de la CONAIE en noviembre. Todos ellos han discutido y
han puesto en evidencia los ejes de acuerdo}' discrepancia del movimiento, que
han girado alrededor del diálogo con el Gobierno, la oposición a la privatiza­
ción de las áreas esrrarégicas del país, el no pago de la deuda externa, la apro­
bación de la legislación secundaria que se desprende de las normas constitucio­
nales, la renuncia de la segunda vicepresidenta del Congreso en rechazo a la po­
lítica neoliberal del Gobierno y la independencia del movimiento respecto de
los partidos políticos}' de la acción estatal.

Perspectivas y retos del movimiento indígena

Para terminar quisiera dejar planteados las perspectivas}' reros que el rnovt­
miento indígena ecuatoriano tiene por delante.

Un primer aspecto tiene que ver con su surgimiento y consolidación in­
dependiente de los partidos políricos de izquierda y, en general, de los interme­
diarios políticos o 'ventrílocuos', como 105 denomina Andrés Guerrero, el mo­
vimienro indígena en la actualidad habla con voz propia y no necesita acudir a
terceros para expresarse. En otras palabras, no está subordinado ni a los parti­
dos políticos de izquierda ni al Estado.

En segundo lugar, se trata de un movimiento social de carácter nacional,
rl: pesar de que la población indígena está asenrada principalmente en la Sierra

-i l.a, prl'f'uc:~t;¡~ de ley 'jUC c~láll en clahoracron son: la Ley Orgánica lit" Pncblos v Nacionalidades a car­
gIl de ['1 CONAIE, 1,1 Ley Jo: Comunas del ECUARRUNARI, 1,1 lt~, de l:~n de 105 IJlnlll;15 Anrcora­

le,. 1.1 de: Propiedad lnrelecrual Colectiva, la JeI l-ondo de Desarrollo de ln~ Pueblos InJlbl'lla.\ .\. la de
IlI,(i~I,1 [IlJig<.'ll;¡ a cJrgo de la segunda vicepresidencia Jd Congre,o.
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y Amazonia, su dimensión cubre el país y se ha convertido en actor social pro­
ragónico de la vida política eu los últimos veinre años. Uno de los factores que

explica este fenómeno es que sus dirigentes se han sentado en la mesa de nego­
ciación con actores sociales que representan todo el espectro ideológico del país,

desde las Cámaras de la Producción, pasando por la Iglesia y los militares. has­
ta el resto de movimientos sociales nacionales.

El tercer aspecto es el que tiene que ver con la relación con el Estado y el
Gobierno, el movimiento indígena en ningún momento ha planteado la sepa­

ración o cesión de la nación, a pesar de que la tesis de la 'plurinacionalidad' no

fue aprobada en la Constitución, ha mantenido con el Estado una relación de

diálogo y de oposición. De diálogo, al ser parte de las nominaciones de funcio­
narios que forman parre del apara ro esraral, de los gobiernos locales y del Con­
greso, y de la discusión de programas y proyectos dirigidos al mejoramíento de
las condiciones de vida de los pueblos indígenas. De oposición, cuando ha par­
ticipado en los levantamientos, ha criticado al gobierno y ha pedido incluso la

renuncia del Presidente.
Otro aspecto interesante es el permanente afán del movimiento de procla­

mar que no ha sido ni será cooptado por el Gobierno o cualquier otra fuerza
política. La independencia de acción es celosamente cuidada, ya que en ella re­
side la capacidad de crítica al Gobierno y a los partidos. En este sentido se mar­

can las distancias entre el desempeño del movimiento Pachacutik yel movi­

miento como tal, ya que ha habido ocasiones en que éste ha votado en alianza

con el partido de gobierno y la centro izquierda, como fue el caso del nombra­
mienro de la segunda vicepresidenta del Congreso.

Para Analizar, siguiendo el planreamienro de Burbach (1994) relacionado
con la rebelión de Chiapas, quisiera dejar señalada una aparente contradicción
del movimiento indígena entre las demandas de autenticidad con respecto a la

historia y a la cultura de América Latina y una agenda política que tiene rodas
los rasgos de lo posrnoderno, ral como lo planrea Ross (1988) cuando dice que
las características de la posmodernidad son: el descenr ramienro, la rransnacio­
nalidad y la pluralidad.
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Movimientos sociales,
democratización y multiculturalismo

[ulie Massal" **

Introducción

El debate actual en América Latina sobre lademocracia se enfoca hacia los vln­
culos existentes entre democracia, cultura política y gobernabiJidad. Esta discu­
sión también incluye la posibilidad de profundizar en el análisis del proceso de
democratización, fomentando una democracia panicipaciva o, cuando menos,
realmente representativa. El debate sobre la participación ciudadana como con­
dición imprescindible de una 'verdadera' democracia, también conlleva el tema
de la legitimidad de las instituciones democráticas o de la democracia como un
valor en sí. Este último tema, a la vez, trae consigo el de la 'eficiencia' de la de­
mocracia en términos de bienestar o, por lo menos, de mejoramiento de las
condiciones de vida.

El objetivo general del presente artículo es plantear algunos elementos de
reflexión en cuanto al papel de los llamados 'nuevos movimientos sociales' en
la democracia, a parrir del análisis del movimiento indígena en el Ecuador. Es­
re texto complementa un artículo elaborado anteriormente sobre el tema de

Uruvcrvid.id Aix-I...'larscillc III
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educación y multiculturalidad', en el que- desarrollamos el cuadro general de
una reflexión sobre las relaciones entre democracia y mulnculruralismo para de­

mostrar que la democracia es una condición imprescindible del multiculrura­
lisrno, pero no suficiente.

En el Ecuador, la participación política del movimiento indígena romó

forma con la incursión del Movimiento de Unidad Plurinacional Nuevo País

Pachakutik (MUPNPP) en las elecciones generales de 1996. Dos preguntas

esenciales surgen al respeto: ¿cuáles han sido los cambios logrados mediante tal
parricipación. y qué consecuencias ha traído la presencia de los indígenas en el
sistema político?, y ¿cómo reaccionan los actores políticos de la sociedad ecua­
toriana ante esra experiencia novedosa de participación indígena autónoma?

Finalmente, cabe destacar que una consecuencia del discurso indígena es
el acenro puesto en las 'nuevas identidades culturales' presentes en el país, fenó­
meno que plantea dos inrcrrogantcs adicionales: si es que exisren varias cultu­

ras, y más aun disrinras culruras políticas dentro de un mismo país, ¿cómo se
puede consolidar la democracia? ,Existe una compatibilidad entre democracia

y multiculruralismo?
Antes de entrar a reflexionar alrededor de estas preguntas será necesario

explicar tres aspectos relevantes que permiten describir la consolidación demo­

crática en el Ecuador y que definen el marco político en el que actúan los mo­

vimientos sociales: la transición democrática, el pacto enrre militares y partidos
políticos, y las características de la vida política ecuatoriana.

La transición democrática

La transición democrática en el Ecuador (1978-1979) es la primera del conti­
nente latinoamericano. A pesar de esto, no ha sido estudiada y en los primeros

Massal luli<e, "I ," proceso'- de movihz.icion de \0' grupo;, ÚlllCOS en el FllUJOt ¿haCIa una "O,:l~J,IJ
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cion.
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esrudios comparativos de los procesos de democratización en América Latina­
existe un vacío sobre el rema. Ésre no es el Caso del Perú, país cuyo proceso de
transición empezó en 1979 y rerminó en 1980, ni el de Bolivia, donde se ini­
cia en 1978 y demora hasra 1982.

Una primera hipóresis para explicar semejante ausencia de estudios puede
ser el hecho de que esta transición era percibida a simple vista como exitosa:
adopción de una Constitución por referéndum, una Junta Militar que había
reemplazado al general Rodríguez Lara como expresión de una dictadura debi­
litada, que facilitó el traspaso del poder al presidente Jaime Roldós en agosto de
1979. Esta percepción de un proceso exitoso se fundamentaba en la noción de
que la transición democrática 'acaba' con la organización de un proceso electo­
ral. Así, el supuesto éxito parece haber despenado poco interés teórico.

En los momentos actuales, se puede constatar que la consolidación demo­
crática en el Ecuador es insuficiente, sobre roda si se considera que éste es uno
de los países latinoamericanos políticamente más 'inestables' del continente.
Bajo esta perspectiva. se plantea la necesidad de analizar las relaciones causales
entre transición y consolidación democrática '.

Una segunda hipótesis consiste en resalrar el hecho de que la sociedad
ecuatoriana tiene más semejanzas con la de la República Dominicana que con
las de otros países latinoamericanos, por su grado de parrimonialismo. Por tan­
to, no entra en las ripologías propuestas comúnmente para los Estados latinoa­
mericanos. Así que no es factible comparar al Ecuador con orros países andinos
o del Cono Sur (O'Oonnell el. al. 1993). Existen esrudios que comparren es­
ra perspectiva y profundizan esta comparación (Conaghan y Espinal 1990).

2 Veúsc: O'Donnell. Guillermo; Schmirrer. Philippc c.; Whitehead, Laurence {edsl, Transitiomfrom Allf­

hontarien Rult : compararioe pcrsprctiuc. B11timort: and London, The John Hopkins Umvcrsiry Press

199] (}, cd.I: 190 p.; 'i de Jo.'> mismos amores: Tmnsníonsjrom Asahorunnan Rule. touunoe rOlld'IJÍlJIJ)

allout II!Iú'rtain demormrics, Bahonorc and London, Tbe John Hopkins Universiry Prl·>~ ]99] !'la cd.]:

~ I p.; Transuions fTom Allthorlt.lrÍtltl Ruie : Latrn Arn(TiC¡J, Bahimore y london, The john Hcpkins Uni­

vcrsirv Press 199J (2a ed.]: 244 P

J Sin embargo, el par.imcrro de la estabilidad como indicador de éxito de la consolidación dernocránca,

debe ser anahzado con (amela: si hay tst.{bllidad, ¿slgnifil:d necesariamente que la consolidación e~ corn­
plcl~? De la misma manera cabe cuesnonar a 1m par.imerrns que permiten definir una transi(ión como
't:lli[Qsa'. El debate sobre cstr punto se remire a la dificultad de analizar el paso de un orden polinco al

orro l¿.:u:índo empieza y acaba, cómo y por qué? En ese sentido, I()sconcepros de moderriizactón, de ce­
rahihdad política, o de 'crisis' son objeto de \'aria~ inrerpretacioncsi. O 'Dormell cr. al. prefieren diferen­
liar la dcrnocrariv ación y la liberalización de la soocdad. El status del proCtSO deddr.ll cu la rransicion
e.1 objeto de discrepancias, segllll la definición de la democracia (formal o 'rrummahsra' o bien 'susran­

cialisr:<')cs.:ogKb. LJ. percepción vusrancialisra pone el rnf¡sis en lo> Lamhim SOCIales, no ~ó)o en los pro­
ccdimienros institucionales.
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Los estudios que conciernen al Ecuador se centran en períodos posterio­
res (Isaacs 1991, Menéndez-Carrión 19')2) a los años 1976-1981. con pocas
excepciones. Una de éstas la constituye el artículo de Luis Verdosoro: "El siste­
ma de partidos políticos y la sociedad civil en el Ecuador" 1 el cual plantea un
análisis del proceso de democratización que permite entender la consrrucción

del sistema partidista y sus límites en términos de representación política. A tra­
vés de un enfoque histórico Verdesoro pone en relieve tres fenómenos: la crisis
de representatividad de los partidos (la de 1968 en particular). los antagonis­
mos enrre éstos y los movimientos sociales, y la mínima participación de estos
últimos (movimientos sindicales, estudiantiles, erc.) en el proceso de democra­
tización, situación similar a la de otros países andinos.

El pacto entre partidos y militares

En 1978. Enrique Ayala escribió:

"( ... Iranro la subsistencia de rasgos bcrcrogéneos en la estructura social co­

mo e! escaso robustecimiento alcanzado por e! Estado, dererminarían que

las crisis no se resuelvan al interior de! sistema partidista, sino por el arbi­

traje de la Fuerzas Arruadas?".

Lo notorio es que esa constatación sigue, en gran parte, vigente durante el pro­
ceso democratizador y después de veinte años de democratización.

La transición democrárica y el rraspaso del poder a un gobierno civil, es
decir a un parrido político, se fundamentó en el pacto erare partidos políricos

y militares que permite el mantenimiento de un estatu quo en cuanto a la dis­
tribución de las responsabilidades: el poder polírico penenece a los partidos.
mientras el Ejército mantiene un fuerte control sobre el manejo de l.i econo­
mía, aunque se aparee de la gestión directa de los asuntos económicos. Sin em­
bargo, por sus orígenes sociales los partidos tradicionales (Liberal y Conserva­
dor) y los que se conformaron en la década del sctcnra (Izquierda Democráti­
ca, Democracia Popular, ademis del Partido Social Cristiano conformado a
partir de 1951) dominan actualmente la escena política (Conaghan 1995). si-

Avala. F.. {//rIJa po/iút,¡)' IJ!'IgtJl de Íospartidas NI el lzcnador. Qui ro, (: EN 1')88 (4u cd.), j 71 p., p. 11.
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guen siendo muy dependientes de grupos de poder económico o de intereses

de algunos sectores empresariales exportadores (bananeros, camaroneros).
El Ejército ecuatoriano reivindica ser la institución representativa del 'in­

terés nacional' y del Estado (específicamente en la Amazonía, lo cual se expre­
sa a través del lema "El Ecuador ha sido, es y será un país amazónico"). A di­
ferencia de los Ejércitos del Cono Sur (Chile, Uruguay, Argentina), el Ejérci­
to ecuatoriano salió ileso del ejercicio del poder, no sufrió mayor descrédito,
debido a que ejerció una relativamente débil represión polírica en la década del
setenta, y sobre todo porque fue favorecido por la coyuntura económica del
auge petrolero. El papel del Ejército se definió por rechazar las privatizaciones
de las áreas estratégicas (la producción petrolera, la explotación y distribución
de los recursos naturales, el sistema educativo, cuyo funcionamiento en gran
parte es responsabilidad del Ejército, sobre todo, en la región amazónica). fi­
nalmente, las FFAA siguen gozando de una fuerte legirimidad por lo que apa­
recen en, cierta forma, como los 'salvadores' de la estabilidad política y del
proceso democrático, al mantener a los demás actores dentro de los límites de
la constitucionalidad (febrero del 1997). Según el pacro taciro que mantiene
con los partidos, el Ejército puede tomarse legírimamenre el poder para salvar
la democracia.

Pero cabe subrayar que ésta es una de las causas de la debilidad de los sis­
temas democráticos en América Latina. En este continente, el descrédito de los
ejércitos constituye la mejor protección contra el regreso a regfmcncs autorita­
rios (Herrner 1991). El hecho de que el Ejército ecuatoriano goce todavía de una
importame legitimidad como actor político y económico, implica que en el
Ecuador. ral protección ya no tenga vigencia. Así, en el discurso político ecuato­
riano, la Iglesia Católica y las FfAA figuran como las únicas instituciones legí­
timas. Semejame discurso nace en un contexto en el cual los conflicros revelan
la debilidad de la institucionalización de los procesos de debate polírico.

La vida política ecuatoriana

Las características de la vida política ecuatoriana, definidas por sus propios y
más diversos actores, son; primero, una cultura política que se caracteriza por
la ausencia de consensos; segundo, una alta conflictividad social, la cual provie­
ne según las autoridades gubernamentales de las organizaciones y movimientos
sociales que paralizan la marcha del poder y la reforma del Estado; y tercero,
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una falca de ética, de honestidad y de compromiso con el país o un somerimien­
ro a los intereses extranjeros'.

De hecho, la vida política ecuatoriana parece marcada por un desfase en­
tre dos fenómenos: una institucionalización incompleta de la vida política; y un
crecimiento de la representación política. que se refleja en el cambio de las for­

mas de acceso al debate político de sectores y actores que habían sido margina­
dos tradicionalmente. En ese contexto, se pueden destacar varias disfunciones

en el sistema político ecuatoriano.
En primer lugar, existe un conflicto interno al sistema legislativo. La pri­

mera causa de este conflicto es la 'fragmentación' del sistema partidista, que di­
ficulta la constitución de alianzas políticas. Esta fragmentación del sistema de
partidos no se manifiesta tanto al nivel ideológico o al nivel organizarivo, sino
al nivel de sus bases sociales, pues cada grupo o 'clase social' busca tener su pro­
pio representante. Las consecuencias de esta diversidad de partidos (en la actua­
lidad existen doce partidos) con muy pocas diferencias ideológicas son: los
'cambios de camiseta', las fusiones, alianzas y desapariciones de fuerzas políti­
cas muy efímeras, o cuya denominación cambia rápidamente. Esto impide un
debate político fundamentado en el intercambio de propuestas políricas origi­
nadas en un pluralismo político efectivo.

Al mismo tiempo se destaca una tendencia a la representación de figuras
nuevas a través de candidaturas 'independientes': hombres políticos que se ale­
jan de un partido, para figurar como 'independientes' (el caso de Sino Durán
Ballén en 1992 ilustra esta tendencia). Este último fenómeno tiende a aumen­
tar la dificultad de identificar 'ideológicamente' a los partidos. Los candidatos
independientes no pueden alejarse del sistema partidista, pues si quieren ser
electos, tienen que acceder a los recursos de un partido político. Además, en ca­
so de conseguir la victoria, deben gobernar fomentando alianzas con los demás
actores y partidos políticos. Por lo tan to , es limitada la posibilidad de que re­
presenren una 'alrernariva", o fomenten propuesras radicalmente diferentes de
las de los actores tradicionales. Estas candidaturas de personas que reivindican
estar 'fuera del sistema político' contribuyen a aumentar el número de actores,
lo cual no necesariamente implica un mayor pluralismo político.

La ley de participación de independientes tiene otra consecuencia. La re­
forma constirucional promovida por el mismo Congreso, en enero de 1996,
que aurorizó la participación de "independienres' (personas o movimientos) en

Ver en particular Ecuador, un prublemtl de gobemabdidJ.d. Quito 1996, CORDES-PNUD, 330 p.
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las elecciones populares, permitió la conformación de un movimiento político
que no se reconoce como 'partido': el Movimienro de Unidad Plurinacional
Nuevo País Pachakurik (MUPNPP). Éste pretende "representar a todos los que
no gozan de represen ración po lírica, los excluidos. los pobres". No obstante, el
hecho de que se abra nueva 'puerta' de enrrada al debate público, aunque exis­
ta una demanda de representación, no significa automáticamente que la pobla­
ción elija esta nueva opción. El acceso formal a una representación política es
un logro, pero las condiciones de acceso efectivo a la competencia electora! no
permiten a los movimientos independientes una participación equitativa con

los panidos políticos. De la misma manera que los candidatos independientes,
los movimientos siguen dependienres del sistema parridisra, y sus propuestas,
que aparentemente permiten ampliar la representación política, son 'limitadas'
por la forma y la lógica actual del sistema político. El cambio que pueden pro­
mover en el arnbiro político requiere de más tiempo.

En segundo lugar, una disfunción importante proviene del enfrenta­
miento que existe en rre el poder ejecutivo y el poder legislativo. Una de las
principales causas de este conflicto es la siguiente: la elección de los diputa­
dos se realiza conjuntamente con la primera vuelta de la elección presiden­
cial. Por lo tanto, el Presidente electo en la segunda vuelta no penenece ne­
ccsariarncnre al partido mayoritario. Dada la fragmentación del sistema par­
tidista, el pamdo del Presidenre nunca logra constituir una mayoría política.
y tiene que buscar alianzas con los demás partidos. Pero. por las razones an­
res mencionadas, esas alianzas son frágiles y efímeras, y cambian según el pro­
yecto de ley que está en debate. El Presidente tiene entonces que someterse a
la decisión del Congreso, o bien oponer su veto, lo cual dificulta la búsque­
da de acuerdos.

Una segunda causa del enfrentamiento entre poderes legislativo y ejecutivo
se debe a que existe una confusión en la distribución de responsabilidades y ca m­
percncias, pues no se ha definido una organización jerárquica de los poderes de
los diferentes actores. Un ejemplo que ilustra este vacío jurídico es el siguiente:
el poder de reforma de la Constitución pertenece a tres acrores: el Congreso. el
Presidente de la República (ésre úlrimo puede reunir una comisión de especialis­
tas o hien convocar una consulta popular), y la Asamblea Consmuvenre. Así en
1~97, esos diferentes medios de reforma constitucional fueron urilizados: una
comisión reunida por el presidente Fabián Alarcón (marzo-abril), una consulta
popular (25 de mayo), y una Asamblea Constituyente convocada por el Presi­
denre bajo la presión de 105 movimientos sociales (diciembre 1997-mayo 1998).
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En el Ecuador, como en orros países latinoamericanos, el recurso a la re­

forma constitucional es percibido como un iustrumenro importante, impres­
cindible, de cambio político, y/o de mayor 'gobernabilidad'. Pero no se define

exacrameute qué tipo de cambios se pueden producir mediante el proceso de
reforma constitucional.

Hay que mencionar que, en un periodo relativamente cono, un impor­

tante paquete de revisiones o reformas constitucionales está implemenráudose

desde 1992. Estas revisiones y reformas tienden por uu lado a incrementar el
poder de los partidos políticos al favorecer la constitución de fuerzas mayorita­

rias (por ejemplo: las reformas electorales de 1994 v de 1998 que eliminaron el
principio de representación proporcional de las minorías); y por otro lado, a
resrriugir y prohibir el derecho de huelga en los sectores públicos (en noviem­
bre de 1997 y luego en junio de 1998). Pero hay también leyes que son perci­
bidas como más progresistas: la susodicha ley de participación de independien­
tes, y el reconocimiento de la pluriernicidad y pluriculturalidad del Ecuador en

enero de 1996.
Desde la perspectiva de las elites políricas, el forralecimienro del sistema

partidista implica un mayor control sobre los actores sociales que cuestionan

abiertamente a los partidos políticos. A partir de esta percepción, las elites atri­

buyen la talra de gobernabiJidad del sistema y de la sociedad ecuatoriana a las ca­
racterísticas descritas en lineas anteriores: la falta de consensos, y sobre rodo una

alta conflictividad social. Esta visión se sustenta en una definición "instituciona­
lista' de la democracia, según la cual la democracia es el resultado de un equili­
brio y una armonía en la organización y el funcionamiento de las instituciones.
El papel de las elites políticas consiste entonces en mantener este equilibrio ye.s­
ta armonía. Para lograr este fin, sólo se debe recurrir a los cambios instituciona­

les y las reformas legislativas, que dentro de este discurso son los únicos cambios
que permiren conservar el buen funcionamienro de las instituciones.

Al conrrario, los movimientos sociales promueven un discurso que enfa­
tiza la necesidad de una 'democracia parricipariva'. Discurso que ahora es reto­

mado por los gobiernos desde mediados de la década del noventa, a través del
rema de la descentralización. Ese es uno de los cambios que han conseguido los
movimientos sociales, en especial, el movimiento indígena.

En una primera parte de este artículo nos proponemos explicar en qué
consiste este discurso, cómo se está aplicando, sobre todo, desde las organiza­
cioues indígenas; intentaremos mostrar cómo los actores indígenas buscan
cambiar las formas de representación política promoviendo nuevos actores co-
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mo sujetos políticos (las comunidades), y a más largo plazo, modificando las re­
laciones de poder.

En una segunda parre, reflexionaremos, a parrir del discurso de los mo­
vimien tos indígenas, sobre la representación de las identidades culturales y los
cambios que plantea esra nueva forma de represenración política al conjunto
de la sociedad. El principal desafío que surge al implementar una representa­
ción de los grupos érnicos. es el de la compatibilidad entre democracia y mul­
riculruralismo, Para entender en qué consiste este último problema, será nece­
sario un estudio de la pcrspccriva liberal: esta tendencia teórica comporta un
debate acerca del tema de los derechos po líricos, de la representación política,
de la ciudadanía y de la nación, elementos ahora cuestionados por los actores
indígenas.

Movimientos sociales y movimiento indígena: nuevos

discursos, nuevas formas de representación

La constatación muy difundida de que el retorno a la democracia coincidió, en
la mayoría de países latinoamericanos, con un declive de la participación de la
sociedad civil o de los movimientos sociales, planteó la necesidad de repensar
las formas de representación política y social. Los 'nuevos movimientos socia­
les' que aparecieron en la década del sesenta (movimientos sindicales, campesi­
nos, movimientos feministas, o de defensa de los derechos civiles) desempeña­
ron un papel irnporranre contra las dictaduras, pero su protagonismo ha sido
limitado durante la transición democrática y, hasta ahora, no han podido mo­
dificar sustancialmente la esrrucrura del poder ni las formas de alcanzarlo.

Duranre la década del ochenta, aparecieron (o se reconstituyeron a partir
de los anteriores) actores sociales que promovían nuevas formas de moviliza­
ción social, pero rambién de representación política, en fin, nuevas concepcio­
nes del cambio. Al modificar sus formas de acción y sus discursos lograron con­
quistar un espacio dentro de laarena política. Es el caso del llamado movimien­
to indígena en el Ecuador, que vamos a explicar más detenidamente. Sin em­
bargo, cabe resaltar muy hrevemenre la definición de los conceptos de 'nuevos
movimientos sociales' y de 'sociedad civil'. que son manejados tanto por los
propios actores como por los analistas. Esa definición ha cambiado a lo largo
de las últimas décadas, razón por la que será preciso definir cuál es nuestra pers­
pectiva al respecro.
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Desde hace unos quince años, la literatura sociológica, histórica, filosófi­
ca, y más recientemente, politologica, enfatiza el papel de los nuevos movi­

mientos o de la sociedad civil en la promoción de los cambios políticos y socia­

les, pero desde perspectivas distintas.

La sociedad civil (Cohen y Araro 1992, Dalron y Kuechler 1990) fue con­

cebida principalmente como un actor homogéneo que fomenta una oposición
al autoritarismo o a la dictadura, pero fue necesario investigar su papel en cada
sisrema político para poder definir sus caracterfsticas, sus componentes y sus
objetivos. Hoy en día. el concep(Q de sociedad civil engloba tanto a los parti­
dos políticos como a los movimientos sociales, actores civiles y militares, polí­

ricos y económicos, en fin, un sinnúmero de organizaciones y acrores distintos
por su forma de organizarse, sus propósitos, sus perspectivas sobre el poder y la
forma de alcanzarlo, En los actuales momentos, el objetivo de los actores socia­

les (las ONG, los movimientos sociales, los movimientos comunirarisras] ya no

es la conquista del poder, sino más bien la modificación de cierras componen­

res del debare político o de la cultura política dominante.
Los nuevos movimientos sociales por su parte, concebidos como los agen­

tes del cambio político, social y cultural, también han sido redefinidos. De

acuerdo a las realidades vigentes en las décadas del veinte al sesenta (y a las per­

cepciones sociales en ese entonces), eran catalogados como movimientos de
masa, como accc.es homogéneos cuyos discursos se conformaban en TOrno a
sus objetivos {torna del poder), sus formas de organización (guerrillera, sindi­
cal, revolucionaria), y su proyecw de sociedad (lucba de clase, construcción del
Estado-nación, proyecto de modernidad y desarrollo), de acuerdo al contexto
en el que luchaban (Touraine 1988). En cambio, hoy por hoy, se destaca el he­

cho de que los movimienros o actores de masa han sido sustituidos por actores
locales, que tampoco se proponen exclusivamente conquistar el poder político

para cambiar la sociedad nacional (hasta lo rechazan abiertarnenre)". En térmi­

nos organizarivos, estos movimientos pacíficos buscan ampliar su base social y
fomentar una articulación entre diferentes actores, aprovechando la 'dcsideolo-

6 La literatura sobre este lema es muy .lmp)ÍA, Véase: Mclucci, Alhcrm, "The ~ymboli( cb.dlenge u{ úJI\­

[tmpor,uy' social movemenrs" In: SO<l,¡j .\fOI'/'!I1I'll/ RI':;eflT(¡', Ncw York, cd. A. .\1aá. W'ínter 1')8'5,

'i2{41, pp, 789-816; Offe. ClJus. "Ncw social movcmcrus, challenging [he l)I)lJn(LH¡~'~ ,,1 institunoual
polines". In: JOrlalMOl'onmf Researd1, New York, ed. A. Mack, \X'ínter 1985, 52(4), ['p. 817-HúH. Véa­
se ramhréu Mcluccr, Alberco. Nomadsoftht' pl'rserlf, 5()1'1¡lIIlI(JVNfII'rJlJ and Imfj¡.'ldu,¡! fll'cds in [heco nicm­

pr!llli), SlJál'ty, Plllbdo.:¡lhv, Temple Umvcsicv PI'CSS, Ed Keane se ~kH l'JH'J, 2'5') p.; Touraine-, Alaiu

"Dccouvrir les mouvcmcnrs sooaux", in Chazel, Franrois. ArflOlI CUlll'CfU'I' et mouoancnt.. 50(/(/1/'<, París,
rur I'J')3, 2ó 7 p., pp. 17-3(].
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gización' de la lucha social, en un afán de autonomía respecro del poder políti­

co y de los actores parridisras o religiosos, pero sin aislarse de los mismos. Sus
discursos se orientan hacia nuevos temas: respero del pluralismo y de la diferen­
cia, compromiso con la autonomía y la descentralización; y su acción requiere
de Otras condiciones sociales: se propone ser cívica y pacífica. y sobre rodo, des­
pertar el interés y la participación ciudadana, y no exclusivamente lade un gru­
po movilizado estrechamente definido.

Hoy en día, una nueva. perspectiva merodológica se remite a una concep­
ción del movimiento social" como un actor plural, conformado por una varie­
dad de organizaciones dotadas de intereses propios, pero que se proponen de­
finir un objetivo común, un cambio social, cultural o político específico, que
permita que sus intereses sean reconocidos. Empero, un movimienro social no
solo es una agrupación de organizaciones buscando defender intereses puntua~

les, sino que se propone fomentar un cambio de las estructuras reales o menta­
les de una sociedad. Esto supone una movilización a largo plazo, y por lo tan­
ro, la conformación de una estrategia de movilización (en el sentido activo)
compuesta de: un discurso, una forma de acción, valores, percepciones, símbo­
los y comportamientos, o sea una cultura política propia.

Además, cabe subrayar que un movimiento social, que tiene como razón de
ser el fomentar un cambio social, debe definir identidades colectivas que permi­
tan lograr y mantener un fuerte nivel de movilización a largo plazo. Esta identi­
dad colectiva se construye en el proceso mismo de movilización. Un movimien­
to social se conforma con base en organizaciones existentes, rearticulando o
creando nuevos vínculos entre anotes sociales 'preconstituidos' (Obershal1 ]973,

Véase: l-al, Rord,¡ .Orl.indc. "Social "1ov<:nH;~m~ and poluic atpower in Lnin Amcnca". en Escobar, Ar­

turo y'Alvarcz, Sonia (edsl, The mllklTlg o/lOl"1lt1 movemellt m Lanu AmeriCiI ,. idl'lltlry. .<traregyand d,'I/IO­

mu)', Univ<:r)lt.\" otCalifonua - San la Cruz., San FranCISCo 1992, We~tvlew Prcss. 383 p., pp ..)05-.-~2');
Le Bot, Yvon. vrolmce de la moJrmlfr ni Amérique latine. indsanitr, sorih; et I"'IIVOIT, Paris. Kanhala.

C:--"'R,\ I 'l<).j. 2') 1 pages; R.ldcliff"e-, Sarah y \'(rcs,ood, 5 .. Rl'makmg tbenation, IdO/lIt] andpolines in La­
UI/ Amerím. I ondres , Roudcdge. 1996, I Sl6 p.; 1\1ouH<:. Chanral (cdl. D/lnfllSlVlH of mJlca/ dell/()(I"IIry.
pluTillrrm, cüizenslnp. communirv. New York, Verso. 19')2,23') p.; Slatcr, David,"New soculmovemenrs

and old polincal quesrions: Irlnlrlklll~ stare-socirrv rclations m Larin.America". In: !JU"fII,lriOTl,1! j()f(r­

¡lit! (1'ruimcai Ecanomv. New York, cd. A.F. Fernándcz, jrlhcno. vol 21(1), spring 1991. Pf> .)2-(11.

8 Véase- Morris. Aldon D.:,' Mac Clurg .\1uellcr, Caro! (cds}. [rontiers /TI JWlal mm'l'ment tI'fory, Neo, Ha­
ven & Londrec. Y;de Umvcrvuv Press. 1')92, JR2 p.; Klandcrmans. Ben; Tarrow. Sidncv C.; Kricsr.

Hansperer (eds). From ;{TJI('tUTf lo aaion, C()Tl/PilTÚ¡g socut] mol'emenl.< tlCTOH cnltnre«. lnremarional Soei:ll
Movemenr Research, vol.l , 1988, l.A!. Prcss L.T.D_. Grccllwlch, Connecricur (USA) & Londres, en

panicular: Klaudermans. Bcrt " TJrr<lw, Sidncv e .. "Mobilizarion JIl[() social movcmcntc. <;vmn"izing
eur"p<:an .md .imcrican ..pproachcs", pp. 1-32; MeluCCJ. Alhcrlll, "Cet1:ing involvcd, idenrirv and 1110­

luliv.uion III social movemenrs", pp ..'>29-)48.
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TilIy 1991); finalmente. al mismo tiempo que se moviliza, construye su propia
identidad. tejiendo su cultura política a partir de elementos comunes de la cul­
tura nacional, de elementos propios, y orros 'adquiridos' desde orros ámhiros (in­

ternacionales por ejemplo). Así, a pesar de su diversidad, los movimientos que
nacen en un dererminado país campaneo rasgos de la cultura política nacional.

Esta definición 'consrrucrivisra' permite abordar el diverso movimienro

indígena, como un fenómeno de construcción política de una "identidad indí­

gena' desde varias identidades culturales.
En el Ecuador, existen en el nivel nacional, seis organizaciones') que rei­

vindican una dimensión étnica, Desde este punto de vista, la CONAIE es la
más 'radical'. ya que se autodefine exclusivamente en referencia a la fisura étni­

ca como la representante de las 'nacionalidades y pueblos' del Ecuador. En es­

te sentido, quiere ser autónoma respecro de cualquier Otro actor social, políti­

co y religioso. No obstante, su base es diversa y amplia, tanto al nivel social co­
mo geográfico (la CONAIE abarca las rres regiones del Ecuador continenral. la
Sierra, la Costa y la Amazonia). Su diversidad también se debe a que cada or­

ganización miembro, al nivel local, define su estructura: centro, federación.
cooperativa, etc Varios elementos 'externos' también han conformado la cultu­
ra política del 'movimiento indígena' en el Ecuador. Por ejemplo, el origen
campesino de la movilización social indígena es irnporranre. ya que influyó en

muchos aspectos del discurso (reformas agrarias, reivindicaciones locales de ac­
ceso al crédito agrícola, control del sistema de distribución del agua, erc.). Tam­

bién cabe subrayar la influencia de las organizaciones sindicales campesinas y/o
religiosas (FEI, FENOC) y de los partidos po líricas de izquierda (PCE, PSE y
sus diversas ramas) en la movilización indígena (Almeida 1990, Charver 1991,
León 1991, Guerrero 1993).

A continuación, buscaremos definir, a través del análisis de las prácticas,

y sobre todo de las reivindicaciones actuales, la orientación del cambio que el
movimiento indígena puede promover.

Prácticas y reivindicaciones indigenas: ¿!Jilcia una representación autónoma:

Llama mucho la atención el hecho de que, tanto a rravés de los discursos como
de las prácticas, las organizaciones indígenas han conquistado un espacio polí-

'1 Adcrnds de la CONAIE : la FE!. L1 FE1E, 1.\ FEINF" la FENOC y la FENOCI.
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rico desde el cual reivindican una representación poltrica propia. Este logro em­
pezó a concrctizarse en 1996, con la elección de 8 dipurados y unas setenta au­
toridades locales. Reconocimiento del Estado plunnacional, derechos colecti­
vos, descenrralización, democratización, son cuatro palabras clave del discurso
del movimiento indígena (al nivel 'nacional') desde entonces.

Según la terminología de la CONAIE, exisren unas 10 'nacionalidades'
indígenas. A una nacionalidad pertenecen vatios pueblos, éstos, a su vez, se
componen de comunidades. El artículo 84 de la Constitución reconoce y enu­
mera los derechos colectivos de los "pueblos que se aurodefinen como naciona­
lidades con raíces ancestrales" (arr. 83). Pero en los discursos más recientes (des­
de 1998), la comunidad constituye el principal acror 'ejecutivo' del fortaleci­
miento de la organización indígena, o sea el ente político, administrativo y eco­
nómico que debe ser reconocido por las autoridades gubernamentales como un
nuevo sujeto polírico.

Al nivel nacional, la representación es legislativa pero también 'ejecutiva'.
En abril de 1997 nació el Consejo de Planificación y Desarrollo de los Pueblos
Indígenas y Negros (CONI'IADEIN), que se convirtió en Consejo de Desa­
rrollo de los Pueblos y Nacionalidades del Ecuador (CODENI'E), y se fortale­
ció en diciembre de 1998, al constituirse como Secretaría Ejecutiva del gabine­
re presidencial. El CODENI'E debe ser un interlocutor directo y propio, den­
tro del Estado, de las organizaciones indígenas. encargado de definir las políri­
cas de desarrollo específicamente dirigidas hacia los 'pueblos indígenas'. Su bra­
zo ejecutor, la ONG I'RODEI'INE, está financiado por el Banco Interameri­
cano de Desarrollo (BID) y el Banco Mundial.

I'RODEI'INE debe atribuir a las uniones de comunidades (dotadas de
personería jurídica) la responsabilidad para la ejecución de proyectos locales de
desarrollo (las comunidades aisladas no pueden, en principio, acceder a tal res­
ponsabilidad, lo cual provoca bastante descontento cuando alguna de ellas se
siente excluida"). Así, la unión de comunidades representa el organismo recep­
tor y ejecutor de proyectos de desarrollo, bajo el control de la organización so­
cial indígena. Esto debe consolidar la representación en torno a los pueblos y
nacionalidades, que tienen que adquirir una capacidad organizariva suficiente
(mediante el proceso de reconocimiento y fortalecimiento de las comunidades

10 X Congreso de la FIel, "Por ln Unidad:' la ldcnudad de los Pueblos Kichwa, de lrubabura". 2!l-JU de
,"lg(l~r(l de 1')')'), (;uab'aqui. lmbabura.
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o uniones de comunidades), para lograr derecho a voz y VotO en las asambleas
de sus organizaciones".

El papel de las organizaciones locales (miembros de la CONA1E) consis­
re en controlar laejecución de los proyecros, y ser intermediarias entre la Unión
de Comunidades y cada comunidad, así como también entre la Unión de Co­

munidades, y la Junta Parroquial, otra entidad administrativa por definirse que
constituye pane de la planificación de los proyectos de desarrollo local. En es­
te contexto se impulsa un doble proceso: por un lado, se fomenta la reorgani­
zación de las comunidades. a fin de permitir que sus autoridades propias ejer­
zan mayores responsabilidades, especfficarnenre judiciales; por orro lado, se
busca modificar las autoridades locales exrernas, por ejemplo se promueve la
desaparición del 'teniente político' para favorecer la elección de la juma Parro­
quial al nivel local.

Se puede destacar una dinámica ambivalente: coexiste una demanda de
mayor democratización del poder y de descentralización de los recursos, con la
exigencia cada vez más oficial de un control directo de la CONAIE sobre el
CODENPE, al autodefinirse esla primera como la única organización con le­
gilimidad para nominar los directivos del segundo.

A'IÍ, el cambio de la representación polírica constituye a la vez la principal
preocupación de las organizaciones, y una realidad actual que es difícil de in­
lerprelar todavía. Pero, las reivindicaciones de la CONAIE van más allá de una
simple transferencia de poder y de recursos.

Al pedir el reconocimiento de pueblos y nacionalidades, es decir, el reco­
nocimiento del Estado ecuatoriano como Estado plurinacíonal, las organizacio­
nes indígenas se proponían, al principio, permitir a los grupos que se reivindi­
can como 'distintos' en lo cultural y social, recuperar o practicar sus lenguas,
usar su traje 'tradicional", conservar una forma propia de organización y de so­
cialización en las relaciones económicas vigentes en el campo y en los espacios

11 No existe una reprcscutacion Igual u cqurrauva de los pueblos, por ejemplo dentro dé la FIel. Esto ~e

debe ..1 hecho de qUé la elección de los reprc.<,entamo;:~ de la FIel, que no alcanzamos a de:Krihjr aquí.

no obedece a un princrpro de 'representación proporcional" de: los diferentes gruP()~' sino más hien a re­

des tejidas entre cada comunidad r la urgaruzación p.HJ asegurar 'tal candid.uo' ¡.1;\ra [al puesto, Los gru­
po_, que no gOh\n de sufkicntc capacidad Je otgauuac.ión no nenen Ilmguna oportunidad de pr~5en[;H

un candidato. r,sw e~ [avorccido coucreramcnre por la distinción cntrc He.' tjP()~ de llll ir,dos: lo, invi­
[ado~ espcci«le-, (dJrlgellte:~ nactonalc, dé 1:1 CONAlr), los invitados o!ILialt;, [repte..cnranrc , d~- umo­
ne~ de COll\lI111J<1d) v lo, delegados, quc pueden ser p~TmllJ," 'rmportanres" pero que no son pJ.rlt de 1,1

dir¡~';c:rKia o de: las redes de: la dirigencia. Así. los invitados otlc"l;lle~ nencu derecho ;l voz v n"HO. nncn­
rras lil<' delegados no tienen derecho ni J. voz ni ,1 voro
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de convivencia social. aspectos culturales que se han mantenido en pane, pero

que han sido también objeto de reinvenciones. Se trataba principalmente de
obtener cierto respeto a distintas identidades culturales que se han mantenido
(con adaptaciones)' y de conseguir mayor respeto hacia los individuos pertene­
cientes a esas culturas como seres humanos dorados de los mismos derechos in­
dividuales que los demás ecuatorianos. Los actores fundamenrales de esra lucha
eran las organizaciones indígenas.

Al obrener el reconocimiento de la pluncuhuralidnd y de la pluriernicidad
del Estado en enero de 1996, y de "los pueblos que se aurodefinen como na­
cionalidades" (arr. 83) en la Constitución de junio de 1998, las organizaciones
han logrado importantes cambios, al menos en un plano consritucional. Des­
de entonces, las reivindicaciones se han orientado más abierrarnenre hacia la
'democratización' y 'descentralización del poder y de los recursos', reivindica­
ciones que en los momentos actuales no son exclusivas de los indígenas, sino
que perrenecen al conjunto de la sociedad ecuatoriana.

Para las poblaciones indígenas, en especial para las comunidades, la des­
centralización debería permitir mayor conrrol sobre las políticas de desarrollo y
los recursos adscritos a los municipios por ley; mienrras la democrarización
(que implica a la vez la elección de autoridades, que en la acrualidad son nomi­
nadas desde el ejecutivo, y laaperrura de las condiciones de acceso a la compe­
tición política) favorecería el acceso al debare público local, medianre una par­
ricipación con representantes propios.

En la práctica. estas reivindicaciones se enfrentan con bastantes obsrácu­

los. En primer lugar, la parricipación política direcra y aurónoma necesita cua­
dros y dirigen res formados, y rniliranres capaces de establecer vínculos con las
comunidades. A veces no exisren esros cuadros, inclusive en periodo elecroral
(año 1998), o no tienen la formación necesaria para cumplir con sus cargos. En
segundo lugar, las redes clienrelares de los 'caciques' locales siguen vigenres, y se

manrienen estructuras de control de la población comunitaria por parte de los
partidos políricos', También persiste cierro racismo, raciro o callado, pero real.

En tercer lugar, se suman las dificultades legales y presupuesrarias de los movi­
miemos sociales derivadas de la ley de partidos políricos. Según esre cuerpo le­
gaL Jos movimientos sociales están excluidos del apoyo financiero estatal, mien-

12 Es m.is. el conuol estrecho ejercido por las organizaciones w<.ill~~ im:bg<;n,¡~ sobre las comunidades {UJ­

rno "'~ ",1 r.rso de la He[ re'ipecrn;¡ LIs comunidades del cantón Orava]o que pretende abarcar}. no pn­
mnc nn.r vot.nx.m libre. svcrcra, y IlO F.l\'orec!;' un acercanucn to personal de 11>' JiTibenll'~ h.lli,l una Of

S'lnI/JCI\-)J)" Ul1 movuntvnto que 110 eSIl: 'reconocido' en [al o cual área.
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tras los partidos reciben una ayuda económica proporcional al número de re­
presenwntes obtenidos en las elecciones, de acuerdo a cada tipo de contienda
(elecciones para diputados. concejales, alcaldes, etc). Esta Ley desequilibra la
competición electoral. Por otro lado, las leyes nacionales fortalecen el anclaje de
los partidos tradicionales. A esta problemática se suman el analfabetismo, aún
significativo en este país, y la falta de información sobre los procesos elecrora­
les (modos de escrutinio) que impide una elección consciente y libre por parte
de la población.

heme a estos obstáculos, las respuestas son diversas: a menudo se percibe
cierra frustración. un desencamo. hasta cierra apatía de las poblaciones, mientras
crece un alejamiento de la dirigencia en relación con sus bases sociales, tornen­
randose divisiones en las organizaciones y enrcc laorganización social y el movi­
miento polírico, Esre contexro, en algunos casos, induce a las comunidades a des­
confiar de 'sus' organizaciones y preferir huscar por si mismas, mediante redes so­
ciales, un apoyo externo de origen político. o directamente desde una ONG fi­
nanciada por organismos internacionales. Pocos son los dirigenres que logran
movilizar su comunidad para conseguir por la 'lucha' (aunque sea un simple en­
frernamienro con la administración) un rnejorarnicnro de su nivel de vida.

¿Cómo entonces, a pesar de todos los obstáculos que acabamos de descri­
bir, los indígenas han logrado participar directamente en las elecciones de 1996
y de 1998? A corro plazo, una coyuntura especffica!', marcada por una volnn­
rad propia del Congreso de favorecer ciertas reformas constitucionales del sis­
tema político, perrnirió concretizar la formación del tvfUPNPP. A mediano pla­
zo, desde el año 1994, las relaciones con otros movimientos y organizaciones
(organizaciones ecologistas y feministas, sindicatos públicos) se orientaron ha­
cia la búsqueda de una alianza, que conforma la base del Mcvirruenro de Uni­
dad Plurinacional Pachakurik Nuevo País. Denrro de la CONAIE, la nueva di­

rectiva electa en diciembre de 1993 empezó en ronces a hablar de una parrici­
pación política directa como la única estrategia valida para "conseguir un cam­
bio en este país'" l. Esta nueva posición rompe con el rechazo de la CONAIE a
participar en el 'sistema político', que se había manitesrado por el boicot al cen­
so nacional en 1990 y a las elecciones generales en 1992.

I.~ En el ano 19,'\(" 1con l-cbre-,Cordero Jlrop\l~O una n-lorrna ,l favorLit 1,1 parucipacron de 1m indepcn­

dientes en Ll~ elcccrouev, medranrc una consulta popular, pero L\ proplKMa fue Jü:ll.uadJ (TSJ:..). En
1:,l\)(,. la rckuma fue promovida dentro del Congreso.

14 tlltrnj~U con l ui, Macas. 24 sepciernbrc de 1')97.
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A mis largo plazo, los cambios políticos y sociales, conseguidos sobre [O­

da a partir del 1978, han permitido modificar en parre las represen raciones de
los actores sociales y políticos, respecto a los movimientos indígenas. Sobre ro­
da, desde el levanramiento de 1990 se puede constatar una deslegitimación de
los discursos racistas y de las formas más evidentes de ostracismo, de segrega­
ción o de maltrato hacia las poblaciones indígenas. En el nivel jurídico y cons­
titucional, los cambios obtenidos en 1996 y en la Constitución de 1998, que
consagran la lucha de la CONAIE, así como la ratificación en abril de 1998 del
Convenio 169 de la OIT sobre los Derechos de los Pueblos Aurócronos y Tri­
bus en los Países Independientes. constituyen logros formales importantes, que
además otorgan mayor legitimidad política a la forma de movilizarse, organi­
zarse y aurodefinirsc de los pueblos indígenas.

La CONAIE se propone fomentar una representación polírica exclusiva­
mente indígena. Este proceso empezó desde la conformación del MUPNPp,
que muy pronro (noviembre de 1997) se dividió entre el Movimiento de Uni­
dad Plurinacional Pachakutik, MUPP (conformado por la CONAIE y la Coor­
dinadora de Movimientos Sociales), y el Movimiento de Ciudadanos por un
Nuevo País (MCNP). A pesar de la alianza electoral que se realizó en 1998, es­
ca división, y las de la misma CONAIE, ilustran una 'ernización' de la estruc­
tura del movimiento, desde la CONAIE. Fenómeno que se reproduce en las or­
ganizaciones locales. como por ejemplo en la propuesta del grupo dirigente de
la Federación Campesina e Indígena de Imbabura según la cual la organización
debería adoptar el nuevo nombre de 'Federación de los Quichuas de Imbabu­
ra', este cambio fue perceptible en el décimo Congreso de la Federación, en

agosw de 1999.
También se da una centralización política dentro del movimiento políti­

co MUPI~ que se podría convertir en un partido político (su primer congreso
se realizó en agosto de 1999). No solo la estructura sino también el discurso, la
'filosofía', del MUPP se orienta hacia una reprcscnración de los indígenas por
Jos indígenas exclusivamente", dado el presupuesto cada vez más difundido de
que solo los indígenas pueden entender, y por tanto representar a los intereses
de los indígenas (ésta no es una tendencia propia de los actores indígenas, pe­
ro refleja cierta 'fragilidad' que puede llevar a cierta auromarginación. que pue­
de romper con el propósito inicial del MUPNPP).

1') Enrrcvrsta con OSCMChau. diputado alterno de Nina I'acan. llJ de agosto de ]'l'J8.
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Tanro en la CONAIE como en el movimiento político, lo que se forrale­
ce es el poder de un grupo (los quichuas de la Sierra) sobre orros grupos indí­
genas, enrre los cuales hay fisuras políticas cada vez más importantes debido a

su situación socio-económica, a sus intereses y a sus objetivos muy distintos

(siendo los shuaras de la Amazonia el principal grupo comperidor). Esros gru­
pos están luchando por e! canrrol de los proyecros de desarrollo dirigidos hacia
los pueblos indígenas, pero no todos tienen la misma capacidad de moviliza­
ción, organización y decisión que el Consejo de Desarrollo de los Pueblos y Na­

cionalidades de! Ecuador (CODENPE).
Así, el 'movimiento indígena' no ha logrado articularse eficientemente y a

largo plazo con otros actores, ni tampoco ha podido sobrepasar la dimensión
'étnica' de la movilización, que más bien parece agudizarse desde las elecciones

de 1998. Por lo tanto. no ha sido capaz de despertar" un interés duradero o una
participación ciudadana amplia respecto a sus afanes de cambio social, cultural
y político; lo cual delata nuevos y consistentes limites en cuanro a su participa­

ción en el proceso de democratización, tanto al nivel electoral, como al nivel de

movilización y de convocatoria social.

Ciudadanía, democracia y nación

Sin embargo, el discurso de las organizaciones indígenas en torno al reconoci­
miento de derechos colectivos (enumerados en la Constitución de junio de

1998: arr. 84) yen torno a su voluntad de represen ración política propia, por
medio de una participación directa y autónoma, plantean bastantes desafíos a

la concepción liberal de la democracia que se ha difundido en América Latina.
El liberalismo supone una represen ración política fundamentada por un

lado en los derechos individuales, los cuales deben ser estrictamente iguales, y
por otro lado en la 'libertad' del sujeto político. La democracia se fundamenta
en el principio liberal de los derechos del individuo, es decir en una ciudadanía

'liberal', mientras el mulriculrutalismo se fundamenta en la representación P'>

j 6 /\1 nivel electoral, ~e nora por lo que e! ,\llJI'\:PI~ q\l~. logró ser la tercera Fuerza nacional en el 19<)(1 (,1.1

cand.d.uo. l-, Lhlcrv, (OmigulO 20% de los votos validos}. solo llegó J ver la quinfa fuerza en 1998 CI' F
Htlcts uhtnv o [,\11 solo léll')o'l) de la vor.n-nin}. Cu-rro es, qlK las rcform.e, dléltorak~ de! 1998, qUl' "l'

aplicaron en cxra contienda. penudrcaron JI movunicnro. Perosu descrédito. debido ~I encarcelamiento
de rrc..~ ro:prl·~t'nt'lnre~ indigen,\, dclmovimicnro en .zhnl de 1997, por corrupción. a~i lllTllo "U, divis¡o­

nc<:' JdlCl':llClas orgalli/.:Hiva.' le qUlt<lroll bastante apoyo, e.pecialmenre Je 1m mOVlllllCIHOS urbanos.
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lítica de las identidades culturales, y por tanto en el reconocimiento de 'dere­
chos colectivos'.

Nos remitiremos a la concepción liberal de la democracia, los derechos y

la ciudadanía. Esra concepción, sin embargo, no es unívoca, lo que implica am­
pliar el análisis abordando el tema desde una visión más histórica, enfatizando
la relación entre Estado, nación y culturas. La consistencia entre democracia y
muhiculruralismo depende de la concepción de la democracia, pero también de
la nación a la que uno se refiere.

Democracia, derechosy ciudadanía

El problema de la consistencia entre la democracia y el multiculrurahsmo. plan­
tea entonces el de la definición de la ciudadanía". WiJl Kymlicka" muestra có­
mo la ciudadanía puede ser ampliada para integrar a nuevos grupos, a Jos cua­
les se otorgan ciertos derechos colectivos, relegnirnando tamo la ciudadanía co­
mo la identidad nacional, Cabe subrayar que su teoría se fundamenta en el es­
tudio de las democracias anglosajonas (Estados Unidos, Canadá y Australia);
por lo tanto, muchos términos que fundamentan su análisis (en especial los de­
rivados de la distinción que Kymlicka propone enrre 'grupos étnicos', corres­
pondientes a inmigrantes, y 'minorías nacionales', correspondientes a las pobla­
ciones autóctonas) no son transferibles al caso ecuatoriano. En el Ecuador, las
poblaciones aurócronas rechazan el término de 'minorías nacionales' y se auro­
definen como 'nacionalidades' y 'pueblos'. En términos teóricos, lo más conve­
niente es definirlas como 'grupos étnicos', remitiéndonos a la definición que
propone Fredrik Barth'".

J 7 j\1 nivel rcorno. [a discusion en rérminos poli rológjcos sobre las relaciones entre mulncul rurahsmo .1"de.

mOUJCl'l. Ví.l el rOllC<;'p(() de ciu.j.idaufa. es rodavía incipiente. El enfoque. en términos mj~ bien filosó­

ficos, ha «do el de UI1,l nueva COIlC<;'P(lÓI1 de [a justicia. Los debates se centran en la concepción filosó­
fica del lndrv.duo. de Id Cuirura o del Bren. Además, uo hay muchos estudios compara(lvo~ de sun.nio­

nc-s nacionales donde se plantee un contlic¡o entre difen-mcs concepciones de 1.1 reprcscmacion política.
menos .H'1n fncra del 'mundo occrdenta]'.

11' Kvmlicka. Will, e/l/JaJ,mia nJlllt"ultural. Barcelona. Paidos l'}')Ú: 30,1 p.

1<.) Banh. Prcdrik. "Les grl/llpes ethmqucs a /t'IIrs.frol1ri~ret. En; Pourjgnat, Plulippc \' Srre:lff-Rcnact, [ocelv­
nc. ! !leor"" de (efhuimi [suui de), Panv. PUF 199'): DO p. La ohra original fue pcblrcada en d 1969:
..rr¡'IIÍf !,rillllJar:es rhe s()(I,dorg,nllz.luoll o/tu/rure dIJJ~rella"" Esta definieron w: [undame-n ta en 1.1 idea

_egún L\cual lo, grup'" ~c define:11 por una cultura cuva .., fronn-r.r, cambian de acuerdo a 1.1., e\(l'ar(:~ia~

ck- 1(1'i mismo- (asmulación. afirmación. reconocimiento político).



El origen de la reflexión 'rnulriculturalista' tiene que ver con la ausencia
de una teoría de los derechos de las minorías. En la década del cincuenta, la
concepción liberal vigente percibe a los derechos humanos universales como
derechos individuales. Esto se debe al temor (en el contexto de posguerra) de

que el reconocimiento de derechos de 'grupo' permita mayor discriminación
política y social. Promover los derechos individuales era una forma de favore­

cer la integración de los individuos en cualquier sociedad, sin importar su ori­
gen, su filiación religiosa, política, etc. Sin embargo, los Esrados y los 'teóricos'

liberales, se dividieron en sus posiciones con relación al problema de tomar en

cuenra o no las diferencias de color. Algunos optaron por una política 'ciega en
materia de color', otros por políticas de asimilación forzada, otros en fin por

políticas de acción o discriminación positiva. La consecuencia fue que la mayo­

ría de países cambiaron de opción, eligiendo sucesivamente cada una de estas

políticas.
La ausencia de una teoría de las minorías constituyó el incentivo para una

nueva reflexión filosófica, pero también polirológica, jurídica, sociológica e his­
rórica sobre la democracia, la cultura y la nación. Esta reflexión denominada
'multiculturalista", tiene tres características fundamentales: 1) Es una 'reflexión
teórica' sobre una realidad concreta, también llamada "multiculrural": (a herero­
geneid3d sociocultural de los Estados y sociedades. 2) Esta reflexión nace de la

síntesis entre varias corrientes teóricas, que se percibían como opuestas: comu­
nitaristas y liberales (o colectivistas-individualistas. .. ), aunque ninguna co­
rriente está exenta de discrepancias internas. 3) Es una 'propuesta política' que

apunta: por un lado, a 'integrar' los grupos culturales mediante una represen­

tación política, y por otro lado, a 'gestionar' los conflictos sociales que nacen de

la heterogeneidad cultural y social, La perspectiva subyacente es integrar para

desarmar potenciales conflictos. Una dimensión más filosófica y quizás más
'rnilit.m re' de la teoría mulriculrural es la de conceprualizar la forma adecuada

de defender los derechos de las minorías nacionales en los Estados liberales,
promoviendo otras concepciones de justicia.

En una perspectiva que sigue siendo esencialmente liberal, pese a que in­
tegre e1emenros de la reorta ccrnunitarista, \XTill KymlickJ. se propone demos­

rrar que el reconocimiento de los derechos colectivos es parte de la tradición li­
beral y no contradice los derechos humanos individuales, siempre y cuando se
definan muy claramente los límites de la 'tolerancia liberal'. El problema enron­

ces es permitir que coexistan los derechos (colectivos) de fas minorías con los
derechos humanos individuales (igualdad y libertad individual).
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Según Kymlicka, los derechos colectivos reivindicados por las 'minorías
nacionales' son de rres tipos: derechos de auwgobierno, derechos poliémicos
(apoyo esraral al grupo median re políticas públicas), derechos especiales de re­
presenraciórr". Al analizar cada ripo de derechos, Kymlicka esboza una teoría
de la jusricia fundamenrada en la siguienre paradoja: "se deben resperar las for­
mas culturales distintas permiriéndoles proregerse del conjunto de la sociedad,
reforzando su identidad propia, siempre y cuando una culrura permita a sus
miembros salir librernenre de ésta, elegir la culrura y el modo de vida que les
parezcan más convenientes para sí mismos, en arras palabras, si es que una cul­
rura respera el principio liberal de la autonomía individual".

La perspectiva mulriculrural de Kymlicka riene como objetivo 'inregrar'
a las culruras sin desrrui rlas. esto es, permitirles acceder al debare público, a
la roma de decisiones en cuan ro a su desarrollo o su bienesrar. Se refuerza en
el hecho de que las minorías buscan su integración en el conjunto de la :'0­

ciedad, pero sin dejar de reivindicar su identidad cultural propia. Por lo tan­
ro, apoya a los dos tipos de derechos colectivos que, a su parecer, favorecen
tal propósito: los 'derechos poliérnicos' y los 'derechos de represen ración es­
pecial'. Los primeros permiten que el Estado elabore políticas públicas a fa­
vor de ciertos grupos, que entonces reciben una atención especial, mientras
los segundos permiten diseñar las modalidades de una representación políti­
ca de los grupos, permitiendo su participación en la toma de decisiones: Aun­
que la dificultad consiste en saber quién puede representarlos y de qué modo
deben ser electos los 'portavoces' para garanrizar represenrarividad frente a 'su'
grupO.'I.

En cambio, el derecho colecrivo de aurogobierno opone una dificultad a la
teoría de Kyrnlicka, al permitir que una minoría cree una sociedad paralela per­
manenre. El autor es consciente de que la visión 'liberar de la cultura que él pro­
pone no puede imponerse a rodas las culturas, y busca definir los límites de la
tolerancia liberal hacia culruras 'no-liberales'. Pero no puede definir la acritud
'justa' hacia culturas que no respeten los principios liberales al prohibir a sus
miembros la salida de 13 cultura o la libertad de elección, y que fomenten una
diferenciación permanenre dentro de la sociedad liberal. Aunque Kymlicka pro­
mueva el respero hacia la diferencia cultural (subrayando que ninguna sociedad
es totalmente liberal, ni roralmenre 'no-lihcral'] y sugiera una reflexión jurídica

2(J Kvmlick.i, \'Vll1; ClUdadrll/l,¡ II/ld/lm/Ilml!. op. (JI, p. 4)-')')

21 lhid.. cap. 7.
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(apoyándose en el derecho internacional público) sobre las relaciones enrre una
'minoría nacional' y el Estado en el cual se inscribe, esro plantea un problema:
¿cuál puede ser la base social de un Estado en el que varias sociedades rengan su
propio gobierno? ¿qué es lo que 'une' la sociedad o el Estado 'plurinacional'"?

La respuesta de Kymlicka consiste en argüir que solo se puede crear uni­
dad social en un 'Estado plurinacional'. tal como Canadá, (esto es, una demo­
cracia liberal) que goce de un fuerte sentimiento de identidad nacional. Lo cual
demuestra los límites de su teoría: la mayoría de 'Estados plurinacionales' no
son democracias liberales occidentales, y no se pueden apoyar en un proceso de
construcción nacional sólido, que permita elaborar una identidad común sobre
las identidades particulares. Según el autor, esto impide aparentemente, la
construcción de una referencia común, y por ende de una ciudadanía donde no
hay una identidad nacional potencial o suficientemente constituida.

La concepción de la ciudadanía a la que se refiere Kymlicka es de Índole
liberal, es decir que se fundamenta en los derechos individuales. Pero Kymlic­
ka trara de demostrar que una 'ciudadanía diferenciada(basada en derechos co­
lectivos) no es 'anrilibera]', sino que permite una mayor integración de los gru­
pos culturales en el conjunto de la sociedad, y que éste es un 'derecho' de las
minadas nacionales (esto es, las poblaciones aurócronas) que han sido injusta­
mente privadas de los beneficios de la democracia.

En su percepción, el imponer una ciudadanía liberal a cienos grupos que
rechazan ser absorbidos culruralmenre, solo puede radicalizar los conflictos so­
ciales. Por tanto, con el propósito de gestionar (y evitar) el conflicto sociocul­
tural, Kymlicka apoya una 'ciudadanía diferenciada', libremente electa por el
grupo. Señala que, lejos de fomentar mayor división social como lo temen cier­
[OS teóricos liberales (Glazer, Calsron, Walzer), esto permitiría revalorizar la
ciudadanía inclusive para los individuos (y los grupos) que ya gozan de este de­
recho pero no lo utilizan y no lo valoran, y que favorecería la (rejconsrruccion
de una referencia común, la misma que solamente será aceptada si es que se
permite al grupo seguir identificándose como grupo 'x' (portorriqueño, inuir,
erc.] antes (o a la vez) que americano o canadiense.

22 Para Kvrnlicka, este rérmmo dc_~igna simp!cmcJl[e nn Estado 'Tllullicn]mral' en b~ hechos. ,'.\ decir, he­

rcrogéneo social y culruralrnente. v no una forma pollnca definida: micncrus el Estado rnulricultura] de­

~ign,Hía un Estado hmdamenrado en la rcona de la jllsriu.¡ de IJ:' nunonav. l-..'¡;l dctj nición no c'> adc­

cuada parJ uucrprcrar las reivindic.ictoncs mdrgenas en el Ecuador, una d", J.l\ ru.rlc, cs justamente el
'ht<IJU plurinaconal'. que a pesar de ser 'una realidad' según las organizaciooes (~, t':itl' criterio no es

,l«(;'fl(,ldo flor el ~onillnto de JJsociedad} no e~ reconocida como [orrn.r rLlUW:J en .:1 ~_cllad(lr.
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Ya señalamos que la principal dificultad a la que se enfrenta Kymlicka, co­
mo él mismo lo reconoce, es explicar qué vínculos unen a la genre en un 'Esta­
do plurinacional'. Esre lfrnire proviene en pane del enfoque 'occidentaiista' de
su teoría pues, como lo subrayamos al principio, se fundamenta en las realida­
des occidentales (con una excepción, al estudiar el sisrema de los millet en el
Imperio otomano). Las realidades latinoamericanas no son evocadas, a excep­
ción de dos referencias muy puntuales a Brasil. La realidad ecuatoriana, por

ejemplo, aunque en algunos aspecros puede parecerse al modelo teórico de
Kymlicka (en cuanto a la definición de los derechos colectivos) es roralmenre
distinta a la de las democracias occidenrales aludidas.

Sin embargo, es importanre señalar que este auror plantea la posibilidad
de que una visión histórica y comparativa perminrta en parre responder a esta
problemarica. y completar la resis propuesra; es decir, mostrar que la integra­
ción de lo-, grupos culturales disrincos (minorías nacionales) en una sociedad
democrática liberal, respetando y apoyando su diferencia cultural, no tesulra
'ami' o 'no-liberal'. Esto implica referirse más específicamente a la concepción
liberal de la relación entre Estado, nación y culrura.

Estado. nación y cultura

Si bien el mulriculruralismo se fundamenta en una recria liberal de los derecbos
de la ciudadanía y de la democracia. esta concepción liberal actual es distinta a
la de principios del siglo. El liberalismo no es una teoría unívoca en el tiempo
yen el espacio. La tradición liberal inglesa y francesa, y la tradición americana
no son totalmente idénticas, sus raíces son distintas. Las fisuras entre estas tra­
diciones se construyeron en torno al concepro de nación (y de nacionalidad) y
a las formas de construcción política del Estado.

Kyrnlicka subraya en primer lugar que, hasta la segunda guerra mundial,
el "debate liberal estaba marcado por una preocupación por las minorías na­
cionales", especííicamenre en la década del veinte, cuando la caída del Impe­
rio ausrro-húngaro dio lugar a una redefinición de las fronteras europeas me­
diante los Tratados que se firmaron entre las potencias del Concierto de las
Naciones. El liberalismo en e...e entonces "necesitaba una u otra teoría del sra­
tus de la... minorías nacionales". En segundo lugar, el autor recuerda que has­
ta la segunda guerra mundial, los teóricos liberales no se oponían al recono­
cimiento político y al respaldo de la cr nicidad y la nacionalidad, y afirma:
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"(. .. )105 derechos de la minorías son un componente legÍtimo de la tradición
Iibeca!''''.

Tamo en el siglo XIX como en el periodo de entre guerras (década del
veinte del actual siglo), una primera corrienre liberal afirmó como legítimo que,
dentro de Jos 'Estados multinacionales' como el Imperio austro-húngaro, los
pueblos gocen de derechos específicos en calidad de naciones, y denunciaba la
injusticia de lacual eran víctimas los pueblos 'minoritarios' dentro del Imperio.
El principio consistía en fomentar la construcción de Estado-naciones a partir
de grupos que en este momento se hallaban en situación de minorías naciona­
les. Se buscaba reforzar su especificidad y homogeneidad cultural. Fue en ese
tiempo cuando se creó la Sociedad de las Naciones, que se proponía tanto mor­
gar derechos individuales universales como defender y conceder "derechos es­
pecificos en función del grupo referidos a la enseñanza, la autonornia local y la
lengua"~'. Esto debía evitar que la 'supuesta neutralidad' del Estado, al recono­
cer derechos iguales a los individuos, contribuya a mantener el estatu quo en
cuanto a las relaciones entre culturas mayoritarias y minoritarias. De esta pers­
pccriva, nació un pensamiento 'liberal identiratio' que concebía la libertad in­
dividual y el desarrollo del individuo libre, como necesariamente vinculados a
un contexto cultural específico, ya la pertenencia a un grupo nacional.

Otra corriente liberal rechazaba por el contrario los derechos de minorías,
argumentando que en un Estado 'plurjnaciona]", las instituciones libres no po­
dían funcionar: "Entre gentes que no tienen afinidad alguna, especialmente si
leen y hablan lenguas diferentes, la unanimidad necesaria para el funciona­
miento de las instituciones libres no puede existir. .. En general, una de las con­
diciones necesarias en las instituciones libres es que las fronteras de los gobier­
nos coincidan exactamenre con las de las nacionalidades", sostenía John Sruan
MiW'\. Según esa concepción, la democracia corresponde necesariamente con
una nación y un Estado. La nacionalidad común es la base de la lealrad polni­
ca y del respeto a las instituciones. Esa corriente aprueba en ronces la asimila­
ción coercitiva de las minorías nacionales.

Sin embargo. el presupuesro de que la democracia solo se puede sustenrar
en un Estado-nación, en una identidad nacional común, no es accprado por ro­
das los liberales.

~.i Kvmlicka. \ViIL op. cir. Cita;" pp. 77· 7 t'1

24 lhid .. p.SO

25 Kvmhcka. Wíll, op. cu. citado p. RO.
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Una tercera corriente liberal, opuesta a la anterior, postulaba que la ver-­
dadera libertad solamente era posible dentro de un Estado plurinacional. Den­
ero de este marco, las reivindicaciones de las minorías aparecían como un con­
(rapeso a la voluntad de los Estados e Imperios de extenderse indefinidamenre.

¿Qué es lo que une a esos pensamienros disrinros y les morga su carácrer
'liberal'? En otros términos, ¿cómo se definía el liberalismo polírico hasta la se­
gunda guerra mundial? Según Kymlicka, esas tres corrientes rehusan la idea, de­
fendida 'acrualmenre' por los Estados liberales, según la cual la pertenencia cul­
tural debería ser tratada como un asunto meramente privado. Los liberales tra­
dicionales, al contrario, han postulado la necesidad de una sola cultura oficial
(denno de una entidad política definida como Estado-nación. Estado plurina­
cional o Democracia), y han propuesw diversas formas de 'inculcarla'.

Esa perspectiva histórica permite destacar el hecho de que la preocupación
por las minorías nacionales desapareciera después de la segunda guerra en el
mundo occidental, y volviera a reaparecer, bajo otras modalidades, en la déca­
da del sesen ra.

Según la concepción liberal actual. que corresponde a la segunda corriente
expuesta por Kvmlicka, la ciudadanía es entonces una referencia nacional común
necesaria a la democracia. Pero como lo subraya Guy H errner, ciudadanía e iden­
ridad nacional se consolidan en un contexto de democracia, la misma que supo­
ne la existencia previa de una ciudadanía y una idenridad nacional". Para definir
el lipa de ciudadanía que se puede implantar en un contexto de democratización
en un país como elEcuador, y en general en el conjunto de América Latina. don­
de "la mayoría de las poblaciones analfabetas han sido excluidas tanto de la ciu­
dadanía como de la nacionalidad":", es necesario determinar cuáles son los crite­
rios de inclusión/exclusión de la comunidad política> (Gr¡jalva 1996).

El indigenismo fue una respuesca vigente desde los fines del siglo XIX has­
fa la década del seseura en roda América Latina. Esta 'política' (parte de un mo­
vimiento cultural amplio) se caracterizaba por la promoción del mestizaje y de
la integración de las poblaciones étnicamente distintas a rravés de una asimila­
ción de las mismas como pane de un proceso de 'occidenralización' de la socie-

26 Hcr rner , Guy. "Ciroycnncrc et NalioIlJIJ¡c' en Amcnque L.JIIl\l:"·, Comrncntenrs; l'ans. Le Senil, Vol

'i8(]')). éré 1')')2. pp. .l41-J49.. I'..HI.

2b (~rJfalva, Agusr¡n. EffH'Jiltif,.Y represrm.mon poliriLd. QUlW, CEN"Linivefsld:ld Andina Simón Holi\:lL

1')')8, 1HI p.
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dad de aquel entonces, percibida como atrasada con respecro a las culturas eu­
ropeas. A parrir de la década del setenta, el discurso 'indianista' rompe con es­
fa percepción evolucionista, y promueve una integración respetuosa de la dife­
rencia cultural. así como políticas de diferenciación y de 're-indianización'. Las
políticas de educación bilingüe fueron retomadas como una herramienta de
consolidación de las identidades culturales, después de haber sido empleadas
como instrumentos de asimilación poe los Institutos y orros actores indigenis­
ras (como la Misión Andina, J 954-1969).

En América Latina el énfasis en la construcción de una identidad nacional
(característica del discurso indigenista) no siempre ha correspondido con una
organización democrática de la sociedad o del sistema poltrico. A pesar de esto.
con el retorno a la democracia en 1978. la concepción según la cual la demo­
cracia se fundamenta en una identidad nacional y una ciudadanía común, apa­
rece como legírima. En el Ecuador. las reformas electorales de 1979 permitieron
inregrar a los analfabetos (la mayoría de los cuales eran indígenas) a la comuni­
dad política"'. Esre cambio fue pane de un esfuerzo del Gobierno para ampliar
la comunidad poiirica, que además incluía la aplicación de programas de alfabe­
tización y enseñanza bjling~e".~uroobjetivo último era la caz..tellanización de los
indios como pa5tt~,~e:un proceso de construcción de una identidad nacional.

En la de~da del ochenta, el discurso de las organizaciones indígenas del
área andina promoviendo la 'integración en la diferencia' adquiere una legitimi­
dad mundial, tanto en los organismos internacionales y las ONG como en las
ciencias sociales. Sin embargo. la actitud de los Estados de la región no se pdre­
ce en nada a la de Jos Estados europeos a inicios de este siglo, pues al igual que
los demás de América Latina companen la posición liberal contemporánea al
enfatizar la importancia de la construcción nacional por medio de la asimilación
de las 'identidades culturales', hasta la década del noventa. en el Ecuador, se re­
primía a los indígenas por usar su traje, tener el pelo largo. o hablar quichua.

En la actualidad. la mayoría de reivindicaciones políricas de las organiza­
ciones indígenas han sido reconocidas formalmente. No obstante, el otorgar
derechos colectivos sin legirimarlos como derechos 'nacionales' constituye en la
practica una limitación al desarrollo de las Identidades culrutales". En este sen-

2() l.n Bohvra el ~t1tr;lgio univereal (,ltl cual se bcncficran (JIlW la~ mujcrcc lomo 1", .1I1:11fJhl>rj)~\ se nhtu­
1'0 en 19'i~

30 --\ pcsar de qUL.en 1.1 C:on~tinrción, ce reconozca el derecho a "m,HHCIlCL dcsarn)lIar;.' f;lrult:ccr,u idcu­
ndad en lo esnintual, cultural li'l?ui..,rico. wLial. político v económico" {ano 84; ural. 1), Respecto ,¡ la
LJllClción, L\ culnrra: YeI .m. (,2. 66 (,K,6').
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[ido, se destaca el desfase entre el uso de la lengua vernácula exclusivamente "de
uso oficial para los pueblos indígenas'?' y el castellano que es "el idioma oficial"
para todo el país, Es decir, no hay una obligatoriedad de bilingüismo para el
conjunto de la población ecuatoriana, sino una opción para los pueblos indígc­
nas de practicar este bilingüismo (en la esfera privada, o dentro de cierras cir­
cunscripciones geográficas).

Por otro lado, a pesar de que el reconocimiento de la educación bilingüe

se obtuvo en el año de 1988, su organismo ejecutor. la Dirección de Educación
Inrerculrural Bilingüe no se ha beneficiado de los recursos o de las políticas del
Estado (lo que Kymlicka llamaría 'derecho poli étnico') adecuadas para fomen­
tar este sistema de educación, el cual sigue siendo ineficiente en gran parre, se­
gún reconocen los propios dirigenres indfgenasv.Tallimiración también se evi­

dencia en el hecho de que la legislación que debería poner en vigencia los de­
rechos colectivos de Jos pueblos y nacionalidades indígenas reconocidos en la
Constitución todavía no se concreta. La 'integración' de los 'derechos colecri­
vos' en las estructuras y en las prácticas sociales aún no se vislumbra, aunque el
discurso sea aceptado formalmente.

Conclusión
FLAcsa B/'h"

. "II1JtteJ¡

¿Qué balance se podría esbozar de la actuación política de los movimientos in­
dígenas, a través de su participación legislativa, y de los camhios conseguidos

mediante este tipo de estrategia?
Cabe subrayar que, pese a algunas reivindicaciones 'provocativas' (Estado

plurinacional. 'plurinacionalidad'. término 'reemplazado' por el de 'pluriculru­
ralidad' desde 1993 hasta 1996), el discurso del movimiento indígena parece
haber sido, en gran medida, aceptado e integrado por el Estado y la sociedad
ecuatoriana. "La unidad en la diversidad" es un eslogan (promovido desde
1990) que comparten en la actualidad tanto los gobiernos como las organiza­
ciones indígenas (está inscrito en el an.3 (nral.l ) de la Constitución de 1998).

JI En el artículo 1 de la Con$tltllcif>n de 1g'JB WIlHJ lo ~i¡,cuic'Hc: "El Estado respt'u l' estimulr el de,a­

rrollo de todas las lenguas de Jo> ccu.irori.mos El castellano o el idioma oficial. El quichua. el vhuar
;: lo, dem.is idiomas ancestrales son de uso oficial p:dra los pucbl«, indígena;" en lo, términos que fija
Llln'

')2 Enucv rsta ron .\1.1Illld Ain.iguano. [CUARRl;\;ARI. ') de abril de 19')Q, Lnrrcvnras con Rodrigo Mar.

rincz. Dir Planificacióu. DINEJB. :" con Crisrobal Quishpe Lema..l~c~nr rccniro. DINEIB, 16 de ju­

nio de 1')97.
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Simultáneamente se produce una convergencia en los discursos de los or­

ganismos financieros internacionales, de las ONG y las organizaciones indíge­
nas, apuntando a una mayor participación de la población local, para bajar los

niveles de pobreza y aumenrar el bienesrar de la gente (las razones de esta apa­
reme 'aceptación' de los discursos de los movimientos indígenas por los gobier­

nos y organismos financieros internacionales no pudieron ser discutidas dentro

de este artículo, sin embargo, es un aspecto importante del discurso del movi­
miento indígena el haber conquistado tanta 'legitimidad' oficial, nacional e in­

ternacional) .

Sin embargo, los cambios propuesros o anhelados por las organizaciones
indígenas, por el MUPNPP o por las mismas poblaciones (específicamente el

mejoramiento de su nivel de vida) no se han conseguido en su roralidad, debi­
do al mantenimiento de estructuras de control social muy fuerte. ¿Qué es lo que
permite entender esra {aparente] paradoja entre la aceptación e integración del
discurso por un lado, y por Otro el manrenimienro del control social en la prác­

tica a través de obstáculos legales, presupuestarios, políticos, ideológicos, crc.?
La primera respuesta, bastante obvia, es que se necesita tiempo para con­

crerizar los cambios después de que las propuestas hayan sido integradas en 10:­

discursos y en las leyes. También, hemos dado algunos ejemplos que demues­

tran que las propuestas integradas constitucionalmente, o inclusive los cambios

instirucionales conseguidos, no necesariamente implican cambios sociales, y

mas bien tienden a desradicahzar las demandas y por ende desmovilizar los ac­
tores sociales (Fals Borda 1992).

La segunda respuesta es que los cambios actuales del discurso político re­
sultan de modificaciones sociales a largo plazo. Por ejemplo, la doble estrategia
(diálogo-rnovilizaciónl mantenida por la CONAIE desde el 1990, con más o

menos éxito, parece haher sido efectiva frente al Gobierno de jarnil Mahuad.
debido a circunstancias nacionales (el contexto de movilización general en
1999). Esre Gobierno ha otorgado a la CONAIE (en septiembre de 1999) el

derecho a controlar la distribución de gas doméstico en las comunidades, me­
diante un convenio con la empresa petrolera nacional, Perroccuador. Esa 'me­

dida' ilustra un problema rodavfa vigente en el campo: la relación entre indíge­

nas y mestizos sigue caracterizada por el papel importante de los intermedia­
(lOS. Pese a que denunciar el papel de los intermediarios es un lema bastante
'antiguo' del movimiento indígena, presente en las primeras movilizaciones 'in­

dígena-campesinas' de la década del setenta, el problema sigue vigente, y hasta
ahora se le ha dado poca respuesta. La. CONAIE se propone desplazar o elimi-
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nar esas formas de 'control', tanto al nivel económico como político. TaJ vez,
las organizaciones indígenas buscan ser los únicos intermediarios entre las co­
munidades y 'el mundo blancomestizo".

La tercera respuesta es que más aHá de circunstancias coyunturales, o de
un sistema político específico, existe una percepción cada vez más generalizada,
según lacual el tipo de cambio que las organizaciones o los movimientos socia­
les pueden conseguir son transformaciones al nivel microfísico, locales o par­
ciales', sobre todo tespecto a las relaciones sociales. Además. los cambios que
se dan en un momento, son relacionados con cambios estructurales de la socie­
dad en su conjunto ". Los límites opuestos por el sisrema político ecuaroriano
a la movilización social y política indígena se derivan en gran medida del pro­
ceso de transición democrática, y de la insuficiente consolidación democrática.
Las estructuras y los acrores no democráticos persisten, por lo tanto esto afecta
la capacidad de promoción de cambio social de los rnovirnienros sociales. Las
formas de representación política pueden ser aparentemente más fáciles de rno-

33 Orro ejemplo de ~~(u <:'i el hecho de 'lvv t:Jd,<¡en ya r:spacios de debate y de ejecución de: proyeum q\ll:

unen .1 1.1' ONG con las organízauono inJígcnas, pelO que no siempre 50n urilrzados. Por ejemplo, CI¡

Otavalo. la FIel es pane del convero administrativo del Centro d<' Esrudtos Pluriculrurales (CEPC:Ul.

Sin emb.Hgo, el drrecror del mismo deHaca que de-sde que runquisró ;;~e espauo, la FIel n<l aprovechó

el SITIO para ¡;'ITlCIHar m;l.\<lrCS vínculos entre la FlCI \' Ll ONG. Esra UNC; cs pJrrt de IlTI programa
del P~l}D, Y ... ~t,i \:nmpucsra en parte por pcrvooat ecuatoriano, oravalcno sobre (Ojo, v por volunta­

nos de la ONU.

34 Ver1\1ilk NICk D., "Pervpcctivas ~"br" eldesarrollo y el proccso de carobro cn América l.auna", en CAAP
fLUb:,J, Desarrollo)' ,'(/mblO SOClOfit,,¡,;U!lco en d Ecuador. Quito 1979, cd. Libri Muudr. 232 P« pp. 11 _

70. V¿lse ramhién: Hirchman. Albert O., El mmncc 1'11 {(jll'l'rll'!dl/rI I'xpenmfllto¡ I,opular!'.' rn 1,1 Amálci/

i atin.s. MéxICO, rondo de Cultura Económica. 1986 ([r.HI. J.J. Urrilla), 120 p. Según Sanchez Varga, el
nivel de "\ id,l de las poblaciones tndigeuas todavía no ha logrado un rnejoranucmo global y ugnificame.

Sjnchev P~rSJ, [osé, P¡¡hitICJóJ/ y pobreza mdig<'flil, Quito, CAAP, F~IUdIOS y análi~is, 1996. 148 p.

y) Al rcSf'i..'L(O, veásc Klandermans. Bcrr y l arrow, Sidlley e., "MubililJ[ion inro soci.rl movcmenc,

wrHhesi7ing cllrope:an and amcrican approaches", PI" \-32; C.lmmn, Wdliam .1\., "Polmcal divcoursc

and collccnvc acrion", pp. 219-224; Kricsi. Hanspeter. "The uuerdepcodance of srructure and acuon.
sorne reflexions on [he srarc of rhe arr", pp. 3!¡')-3(,': SIlOW, David A. y Bcnford. Roberr 1). "Idcologv,
fr.imc rcsoriant.c .md participanr mubilíl.llion", pp. ItJ7-217: todas esta, n:ft"r~rKias .IC cncucnrr.m ;;11.

Klandcrmanv, Bcrr. Tarrow, Sidnev C.; Kries.. Hanvpcrcr (cds]. Fmm strurttrrc /O rlrtlOn. tompr/TlIIg .'IJci,'¡

mOl/t'nJfIIIJII(I"(JSJ cultnrrs, [ntern.üiana] Sú<'Jlli M01JemeTiI RtJ'""rc/', 01'. cit.: KHS..:hd[, Hcrbcrr P., "Poliucal
oppurrunil; srrucrures .md polite.al pro(t~[: .nui-nuclcar muvenu-rus in tOUJ dcmocrac¡cs". en 8rlll.';,

jounlrll <JjPolitw¡/ Sciencv. 0"16 (1 l. januarv 1')86, C.llnhridg:c Uni-ersirv Press, C.K.. PI' i7-8'); Craig,

[enkins J. v Klandenn.mv, Hcrr (td~), Thr POIIII" ({'oort! jJroli'Jr, fompa/"{/tll'f pl'I:'l'am'e, mi stmrs ami

s()(Ji/1 11101'011"11.', .\- Iuincapo' i" l Jnivcrstry of M inncvona l'rcss 1()()'). .'!R 1 p.;"! arrov-, Srdnev r ;.. PoU'/'/
111 IIIr!IYrllt'11I .- 5')(fl// moccmrut, ff'//("(tilJl' ,ldllm .Inri pobtus. Call1hndse, C'lmbridge Lruvcrcirv Prc,«.
l QlJ4. 2') 1 p.: 1JITO'"", Sidnev (~., .\- u-nraliries poli IIUI cultures ,md llillt:Clivc ar non fr.um-,". rn \fOlIl.'i

Aldon D. \ Mue CJur¡; .\--1uelkr, ellol kd~), lTolI!Íl'n 111 .'(I,UIIlIOI//"lIkl!! J!'eo~l', op. lit.. pp. ¡-él" 198.
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diticar, Sin embargo, en países en proceso de democratización, esta apariencia
resulta engañosa y los inrenros al respecro más bien revelan las resistencias de

los actores dominan res.

En fin, todo el problema reside en saber ¿qué cambios se quieren promo­

verr, ¿estos cambios son compatibles, no solo con una coyuntura, un sistema
político o las estructuras sociales, sino también con las mismas prácticas de los

actores sociales? ¿Los cambios son siempre sinónimo de 'modernización' o de
'democratización'? ¿Los acrores sociales siempre promueven el cambio?

Una corriente de la reoría liberal de inicios de este siglo, el llamado pen­
samienro 'liberal identirario", al cual se refiere WiU Kyrnlicka, ponía el énfasis
en que la libertad individual y el desarrollo del individuo libre están necesaria­

mente vinculados a un contexto cultural específico y a la perrenencia al grupo
nacional. Esta concepción es liberal en la medida en que concibe la cultura co­
mo un instrumento de formación, concienrización y liberación del individuo.

Pero va más allá, al vincular el desarrollo de la personalidad con la pertenencia
a un grupo cultural (nacional). Esto permite concebir al cambio de cultura co­

mo una fuente de nuevas oportunidades puestas a disposición del individuo pa­
ra desarrollar su identidad, y no necesariamente como una causa de trastorno,

de pérdida de 'la identidad propia' que conllevaría el tránsito de una cultura a

otra. En principio, esta perspectiva plantea la posibilidad de la coexistencia de
una 'ciudadanía diferenciada' con una ciudadanía nacional. Pero Jos mecanis­

mos pJ.ta fomentar la aplicación de este doble estatura aún no están definidos,
ni siquiera por la teoría 'mulriculrural'.

Empero, semejante concepción de la cultura no es la que, al parecer, ali­
menta la definición que promueven los actores indígenas, al enfatizar una 'reí­
dennficación' dentro de la comunidad y desde la comunidad. La percepción
subyacente a esta dinámica política (forralccimienro de las autoridades comu­

nales, y por ende de pueblos y nacionalidades) acompañada de una dinámica
sociocultural (revitalizar las fiestas tradicionales, el traje, las señales físicas de

identidad) parece más bien concebir a la cultura como una entidad objetiva que
hay que defender contra los avances de la creciente aculruración. Lo que con­

lleva cierra búsqueda de autenticidad, y quizá de aislamiento. Esta reacción, al
nivel político, puede constituir una seña de auromarginación.
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Sistema político, indigenismo
y movimiento campesino en el Perú

Carlos Fernández Fontenoy*

Una de las preguntas recurrentes que se formulan una serie de estudiosos de los

movimientos indígenas de la región andina, esrá referida a las causas de la ine­
xisrencia en el Perú -en LJ. segunda mitad del siglo XX- de importantes mo­

vimienros indígenas que reivindiquen no sólo su identidad, sino una serie de
derechos propios a la'> naciones o nacionalidades oriundas, como son, por ejem­
plo el derecho a una educación bilingüe o a un territorio determinado.

Mientras en Bolivia, a partir de 1970 se iniciaban movimientos reivindi­
CHivos de identidades y derechos étnicos, como los movirnien ros katarista e in­
dianista (Calla 1993) cuyos discursos lograron penetrar y hacerse un espacio en
los programas de gobierno de varias organizaciones políticas, en Perú se inicia­
ba un proceso de colectivización del agro, formando cooperativas en la Costa y
reafirmando y legalizando a las comunidades indígenas de la Sierra y a las na­
rivas de la Selva.

Cuando en 1986 se esraha fundando la Confederación de Nacionalidades
Indígenas del Ecuador (CONAIE), en el Perú los Andes estaban ya convirtién­
dose en un campo de batalla en el cual, los campesinos -indígenas y mesri­
zos- eran reclutados muchas veces a la fuerza, ya sea por el Ejército Popular
de Sendero Luminoso o por las Fuerzas Armadas del Estado peruano. Confor­
me la CONAIE se iba incorporando a la vida polírica (Guerrero 1995) a través
de su protagonismo en diversas acciones de lucha, en el Perú, el otrora impor­
tante movimienro campesino se extinguía en medio de un olor a pólvora.
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Como es posible percibir, la historia de las poblaciones indígenas y/o ru­
rales de estos tres países no han seguido necesariamente rutas paralelas. Pero
quizá la del Perú es la que más se diferencia. Sigue siendo complicado enten­
der, cómo habiendo sido los 'quechuas' (nación a la cual pertenecieron los in­

cas) el grupo étnico, político, económico y militar hegemónico durante el Im­
perio de los incas durante casi un siglo, no posean hoy día, en el Perú, ningún
tipo de organización autónoma, o más aun, que no sea la nación o 'nacionali­
dad' andina mejor organizada.

Uno de los objetivos más importantes de este trabajo será realizar una re­
flexión acerca de esta compleja realidad peruana. y tratar de aportat algunos ele­
menros de juicio que puedan ayudar a su esclarecimiento futuro. También rra­
taremos de mostrar el itinerario del movimiento campesino peruano de las úl­
timas décadas, épocas de gran convulsión política en las zonas rurales de esta
parte de la región andina.

De incas y de indios

Un facror muy importante a la hora de intentar explicar la ausencia de una or­
ganización indígena 'quechua' en la actualidad, descendiente de aquellos m iti­
cos incas, puede ser la crisis de la elite política incaica aparecida poco tiempo
antes de la llegada de los españoles. Este conflicto en el interior de los gtUpos
de poder del incanaro, con el tiempo, provocó la desaparición de esta clase go­
bernante, y con ello, la extinción del grupo quechua en términos de nación.

Al no existir una elire inca que condujese a los quechuas, este grupo per­
dió su condición de nación, pasando nuevamente a la condición de etnia (Sil­
va Santisreban 1988)1, es posible encontrar todavía a algunos pobladores de las
comunidades de la sierra cuzqueña en esta situación.

A continuación trataremos de explicar algunas de las causas que provoca­
ron el descabezamiento de la elite de la nación quechua, grupo dirigente que
no ha podido reconstituirse hasta el día de hoy.

La elite política que gobernó el Imperio de los incas, csruvo conformada
principalmente por la nobleza cuzqueña. Fue la nobleza 'de sangre' la que ocu-

Silva Sannsreban sovricnc quc "cuando en un grupo ér~IICO emerge una clirc conduciendo a las masas
con uasc en un provecto para constituir una entidad pollnca prnpid, decirnos quc estarnos en presencia
de una nación".
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pó los cargos políticos, militares y religiosos más importantes. Estuvo integra­
da por las llamadas panaras, que según algunos autores fueron once, aunque
pudieron haber llegado a dieciséis de acuerdo a otras versiones. Cada nuevo In­
ca. al asumir el poder, dejaba de pertenecer a su panaea de nacimiento, y al mo­
rir sus descendientes conformaban una nueva panaca.

Según Miguel Cabello Balboa, en la época de la conquista solamente la
panaea de T úpac Inca estuvo integrada por unos mil miembros (Conrad y De­
maresr 1988). Esta cifra aproximada nos puede dar una idea sobre el tamaño
de la nobleza de sangre.

El Otro grupo de la clase gobernanre lo constituyeron los ayllus cuzque­
ños, también llamados los ayIlus 'custodios', que al parecer fueron diez y su fun­
ción fue la de cuidar la ciudad del Cuzco así como la de proreger al Inca (Rosr­
worowski 1988, Pease 1991). Conforme el Tahuanrinsuyu fue creciendo, fue­
ron incorporándose a la elite política los curacas o jefes de las etnias conquista­
das o controladas por los incas, así como los denominados curacas o incas 'de
privilegio', los cuales eran elegidos por el Inca para la realización de trabajos es­
pecíficos, generalmenre de tipo burocrático-administrativo.

Creemos que fue la crisis y posterior desaparición de esta elite polírica
cuzqueña y quechua, la que explica en parte la no arriculación de movimientos
indígenas quechuas en el Perú republicano y contemporáneo. La crisis polirica
de la clase gobernante incaica se inicia, según algunos autores, en la época del
inca T úpac Yupanqui (1471-1493), se desarrolla con Huayna Cápac .Y se de­
sencadena en niveles de verdadero exterminio físico a partir de la guerra entre
Huáscar y Arahualpa (Fernández 1997).

El inicio de la conquista española y la era colonial, significaron la conti­
nuación de este proceso de liquidación de la elite incaica, no solamente de Ín­
dole físico, también de tipo social, económico y político. En 1530, sólo en el
actual territorio del Perú existió una población aproximada de 9'000.000 de
habitantes, canridad que en el año de 1629 se vio reducida a 601.645 indios
(Flores Galindo 1988). Esta verdadera carásrrofe demográfica, representa un
elemento explicativo más para la comprensión del debilitamiento de los grupos
étnicos peruanos, yen especial, el de la nación quechua.

En relación a la elite incaica, de acuerdo al censo que mandó realizar el
Virrey Toledo en 1572, en el Cuzco había 1.294 nobles cuzqueños, treinta años

.? La" p,lll,¡n(J fueron una especie de ayllus reales o imperinles. e, decir, dant~ t;lmiJi,¡rn dnc'<,ndim¡n d~

UH ruca.
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más carde, en lG02, sólo quedaban 567 miembros de las panacas de los incas
(Espinera 1978).

El surgimiento dl' la conciencia 'india'

Aparece cada vez con mayor nitidez la idea de que el Tahuanrinsuyu no fue una
'nación', que no se creó un sentimiento de pertenencia a un mismo grupo, o
que nunca llegó a cuajar lo que hoy denominamos una 'identidad nacional'. En
el corro tiempo en que existió el Imperio de los incas -menos de un siglo--,
sometió bajo su férula a centenares de grupos étnicos o 'reinos pequeños', con
los cuales estableció una relación de dominación, de pueblo conquistador-pue­
blo conquistado, de etnia dominante y etnias dominadas.

Todo hace pensar que la mayoría de las etnias conquistadas no 'sintieron'
como 'suya' o como 'propia' a la clase dirigente incaica. Éstos eran unos jefes
impuestos, extraños a su grupo: sus jefes naturales eran sus curucas. Después de
medio siglo de dominación española, comenzó apenas a surgir una identidad
'india' en contraste con lo 'español': apareció con claridad no sólo que los do­
minados eran los 'indios' y los dominadores los 'espanoles' (Burga 1988), sino
también que el sistema social del Tahuanrinsuyu y su clase dirigente --los in­
cas- fueron más justos, y por lo tanto, preferibles.

En este proceso de homogeneización de lo 'indio', habría que mencionar
también, como factores convergentes. la catástrofe demográfica señalada en lí­
neas anteriores, la adopción del quechua como 'lengua general' para el adoctri­
namiento cristiano, la política de extirpación de idolatrías y la creación de las
reducciones de indios fruto de las leyes del Virrey Toledo (Degregori 1993).

Según afirman autores como Manuel Burga y Alberto Flores Calinda, fue
a partir de esa época de desilusión por los abusos comeridos pot los espanoles
cuando comenzó a surgir en la mente de los indígenas lo que han denominado
la utopía andina': una visión idílica y nostálgica del Tahuanrinsuvu. Como pro­
ducto de la sedimentación de esta percepción comenzaron a nacer movimien­
tos indígenas con intenciones de reconstruir el sistema que imperó en el Ta­
huanrinsuvu: la vuelta a un pasado idealizado.

Es posible pensar entonces, que debió ser a la elite política incaica a la que
le correspondió asumir este reto. Desgraciadamente -tal como la historia lo
confirma-, la clase gobernante incaica no solamente no pudo recomponerse y
conducir con éxito la lucha por la reconstrucción del Imperio, sino que con el
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paso del tiempo se fue desmembrando prácticamente hasta su desaparición co­
mo casta-estamento y elite política.

Con la muerte de Manco inca -en torno a 1545-, se extinguió defini­
tivamente la clase política incaica como grupo gobernante. El grupo de pana­

cas cuzqueñas que apoyaron a Manco Inca, fue el último sector de la legenda­
ria elite política incaica que actuó como grupo social dirigente organizado, co­
hesionado y legitimado por la tradición y su hegemonía.

La zona de Vilcabamba no fue solamente el escenario de la última actua­
ción de los incas, sino también el lugar donde por última vez un grupo de di­
rigentes eminentemente indígena encabezó un movimiento político-milirar
masivo duranre la colonia. Desde Manco Inca hasta nuestros días, no ha vuel­
to a existir una elite política indígena que dirija movimientos importantes de
resistencia, independencia o liberación en el Perú. Todos los dirigentes impor­
tantes desde aquél entonces han sido 'mestizos' (O'Phelan 1995).

Las elites regionales del Tahuantinsuyu, encabezadas pos sus curacas, ayu­
daron a los españoles a precipitar la derrota y desaparición de la elite incaica.
Según Waldemar Espinoza (1990) los incas habrían conquisrado cerca de dos­
cientos reinos pequeños', y de rodas ellos ~según el mismo auror- "sabemos
fehacientemente que el único señorío que luchó contra los españoles fue el del
Cuzco, compuesro por los orejones incas".

Estos señores étnicos, en su gran mayoría, no sólo fueron colaboracionis­
ras, sino que además fueron una pieza clave en la estructura de gobierno de la
colonia: fungieron de bisagra entre la administración española y sus poblacio­
nes indígenas. Ya desde el siglo XVI los curacas comenzaron a adoptar las for­
mas de vida de los conquistadores: imitaron su manera de vestirse, empezaron
a montar a caballo, a portar armas europeas, a hablar castellano y a adoptar la
dieta alimenticia traída del viejo mundo (Burga 1988). Sin embargo, el proce­
so de aculruración no fue total, como podría creerse. Los dos mundos perma­
necerán por muchos siglos en el subconsciente de estos señores, propiciando
comportamientos frecuentemente ambiguos, así como un sincretismo cultural'.

Si bien una Real Cédula de 1790 propició un golpe mortal a los linajes
étnicos, será apenas en las primeras décadas de instaurada la república del Perú

J S~g\ln Conrad v l)~m,He~( (19R8) cirando .t Rowc. sostienen que en el Tahuaaunsuvu " .lOXJ5IÍan mi, ,ie

ochenta prl"lulld." cu b, (ll:dc'~ vivían m:b de una mhu, v eso solamcmc en e] Perú".

4 b(a~ conr radrcctone .. no imprdicron que dU[,UHC el ~igl() X\'III.,e drernn más de 128 rehdi()I1C~ en <;,1

,ír!;':\ andm,u JO en Ecuador. 107 en I'erú y 11 en Bolivia (Flore, Calinda j 9RB)
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cuando los curacas fueron borrados definirivamenre del mapa, al ver elimina­
dos sus títulos de nobleza por Bolívar en 1825 y, luego, ser reemplazados como
poder local y como inrermediarios entre las dos 'repúblicas' (de indios y de es­
pañoles) por los prósperos hacendados serranos (gamonales) y los 'misris',

Finalmente, para tratar de entender la dimensión del colapso que signifi­
có la destrucción de las elites incaicas, habría que mencionar las consecuencias
de la derrota de la gran rebelión indígena que dirigiera Túpac Amaru 11, mes­
rizo' y descendiente de los incas, entre 1780 y 1781.

En el nivel poltrico-social, se suprimieron los rírulos de nobleza incaicos
y se expropiaron muchas de las cierras y bienes de la nobleza quechua. Se su­
primieron los cutacazgos implicados en el levantamiento, así como se abolió el
carácter heredirario de rodas los títulos de curaca (o cacique). En el nivel cul­
tural, se prohibieron: el uso del idioma quechua, las vestimentas nativas, el tea­
rro y la pintura indígena, la lectura de los Comentarios Reales de Garcilaso de
la Vega y se clausuró el colegio para curacas 'San Borja' del Cuzco, entre otras
medidas.

La profunda angustia que causó en el mundo español la posibilidad del
triunfo de T úpac Amaru, trajo como resultado, asimismo, una concentración
impresionante de milicias militares en el Virreinato del Perú: de 4.200 efecti­
vos en 1760 se pasó a la suma de "0.000 comharienres en 1816. Esta ocupa­
ción militar debió de haber influido en manera considerable en la sensación de
opresión de los pueblos indígenas de ese entonces.

La conquista había signjflcado una derrota atribuida en gran medida a
facrores 'mágicos', a una supuesra superioridad de los dioses cristianos sobre los

dioses de los incas (Burga 19881. A fines del siglo XV1lI, en medio de una so­
ciedad andina relativamente cristianizada, la derrora de T úpac Amaru ya no po­
día ser atribuida a los dioses. Esta nueva debacle probablemenre reforzó aún
más el sentimiento de inferioridad de (os indios respecto a los blancos conquis­
tadores. Las bases para la Furura república pigmenrocrática ya estaban dadas.

Pero, al mismo tiempo, como diría Flores Calinda (1988), "lo cierro es que
el indio comienza a ser tan menospreciado como temido por quienes no lo son".

H.lhl'i.l (lll~ .morar que ya eu el siglo XVlll gran pane de la noblrzn nativa era mesciz.i v cnvnana
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De indios a campesinos
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Iniciada la República con la proclamación de la independencia en 182 1, los indí­
genas del Perú vieron empeorar su situación. La guerra de liberación de España
no solamente había creado un vacío de poder. sino además un caos en la estruc­
ruta jurídico-adminisrrariva, normal en estos tipos de transición de un sistema co­
lonial a uno republicano. Lo cierto fue que hasta mediados del siglo XIX, en el
Perú continuaron vigentes las leyes españolas, el triburo indigena y la esclavitud.

Fue en medio de esta inicial anarquía política y jurídica cuando numero­
sos mestizos y criollos aprovecharon para ir apropiándose de tierras de las co­
munidades campesinas. amparados también por una legislación que desprote­
gió y liberalizó la tenencia y propiedad de las tierras comunales. Aunque parez­
ca insólito. en la colonia se protegió más a la población indígena que en esta
etapa auroral de la República (Belaunde 1987). La declaración del castellano
como el idioma oficial en 1825. constituyó un acto de segregación culrural,
medida que apenas será enmendada después de más de 140 años.

El descontento no se dejó esperar: entre 1867 Y 1868 se desarrolló la te­
belión de Juan Busramanre, cuyo ejemplo fue imitado en gran parre de la zona
sur del país. rarnbién conocida como 'la mancha india' o el 'trapecio andino'.
En Puno y Cuzco se localizaron numerosas y endémicas rebeliones de indios
entre 1886 y 1887, entre 1895 y 1906, en 1911, en 1913, en 1915, hasta lle­
gar a la gran sublevación indígena que abarcó los departamentos de Cuzco, Pu­
no, Arequipa, Ayacucho y Apurímac, entre 1920 y 1923. Esta sublevación pro­
vocó la invasión de muchas haciendas y el ajusticiamiento de varios gamonales.
Después de esta experiencia, las relaciones entre los hacendados y los indígenas
del sur no volvieron a ser las mismas (Burga y Flores Galindo 1982)

El abandono y des protección de la población indígena peruana, el aumen­
to de los [evanramienros que se venían dando en el sur. la revolución mexicana
y más tarde la bolchevique, hicieron que desde fines del siglo XIX y comienzos
del XX el rema del 'indio' se fuera conviniendo en un 'problema nacional' que
debía ser resuelto de alguna manera. Estos fueron algunos de los motivos que
propiciaron el surgimiento det movirnienro 'indigenista', el cual tUVO una pro­

ducción artística e intelectual que marcó una época. Según José Tamayo
(1981), el indigenismo llegó a su máximo esplendor entre los años de 1926 y
19.'\0, afio a partir del cual inició su rápido declive.

El indigenismo fue promovido desde el Estado por el presidente Augusto
B. Leguía (1919-1930), quien hasta 1923 mantuvo una apertura política que
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permitió el crecimiento de diversos movimientos sociales. El mismo Presiden­
te creó en 1922 el Patronato de la Raza Indígena. Surgieron durante esfa pri­
mera etapa de su mandato varias organizaciones proindígenas, las cuáles, años
más tarde, fueron disueltas por el propio Lcguia.

Es muy probable que el discurso populista proindígena de Leguía fuera un
terreno propicio para el desencadenamiento del levanramienro indígena del sur
del país entre 1920 y 1923. El incumplimienro de sus promesas elecrorales fue
generando la difusión de movimientos de protesta que terminaron por desbor­
dar la capacidad de control del Estado. Se hizo necesario el viraje hacia un sis­
tema aurorirario.

Los creadores y difusores del indigenismo no fueron indios. Tanto en
Cuzco, en Puno como en Lima, estuvo integrado por miembros de las clases
medias provincianas (ya descontentas con el centralismo) o por sectores de la
aristocracia limeña, ligada de alguna manera a la oligarquía, salvo en el caso de
José Carlos Mariáregui''.

El indigenismo nunca llegó a constituirse como un movimienro de masas,
El mismo Estado que propició su vuelo al poco tiempo le corro las alas.

Un buen sector de los indigenistas, sobre todo cuzqueños, fue cooptado
por el socialismo limeño, donde sobresalían las figuras de Haya de la Torre y
Mariátegui. En ] 927, parre del grupo de indigenistas cuzqueños organizaron
una célula aprisra. la cual al año siguiente se pasaría al parrido socialista de
Mariátegui (Sulmonr 1985).Fueron los socialistas peruanos los que 'transfor­
maron' a los 'indios' en 'campesinos', Lauer. con razón, sostiene que este pro­
ceso de cambio de denominación fue una 'construcción', que implicó un es­
fuerzo por redefinir a los mismos sujetos desde otra perspectiva conceptual
(Lauer 1997).

El socialismo no solamente es una visión del mundo y una inrcrprcración

de las relaciones sociales, es también una guía para la acción política de la cla­
se trabajadora. Y a la clase rrabajadora se la distingue de acuerdo a la actividad
que realiza al interior del proceso productivo, o por el tipo de trabajo que de­
sempeña.

Desde esta perspectiva, a los trabajadores se les clasifica fundamenralmen­
te como obreros o campesinos y no como blancos o indios. A partir de en ton.

6 Mrrko Llllcr sosncnc que el "indigenismo ~()Lj()-p(.'¡in..:o dpareLt~ en la resaca dcrrc,~l",.l de la guerra UIn

CI11le,cuando -(lllil,\~ p(lr un instante-e- r.unb.rlra la iJc\l criolla de nacionalidad". Luis .\llmglli(', ,tl;­

óene que "!o, pcrUJllm que propusieron el indi.mismo cieu por cien, rc.';pondian as¡ a la necc.',¡J:"J ele­

reivindicar .mre sus propiOS <ljOS la parte india de vu (propia) compoucióo étnica" (Laucr 1997),
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ces. al indio que trabajaba en el campo se le empezó a llamar 'campesino'. Este

cambio se oficializará cincuenra años más tarde, en la década del 70, cuando el
Gobierno del Gral. Juan Velasco modificó el nombre del 'Día del Indio' por el
'Día del Campesino'.

Podemos terminar diciendo que Mariátegui no aceptó esta división 'orto­

doxa', que implicaba de cierra manera adherirse a una definición u orra: o in­
dio o campesino. Para él no hubo una relación de exclusión entre esras dos for­
mas de definir a los mismos sujetos. Eran las dos cosas: indios y campesinos.

Conrrariamcnrc a los dik-tak del comunismo moscovita, Mariáregui in­

cluyó en sus descripciones, análisis y propuesras polincas la variable 'indígena',

en sus connotaciones culturales, raciales, económicas y políticas, que el marxis­

mo internacional rechazaba. Esto le granjeó enemistades y marginaciones al in­

rerior del movimiento comunista inremacional. A su muerre, el Partido Comu­
nisca (ames Socialista) aceptó las tesis de Moscú. Creemos que la cita que trans­

cribimos ilustra en parte lo que estamos exponiendo:

"La reivindicación que sostenemos es la del trabajo. Es la de las clases tra­

bajadoras. sin distinción de Costa y Sierra. ni de indio y cholo. Sí en el de­

bate -esra es en la recria-e- diferenciamos el problema del indio, es por­
que en la práctica, en el hecho, también se diferencia" (Mariáregui

1927a)..," El socialismo ordena y define las reivindicaciones de las masas,

de la clase trabajadora. Y en el Perú la" masas -la clase trabajadora-e- son

en sus cuatro quintas panes indígenas. Nuestro socialismo no sería. pues,

peruano -ni sería siquiera socialismo- si no se solidarizase, primeramen­

te, con las reivindicaciones indígenas... Yen este 'indigenismo' vanguardis­

ta... no existe absolutamente ningún calco de 'nacionalismo exótico', no

existe, en todo caso, sino la creación de un 'nacionalismo peruano' " (Ma­

riarcgui 1927b).

El movimiento campesina

A partir de las décadas de los .)0 y 40 del siglo XX, las distintas acciones que de­
sarrollarán los campesinos estarán ligadas, de alguna manera, ya sea al Partido
Aprisra Peruano (PAP) o al Partido Comunista (PC). El PAP incorporará a los
campesinos en su partido de 'Frente Único' de clases, junto a la clase media y a
los obreros (Haya de la Torre 1936). Por su lado, el pe también incluirá en su po-
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lítica de alianzas a la clase campesina, para ir formando con el tiempo una sólida

alianza obrero-campesina capaz de realizar la revolución proletaria en el Perú.
Si en 1786 la población mestiza era del 2.3%, en 1')40, de acuerdo al úl­

rimo censo que incluyó la categoría racial. la población mestiza y blanca suma­

ba más del 53%. sin conrar a los asiáticos y a los negros. A mediados del siglo
XX, estamos ya frente a un país mayoritariamente mestizo pero con una ten­

dencia marcada hacia lo indo-mestizo. Las posteriores migraciones y procesos
de urbanización han aumentado esta tendencia hacia el mestizaje.

Así como la aperrura democrática del sistema polírico entre 1919-1925

permirió la aparición de importantes actos de movilización campesina y de
creación an ística e intelectual, la llegada al poder del presidente Luis Busra­
manre y Rivero (1945-48) con apoyo del aprismo, posibilitó nuevamenre que

los diferentes movimienros populares pudieran expresar sus demandas e inren­
rar legalizar sus organizaciones.

En efecto, fue muy significativa la canridad de sindicatos agrarios y comu­
nidades campesinas que se legalizaron. Los niveles de movilización campesina,

ranro en la Sierra como en la Costa. fueron de los más altos de la hisroria del

Perú hasta ese entonces (Mejía 1978). Las huelgas en la Cosra y las invasiones
de tierras en la Sierra generaron las condiciones para la creación de la Federa­

ción General de Yanaconas y Campesinos del Perú, en 1947. Más tarde, se crea­

rían la Federación Nacional de Campesinos del Perú (FENCAP) y la Confede­
ración Campesina del Perú (CCP).

El sisrema político autoritario que reinstaura la dictadura del Gral. Odría
0948-1956) trajo inicialmenre como consecuencia un reflujo del movirnienro
campesino. Pese a ello. desde 1950 hasta 1964 se pudo apreciar una gran mo­
vilización campesina en el nivel nacional, simultáneamente con una oleada de

venta de tierras (1950-60) por parre de los hacendados, que hizo presagiar rem­
poradas rormenrosas en el secror agrario.

Fnrre 1956 y 1964, ya bajo el gobierno democrtirico de Manuel Prado
(1956-6~) es posihle identificar hasra 413 movimienros campesinos, y sólo en

el año de 1962 se pueden conrar más de 70 haciendas invadidas por campesi­
nos (en su mayoría, rnovirnienros de 'recuperación' de tierras arrebatadas por

los hacendados). El movimiento más imporranrc se dio en los valles cuzqueños

de Lares y la Convención, enrre 1956 y 1962, coincidiendo exactamente con
el período de gobierno de aperrura democrática de Prado.

El líder más imporranre de este movimienro fue Hugo Blanco, mestizo,
con estudios universirarios en Argenrina y de inspiración rrorskisra, alenró con
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éxito la sindicalización, las huelgas y las invasiones para recuperar las tierras ex­

comunales en dichos valles cuzqueños (Burga y Flores Galindo 1982). El eco
del triunfo de la Revolución Cubana en 1959 contribuyó al afianzamienro de

la presencia de los partidos marxistas al interior del movimiento campesino.
Desde ese entonces hasra la aparición de Sendero Luminoso y el MRTA, la in­
fluencia del marxismo en el movimiento campesino sera permanente.

El presidente Prado nombró una comisión de alto nivel con el objetivo de
elaborar un proyecro de reforma agraria. Dicho proyecro estuvo listo en las pos­
trimerías de su Gobierno ~' optó por no implementarlo. Su sucesor, Fernando
Belaunde (1963-68), prometió duranre su campaña e1ecroral promulgar la Ley

de Reforma Agraria; una vez en el poder, no tuvo la capacidad política para im­
plementarla. Una de las primeras consecuencias fue el estallido de las guerrillas

del MIR Y del ELN (1964-65) derroradas fácilmente. y el posrerior golpe mi­
litar del Gral. juan Velasco Alvarado el 3 de ocrubre de 1968.

La reinstauración -una vez meís- de un sistema polírico autoritario, de

dictadura militar, hacía presagiar la repetición de experiencias militares anterio­

res. Velasco Alvarado sorprendió a 'tirios y troyanos' al iniciar el proceso de re­
formas sociales y económicas más importantes en lo que va de la República.

Después del Gobierno de Velasco, para bien o para mal, el Perú fue otro.
La primera Ley de trascendencia que dio su Gobierno fue la Ley de Re­

forma Agraria en 1969. Esta medida ha sido considerada como una de las más

radicales que se hayan tomado en América Latina, quizá solamente comparada
con la reforma agraria cubana.

Fue durante el seprenaro de Velasco (1968-1975) cuando se dio el proce­
so de democranzacióu social más importante en el Perú. Paradójicarnenrc, fue

un gobierno autoritario el que entregó las mayores cuotas de poder político en

d nivel local, ya sea a los campesinos de la Costa o de la Sierra. Las organizacio­

nes campesinas (Ligas Agrarias) creadas desde el Estado reemplazaron en mu­

chos rincones del país a los antiguos poderes locales. Sólo este hecho abrió las
puercas a una dinámica de cambio social que aún no terminamos de vislumbrar.

En el aspecto cultural, el velasquismo desplegó una polírica dirigida a re­

valorizar la tradición andina y popular. T úpac Amaru. mestizo y revoluciona­
rio. fue uno de los símbolos de la reforma agraria y parte esencial de la parafer­
nalia del régimen militar. La declaración del idioma quechua como lengua ofi­
cial del Estado -junto con el español-e- fue un reflejo de lo que venirnoS sos­
teniendo. El historiador José Tamayo (1981) llega incluso a visualizar una rcn­
dencia neoindigenista a finales de la dictadura de Velasco.
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Esre gobierno militar creó en 1971 el Sistema Nacional de Movilización

Social (SINAMOS) con la intención de promover la creación de movimientos

sociales de tipo gremial, para poder estructurar y controlar, en cierro modo, el
sistema político que desearon implantar en el Perú: la Democracia Social de

Participación Plena (Guerra Carda 1983). Este modelo implicaba la creación
de instituciones de gobierno integradas por representantes de los diferenres gre­
mios del país. Fue un proyeclO de tipo corporativo, que antes ya había sido

planreado por intelectuales y pohricos peruanos, tales como Víctor Andrés Be­
!aunde y Haya de la Torre.

En esta dirección, el Gobierno creó sus 'propias' organizaciones gremiales:
en 1972 se fundó la Confederación Nacional Agraria (CNA), y en diciembre

del mismo año la Cenrral de Trabajadores de la Revolución Peruana (CTRP).

En el mes de febrero de 197 j salió a la luz la flamante Confederación Nacio­

nal de Comunidades Industriales (CONACI).

Al amparo del sector progresista del Velasquismo -que dominó el poder

durante gran pane del tiempo que duró dicho Gobierno- surgieron y crecie­

ron numerosos movimienros sociales y se legalizaron una cantidad jamás vista
de sindicatos en plazos bastante CO[[OS {Tovar 1{)82L

Respecto al rnovirnienro campesino, el surgimienro de nuevas organiza­

ciones y la expansión de las ya existentes, tampoco [Uva parangón en la histo­
ria del Perú.

La Confederación Campesina del Perú (ccpr organizó sus III y IV Con­

gresos Nacionales en los años 1970 y 197;3, lo cual significó la reorganización

y revitalización de este gremio que fomentó duranre la década del 70 algunas

tornas de tierras en la Sierra del Perú (Tovar 1982). Tuvo una posición de con­

fronración JI régimen militar, aunque algunos de sus partidos influyen res llega­

ron a plantear un 'apoyo crtrico' al ve!asquismo.

La Confederación Nacional Agraria (CNA) fue, sin lugar a dudas, la or­

ganización campesina más grande y rcprcscnrariva durante las décadas de los 70

y 80 en el Perú. Si bien su crecimiento se debió inicialmente al apoyo del Esta­

do, a partir de 1976, después de! golpe del Gral. Francisco Morales Berrnúdez

(1975-1980) fue declarada ilegal debido a su acritud de franca oposición al des­

montaje de las reformas iniciado por e! nuevo gobernanre.

lnregrada por dirigenre~ campesinos pt."rrt"necit."nTe, en <u sr,m mnvori.r a parridm rnarxism.lcninivrns (0­

mo el j\llR. Vanguardi.r Revolucionaria. pe Bander.r Roia. "C Parriu Roja y otros.
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Legitimada por su represenrar ividad. aunque ilegal aún, la CNA logra

reorganizarse en el nivel nacional a parrir de su masiva VII Asamblea Nacio­
nal de Delegados. realizada en Cajamarca en diciembre de 1980. 'toa reactiva­

da y con un nivel de auronomia política considerable -a diferencia de otros

gremios-, la CNA realizó su III Congreso Nacional en junio de 1982 (Ju­
nin), evenro que co nró con la participación de delegados de todos los gremios
ca m pcsinos del Perú. Ya en esta época, la CNA se había convertido en el mo­

virnicnro campesino más importante del país, con una orientación socialista y
nacionalista capaz de convocar al conjunto de las organizaciones agrarias del
país.

Es así como en ocrubre de 1982. la CNA convoca al resto de gremios
campesinos para la realización de un paro (huelga) nacional. La mayoría y las

más imporranres de estas organizaciones" aceptaron y se incorporaron al Comi­
ré Central de Acción, organizador de la medida de fuerza.

De esta manera se gestó y realizó el Primer Paro Nacional Campesino en

la historia de la República del Perú. Entre el 25 y 26 de noviembre de 1982, la
mayoría de los campesinos del Perú detuvieron sus labores y bloquearon gran

parre de las carreteras del país (CIDlAG 1983). Al año siguienre se realizó el 11
Paro Nacional Agrario. con un nivel menor de contundencia.

Fue a partir de 1985 cuando el movimienro campesino entró en un pro­

ceso de repliegue, debido a que el Partido Comunisra del Perú (Sendero Lumi­
noso) y el Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA) ya comenzaban

a desplegar sus acciones con mayor amplitud territorial, con el consiguiente
proceso de militarización del espacio rural. La lógica de la guerra desplazó a la
actividad política en el campo peruano.

Desde aquel entonces hasta la fecha. no se han podido recousriruir aún las
organizaciones agrarias en el Perú. Parecería que los ecos de la guerra y de la
muerte todavía perviven y flotan en la atmósfera de algunos predios del campo

peruano.

H lmruron L1 convor.uoriaal P.lr(, "\".Kioll.ll Agrano, además de l.i eN.'\., la cep, b FT"\"DrJ:AAI' (Fe­

d<TJClOIl Nacional de COOPCl<HlV<lS Azucareras}. la CC;CP (Coutcdcracróu Cenera! de Campesinos del
Pl'[U) l' CUDEACRO (Comité de Defensa de la Pequeña y Mediana Agn<:ultllra). Luego se adluncron

')[[;1' 'liS'll1iz<Kílllll'5 ,lgr,lri,¡;,
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De campesinos a revolucionarios

Carlos Fernández Fontenoy

Conforme e! marxismo fue introduciéndose desde la década del 30 de! siglo XX

en la sociedad peruana, la percepción que se renía del campesino se fue modi­
ficando poco a poco, conviniéndose con el tiempo en un potencia] 'sujeto re­

volucionario', junto con el prolerario.

La concepción de la necesidad de una alianza obrero-campesina como eje
de la revolución proletaria en el Perú, con el andar de los anos comenzó a cons­

tiruirse -al interior de la izquierda marxista peruana- en una idea aceptada
unánimemente. El habitante rural ya no era solamente un indio y un campcsi­

no, debía ser además un revolucionario, una clase revolucionaria con una mi­
sión histórica muy clara que cumplir: hacer la revolución y construir el socia­

lismo en el Perú.
Esra transformación del campesinado en actor proragonisra del proceso revolu­

cionario se afianzará a partir de la ruptura del movimiento comunista internacional

(China - URSS) a comienzos de la década del 60, hecho que provocará rambién en
el Perú la división del Partido Comunista del Perú (Unidad? prosoviético, y la apari­
ción de orro Partido Comunista del Perú (Bandera Roja) prochino.

Debido al sesgo 'agrarista' que Mao Tsc-rung le imprimió a la revolución

China, sus planreamien ros se difundieron fácilmente en los países subdesarro­
llados, con poblaciones campesinas extensas y pobres ... como las del PerLÍ.

El maoísmo plantea que en paises agrarios y arrasados, el papel del cam­
pesinado pobre debe ser de primer orden en el proceso revolucionario, incluso

más importante que e! del prolerariado. El campesinado pobre debia ser 'el mo­
tor de la revolución'.

La mayoría de los partidos (Lens ¡ 981) con influencia en la CCP adop­
taron esta posición respecto al papel del campesinado, pero quien mejor llevó

a la práctica las enseñanzas de Mao Tse-tung fue el Partido Comunista del Pe­
rú (Sendero Luminoso).

Sendero Luminoso le declaró la guerra al Estado peruano en ]980. Reclu­

tó para su causa a un airo porcentaje de pobladores indígenas de las alturas an­
dinas, caracterizados por su pobreza e ignorancia. Después de una primera cta­
pa de expansión de este movimiento dehido a su actuar 'justiciero'. de acuerdo

') En r-l j'cr ú l:xi;,ten varios 'Partidos Com.nustas del Perú'. v sm sjglA~ ..,e diferencian unas de otras delu­

do J. que despuc, de.'ilI nombre, se Clll')(J cnrrc p.rrénresis la dcuominacxm de su órgano de prensa 011­
eral: duno LnIJ~\lL Bmdcr.r Roj.) e Sendero 1ununo-,c..
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al decir campesino de esa época, Sendero comenzó a realizar una serie de accio­
nes demenciales y terroristas que fueron enfrentándolo no sólo con la opinión
pública, sino con los propios dirigentes populares y campesinos de la izquierda
revolucionaria'".

La presencia de Sendero y el MRTA (desde 1982) en el campo por más
de una década, obligó al movimiento campesino a replegarse y a desintegrarse
lentamente, hasta el presente,

Al desastre ocasionado en el agro, ya sea por una reforma agraria con erro­
res e incompleta, o por la violencia de Sendero yel MRTA, se le sumó después
la política neoliberal del presidente Fujimori, que no ha permitido la recupera­
ción de este sector de la población peruana. La crisis, profunda y persisrenre,
provocada por el abandono estatal del campo, hace presagiar nuevas formas de
organización y lucha de los campesinos, muchos de ellos llamados ahora 'pro­
ductores agrarios',

Refll'xionesfinales

• En esta última parte del presente trabajo, quisiéramos decir que los movi­
miemos sociales tradicionales o 'viejos' (Linch1999), como lo son el cam­
pesinado y el proletariado, se desarrollaron con mayor vigor cuando des­
de el Estado hubo políticas explícitas de apoyo en esta dirección, Y esto
vale ranto para los gobiernos democráticos como para los autoritarios
(Touraine 1989)

• Desde esta perspectiva, los movimientos sociales -y el campesino en es­
pecial- no solamente tuvieron una cierra dependencia con las políticas
de apoyo estatal, sino que también su historia esruvo íntimamente ligada
-o arada- al rumbo que siguieron los partidos políticos que ejercieron
una influencia dcrerrninanre en 5U.'\ cuadros dirigentes, Cabe resaltar la in­
fluencia del aprismo, pero sobre todo de la izquierda marxista.

• Hay que tener muy presente esta realidad a la hora de analizar el papel de
los movimientos sociales en los procesos políticos de este siglo en el Perú,
incluidos los de transición a la democracia y al autoritarismo,

lO El .nusucunuenro cruel e Insano de la queriJa e rzquierdisra JjrjgeIHa barrial de L,mJ Maria Elena 1'.10­

Y.JlU), marcó el momento de mflcxión dt:finlril u de Sendero. A partir Je este Inacilll1.11 .lelo rerronvra.

"e pued,,' vivlurnhrar con rnavur nlli,!<:1 d rammo hacia el OCd~{) dc c·<[c movimiento político.
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•

•

Carlos Fernández Fontenov

Habría que señalar que la izquierda marxista de finales de la década del
70, heredera del pensamiento mariareguisra e indigenista, empezó a in­
cluir en su discurso político el rema de los derechos de las 'nacionalidades'
originarias como parte de las reivindicaciones por las cuales había que mo­
vilizar al pueblo. Al poco tiempo. en 1980, la lucha armada comenzó a ex­
pandirse en el campo peruano, bloqueando toda posibilidad de seguir
'imaginando comunidades étnicas'.
Finalmenre, quisiéramos señalar que a fines del siglo XX el Perú 'ligue
siendo una República pigmencocrática. Pese a los cíclicos esfuerzos desde
el Estado y desde la sociedad civil por revalorizar 'lo indio', la construc­
ción de la idenridad nacional no se ha cenrrado en el factor étnico". no
sólo por las razones expuestas en este trabajo, sino porque todavía en el
imaginario de la población india e indomestiza actual, existe una visión
negativa de las culturas y razas indígenas: todo lo relacionado con' lo in­
dio' es sentido como algo inferior.
La memoria histórica hace aparecer al indígena como el conquistado-de­
rrotado, el siervo, el pobre, e incluso el que tiene un nivel menoscabado
de auroestima estética.
Felizmente, esta tendencia se ha ido modificando en la última mitad de
siglo. Esperemos que este proceso continúe, ya que la contribución cultu­
ral y racial de lo indio en el Perú. ha sido, es y será uno de los pilares de
la construcción de la identidad nacional peruana.
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Perspectivas de la
movilización social



Los sindicalismos bolivianos contemporáneos:
crisis y secundarización de un
movimiento social desarticulado

Ricardo Calla Ortega"

El texto expuesto a continuación versa sobre el sindicalismo boliviano 'contem­
poráneo". Se entiende aquí por tal al sindicalismo desde el período posterior al
ajuste estructural hasta el presente 0985-86 a 1999-2000). Se entenderá ade­
más aquí, que una etapa previa del sindicalismo boliviano corresponde al pe­
ríodo posterior a la Guerra del Chaco (1933-35), pasando pot la Revolución de
1952, hasta el inicio del ajuste estructural en 1985-86.

El sindicalismo boliviano contemporáneo puede ser caracterizado como
un sindicalismo en crisis y transformación, producto del resquebrajamiemo del

Rccror de la llnivervidad de la Cordillc:r,l, La Paz - Bolivia; La Paz}' Cochabamba.
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cial (eERES) en sepnemhre de I ')')(). Posrenorrnenre, el texto se ajustó Y modificó para su \TrSIÓn de­
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Ca1Tlhio Pplílico rn ti Área Andim org:1nindo en Quito, Ecuador, por la Facultad Lninoamrricana de

Ciencias Sociales (FLA.CSO) sede Ecuador. Agradezco a Roberto Lascrua del CI:RES por el impulso da­

do a nuestra rdlelilOn y pl,r sus valioso, comentarios personales y los aporre.'> del Seminario en Cocha­

bamba para los .uusn-, que hemos inmxjucido a] texto. Tamhrén agradezco vivamente .\ [ulic Massal y
Maro-lo Bonilla por Sil gran interés en el jrea andina. Bolivia incluida, por su cordialidad y hospirali­

dad en Quito y por ~II arduo e~ftlerzo para lograr -con todo ¿xiw-- 'lIje el Serrun.trto referido de

FLACSO Ecuador a[[njc una posibilidad sena de comparJ.T las disnruas suuacione-, 'ille K csran dando

en el .irea andina con rclacnin a los movimientos sociales en 1.1 rcsión. Fmalrncruc, debo .rgr.ulecer tarn­
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centralismo institucional y del poder de irradiación otganizacional y moviliza­
ción de masa de la Central Obrera Boliviana (COB) en el período previo al
ajuste. A diferencia de entonces, cuando la CaB tendía a concentrar y conden­
sar el accionar de las redes sindicales en Bolivia -dotando a esas redes de un

cierto centro de referencia para un funcionamiento de conjunto relativamente
uniforme, no excnro de tensiones y contradicciones- hoy el sindicalismo boli­
viano se muesrra como una red descentrada, de orientaciones y accionares re­

gional y secrorialrnenre diferenciados y diversificados, al punto que es impres­
cindible no referirse ya a un sindicalismo en este país, sino a 'los sindicalismos'

de Bolivia.
Hoy, a fines del siglo XX, la COB Ysus tradiciones son ya sólo una parre

más de un panorama sindical debilitado como conjunto, complicado y diversi­

ficado en términos de sus orientaciones y accionares y con sólo algunos bolso­

nes geográficos puntuales de poder de movilización de masa importantes. Tra­
tar sobre los sindicalismos en Bolivia ya no es, pues, sinónimo de referirse a la

COB ya las redes y organizaciones sindicales que todavía formalmente coman­
da, sino que implica aproximarse a esas redes y organizaciones en particular y
en términos de los nuevos hábitos de accionar que los van especificando como

panes de un conjunto crecientemente diluido. Dicho de orro modo, los sindi­
calismos bolivianos ya no cuentan más, sino sólo formalmente, con una matriz
ordenadora y centralizadora para su accionar, lo que causa una preponderancia
de dinámicas centrífugas y desencuentros entre los distintos sindicatos sectoria­

les y regionales.

Por otra parte, parece importante tener en mente que en Bolivia, después

del ajuste estructural iniciado en 1985-86 -incluidas la relocalización minera
masiva y la nueva política económica de achicamíento del papel del Estado en

lo productivo- no sólo se ba producido una crisis de la 'centralidad obrera' pa­

ra las orientaciones y accionares de los movimientos populares en el país -cen­

tralidad que como se sabe fue manifiesta, a través del fuerte peso político de los

sindicatos mineros, en las dinámicas y procesos de esos movimientos en la era­
pa anterior al ajuste- sino que además se ha desarrollado una 'crisis de la cen­
tralidad previa al sindicalismo' como forma de organización privilegiada para

dar cauce a las demandas económicas y a las reivindicaciones sociales de las po­
blaciones.

Efectivamente, desde el 'comirefsmo' regionalista, pasando por las juntas

vecinales, las organizaciones de mujeres, el movimiento ecologista y la emer­
gencia de organizaciones indígenas -en procesos que anteceden en parte al mis-
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mo ajuste csrructutal y que se desbrozaron aún más después de éste, en pani­
cular en lo que a las cuestiones indígenas, de género y ecológicas se refiere--,

nuevos marcos organizacionales para dar cauce a demandas y reivindicaciones
de distinto cuño, han hecho del sindicalismo 'una forma organizacional más' en
un contexto que lo obliga a competir con otras por la representación de los in­
tereses del 'puebla' frente al Estado. A ello es necesaria añadir el cada vez más
importante papel de los partidos políncos como facwres de mediación para la
inflexión de las políticas de Estado, antes muy acusadamenre marcadas por el
tenor de las relaciones, negociaciones l' enfrenramicnros entre la COB y sus sin­
dicaros y los disrinros regímenes de gobierno.

Ni la 'centralidad obrera', ni la 'centralidad sindical' dererminan ya los flu­
jos y reflujos de los movimienros sociales en Bolivia y menos aún el ritmo de la
vida polírica del país. El anterior e imponente peso del sindicalismo en Bolivia
ha devenido en un conjunro secundario de sindicalismos en general muy debi­
litados, que con muchas dificultades y limitaciones logran apenas sobrevivir co­
mo organizaciones. La crisis del sindicalismo acaecida nas el ajuste estructural
parece, a fines de 1999 e inicios del 2000, haber llegado al punro en el que las
organizaciones sindicales en Bolivia rienen que refundarse o seguir minimizán­
dose en términos de importancia y cobertura hasta el borde de una supervivcn­
era apenas vegerauva.

Es en el marco de tal encrucijada donde emergen con cierta niridez algu­
nos de los rasgos distintivos de la cultura política del conflicto que marcó el ac­
cionar de la COB y sus sindicaros, en el largo período que va de la Guerra del
Chaco hasta el ajuste estructural de 1985-86 y que, de mantenerse, podrían
concluir en un minimalismo y congelamienro sindicales de larga duración. En
pocas letras se puede plantear que en la cultura polírica del conflicto del sindi­
calismo previo al ajuste se destacan: 1) la huella marcada por el reduccionismo
clasista con el que la COB y sus redes encendieron el conflicto social en Boli­
via y 2) una reducción paralela del conflicto clasista -en sí mismo ya siempre
mu~,.' complejo- a la oposición simple entre obreros asalariados regulares, por
un lado, y la burguesía y el Estado parronal, por el otro. Si en teoría ambos re­
duccionisrnos originan una lectura académica muy pobre del conflicto social,
en po lírica -en la polírica boliviana- ésros se tradujeron en el por demás glo­
sado 'vanguardismo obrero' con el que la COB intervino en la hisroria de Bo­
livia desde antes de la Revolución de 1952.

El que ral 'vanguardismo' hubiera permitido a la COB colocarse en el cen­
rro de las luchas políricas de Bolivia, desde 1952 hasra 1985-6, se explica tan-
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ro por: 1) el peso de la minería en la economía del país durante el mismo pe­
ríodo y la naturaleza agregariva de la tecnología minera de socavón que hace la
masa laboral de los campamentos, y 2) la relevancia de las fábricas de corte 'se­
mifordista' en algunas de las urbes occidentales del país. Dicho llanamente, la
mala lectura académica de la realidad por parte de la COB no necesariamente
implicó una política fallida en rodox sus planos. Pese a sus reduccionismos y su
vanguardismo -e incluso quizá debido a ellos- la COB jugó un papel cen­
tral, logró victorias, impulsó mejoramientos salariales y políticas sociales favo­
rables al 'pueblo' y, en la tenaz historia, fue la principal autora de la recupera­
ción de la democracia actual en Bolivia.

Yes que, a diferencia del parecer de otros analistas, aquí nos arriesgamos
a decir que el reduccionismo clasista y el vanguardismo obrero de la COB y sus
sindicaros fueron un mecanismo de adecuación política a la forma que tomó el
fordismo' -c-cstarnos forzando conscientemente este término para propósiros

de redacción resumida- en Bolivia en la época de la sustitución de importa­
ciones, mecanismo no toralmente inadecuado, toda vez que por lo menos des­
brozó la lucha sindical en la médula del patrón de acumulación minero-expor­
radora que rigió en Bolivia hasra antes del ajuste.

Decir reduccionismo y vanguardismo, en todo caso, no es sinónimo de
decir 'oposicionismo'. Frenre a lo que ha venido siendo un parecer meramente
prejuicioso e ideologizado la COB y sus sindicaros no fueron, como algunos lo
pretenden, una expresión más de lo que se ha llamado la 'cultura política del
NO' (de oponerse por oponerse) en Bolivia, ni peor aún 'la cultura del NO' en
el país.

Según versiones simples, reductoras e ingenuas de algunos analistas, el sin­
dicalismo sería hoy expresión o sinónimo de la cultura del 'no' en Bolivia por­
que en toda su historia moderna (postguerra del Chaco) habría sido expresión
o sinónimo del 'no'. Según esta versión, el sindicalismo es hoy continuación del
sindicalismo previo al ajuste. que se niega a cambiar ante la nueva realidad y
que persiste en ser el mismo sindicalismo de la oposición por la oposición que
habría emergido antes y durante la revolución de 1952.

Basta la más elemental revisión de daros, empero, para que, con el mismo
simplismo, se termine afirmando que el sindicalismo más bieu ha sido y sigue
siendo expresión o sinónimo de la cultura política del 'sí' en Bolivia. Así, por sus
documentos y posicionamiemos, el sindicalismo boliviano moderno ha dicho

innumerables veces: sí a la nacionalización de minas, sí al voto universal, sí a la
reforma agraria, sí al socialismo, sí a la recuperación democrática frente a las die-
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raduras, sí a mejores salarios, sí a una educación mejor y más barata. sí a mejor
y más salud, sí a mejores y más derechos laborales, sí a la mayor independencia
de Bolivia frenre a las presiones polírícas y económicas externas, sí a la solidari­
dad, sí a una mejor canasra familiar, sí a ... En realidad, ninguno de los éxitos y
victorias de la COB en su historia serían comprensibles si no se le reconocieran
sus específicos rasgos proposirivos y afirmativos. Es más. el que la COB ante
cualquier cambio de régimen de gobierno se sitúe en e! campo de la oposición
no debería ser inrerprerado como una manifestación anómala de una cultura po­
línea 'oposicionista', sino como un rasgo más de un ordenamiento democrático
crecienrcmcnre adecuado ya que como sindicato su papel es el de defender los
derechos laborales y no el de ser un mecanismo de gobierno para talo cual par­
tido (no importa cuán afín o no sea a sus posicionamientos ideológicos).

En democracia, habría que espetar que los sindicatos, en e! caso de cons­
ritui rse un régimen de gobierno de orientaciones laboristas, lejos de convenir­
se en metas correas de transmisión política del régimen mantengan más bien su
independencia y autonomía frente al Estado. Parte medular de un orden demo­
crático es [ustamenre el fundarse sobre el reconocimiento explícito del conflic­
to de intereses entre los sectores sociales, por un lado. y habilitar los mecanis­
mos para su resolución pacífica y legal, pOt el otra. Uno de esos mecanismos es
justamente el sindical y, por lo menos en Bolivia, hay que alegrarse de que, por
ejemplo, en sus regiones cocaleras del Chapare y Yungas exista un sindicalismo
agrario vigoroso que permite intermediar entre productores y Estado anulando
Jos potenciales de violencia que aUí podrían estallar de no existir la mediación
sindical.

Como fuere, la colocación estructural de independencia y autonomía de!
sindicalismo frente al Estado es un rasgo de la democracia y no simple sinóni­
mo de cultura 'oposicionista'. Y el reduccionismo clasista y el vanguardismo
obrero no son, reiteramos, sinónimo de 'oposicionisrno', Todo lo contrario, son
rasgos de cultura afirmativa (lo que no es sinónimo de decir que cualquier lor­
ma de afirmación es necesariamenre positiva o deseable). El debate sobre los
sindicatos es más complejo, y reducirlo a la simpleza de calificarlos y estudiar­
los en el marco de la oposición retórica entre el 'oposicionismo' versus el cola­
boracionismo sólo puede ser útil para lecturas de una coyuntura muy puntual.

Otra cosa es referirse al reduccionismo clasista y al vanguardismo obrero
con el que la COB y sus sindicaros, en su historia, tendieron a actuar en el se­
no del conflicto social. No es exagerado, pues, decir que el sindicalismo antes
del ajuste y ]05 sindicalismos después del mismo, siguen operando a partir de
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una lectura del conflicto social que lo reduce a la problemática clasista. Toda la
retórica sindical previa y contemporánea revela ese reduccionismo y ha genera­
do serias dificultades para que otras dimensiones del conflicto en Bolivia sean
representadas por el sindicalismo. Así, pese al impacto que han tenido Jos pe­
queños y aún incipientes movimientos a favor de los derechos de la mujer y la
equidad de género en el sistema de partidos y las leyes que lo rigen (logro del
30% obligatorio de candidatas mujeres en planchas y candidaturas elecrorales

de los partidos políticos, por ejemplo), ese impacro a nivel de los sindicaros se
ha ido diluyendo, después del cierto auge que se dio durante la década del 80,
en términos de la creación de Federaciones Sindicales de mujeres en distintos
sectores laborales (principalmente el campesino). Hasta hoy los sindicalismos
son refractarios a la temática del género, y las masas de mujeres asalariadas si­
guen entre las más desorganizadas y huérfanas de apoyo sindical. Lo mismo su­
cede con la problemática regional y vecinal, su desatención histórica por parte
de la COB y sus redes, llevó a que hacia fines de la década del 70 se iniciara la
proliferación de la emergencia de los Comités Cívicos y la creación de Juntas
Vecinales a lo largo y ancho de los barrios de las distintas ciudades más grandes
del país, al punro que hoy los Comités Cívicos y Asociaciones de Juntas Veci­
nales pueden mostrar mayores capacidades de presión y movilización de masa
que los sindicaros. Algo semejante ha pasado con la cuestión indígena: a medi­
da que la identificación étnica pasó, a fines de la década del 80, a adquirir ma­
yor importancia en términos reivindicativos, la inicial atención que la COB (y
más aún la Confederación Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bo­
livia, CSUTCB) babía dado duranre la década del 70 y parre de la del 80 al [e­
ma se diluyó y, por el contrario, la temática indígena pasó a ser ácidarnente en­
frentada por el vanguardismo obrerista al interior del sindicalismo, al punro de
producirse una ruprura nacional de representación sobre la masa rural bolivia­
na, cuando la Confederación de Pueblos Indígenas del Oriente de Bolivia (Cl­
OOB) emergió a fines de la década del 80 resrando bases al sindicalismo rural
y luego sobrepasando a la CSUTCB en proragonismo, agilidad de acción y ne­
gociación y fuerza de movilización rural.

Desde su reduccionismo clasista, el sindicalismo de ayer y los sindicalis­
mos de hoy parecen haber consagrado su colocación estructural como órganos
de representación y lucha en el plano ya sólo y reducido de la masa de asalaria­
dos de Bolivia. Dentro de la globalidad y complejidad de los distinros planos
del conflicto social en Bolivia, los sindicaros parecen haber asumido que sólo
les roca atender las demandas y reivindicaciones de los asalariados, dejando pa-
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ra orras organizaciones e instituciones las rareas de impulsar y organizar las lu­
chas y demandas de género, étnicas, regionales y vecinales, lo que quizá en reo­
ría es lo adecuado ya que la ligazón sindicaros-asalariados es una nora de larga
dala en las tradiciones de la democracia y el capitalismo en una mayoría de paí­
ses del mundo. Quizá es necesario asimilar definitivamente el hecho de que en
democracia al sindicalismo no le roca -ni por tradición, ni por reorÍa- asu­
mir la promoción de los derechos indígenas, vecinales y regionales, aunque ya
se hace algo más difícil de enrender por qué los sindicalismos hoy no inciden
en la promoción y defensa de las mujeres asalariadas, aunque solo fuere en su
calidad, justamente. de asalariadas. Tal parecería que en la cultura del conflic­
ro, al inrerior de la cual transcurre la vida sindical, el machismo es un compo­
neme sólido de larga duración, que se está agudizando hasta el punro de blo­
quear el mínimo sentido práctico gue parece pedir a griros que una opción pa­
ra el fortalecimiento de los sindicalismos en Bolivia pasa por iniciar un proce­
so de acrivismo inrenso entre las mujeres asalariadas.

Pero aún más, incluso parecería que la lectura sobre el conflicro social al
interior de los sindicaros de Bolivia ha consolidado el tenaz 'no-me-importis­
mo' de la vieja COB con respecto a las masas de desempleados en el país. El re­
duccionismo clasista del sindicalismo 'pre' y 'posr' ajuste estructural parecería
haber meado el fondo de realidad que impide a sus dirigenres comprender que
en el conflicro social boliviano el desempleo requiere de su atención. Con ello,
por supuesm, se abre el imerroganre de a qué institución le corresponde la ra­
rea de organizar a los desempleados en Bolivia o si ellos tendrán que crear una

organización propia. Dado que se trata de una pregunra práctica, anres que reo­
rica, no tendría que sorprendernos el que, frenrc a las omisiones de los sindica­
lismos al respeclO, terminen siendo las [untas Vecinales o las organizaciones in­
dígenas como el CIDOB y otras las que se den esa rarea. Como fuere, parece
que aquí se bordea el influjo de las palahras y las denominaciones en el accio­
nar práctico de las instituciones.

y es que ya el nombre de Cenrral 'Obrera' Boliviana, cuajado en 1952 al
momento de desplegarse con fuerza la historia del vanguardismo obrero en el
devenir sindical del país, parece haber mateado y seguir marcando los lírnires
dentro del haz más amplio de conflicros sociales que a la COB y a los sindica­
ros les correspondería asumir. Desde su reduccionismo clasista y su vanguardis­
mo obrero, los desempleados -esa 'no-clase' de seres humanos marginados y
excluidos por el mercado- nunca han sido motivo de preocupación constan­
le y explícira para los sindicaros en Bolivia. Con ello, la solidaridad de los asa-
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lariados con quienes no lo son se ha visto limitada en su desarrollo, conforman­
do hábitos y acritudes organizacionales restringidos a la esfera del taller y los
centros de trabajo y un concornitanre abandono de las calles, los barrios, los

pueblos y ciudades sin industrias y las áreas rurales. Sindicalismo de asalariados
y para asalariados, elde la COB pudo florecer por la imporrancia del eje mine­
ro de acumulación y el 'semiíordisrno' fabril previo al ajuste estructural, para
luego desbarrancarse y atomizarsc una vez que las minas y las fábricas fueron
cerradas.

Pero si el reduccionismo clasista y el vanguardismo obrero afectaron al
sindicalismo antes y afecran a los sindicalismos hoy, es necesaria aún una pre­
cisión. Y es que, lo reiteramos, los sindicaros han propendido a enrender el con­
flicto social en Bolivia no sólo reduciéndolo a sus remas de clase y al conflicto
de clase en términos del simplismo obreros versus burguesía y Estado patronal
(en la versión 'pre' ajuste) o al simplismo obreros oersusburguesía y Estado neo­
liberal (en la versión 'post' ajuste), sino que -sorerrada como la forma más du­
ra del reduccionismo-, la masa de asalariados como eje de las preocupaciones
de los sindicaros era definida como sinónimo sólo de la masa de trabajadores
de planilla o de salario 'regular' en regímenes de contrato colectivo o individual.
Así, las masas de trabajadores a destajo y jornal y de trabajadores bajo régimen
de salario errático e informal -que ya antes del ajusrc estructural rambién exis­
rían y que eras la tlexibilización y las relocalizaciones han florecido paralelarnen­
re al boom de la informalidad aparejado al ajuste-e- nunca fueron preocupación
relevante para los activistas sindicales y la defensa de sus derechos sigue hoy vir­
tualrnenre abandonada. El universo del subernpleo quedó con ello fuera de las
preocupaciones y discusiones de un sindicalismo que con el tiempo se fue ha­
ciendo corporativo.

En orcos términos. el viejo sindicalismo previo al ajuste fue un sindicalis­
mo de 'empleados'. Las masas de desempleados y sub empleados quedaron des­
de siempre -quizá porque, entre otras causas, el poder político de los sindica­
tos tos enajenó de sus tareas organizacionaies y de reivindicación de derechos
laborales en el sentido necesariamente amplio de la palabra- desprotegidas,
sub organizadas y huérfanas de arención. Ese viejo sindicalismo, que no rermi­
na de morir en los nuevos, fragmenrados y debilitados sindicalismos de hoy, sí
tuvo sus glorias, sí fue pro positivo, sí forma parte de una historia afirmariva. pe­
ro fue insuficiente y fue derrotado en el mismo mamen ro de su mayor victo­
ria, la recuperación de la democracia. y es que, en la cultura del conflicto del
viejo sindicalismo hizo carne no sólo un drásrico reduccionismo clasista, sino
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también un vigoroso 'corporativismo salarialisra' que incluso llegó a opacar la

solidaridad del trabajador con salario regular hacia los desempleados y subem­
pleados del país. Ese corporativismo, que formó también parte de la fuerza or­
denadora de la COB y sus sindicaros. fue también un talón de Aquiles en el
momento de enfrentar los desafíos de la democracia y la apertura hacia un uni­
verso más amplio de conflictos y demandas sociales que ésta precipitó.

Como fuere, en la cultura del conflicto de los sindicalismos contemporá­
neos confluyen el reduccionismo clasista, el vanguardismo obrerista y el corpo­
rativismo salarialisra de la tradición de la CaB pero a rodo ello se añade ade­
más con vigor el 'desconcierto'. Zavalera podría denominar a este desconcierto
como 'momento de disponibilidad ideológica'. Efecrivarnenre, quizá se ha lle­
gado a un punto en el que la culrura del conflicto por parte de los sindicalis­
mos pase a ensancharse por la vía de un reconocimiento ideológico y práctico
de la necesidad de superar reduccionismos, vanguardismos y corporativismos
salarialisras (máxime cuando en esta época de flcxibilización y ajuste el prolera­

riado regular ha sido barrido primero y luego sustituido por una masa de tra­
bajadores fuera de roda planilla y regularidad salarial con predominio del des­
tajo, del jornaleo y del salario informal). Sin embargo, ese ensanchamiento se­
guramente ha de tomar algo más de una década para mostrar algún vigor, si se
da. En rigor, a lado de los viejos reduccionismos. vanguardismos }'corporativis­
mos de una culrura del conflicto sindical en crisis, hoy se evidencia más bien
un repunle corporativisra ya desideologizado y pragmático en algunos puntua­
les sectores de trabajadores formales (caso petrolero y de comunicaciones), alia­
do de un vaciamiento y desaparición' crecientes de cultura sindicalista en la
más amplia masa de trabajadores asalariados formales y de los semiasalariados
y subasalariados del creciente universo productivo informal de los talleres me­
nudos y atómicos que se ha generado tras el ajuste.

En ese marco, hablar de una cultura sindical en los fragmentados y des­

concentrados sindicalismos de la época actual resulta casi excesivo. Al margen
de las altisonantes, pero poco efecrivas movilizaciones, que intenta de vez en
cuando una COB cada día más aislada y empequeñecida <movilizaciones de
modo evidente marcadas por la retórica del viejo reduccionismo y vanguardis­
mo del período previo al ajustc-, las masas de trabajadores en talleres, los de­
sempleados y subempleados en el comercio informal parecen formar parte de
un tiempo retrocedido en el que muy lenta y experimentalmente se ensayan pe­
queñas movilizaciones y defensas de mínimos derechos, se aprende a hacer sin­
dicatos, se aprende a elegir dirigentes, se aprende a negociar. Aquí o allá des-
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pUllta un pequeño conflicto laboral con tímidos logros o pequeñas derrotas, In­
cluso los más jóvenes parecen desconocer que tienen algúu derecho a defender­
se con respecto a las prepotencias más duras. La conciencia de que hay que de­
fenderse con respecro a los empleadores, incluso se ha diluido en vastos secto­
res de la masa urbana. La informalidad, el mal pago, la ninguna existencia de
beneficios sociales hasta se toman como un orden natural de la realidad. En es­
te escenario, los sindicalismos en Bolivia remiten más bien por lo general -y
descontando algunos sectores de la producción empresarial más formal- a una
situación presindical al haber devenido en poco menos que alguna forma de so­
ciabilidad laboral: Con el sindicato quizá se puede jugar fürbolu organizar al­

guna fiesta o convite. ¿Momento de disponibilidad ideológica? Seguramente la
cultura empieza en alguna parte, y ya algunas veces los historiadores nos han

enseñado que en la vida cotidiana de la fiesta, el convite y el fútbol se han ges­

tado en Bolivia las primeras resistencias. Como fuere, la ruprura del corporati­
vismo quizá tendrá que ser obra de los propios trabajadores no corporativiza­

dos en su solidaridad más básica.
Dada la tenacidad con la que los reduccionismos se reproducen en Boli­

via (¿acaso no es un claro el que los movimientos de los pueblos indígenas en el
país, por ejemplo. han pasado a encapsularse en un afán identirario que los res­

ta de preocupaciones serias con respecro de la esfera del trabajo pagado y no pa­
gado y los derechos concomitantes incluso de sí mismos como trabajadores?,
¿acaso no es un daro que Jos movimientos por la equidad del género aún no
muestran el menor atisbo de solidaridad por cualquier pequeño conflicto labo­

ral en cualquier taller de cualquier ciudad boliviana", ¿acaso no es un dato que
la COB hasta ahora sigue desentendida de las demandas territoriales de los pue­

blos indígenas y ni qué decir de las discusiones en torno a la violencia domés­
tica en el seno de las mismas familias obreras:'), dada la fuerza de los reduccio­

nismos, decimos, quid sólo queda como alternativa un pesimismo sobrio. Lo

evidente, lo factual, es que los sindicalismos hoy en Bolivia revelan principal­

mente una desaparición de cultura sindical en sus planos más elementales.
Quizá, en todo caso, un matiz sea demandado al análisis a la luz del desa­

rrollo del sindicalismo campesino en la Bolivia moderna 'POS[' Guerra del Cha­

co. ¿Qué esrá sucediendo con el sindicalismo campesino conrcmponineo?
Para seguir, ¿no fue ese sindicalismo, y en panicular el desarrollo de la

CSUTCB a partir de 1979, un hecho histórico más allá del corporativismo sa­

larial al que hemos aludido? Sí y no. Sí, ya que el sindicalismo campesino en
Bolivia ha sido y es una expansión del sindicalismo en la esfera del trabajo no
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pagado en Bolivia. No, porque el sindicalismo campesino no fue producto de
una superación ideológica del salarialismo corporativo en el seno de los sindica­
ros de la COB que, de haberse dado, podía haberse expandido en el mismo ni­
vel de otras esferas del trabajo no basado en el salario regular en Bolivia (desta­
jo, jornaleo, informales) o directamente a otras esferas del conflicto social (gé­
nero, emicidad, regiones y vecindarios), sino que fue una irradiación del reduc­
cionismo clasista en la COB y sus sindicaros la que transmutó la fórmula polí­
ticamenre reduccionista de la 'alianza obrero-campesina' de la teoría del partido
obrero en fórmula de acrivisrno sindical ceriida además al vanguatdismo obrero
(en Bolivia, la 'vanguardia' terminaba siendo definida como sinónimo de 'van­
guardia minera' a la que la 'clase campesina' debía seguir, lo que más adelante
provocaría la ruptura del sindicalismo campesino y la emergencia de un rnovi­
rnien ro indígena rural opuesro a ser reducido al papel de una 'clase' secundaria).

Así, el vanguardismo obrero, expresión del corporarivismo salarialisra en
el proceso hisrórico del sindicalismo boliviano, no dejó tampoco de marcar la
emergencia y posterior desarrollo del sindicalismo campesino, cuyo recorrido
puede fijarse en cuatro períodos básicos: 1) crapa de emergencia desde la pos­
guerra del Chaco hasta 1952, 2) cooptación del sindicalismo campesino por el
MNR rras 1952 y desarrollo del 'pongueaje sindical' y advenimiento del Pacto
Milirar Campesino hasta 1973-77, 3) emergencia del sindicalismo indepen­
dienre y aurónomo con tespecro del Estado y ruprura del 'pongueaje' y el Pac­
to Milirar Campesino entre 1973-79 y surgimiento y desarrollo del sindicalis­
mo de la CSUTCB al interior de la COB hasta fines de la década del SO, Y4)
crisis del sindicalismo campesino desde 1985-86 e independencia del vanguar­
dismo obrero vía ruprura con respecro de la CSUTCB de los movimientos in­
dígenas organizados en la CIOOB a fines de la década del SO. La Cl[)OB mar­
ca así, con su presencia y a través de un 'abandono de la forma sindical', el pro­
ceso de ruptura de importantes sectores de la masa rural boliviana con respec­
to del vanguardismo obrero. Como ya se señaló, la CIDüB emergió a fines de
la década del SO sobrepasando a la CSUTCB en protagonismo, agilidad de ac­
ción y negociación y fuerza de movilización rural.

Aunque aquí no trataremos el rema indígena en sus propios rérminos v di­
námicas, basre con señalar que hoy la crisis del sindicalismo campesino, inicia­
da en Bolivia (fas el ajuste. ha rerminado también por fragmentarlo y separar­
lo de las dinámicas de la COB. Su cobertura se ha reducido crecienremente al
deparramenro de Cochabamba, parte de Chuquisaca, parte del norte de Poro­
sí, menos aun de Oruro y en La Paz se halla cada vez más fragmenrado en fac-
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cienes. En el Oriente va sólo existe en el nivel de las zonas de colonización. Se
reata, en suma, de un sindicalismo que encuenrra con vigor sus ejes de repro­

ducción como organización en el sindicalismo del Chapare, los yungas paceños
y las colonizaciones en Santa Cruz. Tres ejes que aún dan cierra base de movi­

miento a la CSUTCB, aunque ya su convocatoria incluso a nivel del altiplano

andino está desapareciendo. \0 que hace que rengamos que referirnos a un sin­
dicalismo de valle alto, de trópico y llano principalmenre. Es en rodo caso in­

teresanre detectar que a nivel del sindicalismo campesino, y dada la fuerza que
ha tomado la ClonB en el Oriente, los reduccionismos clasistas previos han

empezado a resquebrajarse en el seno de los sindicatos agrarios ~aunque toda­
vía se detectan cienos bolsones de clasismo carnpesinista reductivo-c-, dando

lugar en este caso no al puro desconcierto, sino a la réplica de los tenores de na­

bajo activista de los movimientos indígenas de las tierras bajas de Bolivia. Así,
también en la CSUTCB y sus organizaciones departamentales y regionales ah­
liadas ha empezado a aflorar lo que se está denominando un 'sindicalismo in­
dígena' que parece apunrar a abisagrar (as tradiciones de lucha de los sindicaros

agrarios a lo largo del siglo XX y los más recientes impulsos de identificación
érnica de anticoionialismo interno del ripo CIDOB. Aquí, dos culturas del
conflicto social: la clasisra campesina y la de la identificación érnica más con­
rcmporánca están empezando a mezclarse tenuemenre limando las mayores as­
perezas de las posruras clasistas más radicales y propendiemes anrcs al enfren­

tamiento que a la negociación -c-caracter lstica más fuerte, a nuestro entender,

en el sindicalismo campesino que en el sindicalismo urbano y laboral de la
COB~- del sindicalismo rural, por un lado, y, por el otro. marizando y radica­
lizando la cultura política más negociadora y conciliadora de la que ha hecho

gala el movimiento indígena organizado en torno a la CIDOB. Así, antes que

de ruprura propiamente de la tradición sindical campesina 'post' Guerra del
Chaco y hasta el preseme -c-tradición que informa y configura al todavía muy
fuerte sindicalismo cocalero-c-, debe hablarse, al tratarse del área rural, de un

proceso len ro de encuentro de dos culturas organizacionales y de conflicto ~
una cultura más vieja, la sindical, en lo que se refiere al siglo XX, orra mucho
más reciente. la de la identificación étnica, pero que se pretende recuperando

tradiciones incluso más antiguas y hasta de carácter precolonial-c- que hasta el
presente aún no han desembocado en una fisonomía clara y menos única. El
"sindicalismo indígena', para algunos de sus activistas, tendría que ser la meta

de arribo del conjunto de la masa rural en elpaís. Para otros, más bien sería una
etapa y un medio para el futuro predominio de una forma organizacional no-
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sindical más bien anclada en estructuras de mando indígena tradicional de raíz
prehispúnica. colonial y de la remprana República.

Lo último nos lleva, finalmente, arra va al rema de hasta dónde la [o t ma
sindical es o no concebida por los mismos sindicalistas y la intelectualidad que
apoya la formación de sindicaros como la forma organizacional central y cen­
rralizadora que correspondería a la presenre época de ajuste esrrucrural, por un
lado, y de democracia y conflictividad social extensiva y abierta a demandas y
reivindicaciones no sólo clasistas. por otro.

Si la aceptación y el reconocimien ro del conflicro son, como creemos, el
atributo central de la democracia y la resolución legal y pacífica de fa misma,
su Urea principal como forma de régimen y gobierno, queda pendiente el re­
ma de si la configuración de una cultura del conflicto ceriicla a la ley y al desa­
rrollo pacífico en nuestro país hace necesaria o no una organización centraliza­
dora -c-sindical o no- parJ. las demandas y reivindicaciones de los distinrox
sectores que sufren la discriminación, la marginación o la exploración en cual­
quiera de sus formas. Quizá una 'central' no es más, en democracia, necesaria.

¿O lo es"

:2 Uuran«- Lb dos lÍltlm::r"lenun<\~ de enero del 2000 v confirmando h.1 púlI'L" previsiones povihlcsSl de­
'Mrol!ó L11 la C1uJJd ,k ll Aho en La PJt, Bohvia, 0.:1 \JJl Conpno N" ... íorul de la CORo L()~ COllgre­

<;0, Il,h l"ll,do.:' Je la Cl)R h.u' -rdoen ~I pasado cvc-nros d~ 1.1 lIu;-'or rmportancia pofíric.r v «octal de 80­
li'I.1 y consrirur.m morncn mv centrales de renov.u.rón IHg,\l1iIJtIVJ de 1m movurucntus populares en e,­

rc p.lí" hl,¡ ,L/. el C\TIHO llO logro, ~lqulnJ Illici.u,(' ,ín d~'!prrJJTllCll[()S interno, do.: I::f.l11 envergadura

--\'1. 1.1 l:"UTCB opto de modo '-ltlcd ¡1Pr rcnrarse org.inl':JlllcIHC JL'13COH, ulll 1,)quc ve produjo la
SCp.u,luun formal dcfuunva del r.irupe-inado IIldigen,l <IJ1Jíno de LlS jila~ 'cohnt.i, . lhu, gr,lIldt:~ mg:l­

niz.n.ione-, vurdtcalcs -~'JHr<: cll.r, LI Illu.' .rcriva orgamv.u-rón cindrcal del m,¡gis(criu bolivi.mo-. abando­

n.uon ti cvcruo .nucs Jr qu~' sus ,[elíha:lcíunc<; comenzaran 1m ~llld¡(JII\mO' cn Bolivu pasaron .1'; .t

conJll1u.\[ .\U nurch.l ...~rHrírug:l h:K1J dcs.uucul.uiones pre\í~ihlcllll"IH('mavorcs .t futuro



¿Hacia una democracia participativa en los Andes?
Enfoques teóricos y comparativos

Olivier Dabene"

La idea según la cual las transiciones hacia la democracia rodavia no han termi­
nado parece ser admitida, tanto por la comunidad académica, como por las cla­

ses políticas y las sociedades civiles en ruda América Latina. El carácter incom­

pleto de las transiciones provendría de una escasa participación política. En
orros términos, la consolidación democrática requería pasar de una democracia
representativa a una democracia parricipativa.

Para responder a este desafío, los gobiernos rornan medidas. Este capítu­
lo analiza varios intentos de fomentar la participación política en tres niveles:
local (ley de participación popular en Bolivia), nacional (estatuto de participa­
ción ciudadana en Colombia) y regional (participación de la sociedad civil en

los procesos de integración).
Esta voluntad de los gobiernos para completar las transiciones no puede

explicarse sin referirse a las fuertes presiones de los actores sociales que exigen

una mayor atención a sus demandas. Estos actores se movilizan y crean redes

asociativas que pueden influir en la roma de decisión política.
Todos estos procesos merecen un detenido examen. Pero dicho análisis

riene dos dificultades. Una es de carácter rnerodológico: si bien se pueden mul­

tiplicar los ejemplos de participación popular exitosa, es difícil saber hasra qué
punto se puede generalizar y concluir en un progreso de la democracia parrici­
pariva. La otra dificultad es de carácter más reórico: suponiendo resuelta la di-

Doctor. Profto'or c.ncdr.itico de Cil'I]CIJ'i f'olíricb lnvtituto de r:~tl1tli(l~ Polmcos di;" Arc-eu-I'rovcncc ­
Fr,¡nu.l
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ficulrad metodológica. y suponiendo que se puede concluir en un progreso de

la democracia participariva, queda por ver si una mayor participación significa

un mayor bienestar para la geme.

Al respecto, esta ponencia sugiere que el enfoque clásico sobre la demo­

cracia represenrarivo/participariva no es suficiente, y tiene que ser completado

por un enfoque sobre la democracia rcdisrriburiva.
Otorgar un grado mAyor de panicipación a la ciudadanía tiene un interés

obvio, pero hay que preguntarse si puede contribuir a solucionar los graves pro­

blemas sociales que conoce América Latina. De no ser así, la democracia parri­

cipariva puede producir efectos perversos: la gente puede frustrarse má... al no

ver los problemas sociales resueltos y estar participando en la toma de decisión.

Este capitulo consta de dos partes: la primera, m.is larga, ilustra el prou­
gonismo de la sociedad civil que lleva a reformas importantes en materia de de­

mocracia participariva: la segunda, mucho más breve, señala los límites de las

reflexiones en términos de participación y propone enfocar el aspecro redistri­

hutivo de la democracia.

¿La hora de la sociedad civil'

En muchos países, se ha observado un efecto perverso de las transiciones demo­

cráticas sobre los movimientos sociales. Después de haber sido muy activos du­

rante los últimos años de las dictaduras, experimentaron un declive con el re­

torno de la democracia. Sin embargo, dada la magnimd de los problemas so­

ciales en la fase post-transición. no debe sorprender ver a los movimientos reac­

tivados en la década del 90. Y es particularmente el caso en las situaciones ex­

tremas de violencia.

Movilización social en situaciones extremas

El ejemplo de Colombia es inreresanrc. En el contexto de una guerra que pare­

ce no poder terminar nunca, la población, principal víctima de la violencia y

de las masacres, se organiza. Del combare de las 'mujeres para la vida', en la re­

mora región bananera del golfo de Urabá al noroeste de Colombia, v en pani­
cular el combare de Gloria Isabel Cuadras, alcaldesa de Apartado, a Id lucha de

los habitantes de la capital, toda la población colombiana expresa su deseo de

paz en la década del 90.
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Así que se mulriplican las iniciativas 'cívicas' para la paz: Programa para la
Paz, de los jesuitas. REDEPAZ, Cerniré de Búsqueda de la Paz, Comisión Na­
cional de Conciliación, Mandato para la Paz, Destino Colombia, Organización
para la Paz, Propuestas del Patronato, ere.

Algunas de estas iniciativas SOn espectaculares. El 26 de octubre de 1997,

pOt ejemplo, con motivo de las elecciones locales. el Mandato pata la Paz, la Vi­

da y la Libertad organizó un referéndum paralelo que juntó más de 10 millo­
nes de votos, OUO ejemplo, el 19 de mayo de 1998, miles de colombianos se
juntaron en la plaza Bolívar de Bogotá para un homenaje a dos activistas de los

derechos humanos asesinados. En esta oportunidad, el presidente de la. Asocia­
ción Nacional de Industriales se solidarizó con el presideme de la Central Uni­
taria de Trabajadores (CUT) para trabajar en la pacificación del pa¡s. De hecho,
75 asociaciones acababan de jumarse para formar un Frente Social Ampliado y
trabajar para la paz, La prensa subrayó esta expresión de potencia de la socie­
dad civil colombiana.

Como último ejemplo, el 24 de octubre de 1999, una enorme manifesta­
ción, con el lema: ¡Basta!, reunió a centenares de miles de colombianos (12 mi­
llones según la prensa),

¿Puede ser duradera esta movilización excepcional para la paz, que tam­
bién se pudo observar durante un tiempo en Cenrroamérica? El ejemplo de

Centroamérica demuestra que no, Si la sociedad civil estuvo asociada a los es­

fuerzos de paz, su movilización declinó rápidamente una vez lograda y conso­
lidada la paz. En este sentido, difícilmente la movilización en situaciones cxtrc­

mas puede desembocar en una democracia participativa.

Participación popular y democracia local

En muchos países, la descentralización administrativa ha sido acompañada por
un esfuerzo para estimular la participación ciudadana. En Bolivia, por ejemplo.

el presidente Sánchez de Lozada promulgó, el 20 de abril de 1994, una rasci­
nante Ley de participación popular, para integrar a las poblaciones indígenas.
campesinas o marginadas a la vida política y económica de la nación. El instru­

mento elegido es el de la descentralización a favor de los municipios, que se ven

Vense "La lldl /;00111 socia]". (<1mb/u 16 (Colombi::¡), 2':; de 1l1'lYO - 1ro. dt' juruo de 1998.



margado el manejo directo de: la educación, la salud, la cultura, el depone y

las infraestructuras.

Tal como lo dispone el articulo I de la Ley:

La presenre ley reconoce, promueve y consolida el proceso de participación

popular, articulando a las comunidades indigenus, comunidades campesi­

nas y juntas vecinales, respectivamente, en la vida jurídica, polüica yeco­

nómica del país. Procura mejorar la calidad de vida de la mujer y el hom­

bre bolivianos. con una más justa distribución y mejor administración de

los recursos públicos. Fortalece los instrumentos políticos y económicos ne­

cesarios para perfeccionar la democracia reprcseutariva. incorporando la

participación ciudadana en un proceso de democracia participariva y garan­

rizando la igualdad de oportunidades en los nivelesde representación a rnu­

jeres y hombres.

Paralelamente, la Ley reconoce todas las formas de organización de las comu­
nidades, indígena~ y erras, reuniéndolas en una categoría única: las Organiza­
ciones Territoriales de Base (OTB). En las zonas urbanas, las OTB reemplazan

a las junras vecinales. Cada unidad territorial debe organizarse en OTB, oficial­
mente registradas en las prefecturas. y debe elegir un represemanre según sus

usos, costumbres y disposiciones estatutarias. Las OTB deben "identificar,

priorizar, participar y cooperar en la ejecución y administración de obras para

el bienestar colectivo, atendiendo preferenrernenre los aspectos de educación

formal y no formal, mejoramiento de la vivienda, cuidado y protección de la
salud, masificación del deporte y mejoramiento de las técnicas de producción"
(articulo 8 de la Ley). En pocos años se crearon varios miles de OTB, lo que

ilustra el dinamismo de las organizaciones sociales en Bolivia. l .a ¡ .ey de Pani­
cipación Popular generó una intensa movilización sobre el tema de la descen­
tralización. Muchos comités cívicos se formaron en el país, algunos defendien­

do posiciones a favor de las auronorruas.
En julio de ]994. se promulgó una Ley de descentralización adrninisrra­

uva del Estado. cuyo objeto es "mejorar y fortalecer la eficiencia y eficacia de la

administración pública, en la prestación de servicios en forma directa y cerca­
na a la población" (articulo 2 de la Ley). La descentralización consiste en una

rransterencia de atribuciones de carácter récnico-adminisrrarivo del nivel nació­

nal al nivel depanarnenral. En cada departamento, un prefecto designado por
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el Presidente de la República, tiene a su catgo, entre otras cosas, "promover la

participación popular y canalizar los requerimientos y relaciones de las organi­
zaciones indígenas. campesinas y vecinales" (arrfculo 'i.k].

Claro que la aplicación de estas leyes no fue nada fácil. Las comunidades
pobres y aisladas que se quería incorporar a la vida cívica del país, tienen roda

una tradición de rechazo o de hostilidad a las autoridades administrativas, que
consideran como responsables de su situación de marginadas. No pueden
aceptar, de la noche a la mañana. una lógica de cooperación con el 'Estado'. Por

orra pane, las autoridades gub<:rnamenrales tenían dudas acerca de una plena

colaboración con las comunidades, ya que la eficacia anticipada de la descen­

tralización no era reconocida por rodos los funcionarios. Y fi nalmenre, la par­

ticipación popular puede ser conrradicroria con la participación electoral. En
un país como Bolivia, donde se estima que cerca de un 60~·"o de la población
rural no está inscrita en los padrones electorales, la incitación a registrarse y vo­
tat puede bajar aún más si las decisiones importantes para la vida cotidiana se
toman en el nivel local con un sistema de deliberación. El reconocimiento de

la tradición indígena del 'ampliado'. esta asamblea donde todo se discurc y se
decide, puede desleguimar aún más la vida política nacional. Problemas simi­
lares se encuentran en otros países andinos. En Colombia, el artículo] 03 de la
Constitución de 1991. dispone que:

Son mecanismos de participación del pueblo en ejercicio de su soberanía:

elvoro, el plebiscito. el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto. la

iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato. La ley lo.'> reglamentará.

El Estado contribuirá a la organización, promoción y capacitación de las

asociaciones profesionales, cívicas, sindicales, comunitarias, juveniles, be­

néficas o de utilidad común no gubernamentales, sin detrimento de su au­

tonomía con elobjeto de que constituyan mecanismos democráticos de re­

presentación en las diferentes instancias de participación, concertación,

control y vigencia de la gestión pública que se establezcan.

El 31 de marzo de 1994, se promulgó una Ley "por la cual se dictan normas
sobre los mecanismos de participación ciudadana". En aquella oportunidad, el

2 Véase (ionzñlez, i\bry Lisbeth. Développcmenr cr démocraric palTKlpcHlV': Le prograllllTlc dn P\:l,'j)
el d.. la Banque mnndiale de leau er d'assainissernenr en Roliyie,[esi~ de doctorado. París 111 Sorbona.
.;(] de junio de llJlJ,S.
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presidente César Gaviria subrayó la importancia de la Ley para pasar de una de­
mocracia represenrariva a una democracia participativa.

Entonces. la participación política del ciudadano colombiano va mucho

más allá del simple acto del voto, ya que puede intervenir en tres grandes nive­

les: la formulación de propuesras, gracias a la "iniciativa popular legislativa y
normativa ante las corporaciones públicas" (arrículo 2 de la Ley): las deliberacio­

nes acerca de las políticas públicas, gracias a los referendos o la planificación; y
la evaluación del rrabajo de los po líricos, gracias a la revocatoria del mandare.

Esta participación ciudadana fue rambién acampanada de transferencia

de recursos; pero dichas transferencias se quedan condicionadas, de tal manera
que la autonomía real de las entidades territoriales se ve limitada'.

Democracia y good governance

Las reformas mencionadas fueron clara y abiertamente apoyadas por los orga­

nismos rnulrilarerales. Según el Banco Mundial en la segunda mirad de la dé­
cada del 90, la descentralización es una manera de fomentar el desarrollo y la

democracia parricipativa,

La revisión de la 'doctrina del Banco Mundial durante la década del 90 es

interesante. Después de un largo periodo de descuido de las consecuencias so­
ciales de los planes de ajusrc. el discurso pasó a ser más social, enfocando el
'puehlo como fin e instrumento del desarrollo'. Según el Banco, "para reforzar

las instituciones públicas, hay que empezar por llevar el gobierno más cerca del
puehlo. Esto significa que las políticas públicas deben ponerse al servicio de la
gente... y esto implica una mayor descenrralización de recursos y prerrogativas
gubernamentales" '.

La idea es que las iniciativas de desarrollo, y en particular la lucha contra

la pobreza, son mucho más eficientes cuando la población afectada participa en
la concepción y la ejecución de los proyectos'. En otros términos, la democra­

cia se convierre en un sistema de gobierno más eficiente conforme pasa a ser

j l-orcro. Clernenre er .11., [)(J((,lum!tZi/OólI)' partlupd,'¡ri'¡ "lIIdl1fhllll1, fiogürj,kr..:er Mundo Editorcv.
L')'l7.
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más parricipariva, lo que hace entrar a un país en un círculo virtuoso. Oc he­

cho, diferentes estudios han demostrado la eficiencia de ciertos proyecros de lu­

cha contra la pobreza implicando la población aferrada. Sin embargo, parece
difícil derivar conclusiones generales de una adición de estudios de casos. De
un lado, deben reunirse muchas condiciones para que una comunidad pueda
participar activamente en la elaboración de un proyecro de desarrollo. Si bien
es fácil imaginar una comunidad dando su opinión sobre diferentes opciones
para colectar basura, es diferente cuando se trata de temas más técnicos. Del
otro lado, puede resultar difícil romper con prácticas asisrencialisras y tradicio­

nes clienrelares. En resumen, participación y good governance no son tan fácil­
mente cornparibles''. Lo que sí se puede observar es que aparecen espacios de

participación bien delimitados que pueden desembocar en la producción de

bienes colectivos. Pero parece exagerado hablar de un progreso global de la de­
mocracra parnClpanva.

La promoción internacional de la democracia partieipativa

Los organismos mulrilarerales no son los únicos que tratan de fomentar la de­
mocracia parricipariva. Los procesos de integración regional también se dedi­
can a defender la democracia como régimen rcpresenrarivo ya fomenrar la par­
ricipación. En este sentido, el ejemplo de la Organización de Estados America­

nos (OEA) es inreresanre.
La Carta de la OEA de 1948 fue reformada en la década del 90, para que

la Organización se convierta en el principal instrumento de defensa de la de­
mocracia en el conrinenre, La nueva Carra. que entró en vigor el 25 de seriem­

bre de 1997, traduce la voluntad de la comunidad de naciones americanas de

consolidar un orden democrárico en el hemisferio. La nueva misión de la OEA

es "promover y consolidar la democracia represencariva dentro del respero al
principio de no intervención (artículo 2b). Claro, la OEA respera las sobera­

nías, en la medida en que "roda Estado riene derecho a elegir, sin injerencias

externas, su sistema polírico, económico y social, y a organizarse en la forma

que más le convenga, y tiene el deber de no intervenir en los asuntos de arra
Estado. Con sujeción a lo arriba dispuesto, los Estados americanos cooperarán
ampliamente entre sí y con independencia de la naturaleza de sus sistemas po-

(¡ Lo que dt.:!lllw~(r,\ muv bldl 1.1 ya orada [csi." de Mary l.tsbcrh (;(Inzález.
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líticos, económicos y sociales" (artículo 3e). Sin emhargo, se precisa más ade­

lante que "un miembro de la Organización cuyo gobierno democráticamente

constituido sea derrocado por la fuerza podrá ser suspendido del ejercicio del
derecho de participación en las sesiones de la Asamblea General, de la Reunión

de Consulra, de los Consejos de la Organización y de las Conferencias Especia­
lizadas, así como de las comisiones, grupos de trabajo y demás cuerpos que se

hayan creado" (artículo 9).
La OEA no solamente se preocupa de la estabilidad de los regímenes po­

líticos, sino que también riene la ambición de consolídar un cierro tipo de de­

mocracia. La Carta de 1948 precisaba normas económicas (capítulo 6), normas
sociales (capítulo 7) y normas culturales (capítulo 8). Se trataba de cooperar pa­
ra asegurar el desarrollo económico al servicio del bienestar (nivel de vida y

educación). La nueva Carta de 1997 agrega todo un capítulo (con 22 arrículos)

sobre el 'desarrollo integral'. Se trara de desarrollar la solidaridad al servicio de

la justicia social: "los Estados miembros convienen en que la igualdad de opor­

tunidades, la eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la
riqueza y del ingreso, así como la plena participación de sus pueblos en las de­
cisiones relativas a su propio desarrollo, son, entre otros, objetivos básicos del

desarrollo integral" (artículo 34). Claro que "el desarrollo es tesponsabilidad
primordial de cada país" (artículo 33). pero se crea un Consejo Interamericano

para el Desarrollo Integral encargado de armonizar los esfuerzos nacionales y
acompañar los progtesos.

Por arra parte, desde 1990, la üEA dispone de una Unidad para la Pro­
moción de la Democracia que trabaja en tres áreas: instituciones y procesos

electorales, instituciones y ptocesos legislativos, y progtamas educativos para la
promoción de los valores democráticos.

Más interesante aún, el proceso de Miami, este conjunto de negociacio­

nes que se inició con la cumbre de las Américas de diciembre 1994, constiruye

un gran esfuerzo de promoción de la democracia. Desde el principio, los temas

de negociación giran alrededor de la defensa de la democracia. Se rrara de ha­

cer que la democracia funcione, que sea próspera y duradera, mediante una se­

rie de medidas agrupadas en un plan de acción en cuatro grandes áreas: la Pre­
servación y el Fortalecimiento de la Comunidad de Democracias de las Améri­
cas, la Promoción de la Prosperidad Mediante la Integración Económica y el
Libre Comercio, la Erradicación de la Pobreza y la Discriminación en Nuestro
Hemisferio, la Garanda del Desarrollo Sostenible y la Conservación de Nues­

tro Medio Ambiente para las Generaciones Futuras.
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La regional governance: la alianza de los sectores público y privado

El proceso de Miami moviliza una gran diversidad de actores, públicos y priva­

dos. Esta alianza entre sectores públicos y privados tiene un impacto democra­
rizador al nivel conrinenral, pero puede generar efectos pervetsos. La idea plan­
teada más arriba sobre la descentralización puede aplicarse de nuevo. Los acto­
res sociales, que pueden acceder a un nivel continental de roma de decisión,
pueden perder interés en la vida política nacional, Claro, no rodas los ano res
sociales tienen dicho acceso, pero el proceso de Miami pteve numerosos cam­
pos de intervención, y puede movilizar recursos.

Llama mucho la atención la diversidad de los actores que fueron involu­
erados para elaborar el Plan de Acción de Miami y negociar los acuerdos. En
este sentido, el Plan de Acción tiene un apéndice muy interesante que precisa
la repartición de los cargos entre los diferentes actores. En el apéndice se lee lo
siguiente:

La responsabilidad principal para la ejecución de este Plan de Acción recae

en los gobiernos, individual y coleccivarnenre. con la participación de todos

los elementos de nuestras sociedades civiles.

Se solicita a las organizaciones e instituciones existentes que ejecuten el con­

junto de iniciativas que han resultado de esta Cumbre de las Américas. En

muchos casos, hemos propuesto que los asuntos específicos sean estudiados

en las reuniones de ministros, funcionarios de alto nivel o de expertos.

Asimismo, proponemos que algunas de esas iniciativas se ejecuten en pac­

toS enrre los sectores público y privado.

Más adelante en el apéndice se precisa:

Iniciativas en las que las alianzas de los secrores público y privado desem­

peñan un papel imporranre:

El fonalecimienro de la democracia.
La promoción y protección de los derechos humanos.
El fortalecimiento de la sociedad y de la participación comunitaria.
La promoción de los valores culturales.
La lucha contra la corrupción.
La infraestructura hemistética.
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La cooperación en ciencia y recnología.
El acceso universal a la educación.

El acceso equirarivo a los servicios básicos de salud.
La promoción de las microempresas y pequeñas empresas.
Los Cascos Blancos, cuerpos para casos de emergencia y desarrollo.
La alianza para el uso sosrenible de la energía.
La alianza para la biodiversidad.

La alianza para la prevención de la contaminación.

Todo esto eshoza lo que se podría llamar una matriz de gobierno regional de­
mocrarizado, o sea con aira parricipación de la sociedad civil.

Cuatro años después de la cumbre de Miami, la segunda cumbre de las
Américas (Santiago de Chile, abril de 1998) lanzó nuevas iniciarivas concretas.
en la misma lógica de alianza enrre diversos tipos de actores.

Es demasiado temprano para medir el impacto democratizador de estos
esfuerzos. Pero sí se puede decir que se instalo un espacio de deliberación al ru­

vel continental, lo que es nuevo. El proceso de Miami fortalece las sociedades
civiles, ya que se oficializa la idea de una alianza entre sectores público y priva­
do como "esfuerzo colectivo que complemenre las acciones que en el nivel na­
cional se desarrollan y ejecutan para mejorar el bienestar económico y la cali­
dad de vida de nuestros pueblos.

El esfuerzo empeñado desde 1993 contribuye a la consrirución de un es­
pacio público continental, pero es un poco temprano para considerar este re­
sultado como definitivo.

Así que hay que concluir con una nota de escepticismo sobre la emergen­
cia 'desde abajo' y 'desde m uv arriba' de una democracia participariva. Si bien
es cierro quc hay definitivamente una diversificación de oporrunidades de par­
ticipación polírica, a muchos niveles (local, nacional e internacional), corres­
pondiendo a una diversificación de las instancias de roma de decisión, no se sa­
be a ciencia cierra si los efectos perversos señalados no van a sobrepasar los be­
neficios dcrnocratizadores.

"lc~llndJ. cumhrc de [;¡~ Arnénc.e, I'IJI\ de "'-,-,-Ion, Santiago de Chile, 1\) de abnl, 19')R
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La crítica al enfoque sobre la participación puede basarse en argumenros empi­
riCOS o teóricos.

• Desde un punto de visra empírico, se puede recordar que América Latina
experimentó muchos intentos de incorporación de movimientos sociales

y en muchos casos estas experiencias no significaron progresos sociales.

Ésee fue el drama del populismo, por ejemplo. Orro ejemplo podría ser el
de los movimientos érnicos en los países andinos que han logtado con­

quistar importanrcs derechos en cuanto al respeto de sus tradiciones cul­
turales, pero cuyas reivindicaciones sociales, que dieron origen a las mo­
vilizaciones, no han sido satisfechas. O sea, que las reformas constitucio­
nales son avances absoluramenre innegables, pero deben estar acompaña­
das por reformas agrarias o fiscales. Lo que la hisror¡a demuestra es que la
incorporación de movimientos sociales gracias a la rcprcsenración/parrici­

pacion política, pero sin satisfacción de las demandas, constituye una
bomba de tiempo. La población incorporada puede frustrarse más al no
ver los problemas sociales resueltos y haber participado en la roma de de­
crsicnes.

Claro que la participación popular es una etapa importante, pero no de­
be ser considerada como un fin sino como un medio.

• Desde un punro de vista teórico, el argumenro es doble: de un lado la de­
mocracia no puede ser nunca suficientemente participariva, del otro lado

la representación es una ficción.
La participación es necesariamente insuficiente cuando no se trata de mi­
cro proyectos. Frente a la complejidad, las decisiones deben ser tomadas

en pequeños grupos, o comités con expertos. Esro no es necesariamente
un problema desde el punro de vista de la democracia si los individuos
participan en los comités (lo que Sartori llama la democracia de comi­
tés)". Y las leyes de descentralización van en esa dirección. Sin embargo,
ya hemos señalado los límites de este tipo de democracia descentralizada.

Pero más grave es el hecho de que siempre habrá gente para quejarse de
que no han participado en la toma de tina decisión que afecta a sus inre-

8 Vense Sarrori. (~jov.lni, lfu'rH."Y ~rd,'m(lrr(/C}' m-isurd. Charhnr» HOllSC Publishcrv. 1987.
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reses. En este sentido, la búsqueda de la democracia participariva no ter­
rruna nunca.

La representación es una ficción por varias razones, entre las cuales desta­
ca el carácter necesariamente aristocrático de las elecciones'). O sea, que

hay una tendencia natural a elegir elites cuya rcpresemarividad es muy
cuestionable. Esta tendencia se ve fuerremenre acentuada en América La­

tina, a raíz de la magnitud de la brecha social.
• Estos' argumentos, apenas resumidos aquí, justifican que se cornpjere el

enfoque sobre participación/representación con un enfoque sobre la redis­

tribución.

Llama mucho la atención la incapacidad de las democracias latinoameri­
canas para resolver los problemas sociales. Esto debe sugerir que los es­
fuerzos para introducir una democracia más participariva todavía no han
producido resultados concretos en cuanto a bienestar de la gente. La con­

solidación democrática no puede ser orra cosa que una mayor y mejor re­
distribución de recursos y oportunidades por parte de Jos sistemas políti­
cos. La participación que no conduce a una mayor redistribución, solo
alienta las frustraciones sociales.

fL4CSU . llibliolecl
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